162
CÁMARA DE DIPUTADOS

5
SESIÓN 26ª, EN MARTES 10 DE AGOSTO DE 2004


REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



CÁMARA DE DIPUTADOS

LEGISLATURA 351ª, ORDINARIA

Sesión 26ª, en martes 10 de agosto de 2004

(Ordinaria, de 11.09 a 14.53 horas)



Presidencia de los señores Lorenzini Basso, don Pablo, 



Leal Labrin, don Antonio, y Ojeda Uribe, don Sergio.



Secretario, el señor Loyola Opazo, don Carlos.



Prosecretario, el señor Álvarez Álvarez, don Adrián.

REDACCIÓN DE SESIONES

PUBLICACIÓN OFICIAL

ÍNDICE


I.-
ASISTENCIA


II.-
APERTURA DE LA SESIÓN


III.-
ACTAS


IV.-
CUENTA


V.-
ORDEN DEL DÍA


VI.-
PROYECTOS DE ACUERDO


VII.-
INCIDENTES


VIII.-
DOCUMENTOS DE LA CUENTA


IX.-
OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA

ÍNDICE GENERAL

Pág.


I.
Asistencia

7


II.
Apertura de la sesión

11


III.
Actas

11


IV.
Cuenta

11


-
Desarchivo de proyecto sobre certificados otorgados por bomberos respecto de edificación en altura

11


-
Permiso constitucional

11


V.
Orden del Día. 


-
Régimen de garantías en salud. Tercer trámite constitucional

11


VI.
Proyectos de acuerdo. 


-
Regulación de procedimientos de traslado de valores bancarios. (Votación)

40


-
Información sobre investigaciones en materia de yacimientos de hidrocarburos

40


VII.
Incidentes. 


-
Saludo a mineros. Importancia para Enami de enajenación de Fundición Las Ventanas

43


-
Alcances sobre publicaciones de prensa sobre embajador chileno en Costa Rica

44


-
Exigencias legales para el funcionamiento de hogares de adultos mayores. Oficios

44


-
Información sobre viviendas dañadas de comunas de la Novena Región. Oficio

45


-
Otorgamiento de pensiones posguerra a ex miembros de la Central Nacional de Informaciones, CNI. Oficios

46


-
Visitas periódicas de fiscales del Ministerio Público a comunas rurales. 
Oficio

46


-
Información sobre salas de reunión en liceos para centros de alumnos y 
padres y apoderados. Oficio

47


-
Homenaje al Instituto Nacional y al minero chileno. Oficios

47


-
Mano de obra local y regional para obras de reposición de tren de Osorno a Puerto Montt y consideración de dos estaciones del tramo. Oficios

48


-
Malversación de fondos públicos en la Región del Maule. Oficios

49


-
Información sobre pago de subsidios habitacionales en provincia de Curicó. Oficio

51

Pág.


VIII.
Documentos de la Cuenta. 


-
Oficios de S. E. el Presidente de la República mediante los cuales comunica que ha resuelto no hacer uso de la facultad que el confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República respecto de los 
siguientes proyectos: 


1.
Crea los Tribunales de Familia. (boletín N° 2118-18)

52


2.
Regulación del arbitraje comercial internacional. (boletín N° 3252-10)

52


3.
Oficio de S. E. el Presidente de la República por el cual retira y hace presente la urgencia, con calificación de “simple”, para el despacho del proyecto sobre sistema de inscripciones electorales. (boletín N° 3586-06)

52


4.
Oficio del Senado por el cual comunica que ha aprobado, en los mismos términos que la Cámara de Diputados, el proyecto que dispone la eliminación de ciertas sanciones prontuariales. (boletín N° 3392-17)

53


-
Oficios del Senado, por los cuales comunica que ha aprobado, con modificaciones, los siguientes proyectos: 


5.
Establece un régimen de garantías en salud (Plan Auge). Con urgencia 
“suma”. (boletín N° 2947-11)

53


6.
Regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura. Con urgencia “simple”. (boletín N° 3245-03)

74


7.
Racionalización del uso de la franquicia tributaria de capacitación. Con 
urgencia “simple”. (boletín N° 3396-13)

76


8.
Segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional recaído en el proyecto que introduce modificaciones en el sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones y Gendarmería de Chile. (boletín N° 3394-02)

80


9.
Informe de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social recaído en el proyecto que reduce la edad para participar en juntas de vecinos. (boletín N° 3097-06)

94


10.
Informe de la Comisión de Defensa Nacional recaído en el proyecto, con 
urgencia calificada de “simple”, que modifica el Código Penal en materia de uso y porte de armas. (En tercer trámite constitucional) (boletín N° 3389-07)

100


11.
Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación recaído en las observaciones formuladas por S. E. el Presidente de la República al proyecto, con urgencia calificada de “suma”, que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales. (boletín 
N° 2853-04)

103


12.
Informe de la Comisión Especial destinada a estudiar el cumplimiento y 
resultado de las distintas medidas legales y administrativas que se aplican a favor de las zonas extremas del país, de conformidad con el proyecto de acuerdo N° 142, que le encomendó estudiar la situación que afecta al 
mercado aéreo en el país

108

Pág.

13.
Informe de la Comisión Especial de discapacidad recaído en el proyecto que modifica la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad. (boletín N° 3504-11)

154

14.
Moción del diputado señor Lorenzini que modifica el Estatuto del Personal de la Cámara de Diputados. (boletín N° 3628-16)

161


IX.
Otros documentos de la Cuenta.


1.
Comunicaciones:


-
Del diputado señor Jarpa quien de conformidad con lo dispuesto en los artículos 57 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días a contar del 11 de agosto en curso para dirigirse a Venezuela. 


-
Del Jefe de Bancada de la Unión Demócrata Independiente por la cual informa que el diputado señor Longueira reemplazará en forma definitiva al diputado señor Alvarez, en la Comisión de Hacienda. 


-
Del diputado señor Ulloa por la cual solicita el desarchivo del proyecto que establece la obligatoriedad de certificados de seguridad extendidos por funcionarios designados por la Junta Nacional del Cuerpo de Bomberos, respecto de permisos de edificación en altura (boletín N° 1007-14). 



Contraloría General de la República


-
Señor Lorenzini, investigación en la Intendencia de la Séptima Región, respecto de los gastos en que habría incurrido en los meses previos a la última elección parlamentaria. 


-
Señor Espinoza, investigación de denuncia relacionada con concurso público para proveer cargo de Director Regional del Programa Chile Califica en la Décima Región.


-
Señor Burgos, investigación en la municipalidad de Providencia sobre la actuación del alcalde subrogante de dicha comuna. 


-
Señor Egaña, resultado de sumario sobre supuestas irregularidades en la venta de terreno de propiedad de la municipalidad de San Pedro de la Paz. 



Ministerio de Educación


-
Señor José Pérez, situación de docentes de la Escuela Especial de Adultos E-93 de la Quebrada de Acha, comuna de Arica. 



Ministerio de Obras Públicas


-
Señor Juan Pablo Letelier, obras para asegurar agua potable a localidades de la Sexta Región. 


-
Señor García, pavimentación de camino de Radal a Cunco. 


-
Señor Ramón Pérez, necesidad de restaurar iglesias de la cultura Aimara. 


-
Señor Jarpa, mejoramientos viales en la Octava Región. 


-
Señor Villouta, creación de áreas de desarrollo para comunas de la provincia de Malleco. 


-
Señor García, reposición de puente en localidad de Huiscapi. 



Ministerio de Salud


-
Señor Vilches, falta de insumos médicos en hospitales de Diego de Almagro y Chañaral en la Tercera Región. 



Ministerio del Trabajo y Previsión Social


-
Señor Ramón Pérez, fiscalización de obras realizadas por la empresa constructora Incofich S.A. 


-
Señor Alvarado, información sobre multas que se cursan a empleadores por infracciones de carácter laboral.



Ministerio de Bienes Nacionales


-
Señor Pablo Galilea, informe sobre convenio de regularización de la propiedad de inmuebles fiscales. 



Ministerio de Vivienda y Urbanismo


-
Señor Navarro, incorporación de familias del Comité de Allegados “La Ilusión” al Programa de Mejoramiento de Barrio de Cosmito.


-
Señor Masferrer, ampliación de red de agua potable rural. 



Ministerio de Planificación y Cooperación


-
Señor Barros, construcción de caminos rurales a través convenio Fosis-Obras Públicas. 


-
Señor Jaramillo, copia de auditoría realizada por la Contraloría Regional. 


-
Señor Lorenzini, selección del Gestor de Empleo Fosis región del Maule. 



Intendencia de la Región de Maule


-
Señor Correa, distribución de cupos de empleo en la Región del Maule. 



Intendencia de la Región de Atacama


-
Comunica cambio Consejero. 



Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito


-
Siniestros producidos por causa de alcohol y transporte público.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (113)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
IND-RN
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Concurrió, también, el senador don José Antonio Viera-Gallo.


-Asistieron, además, los ministros del Interior, don José Miguel Insulza; de Salud Pública, don Pedro García; de la Secretaría General de Gobierno, don Francisco Vidal, y de la Secretaría General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff.

-




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.09 horas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El acta de la sesión 20ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 21ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁlVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

DESARCHIVO DE PROYECTO SOBRE CERTIFICADOS OTORGADOS POR BOMBEROS RESPECTO DE EDIFICACIÓN EN ALTURA.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se accederá a la petición del diputado señor Jorge Ulloa, por la cual solicita el desarchivo del proyecto que establece la obligatoriedad de certificados de seguridad extendidos por funcionarios designados por la Junta Nacional del Cuerpo de Bomberos, respecto de permisos de edificación el altura.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


PERMISO CONSTITUCIONAL.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se accederá al permiso constitucional solicitado por el diputado señor Carlos Abel Jarpa para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 11 de agosto en curso, para dirigirse a Venezuela.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

RÉGIMEN DE GARANTÍAS EN SALUD. 
Tercer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Corresponde conocer, en tercer trámite constitucional, el proyecto de ley, originado en mensaje, que establece un régimen de garantías en salud.


Antecedentes:


-Modificaciones del Senado, boletín 
Nº 2947-11. Documentos de la Cuenta Nº 5, de esta sesión.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
De conformidad con lo acordado por los Comités parlamentarios, el tiempo de dos horas de que se dispondrá para la discusión, se distribuirá según la proporcionalidad que rige para Incidentes. Por consiguiente, al Comité Unión Demócrata Independiente le corresponderán 36 minutos; al Comité Demócrata Cristiano, 24 minutos; al Comité Partido por la Democracia, 21 minutos; al Comité Renovación Nacional, 21 minutos, y al Comité Partido Socialista y Radical, 18 minutos.

Solicito a los jefes de bancada que nos hagan llegar los nombres de los diputados que intervendrán.



Se suspende la sesión por dos minutos.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:


El señor LORENZINI (Presidente).- Continúa la sesión.


En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, hoy es un día particularmente trascendental para Chile, porque estamos a punto de despachar el proyecto de reforma más importante, emblemático y con más proyecciones del Gobierno del Presidente Lagos.


Cada vez que se toma una medida en el ámbito sanitario se produce una profunda repercusión en la población, especialmente en los sectores más postergados.


Hace aproximadamente 50 años hicimos las cosas bien en materia de salud, razón por la que hoy podemos mostrar los indicadores que tenemos, por ejemplo, en el área de la morbimortalidad infantil. Actualmente, mueren 7,8 de cada mil recién nacidos vivos. En Estados Unidos, con un presupuesto aproximadamente seis veces mayor al chileno, o en países europeos, con ingresos per cápita entre 20 mil y 30 mil dólares, a diferencia del nuestro que sólo alcanza a 5 mil dólares, mueren 7,2 de igual número de nacimientos. Ayer hicimos las cosas bien y queremos continuar haciéndolas de la misma manera. Para ello era necesaria una respuesta del Estado frente a los cambios epidemiológicos que ha sufrido la población. Este respondió con la elaboración de un proyecto de ley sobre autoridad sanitaria, que introduce profundas modificaciones a los mecanismos de gestión, iniciativa que, sin duda, tendrá como consecuencia un sistema más eficiente y una mejor y más satisfactoria gestión para los usuarios.


Además, debemos responder a las necesidades de una población que ha envejecido, debido al aumento de las expectativas de vida. En la actualidad, la gente muere a causa de tumores, diabetes e hipertensión, es decir, debido a patologías relacionadas con hábitos de vida. Por eso son tan importantes los esfuerzos hechos para fortalecer la atención primaria, así como la prevención y la promoción de una mejor calidad de vida, porque sabemos que a través de los cambios de hábitos de los chilenos y chilenas podemos modificar las cifras que arrojó la última encuesta nacional de salud, la cual, lamentablemente, demuestra la existencia de un índice muy elevado de enfermedades cardiovasculares.


Quiero ser muy enfático en señalar que estamos en presencia de un tremendo proyecto de ley, el que crea el plan Auge, porque da cuenta de los cambios que ha experimentado la población y permite hacer frente al gran temor de los chilenos de adquirir una patología o de enfermarse.


Además, las modificaciones del Senado terminan la polémica entre las patologías Auge y las no Auge, pues dejan muy claro que hay un régimen general dentro del cual existe un grupo priorizado de enfermedades: las patologías Auge. Pero quienes sufran alguna patología no Auge, también tendrán garantizadas la calidad y el acceso a la salud a través de mecanismos de gestión crecientes y superiores, así como la oportunidad de atención y protección financiera.


Uno de los temas más importantes para los chilenos y las chilenas es el de las listas de espera. Hoy, por primera vez, se garantiza a los pacientes tiempos de espera determinados después del diagnóstico de una patología. Por ejemplo, una persona con litiasis no tendrá que esperar un año y medio para ser atendida, y una señora de 60 años que padece de cataratas no deberá esperar 6 ó 7 meses para ser intervenida. Por lo tanto, se garantiza una atención oportuna a la población, garantía que es exigible al Estado.


El proyecto de ley garantiza protección financiera. Este punto es muy importante, por lo que me voy a detener a explicarlo.


Uno de los grandes temores de los chilenos a la hora de enfermarse es si tendrán que vender sus bienes para costear el valor total de las prestaciones. El proyecto garantiza absolutamente la protección financiera en dos niveles. Primero, no sólo se establece que el copago ascenderá al 10 o al 20 por ciento del valor real, sino que, además, si ese copago es excesivo para el salario de la persona, habrá un segundo nivel de oportunidad. Por ejemplo, una persona afiliada a Fonasa, nivel c), que gane 120 mil pesos mensuales y cuyo valor total de prestaciones sea de 10 millones de pesos, hoy pagaría 1 millón, es decir, el 10 por ciento. El proyecto establece que pagará sólo 176 mil pesos.


Por lo tanto, se da un gran paso en materia de protección financiera, de oportunidad en la atención y, por cierto, de la calidad de la prestación, a través de la acreditación de prestadores y de los protocolos de atención.


También, se contempla un mecanismo para que los pacientes puedan exigir esta garantía; no está sólo en el papel. Por eso, hay responsabilidad del Estado, ya sea institucional o de los prestadores, de manera que el paciente pueda hacer valer sus derechos, porque hoy, con esta reforma de salud, se establece que el derecho a salud no es individual, sino humano, social. 


En materia de prevención, es fundamental destacar el establecimiento de los planes periódicos de monitoreo para los pacientes, con lo cual se garantiza la realización de ciertos exámenes de laboratorio o de imágenes, a fin de detectar a tiempo ciertas patologías y lograr un mejor resultado con los tratamientos.


Se incorpora la urgencia dentro de la garantía. Ningún paciente que concurra con una emergencia sanitaria a un centro de salud público o privado podrá ser rechazado. Deberá ser estabilizado. Mientras tanto regirá la protección financiera y la garantía. Hablamos de prevención, de urgencia y de medicina en general. 



Lamento profundamente que la derecha no haya aprobado en el Senado el Fondo Compensatorio Solidario. No es posible avanzar en la construcción de un país más justo, con un sistema de salud mejor, más igualitario y equitativo, si no existen solidaridad ni subsidios cruzados desde los más ricos hacia los más pobres, desde los más jóvenes hacia los más viejos, desde los más sanos hacia los más enfermos.


Lamentablemente, la derecha, una vez más, utiliza un enfoque o una lógica individualista para enfrentar los problemas sociales. 


Nosotros pensamos que es posible enfrentar los grandes problemas con una lógica social, colectiva y solidaria.


Estamos muy de acuerdo con el Gobierno en reponer la idea del Fondo de Compensación Solidario, porque no estamos dispuestos a seguir aceptando que en Chile exista una derecha que, cada vez que se le pide un poco de solidaridad para la seguridad social, para los temas de salud o para el ámbito de las reformas laborales, la niegue.


Vamos a apoyar con mucho entusiasmo este gran proyecto de ley. 


Estoy seguro de que, así como hace 50 años logramos superar la morbimortalidad infantil, ahora vamos a ser capaces de frenar el incremento creciente de enfermedades crónicas no transmisibles, que es el gran desafío del siglo XXI.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Cornejo.


El señor CORNEJO.- Señor Presidente, estamos llegando al final de la tramitación de un proyecto de ley extraordinariamente importante y emblemático para la salud de los chilenos, considerado por el Gobierno como uno de los elementos y ejes de su accionar en materia social.



El proyecto de ley ha sufrido muchos embates en el Congreso Nacional, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado.


Me hubiese gustado aprobar una reforma distinta, que fuera realmente solidaria, que hubiera ido al fondo del tema de las isapres, porque no son instituciones verdaderamente sanitarias, sino seguros de enfermedad solamente. 


Me hubiese gustado que, al igual que otros países preocupados por la seguridad de sus personas, como España, Francia, Alemania, Inglaterra, Suecia, Dinamarca, Canadá, Japón, Nueva Zelanda y Taiwán, que tienen sistemas de monoseguros y multiprestadores, el que se pretende imponer en nuestro país también lo hubiese sido y no de multiseguros y multiprestadores. En el fondo, se busca mantener a flote a las instituciones de salud previsional, que nacieron con grandes subsidios, algunos de los cuales hemos eliminado en el Congreso.


A pesar de ello, concuerdo con el presidente de la Comisión de Salud, de que el Auge avanza sustantivamente para otorgar a los usuarios un régimen de garantías en el acceso, en la calidad, en la oportunidad y en la cobertura financiera.


Mantiene la gran diferencia entre el Fonasa, fondo de salud destinado a financiar la salud del sector público, y las isapres, que constituyen seguros de enfermedad, a imagen y semejanza de cualquier otro seguro, como los de vida, que cubren la contingencia de vida, o los de incendio. Las isapres cubren la contingencia de la enfermedad, no son integrales. La atención de la salud es un fenómeno integral, que abarca el fomento, la prevención, la curación y la rehabilitación de los enfermos. Cualquier sistema sanitario en el mundo debe hacerse cargo de estos cuatro aspectos. Así lo hacen los países que he mencionado y que cuentan con un seguro único, universal, público y solidario.


Echamos de menos aquello, pero la reforma avanzó en otro sentido. Por lo tanto, debemos acotarnos a lo que tenemos.


El Auge se creó con dos elementos fundamentales: primero, el sistema de garantías para el acceso, la oportunidad, la calidad y la cobertura financiera, para dar a las personas las garantías de que tendrán salud en la oportunidad y con la calidad adecuados; es decir, que no se empobrecerán por contraer una enfermedad catastrófica, y, segundo, incorporó un componente de solidaridad, a través del Fondo de Compensación Solidario entre el sistema privado, de las isapres, y el público, de Fonasa.


Estas dos columnas vertebrales del Auge fueron modificadas de manera sustancial en el Senado, el que eliminó el Fondo de Compensación Solidario. El Gobierno aceptó dicha eliminación para avanzar en la tramitación del proyecto.


Entiendo y acepto eso, por lo que votaré a favor, porque el proyecto avanza en el esquema de garantías, que es positivo para la salud de los chilenos.


El señor Jorge Desormeaux, consejero del Banco Central -de la UDI-, ha dicho que no le gustaría que sus hijos se desarrollaran en un país con las mismas desigualdades que él conoció y vivió. Pues bien, a esas personas que manifiestan preocupación porque las desigualdades que se producen en la actualidad no persistan en el futuro, quiero decirles que debieran apoyar la existencia del Fondo de Compensación Solidario, que busca entregar los recursos necesarios y generar igualdad en Chile. De ese modo se evitará que sus hijos vean esa desigualdad en el futuro.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el asesor del ministro de Hacienda, don Marcelo Tokman, ingrese al hemiciclo.


No hay acuerdo.


Tiene la palabra el diputado Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, aún no estoy preparado enteramente para hablar, ya que habíamos llegado al acuerdo de que yo intervendría al final, tanto más cuanto que hace sólo unos minutos recibí el comparado que me permite opinar sobre las modificaciones del Senado respecto del proyecto enviado por la Cámara de Diputados el 12 de diciembre de 2002. Con esto quiero resaltar que en su segundo trámite constitucional el proyecto estuvo en la cámara alta prácticamente un año y medio, en circunstancias de que, en su primer trámite, en la cámara baja, sólo tuvimos alrededor de tres o cuatro meses para despacharlo.


Quiero mencionar algunos aspectos importantes que deberían tranquilizar a quienes desconfiaban del tratamiento que tendrán las patologías no incluidas en el plan Auge y que criticaron desde el comienzo el proyecto de régimen de garantías explícitas.


La bancada de Renovación Nacional, desde el primer minuto, incluso antes de conocer su texto, manifestó que no había razón alguna para oponerse a un proyecto de esta naturaleza, en el cual, por primera vez, se establece para todos los chilenos una salud oportuna y con garantías explícitas respecto de los tiempos en los cuales se les solucionará su problema, con calidad acreditada y financiamiento asegurado. 


Nadie con dos dedos de frente podía negarse a una iniciativa de ese tipo. La forma de lograr esta aspiración del Ejecutivo y de todos los chilenos recibió desde el primer minuto la aprobación de mi bancada y, por supuesto, la de la Alianza por Chile. 


Sin duda, hay ciertos aspectos que se deben destacar en las modificaciones introducidas por el Senado al texto de la Cámara, que se despachó con algunas insuficiencias. En su oportunidad, expresé mi inquietud e insatisfacción por las deficiencias de nuestro proyecto. Señalé que confiaba en que en la cámara alta, donde hay un solo senador médico, pudieran efectuarse las modificaciones que, en la cámara baja, en la cual por primera vez en la historia del Congreso Nacional existen diez diputados médicos, no fuimos capaces de introducir a la iniciativa del Ejecutivo, la que, por lo demás, recibió múltiples indicaciones, mientras se discutía en la Sala, en los tres meses que duró su primer trámite. 


Me alegro de que en el Senado se le hayan introducido importantes modificaciones que dan tranquilidad a quienes estaban inquietos respecto del futuro de las patologías no consideradas en el Auge.


Quiero destacar la incorporación de la palabra “General”, en el artículo 1º, porque eso le cambia completamente el espíritu al proyecto. Al hablar de Régimen General de Garantías en Salud nos referimos a un sistema que garantizará a todos los chilenos, tanto a quienes sufran como a quienes no sufran de una patología incluida en el Auge, de que serán atendidos de acuerdo con las normas de equidad y de eficiencia que todos queremos. 


Además de la palabra “General”, incorporada por el Senado de la República, me satisface haber garantizado el principio de libertad, acorde con lo que establece nuestra Carta Fundamental, en lo que se refiere al derecho a la protección de la salud de todos los chilenos. El hecho de que los pacientes del Fonasa puedan elegir en los servicios públicos al profesional con el cual desean atenderse implica un avance con respecto a lo que sucede hoy. No hay duda al respecto.


Me congratulo -reitero- de que esto haya sido propuesto por el Senado, y de que se haga realidad en el día de hoy.


También, por supuesto, comparto las inquietudes de algunos parlamentarios que me han precedido en el uso de la palabra, en relación con la eliminación del Fondo de Compensación Solidario por parte del Senado. Se planteó -lo dijimos en esta Sala y también en el Senado- que esto tenía visos de inconstitucionalidad, y no hay ninguna duda de que así habría sido.


De manera que haber cedido en esta materia por parte de los senadores de Gobierno significó dar un paso positivo para que hoy estemos estudiando estas modificaciones. Si no se hubiera llegado a acuerdo, el proyecto estaría con la espada de Dámocles -y no de Pericles, como decía un parlamentario en el pasado- pendiendo sobre sí en cuanto a la aceptación de constitucionalidad de este principio en relación con la existencia del Fondo de Compensación Solidario.


No es posible que cuando estamos hablando de un proyecto técnico por excelencia y respecto de un sector que debe ser totalmente despolitizado, como el de la salud, se venga a decir, sesgando el mensaje, que en Chile el sector privado no es solidario en materia de salud. El sector privado es solidario hoy día. Ésa es la razón por la cual gente que cotiza por 30 mil, 40 mil, 50 mil o 60 mil pesos mensuales, puede recibir tratamientos que cuestan 15 millones o 20 millones de pesos en clínicas privadas. Es solidario, como lo es, también, el sector público.


Lo que no se podía permitir es que, sencillamente, se mezclaran fondos de un subsistema con los del otro, porque eso sí es inconstitucional.


Confiamos en que al discutir, en las próximas semanas, las modificaciones -otras más- a la ley de isapres, se corrija esto, que afecta a algunos e inquieta a otros. No hay duda de que es necesario llevar a la letra de la ley aquello que hoy está siendo motivo de intranquilidad para muchos chilenos.


Quiero terminar mi intervención expresando mi alegría por haber llegado a esta etapa en la tramitación del proyecto, que, reitero, lleva alrededor de dos años, porque significa avanzar en sentido positivo.


Lo dijimos en el pasado, lo decimos hoy y lo vamos a decir siempre: pese a las múltiples diferencias políticas que puedan aparecer o que han aparecido en diferentes gobiernos, en el Ministerio de Salud siempre se ha tratado de actuar técnicamente. A veces, con mucha dificultad, resistiendo presiones indebidas -ésa es la verdad-, pero siempre, en todos los gobiernos, se ha ido avanzando paulatinamente y en un sentido positivo. Ésa es la razón por la cual hoy exhibimos la mejor calidad de salud de América Latina, lo que se expresa en indicadores biodemográficos muy superiores a los que muestran países que, aparentemente, son más desarrollados que el nuestro. Éste es el producto final de un proceso que hoy está dando un paso muy importante para todos los chilenos.


Señor Presidente, quiero aprovechar la presencia del señor ministro de Salud para señalar que confío en que el instrumento que estamos entregando para ser transformado en ley, junto con la aplicación eficaz de la ley sobre autoridad sanitaria, permitan, a través de una gestión eficiente, que los indicadores biodemográficos y la situación de salud que hoy exhibe Chile, sean también acompañados de una plena satisfacción por parte de la población. Si en la actualidad existen problemas, no son de carácter técnico, sino derivados de la calidad de la atención.


Señor Presidente, por su intermedio le digo al ministro que hace cuatro días, en Temuco, pude imponerme acerca de las colas que debe hacer la gente durante toda la noche para recibir las interconsultas de especialistas o subespecialistas que, en un número determinado y fijo de sesenta, iban a ser entregadas al día siguiente. Eso tiene que ver con la calidad de la atención, y no con la gran eficiencia técnica, con la gran calidad de nuestros médicos, de nuestro personal paramédico y, en general, de todos los profesionales de la salud. Se trata de la calidad con que se brinda a la población la atención que estamos en condiciones de entregarle. Eso exige una mejor gestión, y la labor de fiscalización y de supervisión del ministerio, a través de sus organismos descentralizados, debería estar siempre presente.


Me alegro de vivir este momento, en que ponemos término a un proceso de más de dos años en el Congreso Nacional, que apunta en la dirección correcta. Esto, junto con la ley sobre autoridad sanitaria, deberá satisfacer la demanda de la mayor parte de los chilenos en el camino hacia una salud con equidad, libertad, igualdad y calidad acreditada por este proyecto que hoy aprobaremos.


He dicho. 


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Juan Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, esta sesión es tremendamente importante, porque aprobaremos un proyecto que cambiará la forma en que se atenderá a la gente en salud. Me alegro por este significativo cambio, que favorecerá tanto a los beneficiarios del Fonasa como a los de las isapres.


El proyecto ya fue discutido por la Cámara de Diputados en su primer trámite constitucional y hoy, debido a las modificaciones del Senado, lo vemos en su tercer trámite. Debo manifestar mi agrado por las mejoras introducidas por los senadores, pues ha habido un compromiso de todos los legisladores de la Cámara Alta para hacerlo viable. Espero que en esta Corporación también concurramos con nuestro voto favorable, para dar una señal al país de que estamos disponibles para entregar una mejor salud a toda la población, que hoy tanto la necesita.


La priorización de las enfermedades que establece el proyecto resulta una medida adecuada, más aun si tenemos presente que Chile es un país en vías de desarrollo y que los recursos que se destinan al sector no satisfacen todos los requerimientos de la población. Ciertamente, la selección de patologías que se propone constituirá un avance para el tratamiento de las enfermedades que más afectan a los chilenos.


Durante su análisis, esta iniciativa ha sido objeto de una larga discusión en el Senado, debate en el que han participado los distintos actores que llevarán a la práctica las modificaciones que el proyecto consagra, lográndose un consenso en gran parte de los cambios que se pretende introducir.


En primer lugar, se han efectuado modificaciones tendientes a clarificar el concepto de régimen de garantías en salud, el que contempla enfermedades o condiciones de salud con garantías explícitas y otras que no cuentan con ellas. Asimismo, se han perfeccionado los conceptos de acceso, de calidad, de protección financiera y de oportunidad, otorgando mayor claridad y protección a los beneficiarios de estos sistemas.


Además, se mantiene la obligatoriedad del régimen en igualdad de condiciones para los beneficiarios del Fonasa y de las isapres -como lo decía anteriormente-, lo que permite la existencia de un mismo Auge tanto para beneficiarios del sector privado como del público, evitándose cualquier clase de discriminación entre ambos sistemas.


La garantía financiera que otorga el proyecto fue reestructurada en condiciones muy satisfactorias para los pacientes de los sectores público y privado. Se establece un límite al pago de las prestaciones por enfermedades Auge equivalente a un 20 por ciento del valor indicado en el arancel de referencia del régimen, arancel que se determinará sujetándose al mismo procedimiento que el decreto que fije las patologías priorizadas. Para los beneficiarios del Fonasa, grupo A y B, la cobertura deberá ser total.


Señor Presidente, a través de este proyecto estamos dando un paso muy importante al beneficiar a la gente que sufre alguna enfermedad. Por el cambio que estamos haciendo, indudablemente que gana el país y todos los ciudadanos, pues tendremos un plan de salud igualitario tanto para beneficiarios del sector privado como del público.


En cuanto a la determinación de las enfermedades priorizadas por el régimen, se mantiene la facultad en el Ministerio de Salud, pues me parece muy bien que éste sea el encargado de hacer los estudios y de determinar las patologías más importantes que deben ser asistidas. De esa forma, dicho organismo determinará las enfermedades con cobertura Auge y el nivel de acceso, oportunidad y protección financiera que se le dará a cada una. Sin embargo, para ello deberá tomar como base el marco presupuestario establecido por el Ministerio de Hacienda. Ojalá que cada día se destinen más recursos para la salud, porque todos sabemos que cada día es más cara. Con el sistema vigente no sacamos nada con seguir destinando recursos que van a un saco sin fondo, donde no se están haciendo las cosas bien. Por lo tanto, a través de esta iniciativa, que apoyo y que el Senado ha mejorado en forma muy significativa, habrá un mecanismo por el cual tendremos la oportunidad, tanto los adscritos al sistema privado como al público, de tener un mismo beneficio para la cobertura de las enfermedades.


En consecuencia, estamos muy contentos con este proyecto y con las modificaciones y el compromiso que ha asumido el Senado, razón por la cual invito a los diputados de las diferentes bancadas a votar a favor del proyecto.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, hoy día nos toca analizar este proyecto que ha sido largamente debatido y que tiene varias cosas positivas; por ejemplo, importantes avances desde el punto de vista sanitario.


Sin embargo, me referiré fundamentalmente al tema solidario. Creo que ése es un problema que tendremos que ver en el futuro cercano, porque en la actualidad las fuentes de financiamiento que tienen nuestras reformas son inequitativas. El sector privado de salud no aporta ni un solo peso a la reforma. Es más, todas las instancias que se fueron elaborando durante el debate de esta iniciativa con el fin de crear un fondo solidario fueron eliminadas: el 3 por ciento, el 2 por ciento, el 1 por ciento y el 0,6 por ciento. Incluso, había una posibilidad bastante remota de que los 16 mil millones de pesos fueran al Fonasa, porque la entrega de aportes también podría revertirse y pasar a las isapres.


El tema de la solidaridad es esencial. Quiero dar algunas cifras para que esto se entienda. El aporte fiscal constituye el 48 por ciento del presupuesto global; el 46 por ciento lo aporta el Fonasa. Por tanto, existe una gran solidaridad de la gente que tiene menos ingresos, porque está financiando la mitad del presupuesto de salud del país. Sin embargo, con esta reforma no hemos sido capaces de incorporar ni un solo peso del sector privado.


Otro tema que quedó pendiente y que creo importante tener en cuenta es la situación de los jubilados, el sector pasivo del país, quienes entregan 120 mil millones de pesos al año para salud. Tampoco pudimos buscar una salida para esa gente que actualmente impone el 7 por ciento de sus jubilaciones.


El reforzamiento de la atención primaria también es fundamental. En el proyecto no hay un artículo que establezca la entrega de más fondos para la atención primaria. Lo hemos planteado innumerables veces, y ésta es la ocasión de pedir formalmente al Gobierno que entregue un aporte sustancial por ese concepto. Soy partidario, como lo hacíamos en el hospital Calvo Mackenna, de que los especialistas, como pediatras, ginecólogos o cirujanos, fuéramos a la atención primaria. Eso es perfectamente posible, no requiere de una ley y va a contar con el apoyo de todos los médicos de Chile, porque es algo que hemos hecho durante toda nuestra vida. Eso impulsaría mucho la puerta de entrada del Auge y le daría una capacidad de atención, de no derivación, que permitiría dar solución in situ, donde está la gente, a los problemas de salud.


Otro tema que es muy importante no dejar de lado y que tendremos que ver en otros proyectos atingentes a éste, es la prevención. En cualquier reforma de salud en el mundo lo más importante es la prevención. Veo el plan Auge muy orientado a la curación. Al respecto, todavía tenemos una tarea pendiente. La idea es mejorar la atención, pero no debemos esperar que se produzca la enfermedad para darle solución.


Hoy se ha avanzado en el tema de las garantías, pero lo que más me preocupa es el aspecto financiero, que todavía no está solucionado. Debe haber una contribución mayor. Hoy el aporte fiscal al sistema de salud público es el más bajo de América Latina. Creo que Chile puede hacer un esfuerzo mayor en salud. Estamos en 1.8 por ciento del PIB.


El proyecto tiene aspectos positivos. No obstante, quiero insistir en algo que me 
preocupa: no es solidario; no respecto de las personas, sino porque el sector privado de salud participa con cero peso en esta reforma.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Sergio Aguiló.


El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, una auténtica reforma a la salud tiene tres dimensiones, según lo han señalado y consensuado todos los especialistas, los salubristas y los países en el mundo que han protagonizado una experiencia de esta naturaleza.


En primer lugar, una epidemiológica. Es decir, definición de la preocupación principal vinculada a las enfermedades que afectan a la sociedad y a un país.


En segundo lugar, definición de la institucionalidad que va a enfrentar la prevención y la curación de las enfermedades que sufren los ciudadanos. Ésa es la eficiencia del sector público.


Y, en tercer lugar, una dimensión financiera, porque naturalmente es de sentido común que las enfermedades, sobre todo las que afectan a los mayores de edad, tienen un tratamiento muy costoso, porque requieren una tecnología de complejidad creciente.


El proyecto constituye un avance. Por eso, salvo dos capítulos, los socialistas lo vamos a votar a favor.


Coincidiré con algunas intervenciones. Por eso, me excuso de repetir muchos aspectos señalados brillantemente por mis colegas señores Enrique Accorsi y Patricio Cornejo, quienes han trabajado no sólo como médicos en el sector público, sino que también han dirigido servicios de salud de nuestro sistema nacional. Con justa razón, ellos han señalado que el financiamiento de un sistema de salud es decisivo. Originalmente, el Presidente de la República sugirió que éste proviniera de la seguridad social, es decir, de las cotizaciones de todos los chilenos, con una fórmula solidaria, donde tres séptimos de nuestras cotizaciones fueran a un fondo universal, pero fue rechazado por la Derecha, particularmente por la UDI, que siempre se ha negado a cualquier fórmula de financiamiento solidario con el fin de generar los grandes servicios y prestaciones para nuestra población. Toda iniciativa surgida del Gobierno, desde la integración del 15 por ciento de alumnos vulnerables hasta el financiamiento de la educación superior, han sido bloqueada por la Derecha y la UDI.


Hoy no sólo bloquearon la posibilidad de contar con 350 mil millones de pesos que se habrían recogido con los tres séptimos de las cotizaciones de todos los chilenos, sino también la dimensión más precaria que podía tener este financiamiento solidario: el Fondo de Compensación, que se estimaba en 20 mil millones de pesos, donde las personas sanas, de ingresos medios y altos, podían aportar a las personas de mayor riesgo, como los ancianos y mujeres en edad fértil. Ese fondo fue bloqueado por la UDI y las isapres.


Ocurre que tenemos partidos que representan, en el caso del royalty, a las grandes transnacionales mineras y, en el de la salud, a las isapres. Probablemente, tengan razón para hacerlo, porque en los periodos en que necesitan financiamiento para sus campañas tienen una retribución generosa. En algún minuto vamos a tener que aclarar esa situación, porque debemos legislar con transparencia y claridad. Es muy difícil que se pueda hacer una reforma a la salud si no tenemos 300 mil millones de pesos más, porque hay que tratar enfermedades muy complejas, con tecnología de avanzada y en lugares muy apartados del territorio nacional. Es dramático no haber contado con los 350 mil millones de pesos iniciales que sugirió el Presidente de la República y ni siquiera con los 20 mil millones de pesos para el Fondo de Compensación Solidario.


Por lo tanto, la bancada del Partido Socialista aprobará las modificaciones del Senado, salvo las que se refieren al Fondo de Compensación Solidario y al Fondo Maternal Solidario, en las que nos abstendremos, porque constituyen un egoísmo que no le dejaremos pasar a la Derecha reaccionaria.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, hoy, después de tres años, aproximadamente, hemos entrado a la parte final de la tramitación de la reforma a la salud, tan esperada por todos los chilenos y que el Presidente Lagos se comprometió a hacerla ley hace más de un año.


La idea de la reforma puede haber tenido un buen comienzo -en el cual todos estuvimos de acuerdo-; sin embargo, la ineficiencia y descoordinación inicial la cambiaron radicalmente. En definitiva, era una utopía y una de las típicas formas de impacto comunicacional que utiliza el Gobierno, que, a la larga, no le resultan.


Las modificaciones del Senado cambian sustancialmente la propuesta despachada por la Cámara de Diputados. Me parece que la iniciativa está más acotada, más clara y explícita respecto de las garantías, las enfermedades y patologías que van a ser financiadas y tratadas. Además, considera un nuevo sistema de mediación, y al Consejo de Defensa del Estado le da una serie de atribuciones nuevas para resolver los conflictos en caso de que las personas no sean atendidas. Es algo mejor que nuestro proyecto, en el que los directores de hospitales se verían expuestos casi a una judicialización en el caso de que no pudieran atender a las personas.


Sin embargo, me asaltan las mismas dudas que cuando el proyecto se aprobó en la Cámara de Diputados.


Si bien hoy hablamos de diecisiete nuevas patologías a las que se dará prioridad, no sabemos qué pasará con el resto de las enfermedades. Al respecto, los chilenos tienen que tener claro que, como siempre, deberán esperar.


Entre las nuevas patologías, que serán determinadas por reglamento o por una comisión especial, y que no están en el proyecto de ley, se encuentran, entre otras, el infarto, el cáncer de mamas, el cáncer testicular, el linfoma, la fisura de labios, la disrafia espinal, la artrosis de cadera, la diabetes, las cataratas, la escoliosis, la esquizofrenia, el sida, el cáncer infantil, el alivio al dolor del cáncer, el cáncer cérvico-uterino y la insuficiencia renal. Pero en esto hay que tener buena suerte, ya que no sabemos qué cáncer nos afectará el día mañana, porque hay muchos tipos de esa enfermedad que no están incluidos en el proyecto, como el cáncer al colon o al páncreas, los tumores malignos al hígado, la cirrosis y otras afecciones asociadas, por la cual mueren alrededor de 7 mil personas al año; el cáncer al esófago, las infecciones urinarias, la insuficiencia cardiaca congestiva, la pancreatitis, el glaucoma, los melanomas, la osteoporosis, el cáncer al pulmón y tantos otros. 


Por otro lado, hay un área tremendamente carente: la salud mental. Hoy, el nuestro es el país que tiene más patologías síquicas. Todos sabemos cómo afecta a nuestra población la adicción a las drogas y al alcohol en la forma de neurosis o esquizofrenias que no tienen una atención especial. Al respecto, quiero recordar que, junto con el diputado Aguiló, viajé a Gran Bretaña para conocer sus prioridades en salud. Una de las primeras es la atención en salud mental. Así sucede en países que tienen sistemas de salud más avanzados y que responden mejor a sus usuarios.


Por lo tanto, los chilenos deben saber que se dará prioridad sólo a ciertas enfermedades. De lo contrario, ¿qué va a pasar? La gente llegará a los hospitales, y dirá: “Tengo cáncer, quiero que me apliquen el Auge”, y le contestarán: “No, usted no tiene derecho”. Para mí, ésa siempre ha sido una situación súper incomprensible, puesto que habrá prioridad para atender a personas con algunas enfermedades -y con razón-, pero quienes padecen otras, no podrán acogerse a esas garantías. 


Además, siempre dijimos que el Auge no necesitaba legislación, porque desde hace mucho tiempo se han estado efectuando operaciones de alto riesgo y de alta tecnología. Hay grandes avances en materia de salud y de operaciones muy complejas, como las de corazón abierto y otras que se realizan -y bien- en los hospitales. Lo que debía hacerse era elevar la calidad de los hospitales, la tecnología, la operación del sistema de salud en general para atender mejor a todos sus usuarios.


Aquí tengo documentos que se refieren a la implementación del Auge para el período 2004, al impacto del piloto Auge para el 2004, a la aplicación del sistema Auge. Entonces -reitero-, no se necesitaba una ley, además de que la iniciativa considera un montón de reglamentos. 


El punto de mayor divergencia lo tenemos con el Partido por la Democracia: el fondo solidario. Además, aquí se ha producido una situación muy desagradable.


Como Oposición, hemos colaborado permanentemente a mejorar este proyecto, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, y hoy estamos dispuestos a apoyarlo; sin embargo, hemos escuchado voces disidentes en la Concertación, en cuanto a que dos de sus partidos no votarían a favor de la iniciativa de su propio Gobierno. ¡Después de cuatro años! Recordemos que la actual ministra de Defensa comenzó con este proyecto. Entonces, ¿cómo pueden pedirnos que lo votemos a favor, si ellos lo harán en contra? Realmente me parece una inconsistencia.


Siempre debiéramos estar de acuerdo con los fondos solidarios. Entiendo que hay una serie de instancias constitucionales que no permiten el establecimiento de un fondo solidario, pero no me quedaría en el legalismo de ese fondo, sino en su realidad. ¿Cuál es el problema? Que todas las personas que cotizan en las isapres, incluso los trabajadores más modestos, tendrían que aportar para ello. Pero, más que eso, hay desconfianza en el destino de los fondos, porque no sabemos a dónde van. De hecho, ¿quién puede decir qué pasó con los más de 120 millones de dólares que significó el aumento del 1 por ciento del IVA, que se destinaría a los programa Chile Solidario y al plan Auge, es decir, en beneficio de la reforma a la salud, que recién empieza?


Le pregunto al diputado de la bancada de enfrente que se refirió al fondo solidario, ¿no es solidario terminar, por ejemplo, con los sobresueldos de gente de la Concertación? ¿Por qué no se ocupan esos dineros para ayudar a los más pobres? ¿Por qué no se utilizan esos 120 millones de dólares de la recaudación del IVA, o los excedentes del cobre? ¿Por qué siempre debemos buscar otras formas de obtener recursos para que vayan a esta caja de fondos del Estado, de los que nunca conocemos su destino, porque, supuestamente, por ley ello no se puede determinar? 


Ésa es hoy la gran discusión en torno del royalty. ¿Por qué nos oponemos a él? Porque no sabemos a dónde irán esos recursos. Así de simple. Por eso, nuestra propuesta es distinta: que se destinen a las regiones y al Fondo Común Municipal. No confiamos en los fondos, porque se usan para muchas cosas, como lo hemos visto reiteradamente.


Estoy de acuerdo en que esta reforma debería haber apoyado más a la atención de salud primaria, porque no habrá prevención mientras ello no ocurra. La gente no puede acogerse a beneficios inmediatos, al lado o cerca de su casa para hacerse un diagnóstico rápido. La salud primaria tiene enormes carencias en todas partes.


Por lo tanto, ¿qué sacamos con apoyar el Plan Auge, que se aplica en catorce hospitales de Chile -que tienen capacidad para ello-, si los consultorios que atienden a todos los chilenos, especialmente a los más pobres, no disponen de los elementos necesarios para la realización de exámenes que permitan hacer los diagnósticos?


Tengo otra duda respecto de este proyecto. Se establece un sistema, pero ¿a partir de cuándo podrán acogerse a sus beneficios los usuarios? Aparentemente, desde que a una persona se le diagnostica un cáncer. Pero, ¿cuánto tiempo demora que a un chileno se le detecte cáncer? A veces, demasiado tarde. ¿Quién tiene recursos para hacerse un escáner o una resonancia magnética? Obviamente, muchas personas no tienen dinero para ello. ¿Cuánto tarda una persona en conseguirse una hora en el consultorio o en el hospital? Entonces, el diagnóstico previo de las patologías incluidas en este régimen será sumamente difícil. Los chilenos pobres no tienen recursos para recurrir a otras instituciones.


Por último, quedan otras áreas pendientes. De hecho, muchas personas adolecen de patologías importantes, pero no disponen del dinero para comprar los remedios y ni siquiera para alimentarse, lo cual les genera mucho sufrimiento.


Espero que, de algún modo, esta reforma ayude con sentido común a que los chilenos tengan una mejor calidad de salud y de vida.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Ojeda.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, mi bancada aprobará las modificaciones introducidas por el honorable Senado al proyecto que establece un Régimen de Garantías en Salud.


Sin embargo, quiero hacer presente nuestra discrepancia al rechazo del Senado a las disposiciones que establecían el Fondo de Compensación Solidario.


Pero también quiero acentuar aquellas situaciones que el honorable Senado ha previsto como una manera de cumplir de mejor forma el objetivo del proyecto.


El artículo 1º del Senado establece con mayor precisión las prestaciones del Régimen de carácter promocional, preventivo, curativo, paliativo y de rehabilitación, y los programas que el Fondo Nacional de Salud deberá cubrir a sus respectivos beneficiarios.


Además, se han detallado con mayor precisión ciertas garantías explícitas referidas a acceso, a fluidez y a facilidad para hacer efectivos los beneficios, en cuanto a las enfermedades que están dentro de las categorías consideradas. Estas garantías constituirán un derecho para los beneficiarios y su cumplimiento podrá ser exigido. Es decir, aquí no hay mera facultad ni liberalidad de los servicios de Salud o de los organismos correspondientes, sino que serán exigidos tanto ante el Fondo Nacional de Salud y las instituciones de salud previsional como también ante la Superintendencia de Salud y las instancias que correspondan.


El nuevo artículo 4º establece garantías explícitas en materia de acceso, de calidad, de oportunidad y también de protección financiera. Existe un plazo máximo para el otorgamiento de las prestaciones de salud garantizadas.


El Senado mejoró el proyecto al establecer con mayor precisión algunas situaciones que la Cámara de Diputados había señalado en términos generales.


Las modificaciones del Senado señalan que el Fondo Nacional de Salud y las isapres deberán asegurar obligatoriamente las garantías que establece este proyecto.


No obstante lo anterior, quiero manifestar mi disconformidad con el Senado respecto de la eliminación del Fondo de Compensación Solidario. Era una buena opción, en términos de la solidaridad, que todos concurrieran a costear estas garantías explícitas.


En cuanto al consejo consultivo también se precisaron ciertas materias, a lo que se debe añadir que respecto a la Superintendencia de Salud, como organismo fiscalizador, se ha enfatizado su rol.


Anuncio mi voto favorable y mi deseo de que en el futuro se restituya la atribución que señalé.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, el diputado señor Osvaldo Palma.



El señor PALMA.- Señor Presidente, este proyecto constituye un avance en el tratamiento de las enfermedades, pero no es la gran reforma que esperábamos. No vamos a pasar a la historia, como en 1952, con esta reforma a la salud. Perdimos la oportunidad histórica de hacer una gran reforma que solucionara los problemas que hoy existen y que persistirán, a pesar de este proyecto, como por ejemplo, los problemas para satisfacer las demandas de salud de la clase media y de los más humildes. Esos problemas aún no tienen solución.


En todas las comunas y regiones, las personas tienen graves problemas con la atención de salud, pues faltan recursos humanos y materiales. Es un problema urgente de solucionar. La salud es y siempre debe ser una prioridad en las políticas de todo gobierno.


Creo en un sistema mixto de salud, donde quienes tienen más recursos puedan pagar estos servicios, si así lo deciden, y los que no puedan, el Estado debe subsidiarlos. Hay que ayudar a los que tienen menos. Ser solidario es una labor primordial del Estado.


No estoy en contra de las instituciones privadas de salud. Es un negocio y hay que controlarlo. Pero como se trata de personas enfermas es un negocio diferente. No es un pecado pagar por los servicios de salud. Creo firmemente en el sistema público de salud. Toda mi vida he trabajado en hospitales públicos y puedo afirmar que los excelentes niveles se deben al sistema público de salud, a la formación de sus equipos y a las políticas de salud de Chile.


En el sistema público de salud se atiende a la mayor cantidad personas. Las instituciones privadas son nuevas en nuestra historia. Si bien en estos pocos años han contribuido, no son lo más importante. Si empeora el sistema público, se afecta a toda la salud.


Renovación Nacional no está de acuerdo en que se financie el Fondo de Compensa-



ción Solidario con las cotizaciones de la clase media, ya que se trata de personas cuyos ingresos fluctúan entre los 300 mil y los 600 mil pesos mensuales, y siempre que se encuentren afiliadas a una isapre. Eso no es correcto. Hay una intención poco sana en contra de quienes han optado por un isapre. Hay una discriminación en contra de las personas de la clase media.


Al hacer un análisis sobre quiénes aportarán más recursos al Fondo de Compensación, de acuerdo con el riesgo de contraer alguna enfermedad, es posible concluir que el 80 por ciento de la población pondrá más recursos que los que realmente debería aportar para cubrir su riesgo de salud. Esto, porque, por edad y sexo, sólo el 20 por ciento corresponde a personas de alto riesgo. Son las mujeres en edad fértil, entre 25 y 39 años de edad, y los mayores de 60 años.


El primer problema de constitucionalidad consiste en que el Gobierno pretende que el Fondo de Compensación Solidario se financie con los dineros de los afiliados al sistema privado; esto es, de quienes pertenecen a las isapres, en circunstancias de que el 7 por ciento que éstos pagan tiene por finalidad financiar sus acciones de salud y las de su grupo familiar. En otras palabras, la gran clase media chilena, que percibe ingresos entre 300 mil y 600 mil pesos mensuales y se encuentra afiliada al sistema privado, deberá aportar parte del 7 por ciento de su cotización de salud para financiar el fondo de compensación, que encontramos justo. De esta forma, o paga más para mantenerse en una isapre o, derechamente, se debe cambiar al sistema público.


Aun cuando existe consenso en que hay que ayudar a los más pobres, no nos oponemos a quienes optan por un sistema privado. Esto no es un pecado, como lo presentan algunos. Existe libertad para tomar esta opción, lo que no se debe satanizar, error conceptual en el que incurren muchos políticos.



Corresponderá al Ministerio de Salud determinar el monto de la prima universal, por lo que cada vez que suba su valor menos personas podrán optar libremente por uno u otro sistema, lo cual significa una grave discriminación respecto de las personas cuyo 7 por ciento termine siendo inferior a la prima universal. Inicialmente, los más afectados con esta medida serán los grupos familiares con ingresos inferiores a 300 mil pesos mensuales, quienes se verán obligados a atenderse única y exclusivamente en Fonasa. Además, el mecanismo puede estimular el incremento de la prima universal con el propósito de aumentar la población del sistema público en desmedro del privado.


Por lo tanto, para evitar este perjuicio a las personas cuyo 7 por ciento de cotización es inferior al valor real del Auge que le corresponde pagar, de acuerdo con su riesgo, el Estado deberá aportar la diferencia al fondo, sin diferenciar si la persona se atiende en el sector público o en el privado. En consecuencia, lo que se propone es que el Estado subsidie la diferencia que se produce cuando el 7 por ciento de la cotización es menor que el precio que cada persona debe pagar por el Auge, de manera que, con este subsidio, puede elegir libremente si contrata con Fonasa o con una isapre.


Renovación Nacional, se sumará a todo proyecto que beneficie la salud, especialmente de la clase media y de los más pobres. Por esto, va a votar a favor las modificaciones.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada Carolina Tohá.


La señora TOHÁ (doña Carolina).- 
Señor Presidente, lo más importante del proyecto es que, finalmente, da vuelta la manera en que habitualmente funcionan los servicios de salud, aquí y en todas partes.



Todos los días se toman decisiones acerca de qué se prioriza y qué se posterga. Siempre los recursos y el personal son insuficientes para cubrir, de manera satisfactoria, toda las necesidades. Por eso, la gran virtud del proyecto es que, en el futuro, las decisiones -que hoy se adoptan con distintos criterios, los cuales no conocemos- serán adoptadas con criterios objetivos, de acuerdo con las necesidades, prioridades y problemas que afectan a la población chilena, los cuales se harán exigibles.


Eso significa que aquellas enfermedades que ocasionan más pérdidas de vidas humanas en etapas tempranas, o que ocasionan incapacidad en personas que podrían haber continuado siendo capaces si hubieran recibido una atención oportuna -esto explica el 80 por ciento de la pérdida de vidas e incapacidades-, quedarán resueltas a través de estas garantías establecidas con criterios objetivos, transparentes y exigibles.


Esto es muy importante, porque, finalmente, vamos a tener derechos, y cuando la gente sienta que éstos son vulnerados, podrá exigirlos. Asimismo, cuando no se cumplan las garantías, habrá sanciones, sean éstos prestadores privados o públicos. Éste es el cambio fundamental que establece la reforma. En muchos países donde los sistemas de salud son muy desarrollados, el ciudadano no tiene la posibilidad de saber lo que puede exigir, ni los instrumentos para demandar. Por ello, es un avance gigantesco del proyecto. Ya las enfermedades que están en el plan piloto son un aporte fundamental, que la gente valora tremendamente. 


Pero, ¿cuál es el temor que ha existido? Que por el hecho de que se establezcan las prioridades de las enfermedades que van a estar garantizadas, el resto quede postergado y se produzca un deterioro en su atención. 


El proyecto tuvo un avance en su tramitación en el Senado, ya que en el artículo 3º se estableció con mayor claridad la obligación de los sistemas de salud, particularmente del sistema público de salud, en orden a garantizar los estándares actuales y dejar explicitadas las condiciones en que se va a prestar atención respecto de las enfermedades que no están en el Auge. Y cuando el Auge se revise y se aumente, que eso no vaya en detrimento de los estándares de las enfermedades que no están comprendidas. Esto es muy importante, y era el temor de todos, que por centrar la atención en el Auge, se descuidara lo demás. Es importante que eso se cumpla. Se garantiza que no se va a deteriorar, sino que se van a explicitar los criterios y, cuando el Auge se aumente, no será en detrimento de las enfermedades que han quedado fuera de dicho sistema. 


Lo importante de esta reforma es cambiar el foco hacia la atención primaria y la prevención. Eso se logró mejorar también en el Senado, porque se estableció y garantizó exámenes preventivos a todas las personas, sean afiliados del sistema público o del privado. 


Al mismo tiempo, se aumentaron los recursos en atención primaria del 12 al 18 por ciento. Sin embargo, creemos que esto tiene que intensificarse aún más, tenemos que hacer un esfuerzo muy grande, porque es un cambio cultural enorme, de una cultura hospitalaria y curativa a una de atención primaria y preventiva. Y la clave del éxito de toda esta reforma está en que lo hagamos persistentemente, con mucha energía, y que este avance del proyecto se complemente con políticas públicas y con una atención permanente de todos para cambiar el foco de la reforma. 


Sin embargo, hay un punto negro. Es lamentable y sintomático que se haya caído la base financiera que le daba solidaridad al sistema. Llega a ser triste. Han sido suprimidos el Fondo de Compensación Solidario y el Fondo Maternal Solidario, como también el subsidio compensatorio de los aportes al Fondo Maternal Solidario.


Y esto no ocurre sólo respecto de este proyecto, porque cada vez que han surgido iniciativas prosolidaridad, no hay acuerdo político. Pasó cuando se analizó el tema del 15 por ciento de niños vulnerables en el sistema educacional; con los consejos escolares, respecto del derecho de los padres a la educación subvencionada; respecto de las pensiones de las Fuerzas Armadas, en cuanto a los privilegios para ciertos grupos. También ha ocurrido con el royalty, donde se pretende establecer solidaridad con las futuras generaciones para cuando estos recursos no renovables ya no sean tan abundantes, a fin de que la inversión en innovación y tecnología el día de mañana les dé sus frutos. 


Es necesario poner atención en esto. Es vergonzoso que cada vez que hay un proyecto que pone el acento en la solidaridad, tenemos el veto de la Derecha. Es vergonzoso que esto se repita una y mil veces. Es preciso dar cuenta al país de esa actitud. 


Es cierto, en Chile había sobresueldos; lo dijo la diputada señora Cristi. Todos reconocimos el error y lo cambiamos mediante un acuerdo político. Entonces, ¿por qué no podemos hacer un acuerdo político para que haya solidaridad financiera en salud? En este tema, como Concertación, vamos a persistir. Hoy no lo logramos, pero lo haremos mañana. Una y otra vez, para que los chilenos vean como votamos, como actuamos, y en las elecciones le pidan cuenta de sus posturas a sus diputados y a los candidatos presidenciales. Si hablan de solidaridad y de estar con los más pobres, actúen en consecuencia.


Este proyecto es un gran paso. Vamos a tener derechos exigibles para los ciudadanos, les daremos garantías, trasparentaremos las decisiones públicas, y lo que quedó pendiente lo seguiremos trabajando persistentemente, para que el día de mañana lo podamos aprobar. 


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, comparto la apreciación del diputado señor Osvaldo Palma, en cuanto a que deberíamos haber hecho una reforma mucho más profunda a nuestro sistema de salud.


En verdad, el que hoy tenemos fue heredado de la dictadura, del gobierno militar, que impuso en forma arbitraria y sin consulta un doble sistema de salud: uno para quienes tienen recursos y pueden pagar un buen plan y, otro, para las personas más humildes que no tienen las posibilidades económicas de hacerlo. Éstos, se deben atender en los consultorios y hospitales públicos y aquéllos, en las clínicas y consultas privadas. De manera que en un sistema de salud que ofrece múltiples seguros, el factor financiamiento es muy importante. 


Pero resulta muy difícil avanzar dentro del sistema binominal en virtud del cual estamos empatados, en particular en el Senado, en relación con las visiones políticas que existen sobre la materia. Por eso, celebro que en el Gobierno del Presidente Lagos podamos avanzar hacia un sistema de salud que entregue más beneficios y mantenga los existentes a las personas más necesitadas en salud. 


Por cierto, lo que hace el plan Auge es avanzar en esa discusión, posibilitando que los más pobres, a través de un sistema de priorización de los problemas de salud, puedan acceder a los que posteriormente no les sean arrebatados por cuestiones de gestión o financieras. El sistema de priorización que se crea en virtud del plan Auge es importante establecerlo por ley, precisamente para evitar que un gobierno posterior le quite derechos ya ganados a la gente más humilde. 


En estos escasos minutos de que dispongo, también quiero referirme a un aspecto que no fue tocado por los diputados de la UDI, que representan a la Derecha. Me refiero a la eliminación por el Senado de dos fondos importantes para nuestra población: el de Compensación Solidario y el Maternal Solidario. Se trata de dos fondos que iban en la línea de la solidaridad de los más ricos con los más pobres, de los más jóvenes con los más viejos y de los más sanos con los más enfermos, y que apuntan a corregir las inequidades existentes en nuestro sistema de salud. El Fondo de Compensación Solidario tenía por objeto, en los casos de enfermedades graves, de acuerdo con el régimen de garantías que estamos estableciendo compensar entre sí a las isapres y al Fonasa. Por su parte, el Fondo Maternal Solidario apuntaba a que los recursos que entrega el Estado por concepto de subsidio maternal y enfermedad del hijo menor de un año, también fueran diferenciados entre los que tienen más recursos y los que perciben remuneraciones más bajas.


Ambos fondos, el de Compensación Solidario y el Maternal Solidario, fueron incluidos en la Cámara y defendidos por los diputados de la Concertación. Por eso me duele y considero muy agraviante, desde nuestra perspectiva, que la senadora Matthei haya dicho: “En primer lugar, debo señalar que la Concertación tenía los votos suficientes para aprobar el Fondo de Compensación Solidario y no requería los de la Oposición”. Esto no es verdad. Todo el país sabe que en el Senado no se reunieron los votos requeridos para aprobar este proyecto, porque la Derecha no los entregó. Por lo tanto, si en el plan Auge no se incorporan los Fondos de Compensación Solidario y el Maternal Solidario es porque la Derecha les negó a los chilenos la posibilidad de la solidaridad. Esto debe decirse claramente; no deben quedar dudas al respecto.


El Partido Radical Social Demócrata es partidario de que existan estos fondos que benefician a nuestra población. Nos parece que el hecho de que se hayan eliminado atenta no sólo contra los más pobres, sino también contra la clase media y, en general, contra el 80 por ciento de nuestra población. Sin embargo, somos uno de los partidos de la Concertación, respaldamos al Presidente Lagos y queremos que el proyecto sea despachado lo más rápido que se pueda, pues representa un avance en nuestro sistema de salud. Por lo tanto, anuncio que nos vamos a abstener respecto de las modificaciones del Senado que consisten en eliminar los fondos, porque no es posible que nuestra población no se beneficie con ellos sin conocer claramente la opinión de los partidos que integran la Concertación sobre la materia.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la diputada señora María Eugenia Mella.


La señora MELLA (doña María Eugenia).- Señor Presidente, ante todo, quiero destacar que este proyecto representa un nuevo avance en los derechos ciudadanos.


Tal como ha ocurrido con muchas otras iniciativas que se han discutido en el Congreso Nacional, con ésta nuevamente tenemos la posibilidad de garantizar derechos que, en este caso, son más vitales porque se relacionan con la salud. Es así como a través de este sistema de garantías vamos a entregar la posibilidad real de atención de salud a todas las personas, sin discriminación, con equidad, sin que el dinero influya en la calidad de la prestación; existirá una respuesta integral -como integral es el ser humano; así define la Organización Mundial de la Salud el concepto de salud- y continua, desde la promoción hasta la rehabilitación.


Quiero manifestar mi satisfacción por este proyecto, que se suma al primero de la reforma de salud, es decir, el relativo a la autoridad sanitaria, que es como el edificio, la estructura que estamos conformando. Ahora estamos entrando a la parte dinámica, a lo que se llevará a cabo dentro de este marco.


Deseo empezar destacando dos modificaciones del Senado que son positivas, porque resuelven algunos problemas que afectaban a la comunidad y un par de legítimas inquietudes que teníamos como diputados.


En primer lugar, quiero resaltar la adecuada definición de la cobertura financiera adicional que hacen los artículos 5º y siguientes del párrafo 2º del título I. Independientemente de que los grupos A y B, beneficiarios del Fonasa, tendrán gratuidad absoluta, se establece una cobertura financiera adicional, que era una gran aspiración de la gente. En el caso de enfermedades catastróficas, en las que el porcentaje a pagar es muy alto, los afiliados de los grupos C y D pagarán sólo el 20 por ciento del costo real de la atención, pero lo más importante es que el copago no podrá sobrepasar en dos veces su sueldo. Según este sistema de cobertura financiera adicional, a un afiliado del grupo D, con un ingreso de 300 mil pesos mensuales, que pagará un máximo de 600 mil pesos mensuales; es decir, 2,03 veces su sueldo, las isapres y el Fonasa deberán financiarle el valor restante de una enfermedad que puede costar 10 ó 15 millones, lo que significará un gran apoyo para las familias. Por eso, quería destacarlo.


En cuanto al artículo 33 del párrafo 7º incorporado por el Senado, dispone que respecto de las garantías explícitas que se establezcan cada tres años, se definirán metas de cobertura obligatoria para las isapres y el Fonasa para el examen de medicina preventiva.


¿Cuál es la importancia de esto? Se podrá decir que ese examen ya existe y que, además, es gratuito, pero las isapres no entregan la información adecuada porque no les interesa que los afiliados se lo practiquen. De ahora en adelante, deberán efectuar la cobertura establecida, y a la Superintendencia de Isapres le corresponderá vigilar su cumplimiento. Además, como era habitual, no podrán cambiar arbitrariamente los planes de salud, como consecuencia del resultado del examen preventivo, situación que afectaba a muchos beneficiarios.


Lamento lo sucedido con el Fondo de Compensación Solidario; pero quiero dejar en claro que insistiremos ante el Gobierno y ante la Oposición para que en el proyecto sobre isapres se incorpore. En ese momento veremos si defienden realmente los intereses de la población, como lo han manifestado aquí. 


Termino expresando que esta reforma no será válida en la medida en que no entreguemos más recursos a la atención primaria de salud. Por lo tanto, hago un llamado a mis colegas a velar por que en la discusión del proyecto de ley de Presupuestos de la nación para el 2005 se aumenten los recursos para la atención primaria de la salud, a lo que se ha comprometido el ministro de Hacienda. Vigilaremos el cumplimiento de ese compromiso, porque la atención primaria requiere de mayores recursos; de lo contrario, esta reforma no va a ser efectiva.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Patricio Melero.


El señor MELERO.- Señor Presidente, hoy llegamos al trámite final de uno de los proyectos de la reforma a la salud, que tiene que ver con las garantías explícitas, el denominado Plan Auge, es decir, el acceso universal, garantizado y explícito a la atención primaria, orientado a resolver más que patologías, un conjunto de problemas. Con un criterio que considero adecuado, busca priorizar un conjunto de problemas que tendrán un tratamiento especial, desde el punto de vista del acceso, calidad y oportunidad, en forma explícita, respecto de un conjunto de otras enfermedades que si bien no quedarán sin cobertura, su tratamiento irá mejorando a través del tiempo. Lo que hoy día estamos haciendo responsablemente es lo que debe hacer todo país que no tiene los recursos económicos para satisfacer todas las necesidades de su población, tal como ocurre con el presupuesto de una familia.


Pues bien, esa carencia de recursos, propia de un país en vías de desarrollo, nos obliga a priorizar un conjunto de prestaciones que responden al mayor porcentaje de morbilidad de nuestra población. Considero novedoso e importante ese elemento conceptual, pues constituye un paso trascendental para mejorar lo que a todos nos debe motivar: el mejor acceso de ésta a la atención primaria de salud.


Esto se logra después de un largo tratamiento de casi cuatro años, y se consuma en una primera etapa bastante presionada en la Cámara de Diputados, debido a la necesidad del Gobierno de exhibir algún avance en materia de salud. Después pasa al Senado, donde participa el Ejecutivo en su rol de colegislador, y en virtud de un acuerdo político se despacha esta iniciativa que, a mi juicio, perfecciona lo aprobado por la Cámara, innova en una serie de mecanismos modernos, atractivos e interesantes para resolver una serie de problemas y aclara importantes conceptos. De tal manera que creo que el trabajo del Senado significó un paso importante en esta materia.

Breves comentarios sobre algunos de estos elementos.


Son especialmente trascendentes la cobertura financiera adicional y el límite de 20 por ciento que se establece para el pago de prestaciones por enfermedades Auge.


En términos prácticos, desde el punto de vista de la cobertura financiera adicional, ¿qué significa ese límite en el caso de los deducibles catastróficos de los grupos C y D de Fonasa y de los deducibles catastróficos de las isapres?


A modo de ejemplo, un cotizante del grupo C de Fonasa, con una remuneración mensual de 150 mil pesos, tendrá un techo máximo de copago anual de 220.500 pesos. El resto será responsabilidad de la cobertura financiera del plan. En el caso de una familia que pertenezca al mismo grupo de Fonasa y cuya sumatoria de ingresos sea de 150 mil pesos, su copago anual no podrá sobrepasar los 325.500 pesos.


En el caso de una familia que integre el grupo D de Fonasa -en el sistema de isapres su ingreso promedio es de 490 mil pesos- y que posea un ingreso de 500 mil pesos, la suma total de copagos, al año, frente a un deducible catastrófico, por ejemplo, de 10 millones de pesos, como podría ser por una intervención coronaria compleja para uno de sus miembros, la cual incluya la instalación de un by pass, no debería exceder el millón de pesos. Por consiguiente, la cobertura financiera adicional se hará cargo de 9 millones de pesos y la cobertura máxima del grupo familiar será de 1,5 millones de pesos. En consecuencia, sin duda es un avance importante.


Por último, en el caso de los deducibles catastróficos de los cotizantes en isapres con rentas más altas, por ejemplo, un millón de pesos mensuales, los copagos máximos, por ejemplo, frente a una intervención con un costo total de 10 millones de pesos, serán de 2.085.000 pesos y el copago máximo del grupo familiar de 3 millones de pesos. Es decir, en el caso de una persona el copago será equivalente a aproximadamente dos salarios y en el del grupo familiar de tres salarios, como máximo.


Ése es un avance muy importante, porque en el caso de los deducibles catastróficos la verdadera catástrofe para el grupo familiar la constituye la cuenta gigantesca a la que debe hacer frente por las prestaciones de salud. Puse el ejemplo de una cuenta total de 10 millones de pesos, pero hay cuentas de 20, 30, 40 y 50 millones de pesos, las cuales, obviamente, son imposibles de pagar.


El límite al pago de prestaciones por enfermedades Auge, que contempla un máximo equivalente al 20 por ciento, según los tramos de renta de Fonasa o de las isapres, es un paso trascendente, importante y muy necesario.


También, quiero destacar el tratamiento que se contempla para las atenciones de urgencias.


La protección que da el Auge considera una red asistencial de establecimientos para la atención de las personas, pero en el caso de las urgencias, ya sea por el lugar donde se producen o porque se requiere de una atención oportuna, las personas son derivadas a centros de urgencia que no forman parte de la red que se establece.


Muchas veces se cae en la tentación de enviar a la gente lo más pronto posible a su domicilio, independientemente de su condición de salud, porque el establecimiento no está en condiciones de seguir financiando su tratamiento. Este proyecto se hace cargo de ese problema. El inciso tercero del artículo 9º que propone el Senado dispone lo siguiente: “No obstante lo dispuesto en el inciso anterior -que otorgar estas garantías-, y sólo para los efectos de la acumulación del deducible, tratándose de una condición de salud garantizada explícitamente que implique urgencia vital o secuela funcional grave y que, en consecuencia, requiera hospitalización inmediata e impostergable en un establecimiento diferente de los contemplados en la Red Asistencial o del designado por la Institución de Salud Previsional, se computarán los copagos devengados en dicho establecimiento,” etcétera. Y se establece un procedimiento que resta la presión sobre el grupo familiar de tener que sacar al paciente. 


No voy a entrar en mayores detalles, pero ahí hay una serie de elementos que protegen en mejor forma la salud del afectado por una urgencia.


Me parece novedosa la determinación de las enfermedades que van a tener las garantías explícitas, que en el plan piloto que ha desarrollado el Gobierno son diecisiete. Sin embargo, por lo que se ha dicho, el objetivo del próximo año es llegar a veinticinco problemas de salud. 


La presión de la comunidad en este tema es infinita. Todos quieren que las enfermedades que les afectan estén dentro del grupo Auge. Pero, un país que tiene recursos escasos prioriza y busca atender, primero, lo más urgente, lo que tiene mayor necesidad.


¿Cómo hacerse cargo de la presión natural y propia que va a generarse sobre la autoridad de turno, sobre el Gobierno que esté, por grupos organizados? El proyecto establece las garantías explícitas. ¿Cuáles van a ser las enfermedades? ¿La lista será elaborada por el Ministerio de Salud de acuerdo con un procedimiento? 


Quiero recalcar que las garantías de salud que se determinen no podrán generar un costo esperado individual promedio pertinente del conjunto de los beneficiarios del Fondo Nacional de Salud y de las instituciones de salud previsional estipuladas para un período de doce meses, significativamente diferente a la prima universal que se haya establecido conforme al inciso inicial. 


Además, la elaboración de la propuesta de garantía explícita en salud deberá determinarse por un listado de prioridades en salud, de intervenciones que consideren la situación de salud de la población, la efectividad de las intervenciones, su contribución o la extensión o a la calidad de vida de las personas afectadas por enfermedad, y cuando sea posible su relación costo- efectividad. 


Es decir, no podrá cualquier gobierno, bajo cualquier presión, meter cualquier enfermedad, sino que habrá un procedimiento objetivo, transparente, que considera variables económicas, de salud de la población y de extensión o no de la calidad de vida que se genera con la intervención en la forma de determinar. De esa manera, se minimiza una demanda que puede ser infinita.


Finalmente, es importante destacar los mecanismos de mediación que se establecen, que constituyen una innovación muy importante que no estaba en el proyecto de la Cámara. Tiene que ver con cómo nos hacemos cargo de uno de los riesgos más importantes que implica el concepto de garantías explícitas en salud, cual es la judicialización del tema; las muchas y muy numerosas demandas que podrían recaer sobre el Estado si las garantías no se cumplen. 


Para evitar una judicialización, que es cara, larga y, de alguna manera, dificulta llegar a un acuerdo con el prestador, se establece, en el párrafo II, “De la mediación”, artículos 43, 44, 45, etcétera, una instancia de mediación previa a los tribunales de justicia, el derecho del interesado de presentar un reclamo a través del Consejo de Defensa del Estado.


Sin perjuicio de que el paciente siempre podrá, y a todo evento, salirse del procedimiento y recurrir a la instancia judicial cuando lo estime pertinente, la iniciativa favorece la búsqueda de un acuerdo que sea justo.


Termino haciéndome cargo de una serie de expresiones que algunos diputados que me antecedieron en el uso de la palabra han hecho respecto del Fondo de Compensación Solidario y del Fondo Maternal Solidario, que fueron eliminados en el Senado. Dichos fondos fueron eliminados por la unanimidad de los senadores de la Concertación. Votaron por su eliminación los senadores de la Democracia Cristiana, del Partido por la Democracia, del Partido Socialista y los designados del Partido Radical, senadores Silva Cimma y otros. También votaron en tal sentido los senadores de la UDI y de Renovación Nacional.


Digo esto con el objeto de corregir una serie de afirmaciones que no se compadecen con la realidad, en el sentido de que hubo un veto de la Derecha. Cuando algunos sectores de la Concertación esgrimen el argumento de la lucha de clases, siempre tratan de establecer que la Derecha es culpable de todos sus males y que ellos son los únicos solidarios que se preocupan de los pobres. Ese discurso añejo no tiene cabida en una democracia moderna.


Tampoco cabe, en justicia, establecer solidaridades con bolsillos ajenos. Algunos parlamentarios reclaman por la falta de solidaridad, pero debemos decir que querían establecer esos fondos con la cotización de los usuarios, es decir, que a los más jóvenes se les restara un porcentaje del 7 por ciento de su cotización para solidarizar con los más viejos.


Las cotizaciones son de propiedad individual del cotizante; el 7 por ciento para salud no es un impuesto. Es un porcentaje que financia el plan de salud que elige cada cotizante. Incluso, muchos chilenos cotizan más del 7 por ciento legal.


De manera que lo primero que se debe corregir es que los fondos solidaridarios deben financiarse con los impuestos y no con las cotizaciones de las personas. Es inconstitucional, es agraviante pretender quitarle parte de las cotizaciones de salud a los beneficiarios del sistema para solidarizar con otros. Los fondos solidarios deben financiarse con los altísimos impuestos que pagamos todos los chilenos, no metiendo la mano en sus bolsillos para arrebatarles parte de sus cotizaciones. En especial, una vez más, se pretendía afectar a la clase media, que mayoritariamente cotiza en el sistema, con un promedio de rentas entre 450 mil a 500 mil pesos, para practicar una solidaridad malentendida.


Entiendo que algunos sectores de la Concertación estén mal acostumbrados y pretendan hacer solidaridad con los bolsillos ajenos. Desgraciadamente, hemos visto cómo un grupo de prominentes democratacristianos y del Partido por la Democracia se hicieron una autosolidaridad y se pagaron jugosas indemnizaciones con el dinero de todos los chilenos. Sé que les gusta solidarizar con el bolsillo ajeno. Otros fueron tremendamente solidarios y se pagaron sobresueldos entre ellos, nuevamente a costa del bolsillo de todos los chilenos; está muy arraigada en la Concertación esa mala costumbre de ser solidarios con el bolsillo de otros. Pero debemos erradicar esas malas costumbres. Aquí no hay oposición a ninguna solidaridad. 


Me parece interesante la indicación que el Gobierno anunció al proyecto que modifica la ley de isapres, con el propósito de establecer un fondo interisapres. Es una materia digna de discutirse y habrá que estudiarla en profundidad en el Senado.


La solidaridad en el sistema de salud debe hacerse con eficiencia y productividad. Hemos triplicado el gasto público en salud en los últimos diez años. ¿Ha aumentado el rendimiento del sector salud con ese dinero, que sale del bolsillo de todos los chilenos, por la vía del pago de impuestos? Desgraciadamente, pese al esfuerzo del Congreso Nacional, con el apoyo de la Oposición, de la Derecha -como dicen algunos-, vemos un Gobierno y una Concertación ineficientes en la administración de las platas de la salud. Miles de millones de deudas con los hospitales públicos, hasta de 50 mil millones de pesos. Cincuenta mil chilenos en lista de espera; 18 mil de ellos en la Región Metropolitana. Productividad por peso gastado, aunque no les guste la palabra productividad. 


La solidaridad también se hace con eficiencia; gastando bien las platas de todos los chilenos, sin corrupción, con honestidad y productividad.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Edgardo 
Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, si se tuviera que analizar este proyecto desde una perspectiva comparativa, se tendría que decir que, ciertamente, implica un avance en el sentido correcto de mejorar las condiciones de salud.


Me voy a referir a los fondos solidarios, establecido en los títulos III y IV del proyecto despachado por la Cámara. Estoy en completo desacuerdo con las modificaciones del Senado. La eliminación de estos fondos no es el paso adecuado, porque, aunque se haga todo un alegato sobre la solidaridad, como el que hemos escuchado al colega Melero, el ámbito en el cual hay que introducir un sentido de solidaridad es precisamente en el sector salud. No veo qué otra solidaridad puede haber en un sistema de salud que no sea la de personas sanas a enfermas; de jóvenes a mayores de edad; de mujeres que no están en edad fértil respecto de otras que sí lo están. No veo qué otra solidaridad real pueda haber que no sea crear un fondo a partir de esos criterios. Además, ¿quién está exento de enfermarse de manera crónica o catastrófica? Nuestra aspiración es llegar a una edad avanzada. Todos quieren ser padres de familia. No introducir, en esta materia, un elemento de solidaridad, me parece que no es ir por el camino correcto.


Por eso, solicito al señor ministro de Salud que nos señale formalmente de qué manera compensará la supresión de los títulos III y IV del proyecto para mantener el sentido solidario que éste tenía cuando la Cámara lo despachó en su momento. Por lo menos, mi voto, en esos títulos, dependerá de la respuesta que el ministro de Salud formule al respecto.


Ahora bien, aquí se nos trata de esconder otro aspecto inmerso en el sistema de salud, relativo a la administración privada de las isapres, que lesiona los intereses de la clase media o de otros segmentos de la sociedad chilena. ¡Cuidado! La historia, el debate, lo que se dice públicamente está presente. Hay sectores políticos que, cuando se toca a las isapres o las AFP, reaccionan como el puercoespín al roce. Ésa es la verdad de las cosas. Para qué nos engañamos. Detrás de esto también existe la defensa de un determinado sistema de administración privada de salud que tiene, en medio de ello, un destacado afán de lucro. Si no, obsérvese lo que ocurre a los afiliados a las isapres. Muchos señalan que el sistema sólo funciona mientras la persona no cumpla determinada edad o no se enferme de manera grave o crónica, porque cuando una o las dos cosas ocurren, dicho sistema se las arregla para expulsarla, de una u otra manera, del plan a que esté incorporado.


Por eso, es urgente introducir el sentido de solidaridad en el sistema de salud, entre otras cosas, porque el sentido de lucro con el cual se mueven las instituciones privadas de salud obliga a reemplazar los excedentes, que son enormes. Veamos, por ejemplo, cuál fue el resultado de rentabilidad sobre el patrimonio que esas empresas tuvieron durante 2003. Respecto del tema de los excedentes, que representan utilidades para los dueños de las isapres, vamos a tener que introducir, de alguna manera, un sentido de solidaridad que hoy el sistema no contempla.


Espero la respuesta del señor ministro de salud, sobre la cual yo basaré mi voto, en relación con los títulos III y IV del proyecto, modificados por el Senado de la República.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, quiero recordar algo que, en el mundo de la salud, se sabe internacionalmente, cual es que para ser exitoso en cualquier sistema de salud, debe buscarse el delicado e indispensable equilibrio entre cuatro factores tremendamente importantes: primero, la equidad; segundo, la eficiencia; tercero, la libertad, y cuarto, la satisfacción de las personas. Esto está al alcance de quien lo quiera leer, en cualquier libro sobre salud pública.


Estos factores, según mi opinión, están presentes en las iniciativas que hemos aprobado no hace mucho tiempo en el Congreso Nacional y también en ésta, que establece un sistema de garantías explícitas. Este proyecto avanza en ese sentido al establecer que dichas garantías explícitas serán constitutivas de derecho para los beneficiarios, y que su cumplimiento puede ser exhibido o representado ante el Fonasa, las isapres o la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional.


Aquí se han dicho muchas cosas; pero, al parecer, ellas se han enunciado en el contexto de un diálogo de sordos. Algunos diputados han expresado sus reservas respecto de los resultados de este proyecto, soñando con una gran reforma. Según algunos, entre los cuales me cuento, no hay necesidad de ella. La diputada señora Cristi mencionaba los avances que ha habido en cuanto al plan Auge, en circunstancias de que aún no tenemos ley sobre la materia. Lo dijimos hace dos años: no había necesidad de ley alguna para poder priorizar la atención de la población en relación, precisamente, con sus necesidades. Lo que hay que hacer es perfeccionar lo que hoy tenemos, y no olvidar que, en materia de salud, tenemos un sistema mixto en el que debieran conjugarse y complementarse tanto el sector público como el privado.


Me asombra la divergencia que hay al interior de la Concertación, cuyos senadores -como ya se dijo- votaron en contra todas las modificaciones que hoy analizamos. Ello significaría que en el Senado hay sólo senadores de Derecha, para considerar esto como un agravio, aparentemente.


Discrepo, también, de que el sector privado no aporte nada a este proyecto. Ese sector contribuye en forma importante al financiamiento de la salud en Chile, como no lo hacía antes, cuando existía sólo el sistema público de salud. El Servicio Nacional de Salud, único en esa época, dueño del 95 por ciento de las camas de los hospitales de Chile, construido con las platas de nuestras empleadas domésticas y de la Caja de Seguro Obrero, desplazaba a los verdaderos usuarios para que sus dependencias fueran usadas, precisamente por los padres, hermanos o quizá algunos de los diputados presentes. Ésa fue la génesis del aporte del sector privado para que el sistema público estuviera dedicado especialmente a atender a los usuarios del sector público.


Cuando se ha recordado que el presupuesto para el sector salud se ha multiplicado por más de tres y hoy supera el billón 600 mil millones de pesos, lo primero que debe hacerse es manejar eficientemente los recursos de que se dispone y confiamos en que el Ministerio así lo hará.


He dicho. 


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado Patricio Cornejo.


El señor CORNEJO.- Señor Presidente, quiero hacer notar un tema que es más de forma que de fondo.


En el tratamiento de los proyectos de ley de la reforma en general, esta Cámara de Diputados ha sido bastante maltratada. En 2002, cuando discutíamos los proyectos de ley sobre autoridad sanitaria y financiamiento, que quedaron radicados en las comisiones unidas de Salud y de Hacienda, y cuando en junio de ese año ingresó este proyecto de ley del Auge y de reforma a la ley de isapres, que se radicaron en la Comisión de Salud, nos pusieron urgencia calificada de “simple”. Es decir, debíamos tramitar esos cuatro proyectos en treinta días. Aunque, posteriormente, el proyecto de financiamiento pasó a otra área, en ocho meses, al 31 de enero de 2003, ya habíamos tramitado los otros tres importantísimos proyectos. 



Además, en el Congreso fuimos capaces de dar espacio a los distintos actores involucrados. No nos olvidemos de cuál ha sido la postura de los gremios de la salud en esta materia, porque estamos sacando adelante una reforma a la salud contraria a los trabajadores del sector. Sin embargo, en el Senado de la República, durante todo el año 2003 -¡en doce meses!- se trató sólo, exclusivamente el proyecto de autoridad sanitaria. Ahora, en 2004, hace seis meses que se discute el proyecto del Auge, el cual hoy se nos envía, en tercer trámite constitucional, con suma urgencia, sin tener la posibilidad de conocer en profundidad las modificaciones del Senado.


A mi juicio, esta situación amerita que el Presidente de la Cámara de Diputados haga la observación correspondiente al Ejecutivo.


Por consiguiente, debido a la rapidez con que hemos tenido que analizar la iniciativa, sólo quiero referirme a dos puntos que me parecen importantes. 


La modificación del artículo 11, que en su letra b) suprime el inciso tercero, elimina la libertad de elección. Ahí se establece que los beneficiarios podrán elegir el establecimiento en que serán atendidos y, dentro de éste, al profesional que deba atenderlos, excepto en los casos previstos por el artículo 10 que habla de atención primaria. Esto que, en mi concepto, nos costó mucho incorporar en el proyecto de ley sobre el Fonasa, que suprimió el 2 por ciento a las isapres, se elimina en este proyecto.


Finalmente, en el artículo segundo transitorio se dispone que la prima universal sólo podrá reajustarse en la variación que experimente el índice general real de remuneraciones. Es una reajustabilidad muy baja que coloca un tope a la prima universal y no corresponde. Por ello, el artículo segundo transitorio debe eliminarse.


He dicho. 


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado Guido Girardi.


El señor GIRARDI.- Señor Presidente, nadie tiene dudas respecto de la importancia de una reforma de salud, porque el país la necesita, aunque, a veces, uno escucha opiniones de personas que, pareciera, no conocen nuestra realidad. Chile tiene un modelo de salud que quiere ser imitado en todo el mundo. Es cierto que presenta deficiencias, pero con 250 dólares per cápita, no hay modelo más eficiente en el mundo que el chileno, que tiene casi los mismos indicadores que los de Estados Unidos y mejores que varios de los países europeos. Cuando uno tiene una fortaleza como ésa, por una cuestión de sentido común más básico, no la demuele, sino que intenta recuperarla para construir a partir de ella.


Debemos rebatir toda esta discusión respecto de la eficiencia del sistema público chileno, pues es uno de los sistemas más eficientes del mundo, reconocido en todas las mediciones de estándares internacionales, por lo que debiéramos sentirnos orgullos de nuestro sistema.


Ahora bien, una reforma de salud para Chile tiene desafíos. La última reforma se hizo hace casi 60 años. Con ella se obtuvieron logros que todavía vemos. Ustedes saben que el plan materno infantil data de hace cincuenta años. Gracias a él ha podido bajar la mortalidad infantil y la materna y se han logrado éxitos en materia de desnutrición, aunque se nos pasó la mano, ya que actualmente tenemos problemas de obesidad.


Los programas destinados a resolver problemas respiratorios datan de hace años, y han permitido disminuir la mortalidad y enfrentar las patologías más graves que afectan a muchos niños; hay muchos hospitalizados, pero no se mueren. Sin embargo, debemos hacer cambios respecto de problemas de salud que significarán fracasos en el futuro, como las enfermedades crónicas no transmisibles, las hipertensiones, las diabetes, los infartos, respecto de las cuales debemos poner énfasis en las acciones preventivas.


Un segundo tema, tal vez el más importante, es que los precios de la salud se están globalizando. Estados Unidos gasta alrededor de cinco mil dólares per cápita al año y los países europeos sobre tres mil dólares. En consecuencia, Chile no puede, sólo a costa de un sistema público que gasta 250 dólares per cápita al año, financiar y otorgar una garantía financiera para todos los chilenos. ¡Es imposible! Los escáneres y las prótesis, por ejemplo, valen lo mismo en Estados Unidos, en Europa y en Chile. Por lo tanto, si no inyectamos más recursos, veremos naufragar cualquier posibilidad de mejoramiento en la salud.


El problema fundamental que tiene el sistema público de salud es la falta de recursos. Algunos colegas hablan de las colas, de los endeudamientos, de los rechazos, todo lo cual tiene que ver con la falta de recursos.


¿De adónde salen los recursos? En un país como Chile pueden salir de dos fuentes: del aumento al aporte fiscal y de la solidaridad. Si tuviéramos coraje moral, debiéramos financiar la salud a través de impuestos progresivos y no regresivos, a través de impuestos generales; pero no hay coraje para ello. Todos los países desarrollados, los que tienen un buen sistema de salud, lo hacen a través de impuestos generales. Sólo en Chile, que tenemos una visión regresiva, traspasamos la responsabilidad de financiar esto a las personas, para que lo hagan a través de una cotización individual, lo que es tremendamente regresivo, pero de alguna parte tienen que salir los recursos. No se puede obtener todo del aporte fiscal, pues eso significaría, incluso, alterar nuestros equilibrios macroeconómicos.


Solidaridad es, en Chile y en todas partes, que los que tienen más van en ayuda de los que tienen menos, que los sanos van en ayuda de los enfermos. Por eso, quiero recordar que la Derecha y las isapres no echaron abajo el fondo de compensación de riesgo, sino el fondo universal solidario.


El 21 de mayo de 2001, el Presidente Lagos planteó al país la idea de un fondo universal solidario, que se componía con tres séptimos del 7 por ciento de los afiliados a las isapres. Algunos dirán que eso es expropiar un recurso de los afiliados a las isapres. A ellos les replico: ¿por qué quienes tienen más expropian los recursos de los pobres? ¿Hasta cuándo los recursos que debieran destinarse a Cerro Navia, a Lo Espejo y a las comunas y regiones más pobres de este país se utilizan para pagar las vacunas, las acciones de prevención y de promoción, así como las atenciones de urgencia de los afiliados al sistema de salud privado, que son los chilenos de más altos ingresos? Aquí, como dicen algunos, no se aplican políticas de Robin Hood, sino que de Hood Robin. Éste es el mundo al revés. No conozco modelo en el mundo en que los pobres financian la salud a los ricos. Sólo aquí, gracias a una Derecha obstinada que defiende intereses de isapres, de rentabilidades y económicos, no es posible avanzar en esta materia.


Lo que se transó fue el fondo universal solidario. ¿Saben cuánto reportaba ese fondo al sistema? Que lo sepa el país, porque si esos recursos no se reponen, será muy difícil que se logre financiar la reforma de salud. Ese fondo significaba 549 mil millones de pesos adicionales, para compensar los recursos de los chilenos que no pueden pagar su salud por cuenta propia. El Estado tenía la posibilidad de ir en ayuda de los más pobres y de hacer de la salud un derecho. Pero cuando se perdió esa posibilidad, cuando la derecha, que defiende intereses económicos y no la salud de los chilenos, ganó ese punto, se creó un fondo mínimo, llamado fondo de compensación de riesgo, en consideración a que las isapres echaron a todos los viejos y a los enfermos que ahora están en el Fonasa. Este fondo tenía por finalidad establecer un equilibrio por edad y sexo, considerando que el Fonasa tiene a los viejos y a las mujeres, y las isapres a los jóvenes y a los hombres, y consistía en que, por sexo y edad, la isapre debía devolver al Fonasa 16 mil millones de pesos. ¡Hasta a eso se opusieron las isapres!


La Derecha defendió inmediatamente los intereses de esas instituciones, por lo que acusaron, amenazaron y chantajearon con que iban a ir al Tribunal Constitucional y con que no iba a haber reforma si no se resguardaban esos 16 mil millones de pesos que provenían de los negocios y de las utilidades de las isapres.


La Concertación cometió dos errores: no tener coraje para defender el fondo universal solidario y, luego, tener menos coraje al aceptar los chantajes de las isapres y retirar el fondo de compensación. ¿Con qué nos quedamos? Con una reforma que será muy difícil de financiar. Eso es lo que el país debe saber.


Además, las isapres tampoco quisieron un plan de salud pública. Éste se refiere a un conjunto de acciones exigibles, igual que el plan Auge, pero para promoción. Por ejemplo, para detectar precozmente el cáncer de próstata o la hipertensión, o para hacer test de esfuerzo. Eso no figura en una reforma que dice que su objetivo es la prevención. La razón fue que las isapres se opusieron a pagar a sus cotizantes acciones preventivas, porque como los pueden echar, les da lo mismo preocuparse de su salud. Y ahí estuvo la Oposición, defendiendo a pie firme a esas instituciones.


Necesitamos que haya más recursos para la atención primaria. Actualmente, es un pasadizo que no resuelve nada y que colapsa las atenciones de urgencias y los hospitales. Pero no hay recursos para ir en su ayuda, porque no hay un fondo universal solidario y porque las isapres se opusieron a que hubiera un sistema de salud pública competitivo, pues quieren, sobre la base de la debilidad del sistema público, que no tiene recursos, seguir aumentando sus utilidades y sus pacientes.


Esta reforma ha sufrido un ataque terrorista; ha sido saboteada y despojada de los instrumentos más vitales para que tenga viabilidad; esta reforma es como un avión sin motor y sin cola, y por lo cual está obligada a fracasar.


El Partido por la Democracia quiere que en Chile haya solidaridad, que haya derecho a la salud y que no sea un privilegio de los que tienen plata. Cada uno de los que cotizan en una isapre “mata su toro”, cada uno se lo arregla. Pero también los que están en isapres sufren un vil despojo, porque todas las legislaciones son un traje a la medida para la usura y para el abuso de esas instituciones en contra de sus propios cotizantes. Lo vemos todos los días. Incluso, lo ven quienes son beneficiarios de las isapres.


Hablar de esto no tiene sentido, porque todos los que estamos aquí hemos recibido esas mismas quejas. Es imposible tocar un pelo de la cola a las isapres, porque tienen quienes defiendan sus intereses, que no son ni siquiera los de sus propios afiliados ni menos los de los once millones de chilenos beneficiarios del Fonasa.


Por eso, si no se repone al menos el fondo de compensación de riesgo, que no es el fondo universal solidario de 500 mil millones de pesos, sino el fondo de 16 mil millones de pesos, que es de dignidad; si no se repone un plan para que todos los consultorios tengan especialistas básicos, como internistas, pediatras, psiquiatras o ginecólogos, para que resuelvan los problemas de salud en la atención primaria, y si no se repone el plan de salud pública, con acciones de promoción y de prevención, vamos a votar en contra de esta reforma, que la derecha ha intentado destruir.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Melero.


El señor MELERO.- Señor Presidente, del informe de la Comisión Mixta no se desprende que el Senado haya rechazado las normas relacionadas con el Fondo de Compensación Solidario y con el Fondo Maternal Solidario por la unanimidad de sus miembros. Entiendo que fueron rechazadas con los votos de los senadores del PPD, del Partido Socialista y de la Democracia Cristiana.


Por lo tanto, sólo quiero saber cómo votaron esos senadores.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Cerrado el debate.


Se suspende la sesión por diez minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Continúa la sesión.


Se suspende la sesión por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor LORENZINI (Presidente).- Continúa la sesión.


Corresponde votar las enmiendas del Senado al proyecto que establece un régimen de garantías en salud, con excepción de los artículos 22 al 36, respecto de los cuales se ha solicitado votación separada.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 105 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobadas.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, 
Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Delmastro, Dittborn, 
Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, 
Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Monckeberg, Montes, Mora, 
Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, 
Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa el diputado señor Accorsi.


-Se abstuvo el diputado señor Girardi.


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde votar las enmiendas del Senado a los artículos 22 al 28, referidas al Fondo de Compensación Solidario.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 75 votos; por la negativa, 8 votos. Hubo 26 abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobadas.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Correa, Cristi (doña 
María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Errázuriz, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Kast, Kuschel, Leay, Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Monckeberg, Mora, 
Moreira, Mulet, Norambuena, Ojeda, 
Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas, Vidal (doña 
Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Cornejo, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jeame Barrueto, Letelier (don Felipe) y Saffirio.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Bustos, Ceroni, Encina, Escalona, Espinoza, 
Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Paredes, Pérez (don José), Quintana, Robles, Rossi, 
Sánchez, Tarud, Tohá (doña Carolina), 
Tuma, Valenzuela y Venegas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación las modificaciones a los artículos 29 al 34.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 76 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 30 abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobadas.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Correa, Cristi (doña 
María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Errázuriz, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leay, Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Monckeberg, Mora, Moreira, Mulet, 
Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa el diputado señor Accorsi.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Bustos, Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, 
Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Paredes, Pérez (don José), Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saffirio, 
Sánchez, Tarud y Venegas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación las enmiendas a los artículos 35 y 36.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 73 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 34 abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobadas.


Despachado el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Correa, Cristi (doña 
María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Errázuriz, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Kast, Kuschel, Leay, Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Monckeberg, Mora, Moreira, 
Mulet, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, 



Palma, Paya, Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Rojas, Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas, Vidal (doña 
Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa el diputado señor Accorsi.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Bustos, Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, 
Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Paredes, Pérez (don José), Quintana, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, 
Sánchez, Tarud, Tohá (doña Carolina), 
Tuma, Valenzuela y Venegas.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

REGULACIÓN DE PROCEDIMIENTOS DE TRASLADO DE VALORES BANCARIOS. (Votación).


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En proyectos de acuerdo, corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo 
Nº 442, sobre regulación de procedimientos de traslado de fondos bancarios, con el objeto de proteger a los usuarios.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 44 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez, Araya, 
Ascencio, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Dittborn, Egaña, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Mella (doña María Eugenia), 
Montes, Mulet, Muñoz (doña Adriana), 
Navarro, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Quintana, Riveros, 
Robles, Saffirio, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, 
Vidal (doña ximena), Von Mühlenbrock y Walker.

INFORMACIÓN SOBRE INVESTIGACIONES EN MATERIA DE YACIMIENTOS DE HIDROCARBUROS.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 443, de los diputados señores Ortiz, Burgos, Escalona, Jaramillo, Luksic y Saffirio, y de las diputadas señoras Caraball, doña Eliana, y Mella, doña María Eugenia.


“Considerando:


Que, desde hace algunos años, se ha venido informando a través de la prensa, regional y también de distribución nacional, sobre el desarrollo de las investigaciones científicas hechas por el Fondo de Fomento al Desarrollo Científico y Tecnológico (Fondef) y por la Armada de Chile, destinadas a conocer la existencia de yacimientos de hidrocarburos -en diversas formas- sus-



ceptibles de explotación en las costas comprendidas entre Valparaíso y Concepción.


Que estas indagaciones han concitado el interés nacional e internacional y han causado la visita de una Comisión del Senado.


Que es de conocimiento público la importancia de los recursos energéticos para el desarrollo del país.


Que, para trazar políticas energéticas hacia el futuro, es imprescindible disponer de una información certera sobre la materia.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República quien, asesorado por la ministra de Defensa Nacional, la ministra de Relaciones Exteriores y el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, informe a esta Corporación respecto de la validez y la envergadura de las investigaciones efectuadas hasta ahora en materia de yacimientos de hidrocarburos y, asimismo, acerca de los eventuales requerimientos de apoyo necesarios para alcanzar, con la mayor brevedad posible, un diagnóstico certero y confiable acerca de la magnitud y la explotabilidad de dichos yacimientos.”

El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor José 
Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, hace unos tres meses, la opinión pública nacional quedó impactada por el anuncio de la hermana República Argentina, en cuanto a que disminuiría el suministro de gas natural que envía a nuestro país. En aquella ocasión se dijeron muchas cosas, pero los resultados están a la vista. El Presidente de la República, señor Ricardo Lagos; la ministra de Relaciones Exteriores, señora Soledad Alvear, y el ministro de Economía, señor Jorge 
Rodríguez, aseguraron que no habría escasez de gas natural ni para las grandes empresas ni para los hogares. Es por eso que hoy, 10 de agosto de 2004, podemos ducharnos con agua caliente y las cocinas de nuestros hogares siguen funcionando.


No obstante, ante las dificultades que podrán sobrevenir en mi región, la Octava, se retomaron algunas investigaciones iniciadas años atrás, en el ámbito científico, por Fondef y la Armada Nacional, destinadas a conocer la existencia de yacimientos de hidrocarburos, en diversas formas, en las costas de las regiones de Valparaíso hasta Concepción, susceptibles de explotación. Varios científicos y técnicos expresaron que era rentable la explotación de posibles yacimientos de hidrocarburos. 


Además, se ha planteado que dichas investigaciones han concitado el interés nacional e internacional y que, a pesar de que el país ha tenido un gran crecimiento económico en los últimos años, no produce más de 3 por ciento del petróleo que necesita para su consumo interno, lo que implica explorar otros caminos ante el peligro latente de desabastecimiento de gas natural argentino. 


¡Qué importante y vital es para una nación contar con recursos energéticos! Eso significa crecimiento de la capacidad productiva, más fuentes de empleo y acceso a los tratados de libre comercio para exportar productos que ocupan mucha mano de obra en su elaboración. Pero el drama es que no somos un país que cuente con petróleo o productos energéticos. 


Debido a eso, un grupo de parlamentarios, entre los cuales se cuentan las señoras Eliana Caraball y María Eugenia Mella y los señores Jorge Burgos, Camilo Escalona, Enrique Jaramillo, Zarko Luksic, Eduardo Saffirio, consideramos conveniente presentar un proyecto de acuerdo para solicitar al supremo Gobierno que, a través de las ministras de Defensa y de Relaciones Exteriores, y del ministro de Economía, informe de la validez y envergadura de las investigaciones efectuadas hasta ahora en materia de yacimientos de hidrocarburos. 


Si hay un tema que debe preocupar a nuestro país es analizar fórmulas para contar con energía y petróleo en el futuro. 


Por eso, en nombre de los parlamentarios que redactamos el proyecto de acuerdo, solicito a la Sala su aprobación. 


He dicho. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo. 


Tiene la palabra el diputado señor Julio Dittborn.


El señor DITTBORN.- Señor Presidente, impugno este proyecto no por el contenido del mismo, que me parece absolutamente intrascendente, como lo ha demostrado, por lo demás, el diputado señor Ortiz, que ha hablado diez minutos sin decir nada, lo que demuestra la irrelevancia del proyecto mismo, sino que lo impugno por inútil y porque corresponde a una estrategia de la Concertación para retrasar el despacho del proyecto de acuerdo Nº 446, que propone la creación de una comisión investigadora para determinar las responsabilidades políticas de los funcionarios públicos en el caso MOP-Gate, MOP-Ciade y MOP-Idecom.


Constituye una vergüenza la presentación de una serie de proyectos de acuerdo que no tienen ningún sentido ni contenido. Además, se le pide al diputado Ortiz que intervenga, quien abnegadamente, como dije, habla diez minutos sin decir nada sobre un proyecto respecto del cual no hay nada que decir.


Por lo tanto, hemos perdido el tiempo. Junto con denunciar esto, anuncio que votaré en contra de un proyecto inútil.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto.


Ofrezco la palabra.


El señor ORTIZ.- ¿Hay derecho a réplica?


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 15 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 1 abstención.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Por no haberse reunido el quórum requerido, se va a repetir la votación.


En consideración a que en la Sala se encuentra el número de diputados suficiente para dar el quórum, pido que emitan su voto.


En votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 13 votos; por la negativa, 8 votos. No hubo abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- Nuevamente no hay quórum de votación.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En votación el proyecto de acuerdo.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 9 votos; por la negativa, 19 votos. No hubo abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Por no haberse alcanzado el quórum requerido, queda pendiente su votación para la próxima sesión ordinaria.

VII. INCIDENTES

SALUDO A MINEROS. IMPORTANCIA PARA ENAMI DE ENAJENACIÓN DE FUNDICIÓN LAS VENTANAS.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el turno correspondiente al Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Jaime Mulet.


El señor MULET.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero decir que hoy, 10 de agosto, es el día de san Lorenzo, patrono de los mineros y de las mineras. Los pequeños y medianos mineros, los mineros artesanales y los trabajadores de las grandes compañías mineras acostumbran a celebrar este día, invocan a su patrono y le piden salud y buena suerte para el año siguiente.


En segundo lugar, deseo hacer un breve resumen de un par de temas muy trascendentales para ese sector durante el último año.


Comenzaré diciendo que un colega me recordó lo importante que ha sido la discusión habida en el Congreso Nacional sobre el proyecto que establece el cobro de un royalty a la gran minería, respecto del cual hoy debería haber una trascendental votación en el Senado. Como hombres creyentes, invocamos a San Lorenzo para que en nuestro país se establezca el royalty lo más pronto posible.


Quiero también referirme a una situación que afecta a la Empresa Nacional de Minería. Durante el presente año, dimos nuestro apoyo decidido, primero en la Comisión de Minería y luego en la Sala de esta Corporación, a un importante proyecto de ley que permite sanear casi en ciento por ciento su situación financiera, para lo cual se faculta a dicha empresa para traspasar, a título oneroso, el dominio de la fundición y refinería Ventanas a Codelco-Chile. Cabe recalcar que no se trata de una privatización, sino de una enajenación de una empresa del Estado a otra empresa del Estado.


Con el precio de esa enajenación más otros recursos que se han ido obteniendo, se cubrirá casi completamente la deuda de la Enami a la fecha. De los aproximadamente 500 millones de dólares adeudados, va a quedar con un pasivo inferior a los 20 millones de dólares. Esto es muy importante, porque permitirá que la empresa se aboque a lo que siempre debió ser su rol fundamental: fomentar la pequeña y mediana minería. 


Necesitamos una Enami comprometida con los pequeños y medianos mineros, que invierta en fomento, en capital de riesgo, en créditos; en fin, que trabaje directamente con ellos.


Además, este proyecto es tremendamente relevante, porque por una indicación que presenté, se logró establecer que el domicilio legal de la Empresa Nacional de Minería será, a partir de 2006, la comuna de Copiapó, Tercera Región, Atacama, es decir, su domicilio dejará de ser la comuna de Santiago, lo que es una muy potente señal para los pequeños mineros. Queremos a los ejecutivos, a su vicepresidente y a su gerente trabajando directamente en el objeto principal de la empresa: fomentar la pequeña y mediana minería.


Éste ha sido un buen año para los mineros, pero será mejor si se aprueba el proyecto que establece el cobro de un royalty a la gran minería. 


Por último, hoy 10 de agosto, día del patrono de los mineros, aprovecho de mandar un saludo a través de nuestro medio televisivo, un afectuoso saludo a todos los mineros y mineras de mi país, en especial a los de las comunas que conforman el distrito que represento en esta Sala, Vallenar, Freirina, Huasco, Alto del Carmen, Tierra Amarilla, Caldera y, en general, a todos los de la región de Atacama.


He dicho.

ALCANCES SOBRE PUBLICACIONES DE PRENSA SOBRE EMBAJADOR CHILENO EN COSTA RICA.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Exequiel Silva.


El señor SILVA.- Señor Presidente, en relación con los lamentables hechos ocurridos hace algunos días en la Embajada de Chile, en Costa Rica, quiero referirme a las declaraciones hechas este fin de semana, a través de los medios de comunicación, que pretenden radicar su responsabilidad en nuestro embajador, en circunstancias de que todos nos hemos podido dar cuenta de que fueron cometidos por una persona que, por razones que deberán explicarnos médicos y psiquiatras, reaccionó de la manera en que lo hizo, con las lamentables consecuencias que conocemos. Por lo tanto, me parece que refleja una gran pequeñez pretender sacar ventajas políticas de esta situación.


Conozco al embajador de Chile en Costa Rica, señor Guillermo Yunge, desde hace muchos años. Sé que es un hombre honesto y con gran espíritu de servicio. Él no se merece ser tratado de la manera en que lo han hecho.


Me parece legítimo que algunas personas tengan opiniones diversas acerca de su actuación como embajador, pero eso no da pie para hacer reportajes como los publicados este fin de semana, en los cuales se inmiscuyen en su vida privada y entrevistan a sus hijos sobre la opinión que tienen sobre su padre, dando interpretaciones respecto de su vida privada, en cuanto a su segundo matrimonio. Eso da cuenta de la situación valórica y del poco respeto por el ser humano que en estos momentos tiene nuestra sociedad. La prensa tiene todo el derecho a informar veraz y oportunamente, pero también tiene la responsabilidad de resguardar los valores básicos de los seres humanos, en este caso del embajador señor Yunge.


Como he señalado, cada uno tiene su opinión respecto de su gestión como embajador, pero quiero reivindicar la calidad humana de Guillermo Yunge, debido a la situación por la que atraviesa.


Hace algunos días, él pidió a Dios que lo iluminara para no contestar tantas cosas que se han dicho sobre su persona. Yo pido a Dios que ilumine a quienes escriben en los diarios y a quienes hacen declaraciones sobre él, con el objeto de que tengan el mínimo respeto por las personas.


He dicho.

EXIGENCIAS LEGALES PARA EL FUNCIONAMIENTO DE HOGARES DE ADULTOS MAYORES. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Edmundo 
Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, en el último tiempo se han dado a conocer varias informaciones, reclamos y denuncias en contra de algunos hogares de adultos mayores que no cumplen con los requisitos mínimos para funcionar, especialmente sanitarios, así como sobre su falta de comodidades. Requieren de autorización municipal para funcionar, pero me he encontrado con la sorpresa de que en muchos casos eso no se cumple. Por ejemplo, un alcalde de una de las comunas del distrito que represento señaló que no ha adoptado medidas al respecto porque no ha recibido reclamos de parte del servicio de salud correspondiente. Esa situación ha hecho surgir varias dudas, porque en mi distrito hay varios hogares a cargo de diferentes instituciones, entre otras, el Rotary Club, el Club de Leones y algunas iglesias.


Por lo tanto, pido que se oficie a los ministros del Interior y de Salud a fin de que nos informen sobre las exigencias que deben cumplir los hogares de adultos mayores para su funcionamiento, los cuales habitualmente trabajan con los recursos que obtienen a partir de la entrega de un poder para cobrar las pensiones de las personas a su cargo. En el caso de los enfermos que no perciben pensión, sus familiares deben solventar los gastos de internación y hacerse cargo de ellos al momento de fallecer.


Solicito estos antecedentes con el objeto de que la comunidad y las instituciones que tienen a cargo estos hogares sepan taxativamente cuáles son las exigencias que deben cumplir para que no caigan en irregularidades ni sobrepasen la legislación vigente sobre la materia.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE VIVIENDAS DAÑADAS DE COMUNAS DE LA NOVENA REGIÓN. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el turno del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, el de la vivienda social es un tema extremadamente sensible para la familia chilena. La vivienda no es sólo el lugar físico que habita una familia, sino el espacio donde se transmite cariño y afecto en el núcleo familiar. Mediante las políticas de los tres gobiernos de la Concertación se ha construido más de un millón de viviendas con subsidio habitacional, terminando de ese modo con los campamentos, porque, de otra manera, esas familias seguirían viviendo en condiciones indignas.


Sin embargo, miles de familias chilenas, y cientos de la Novena Región, habitan en viviendas construidas mediante subsidios del Estado. Por ejemplo, la villa El Bosque, en Carahue; las villas El Salitre, Los Cóndores, Andina y Padre Hurtado, en Temuco, y Conun Huenu, en Padre Las Casas.


Esas familias han logrado materializar el sueño dorado de lograr la casa propia, pero éste se ha desvanecido cuando, al poco tiempo, han comprobado que sus viviendas se han deteriorado o destruido y sus paredes humedecido por las aguas que se filtran por la mala calidad de las cañerías y otros materiales. Incluso, las casas se filtran no sólo con agua potable, sino también con aguas servidas.


La calidad de la construcción de éstas, como también la de otras nos hace pensar que faltó o falló la fiscalización correspondiente, cuya responsabilidad compete al Estado, ya sea a través de la municipalidad, del Serviu o del Ministerio de Vivienda. 


Alguien debe responder por el daño provocado a esas familias, ya que la mayoría ha seguido pagando sus dividendos, pese a que habitan viviendas que no corresponden a su mínima dignidad. Ni siquiera cuando habitaban en campamentos padecieron tantas molestias.


Muchos parlamentarios y autoridades de la Novena Región denunciamos estos hechos. El diputado Saffirio informó al Presidente de la República sobre esta grave situación que, creo, ameritar que en la discusión para aprobar el presupuesto de 2005, se asignen recursos importantes para reparar dichas viviendas, pese a que no sería aventurado estimar que en muchos casos se deben demoler los inmuebles, porque muchos de ellos ya no están en condiciones de ser reparados.


El ministro de la Vivienda señaló que sobre esto no tenía información, lo que no cuadra con las gestiones efectuadas por todas las autoridades de la región ante dicho ministerio.


Por tanto, solicito que se oficie al ministro de la Vivienda, indicando las villas afectadas, y que en su repuesta nos indique las causas de las fallas, quiénes son los responsables y quiénes los encargados de la fiscalización; si ésta se hizo oportunamente y bien hecha, las reclamaciones realizadas en cada caso y las medidas tendientes a dar solución a las justas demandas de cientos de pobladores de la Novena Región, que esperan que el Estado asuma con prontitud su responsabilidad.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quien habla.

OTORGAMIENTO DE PENSIONES POSGUERRA A EX MIEMBROS DE LA CENTRAL NACIONAL DE INFORMACIONES, CNI. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, en esta oportunidad me referiré a una noticia que llenó de estupor a toda la ciudadanía y de la que sin duda debe hacerse cargo la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados. Intervengo en nombre de su presidenta, diputada señora Laura Soto, quien se encuentra delicada de salud.



Medios de comunicación han dado cuenta de que ex miembros de la Central Nacional de Informaciones, CNI, gozan de pensiones posguerra. O sea, se les paga doble subsidio.


Todos quienes hemos leído dicha noticia quedamos profundamente impactados, porque no entendemos qué está pasando en nuestro país. La gran mayoría de los ciudadanos rechaza categóricamente esta situación.


Si efectivamente se está otorgando un beneficio previsional denominado estrés posguerra, ello quiere decir que en Chile hubo una situación bélica. En consecuencia corresponde aplicar los convenios de Ginebra relativos a la materia y que, entre otras cosas, declaran imprescriptibles los delitos cometidos.


Si el llamado estrés posguerra constituye una denominación genérica que se otorga a una persona víctima de padecimientos por actos de servicio, es evidente que las personas que han sido condenadas por crímenes no han sufrido afecciones psiquiátricas por actos de servicio, sino por actos criminales, de modo que los beneficios previsionales serían del todo improcedentes. Incluso, supimos de un condenado, Álvaro Corbalán, quien también solicitó este subsidio.


Solicito que se oficie a la ministra de Defensa para que, por su intermedio, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional informe a esta Corporación, con carácter de urgente, de la actual situación previsional y de los beneficios concedidos a todos los que desempeñaron funciones en la disuelta CNI.


Asimismo, que se oficie a la Dirección General del Ejército de Chile para que remita una nómina de todos los ex agentes de la disuelta CNI que se encuentran sometidos a proceso o condenados por crímenes o simples delitos.


Creemos que en democracia estas situaciones son improcedentes.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Fidel Espinoza, Alejandro Navarro, Pablo Prieto y quien habla.

VISITAS PERIÓDICAS DE FISCALES DEL MINISTERIO PÚBLICO A COMUNAS RURALES. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Socialista y Radical Socialdemócrata, tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, los habitantes de zonas rurales generalmente no ratifican sus denuncias o no dan continuidad a sus procesos por estar alejados del Ministerio Público. Así sucede en la comuna de Santa Juana, Octava Región, toda vez que el Ministerio Público está radicado en Concepción.


Solicito que se oficie al fiscal nacional a fin de que envíe toda la información que haya a nivel nacional sobre la materia.


Para dar solución a este problema se requiere que los fiscales se trasladen a las comunas en las que se han presentado las denuncias, de manera de dar facilidades a los afectados.


En las comunas rurales como Santa Juana, las personas deben trasladarse desde el campo a Santa Juana y de Santa Juana a Concepción, lo que ha traído como consecuencia que muchas causas hayan quedado abandonadas, porque la gente no cuenta con los recursos necesarios para llegar a Concepción. En ese sentido, el fiscal nacional debería tratar de que, en determinados horarios y días de la semana, las fiscalías sean trasladadas a fin de que resuelvan en las respectivas localidades las denuncias de ilícitos que están siendo investigados. De esa manera tendremos un sistema judicial más eficiente y esa gente sentirá que la reforma procesal penal también le llega.


Por lo tanto, pido que se haga llegar toda la información que posibilite en el corto, mediano o largo plazo el establecimiento de las fiscalías en las comunas rurales, en particular en Santa Juana, o su traslado temporal durante algunos días de la semana.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.


INFORMACIÓN SOBRE SALAS DE REUNIÓN EN LICEOS PARA CENTROS DE ALUMNOS Y PADRES Y APODERADOS. Oficio.


El señor NAVARRO.- En segundo lugar, pido que se oficie al ministro de Educación a fin de que nos entregue un detallado informe, región por región, de los liceos que cuentan con salas destinadas a los centros de alumnos y de padres y apoderados para reunirse. De acuerdo con mi experiencia, los liceos modernos no cuentan con tales salas, de manera que las directivas de los centros de alumnos no pueden reunirse. Asimismo, para que en el diseño estructural de los nuevos establecimientos se consideren tales espacios de reunión. 


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

HOMENAJE AL INSTITUTO NACIONAL Y AL MINERO CHILENO. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, un 10 de agosto de 1813 se funda el Instituto Nacional José Miguel Carrera.


En esta oportunidad quiero rendir un homenaje a ese liceo público en el cual estudié. Cada vez que veo egresar de él a nuevas generaciones de alumnos, no puedo sino sentirme orgulloso de haber estudiado allí. Es el único liceo público del que uno se puede vanagloriar, en el sentido de que prácticamente todo su alumnado queda en la universidad. Además, posibilita una efectiva movilidad social, por cuanto los jóvenes que estudian allí no provienen precisamente de sectores acomodados, sino de familias de medianos y escasos recursos. Se trata de gente que estudia y se desarrolla con mucho esfuerzo.


Quiero rendir un homenaje a cada una de las profesoras y a cada uno de los profesores que laboran en el Instituto Nacional que, con su esfuerzo, mantienen una tradición de enseñanza pública, que es reconocida no sólo en Chile, sino también en el exterior. Ojalá hubiera institutos nacionales en todas las regiones, porque ello permitiría efectivamente que la educación pública llegara en forma eficiente y con calidad a todo el alumnado.


En la persona de don Sergio Riquelme Pina, rector del Instituto Nacional desde 1990, profesor de historia -mi profesor de historia- de vasta trayectoria -ingresa al Instituto Nacional en 1948- que ha mantenido la tradición institutana durante tantos años, quiero expresar el agradecimiento de muchos ex institutanos por ese establecimiento y por la enseñanza laica pública.


Además, pido que se envíe copia de mi intervención a don Omar Letelier Ramírez, rector subrogante del Instituto Nacional, y al ministro de Educación, don Sergio Bitar.


Para terminar, también quiero rendir un homenaje a los mineros de Chile, porque hoy se celebra su día, el del patrono de la minería. Ellos son los que en el norte extraen, con esfuerzo, minerales de las montañas, de los cerros, de las minas, para llevar el sustento a sus familias y procurar, a la vez, el desarrollo y progreso de todos los chilenos. Mi saludo no sólo va dirigido a la gran minería del cobre y del oro sino que también a los pequeños y medianos mineros, que hacen minería, y extraen de la tierra los recursos minerales para subsistir.


Por eso, hoy también quiero celebrar el Día del Minero.


Pido que se oficie al seremi de Minería de mi región y, por su intermedio, a todas las asociaciones mineras, expresándoles mi saludo desde la Cámara.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.


La Mesa adhiere a su saludo al Día del Minero, trabajador esforzado y sacrificado, cuyo aporte es vital para el progreso y desarrollo del país, así como para el bienestar de todos los chilenos.

MANO DE OBRA LOCAL Y REGIONAL PARA OBRAS DE REPOSICIÓN DE TREN DE OSORNO A PUERTO MONTT Y CONSIDERACIÓN DE DOS ESTACIONES DEL TRAMO. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Por el resto del tiempo que le queda al Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, quiero pedir que se oficie al Presidente de la República, don Ricardo Lagos, con copia al presidente de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, señor Luis Ajenjo.


El motivo es muy concreto: agradecer al Primer Mandatario el anuncio -que ya es de conocimiento público en nuestra región- de la reposición del servicio del tren a nuestra querida ciudad de Puerto Montt. Ello es el resultado de una larga lucha de muchos parlamentarios, entre los que se cuentan su señoría, el diputado Jaramillo y muchos otros.


Ayer sostuve una reunión muy importante con el presidente de dicha empresa para analizar algunos problemas y legítimas inquietudes que tenemos, cuando estamos ad portas de que se dé inicio al respectivo proceso de licitación. Se trata de una inversión millonaria que permitirá restaurar las vías y las estaciones del tramo comprendido entre Victoria y Puerto Montt, es decir, las de Osorno, Río Negro, Purranque, Llanquihue, Puerto Varas, Alerce y Puerto Montt.


Nos embarga una profunda alegría, porque por fin se concretará este sueño, que según muchos no era más que demagogia política, para beneficio de miles de nuestros habitantes que, gracias a este tren regional, tendrán la posibilidad de desplazarse de un lugar a otro, incluso a precios más económicos que los de la locomoción colectiva.


Por eso, reitero mis agradecimientos al Presidente de la República y al presidente de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, quien ha tenido una labor muy destacada en la concreción de esta iniciativa.


Asimismo, deseo que en este oficio se le haga presente al Primer Mandatario mi preocupación respecto de la mano de obra que se generará.


Queremos que haya señales claras -creemos que el Presidente tendrá la voluntad para ello-, en cuanto a establecer dentro de las bases de la licitación que se efectuará a fines de este año, la contratación de un alto porcentaje de mano de obra local y regional. En nuestra región estamos siendo testigos con mucha frecuencia de cómo llegan, por ejemplo, algunas empresas forestales con trabajadores de otras regiones que son instalados en campamentos, en precarias condiciones higiénicas, de alimentación y de alojamiento, porque de esa forma consiguen mano de obra más barata, más a su disposición, pero con menos posibilidades de desarrollo personal. Por eso, deseamos que un alto porcentaje de la gran cantidad de trabajadores que se requerirán para la reparación de las vías y la restauración de las estaciones sean de la región, para lo cual necesitamos el apoyo del Presidente de la República.


Excederé en algunos segundos al tiempo que se me ha asignado para señalar un aspecto que considero relevante. Como su señoría sabe, según los estudios que se están realizando, hay dos pueblos que eventualmente podrían quedar sin la posibilidad de ser estaciones de parada del tren regional Victoria-Puerto Montt. Me refiero a Casma y Corte Alto, que tienen una población superior a los cinco mil habitantes y que después de la suspensión del servicio de tren quedaron prácticamente aisladas, motivo por el cual requieren ser revitalizadas en forma urgente.


Todos juntos queremos dar esta lucha, con el beneplácito del presidente de la Corporación y de todos los colegas, a fin de que Casma y Corte Alto, aunque sea en forma alternada, tengan esa posibilidad, que consideramos de enorme relevancia para cada uno de sus esforzados habitantes.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con mi adhesión.

MALVERSACIÓN DE FONDOS PÚBLICOS EN LA REGIÓN DEL MAULE. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Pablo Prieto.


El señor PRIETO.- Señor Presidente, en mi calidad de diputado y de representante del distrito Nº 37, vengo en cumplir una de las facultades que me otorga la Constitución Política de la República, cual es fiscalizar los actos del Gobierno. 


En mi concepto, esta importante y relevante tarea se traduce en velar por que todos los funcionarios públicos cumplan a cabalidad los principios de probidad y transparencia con que deben actuar en la administración pública y, de esa forma, evitar que se utilicen en mala forma los recursos de todos los chilenos.


En la misma línea de argumentación, quiero poner en conocimiento de la gente de mi querida ciudad de Talca un hecho que considero de la mayor gravedad. 


Un informe emanado de la Contraloría de la Región del Maule señala que en el año 2001 se defraudó al fisco en la suma de 10 millones 400 mil pesos. Lo lamentable es que estos dineros estaban destinados al programa gubernamental pro empleo, es decir, a la gente de Talca que en esa época se encontraba cesante. Por desgracia, esos recursos jamás fueron destinados a los cesantes; por el contrario, según consta en dicho informe, se utilizaron para financiar campañas políticas.


Pues bien, este hecho no sólo se aparta de los principios de probidad y transparencia, sino que es un acto deleznable que constituye una verdadera cachetada a los más necesitados de nuestra querida ciudad de Talca y -por qué no decirlo- de la Región del Maule. ¿Hasta cuándo se va a seguir jugando con la esperanza de los más necesitados? 


Además, el informe del organismo contralor da cuenta de dos hechos de igual relevancia y gravedad que señalaré para que nuestra comunidad tome conocimiento de ellos. 


En primer lugar, los trabajos nunca se realizaron y, por lo tanto, no sólo se defraudó a los trabajadores cesantes y a sus familias, sino que también a la ciudad, que se vio privada del servicio de aseo y ornato incluido en ese proyecto que se inventó. Pero los dineros se destinaron, sencillamente, a financiar campañas políticas. Sinceramente, el daño producido a la fe pública con este hecho es irreparable.


En segundo lugar, la Contraloría detectó que durante el segundo semestre de 2001, la Intendencia Regional del Maule encargó la ejecución de diversos proyectos similares al aludido por un total de 2 mil 100 millones de pesos, sin llamar a licitación, con lo que nuevamente se transgredieron principios básicos de transparencia. Hay que tener presente que la propia ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado sanciona estas conductas y señala expresamente que es una contravención directa al principio de probidad.


Por ello, quiero poner en conocimiento de la Cámara y de la población más pobre de mi ciudad estas irregularidades, pues ¿quién puede asegurar que esos dos mil millones de pesos fueron utilizados en nuestra región? ¿Quién puede asegurar que no se pagaron otras campañas políticas con esos recursos? ¿Quién puede asegurar que las autoridades cumplen a cabalidad su cometido funcionario en la distribución de los recursos?


El señor intendente de la región del Maule desde hace una semana tiene en su poder los antecedentes en que, claramente la Contraloría habla de irregularidades e involucra en forma directa al ex intendente de la Región del Maule, hoy candidato a alcalde por Curicó; a un funcionario de gobierno y a uno de la Onemi, ambos en ejercicio, y a un consejero regional que ejerce su labor hace muchos años. Es más, en ese gran diario “El Centro”, de la Séptima Región, justamente camaradas suyos se refieren al oscuro accionar que han tenido en los últimos años.


No me cabe duda de que al gásfiter, al más pobre, que le solicitaron la factura, querrán crucificarlo. Pero, hay un ladrón, que se robó 10 millones 400 mil pesos. Por eso, espero que el intendente no conteste con la célebre frase “dejen que las instituciones funcionen”, pues hace mucho rato que en nuestra región no están funcionando y se están avalando irregularidades. Habría que cambiar la frase por la siguiente: “dejen que las instituciones funcionen siempre y cuando ellas no perjudiquen al Gobierno o a la Concertación”.


Finalmente, para tranquilidad de todos, la Contraloría General de la República ha puesto los antecedentes en conocimiento de los tribunales de justicia. La denuncia ha sido ingresada con el rol Nº 17, de 2004, caratulada como “malversación de caudales públicos, estafas y otras defraudaciones”.


Este parlamentario estará atento a la investigación iniciada. Desde ya, solicito que el Consejo de Defensa del Estado se haga parte en dicha denuncia, con el objeto de defender los intereses de todos los chilenos y, especialmente, de la comunidad talquina y de tener absoluta claridad del destino de dichos dineros y de las responsabilidades, tanto políticas como penales, que pudieran originarse.


Aparte del oficio solicitado en ese sentido, pido que mi intervención se envíe al Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar, para que, de una vez por todas, las instituciones en la Región del Maule funcionen.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, a los cuales se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión del diputado señor Correa.

INFORMACIÓN SOBRE PAGO DE SUBSIDIOS HABITACIONALES EN PROVINCIA DE CURICÓ. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Correa.


El señor CORREA.- Señor Presidente, quiero exponer una situación que afecta a numerosos postulantes a los diferentes subsidios habitacionales que otorga el Ministerio de Vivienda, los cuales no han sido pagados en la provincia de Curicó, que forma parte del distrito que represento.


Numerosos subsidios ya aprobados para la construcción de viviendas, cuya ejecución estaba en marcha por empresas contratistas de la región del Maule, no han sido pagados. Hecha la consulta pertinente, el Serviu regional respondió que ha habido un pequeño problema ocasionado por algunos desórdenes administrativos.



La situación afecta a postulantes al subsidio rural, al programa Chile Barrio, que ha comprometido numerosos subsidios y soluciones en la provincia de Curicó, especialmente en la comuna de Teno; al programa Chile Solidario y al programa Vivienda Social Dinámica sin Deuda, que son los programas habitacionales más utilizados por el Ministerio de Vivienda.


Muchas de las poblaciones eran construidas con recursos del subsidio. Como no se les ha pagado a las empresas contratistas, algunas de ellas han colapsado, lo que ha provocado la paralización de la construcción y la frustración del anhelo de la casa propia de muchos pobladores. Lo propio ha ocurrido con los proveedores, que no han seguido entregando el material requerido.


Llama la atención que se trata de subsidios de 2001 ó 2002, es decir, de recursos considerados en un presupuesto de la nación ya ejecutado.


Por lo expuesto, pido que se oficie al ministro de Vivienda y Bienes Nacionales, con copia de mi intervención, para que nos informe qué sucede con el no pago de los subsidios habitacionales señalados, si esa situación es momentánea y si tendrá pronta solución.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado señor 
Pablo Prieto.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.53 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 5066, de fecha 3 de agosto de 2004, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que crea los Tribunales de Familia. (boletín Nº 2118-18).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 5060, de fecha 21 de julio de 2004, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley sobre regulación del arbitraje comercial internacional. (boletín Nº 3252-10).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley sobre sistema de inscripciones electorales. (boletín Nº 3586-06).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
4.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 4 de agosto de 2004.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa honorable Cámara, el proyecto de ley que dispone la eliminación de ciertas anotaciones prontuariales, correspondiente al boletín Nº 3392-17.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4912, de 21 de abril de 2004.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): HERNÁN LARRAÍN FERNÁNDEZ, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

5.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 6 de agosto de 2004.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa honorable Cámara, sobre el establecimiento de un Régimen de Garantías en Salud, correspondiente al Boletín Nº 2.947-11, con las siguientes modificaciones:

TÍTULO I


En el epígrafe ha intercalado, entre las expresiones “del régimen” y “de garantías en salud”, la palabra “general”. 

Artículo 1º


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 1°.- El Régimen General de Garantías en Salud, en adelante el Régimen General de Garantías, es un instrumento de regulación sanitaria que forma parte integrante del Régimen de Prestaciones de Salud a que se refiere el artículo 4º de la ley Nº 18.469, elaborado de acuerdo al Plan Nacional de Salud y a los recursos de que disponga el país. Establecerá las prestaciones de carácter promocional, preventivo, curativo, de rehabilitación y paliativo, y los programas que el Fondo Nacional de Salud deberá cubrir a sus respectivos beneficiarios, en su modalidad de atención institucional, conforme a lo establecido en la ley Nº 18.469.”.

Artículo 2º


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 2º.- El Régimen General de Garantías contendrá, además, Garantías Explícitas en Salud relativas a acceso, calidad, protección financiera y oportunidad con que deben ser otorgadas las prestaciones asociadas a un conjunto priorizado de programas, enfermedades o condiciones de salud que señale el decreto correspondiente. El Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional deberán asegurar obligatoriamente dichas garantías a sus respectivos beneficiarios.


Las Garantías Explícitas en Salud serán constitutivas de derechos para los beneficiarios y su cumplimiento podrá ser exigido por éstos ante el Fondo Nacional de Salud o las Instituciones de Salud Previsional, la Superintendencia de Salud y las demás instancias que correspondan.


Asimismo, las garantías señaladas en los incisos precedentes serán las mismas para los beneficiarios de las leyes N° 18.469 y N° 18.933, pero podrán ser diferentes para una misma prestación, conforme a criterios generales, tales como enfermedad, sexo, grupo de edad u otras variables objetivas que sean pertinentes.


Las Instituciones de Salud Previsional estarán también obligadas a asegurar el otorgamiento de las prestaciones y la cobertura financiera que el Fondo Nacional de Salud confiere como mínimo en su modalidad de libre elección, en los términos del artículo 31 de esta ley.”.

Artículo 3º


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Ministerio de Salud dictará las normas e instrucciones generales sobre acceso, calidad y oportunidad para las prestaciones que se otorguen a los beneficiarios del Fondo Nacional de Salud no contempladas en el artículo anterior, tales como estándares de atención y gestión de tiempos de espera, teniendo presente los recursos físicos, humanos y presupuestarios disponibles. Dichas normas e instrucciones generales serán de público conocimiento.


Las normas señaladas en el inciso anterior no podrán sufrir menoscabo por el establecimiento y las sucesivas modificaciones de las Garantías Explícitas en Salud, sin perjuicio de las modificaciones fundadas en aspectos sanitarios, técnicos y administrativos que correspondan.”.

Artículos 4º y 5º


Los ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 4°.- Para los efectos previstos en el artículo 2º, se entenderá por:

a)
Garantía Explícita de Acceso: obligación del Fondo Nacional de Salud y de las Instituciones de Salud Previsional de asegurar el otorgamiento de las prestaciones de salud garantizadas a los beneficiarios de las leyes N° 18.469 y N° 18.933, respectivamente, en la forma y condiciones que determine el decreto a que se refiere el artículo 11. 

b)
Garantía Explícita de Calidad: otorgamiento de las prestaciones de salud garantizadas por un prestador registrado o acreditado, de acuerdo a la ley Nº 19.937, en la forma y condiciones que determine el decreto a que se refiere el artículo 11. 

c)
Garantía Explícita de Oportunidad: plazo máximo para el otorgamiento de las prestaciones de salud garantizadas, en la forma y condiciones que determine el decreto a que se refiere el artículo 11. Dicho plazo considerará, a lo menos, el tiempo en que la prestación deberá ser otorgada por el prestador de salud que corresponda en primer lugar; el tiempo para ser atendido por un prestador distinto, designado por el Fondo Nacional de Salud o la Institución de Salud Previsional, cuando no hubiere sido atendido por el primero; y, en defecto de los anteriores, el tiempo en que el prestador definido por la Superintendencia de Salud deba otorgar la prestación con cargo a las instituciones antes señaladas. No se entenderá que hay incumplimiento de la garantía en los casos de fuerza mayor, caso fortuito o que se deriven de causa imputable al beneficiario.

d)
Garantía Explícita de Protección Financiera: la contribución que deberá efectuar el afiliado por prestación o grupo de prestaciones, la que deberá ser de un 20% del valor determinado en un arancel de referencia del Régimen. 


No obstante lo anterior, el Fondo Nacional de Salud deberá cubrir el valor total de las prestaciones, respecto de los grupos A y B a que se refiere el artículo 29 de la ley Nº 18.469, y podrá ofrecer una cobertura financiera mayor a la dispuesta en el párrafo anterior a las personas pertenecientes a los grupos C y D señalados en el mismo artículo, de acuerdo con las normas establecidas en el Título IV de la ley Nº 18.469.


El arancel señalado en el párrafo primero de esta letra deberá aprobarse en el decreto supremo a que se refiere el artículo 11 y sujetarse a los procedimientos indicados en el Párrafo 3º del presente Título.”.

-o-


Ha incorporado como Párrafo 2º, nuevo, el siguiente:

“Párrafo 2º

De la Cobertura Financiera Adicional

Artículo 5°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4° de esta ley, los afiliados a las Instituciones de Salud Previsional o al Fondo Nacional de Salud tendrán derecho a una cobertura financiera adicional de cargo de dichos organismos, según corresponda, en los términos y condiciones que establece el presente Párrafo y su reglamento.


Artículo 6°.- Se entenderá por cobertura financiera adicional el financiamiento del 100% de los copagos originados sólo por enfermedades o condiciones de salud contenidas en las Garantías Explícitas en Salud de que trata esta ley, que superen el deducible a que se refiere el inciso segundo.


Se entenderá por deducible la suma de los copagos que habrán de ser acumulados por cada evento para tener derecho a la cobertura financiera adicional.


Artículo 7°.- Para los afiliados a las Instituciones de Salud Previsional y para aquéllos pertenecientes al Grupo D, a que se refiere el artículo 29 de la ley Nº 18.469, el deducible equivaldrá a 29 cotizaciones mensuales, legales o pactadas, según corresponda, por cada evento asociado a las Garantías Explícitas en Salud que le ocurra a él o a los beneficiarios que de él dependan; en estos casos, dicho deducible no excederá de 122 unidades de fomento. En el caso de los afiliados pertenecientes al Grupo C de la referida ley, el deducible equivaldrá a 21 cotizaciones mensuales por evento.


En caso de existir más de un evento en un período de doce meses, contados desde que se devenga el primer copago del primer evento, el deducible para el conjunto de los eventos, para los afiliados a las Instituciones de Salud Previsional y para aquéllos pertenecientes al Grupo D de la ley N° 18.469, será de 43 cotizaciones mensuales, legales o pactadas, según corresponda; en estos casos, dicho deducible no excederá de 181 unidades de fomento. En el caso de los afiliados pertenecientes al Grupo C de la referida ley, dicho deducible será de 31 cotizaciones mensuales.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, en caso de que la cotización base sea la legal, dicha cotización será determinada de acuerdo al promedio de las cotizaciones declaradas o pagadas en los últimos seis meses o las equivalentes, en el caso de pago de subsidio de incapacidad laboral; dicho promedio deberá calcularse retroactivamente, a partir de la cotización declarada o pagada el mes inmediatamente anterior al inicio del evento, o del primer evento, según corresponda. Si en el referido período se registraran menos de seis cotizaciones declaradas o pagadas, la cotización se determinará sobre la base del promedio del número de meses que registren información.


En caso de que la cotización corresponda a un monto pactado, el deducible se calculará sobre la base de la cotización del mes anterior a aquél en que se devengue el primer copago.


Artículo 8º.- Tratándose de trabajadores independientes afiliados al Fondo Nacional de Salud y que se encuentren clasificados en el grupo D de la ley Nº 18.469, el deducible por cada evento será el equivalente a dos veces el promedio de sus ingresos mensuales calculados conforme a lo dispuesto en el artículo 33 de dicha ley, promediándose sólo los meses en que haya recibido ingresos en los doce meses anteriores al evento; en estos casos, dicho deducible no excederá de 122 unidades de fomento. En el caso de que dichos trabajadores se encuentren clasificados en el Grupo C de la referida ley, dicho deducible equivaldrá a 1,47 veces el promedio mensual de los mencionados ingresos.


Si hubiera más de un evento en un período de doce meses, contados desde que se devenga el primer copago del primer evento, el deducible para el conjunto de los eventos, para los afiliados pertenecientes al Grupo D de la ley N° 18.469, será equivalente a 3 veces el promedio mensual de los ingresos de dichos afiliados, calculados conforme a lo dispuesto en el inciso anterior; en estos casos, dicho deducible no excederá de 181 unidades de fomento. En el caso de los afiliados pertenecientes al Grupo C de la referida ley, dicho deducible será equivalente a 2,16 veces el promedio mensual de los mencionados ingresos.


Artículo 9°.- El deducible deberá ser acumulado en un período máximo de doce meses y se computará desde la fecha en que el beneficiario registre el primer copago devengado. Si al cabo de los doce meses no se alcanzara a completar el deducible, los copagos no se acumularán para el siguiente período, reiniciándose el cómputo del deducible por otros doce meses, y así sucesivamente.


Para los efectos del cómputo del deducible no se contabilizarán los copagos que tengan origen en prestaciones no cubiertas por las Garantías Explícitas en Salud o que, estando cubiertas, hayan sido otorgadas fuera de la Red Asistencial o por prestadores distintos a los designados por las Instituciones de Salud Previsional o el Fondo Nacional de Salud para otorgar dichas Garantías, sin perjuicio de los prestadores designados por la Superintendencia, conforme a la letra c) del artículo 4º.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, y sólo para los efectos de la acumulación del deducible, tratándose de una condición de salud garantizada explícitamente que implique urgencia vital o secuela funcional grave y que, en consecuencia, requiera hospitalización inmediata e impostergable en un establecimiento diferente de los contemplados en la Red Asistencial o del designado por la Institución de Salud Previsional, se computarán los copagos devengados en dicho establecimiento, de acuerdo al Plan contratado o a la ley Nº 18.469, hasta que el paciente se encuentre en condiciones de ser trasladado.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso séptimo, el médico tratante en el establecimiento será quien determine el momento a partir del cual, para los efectos de este artículo, el paciente se encuentra en condiciones de ser trasladado, caso en el cual se aplicarán las reglas siguientes:

a)
Si el paciente o sus familiares, no obstante la determinación del médico, optan por la mantención en el establecimiento, los copagos que se devenguen a partir de ese momento no se computarán para el cálculo del deducible.

b)
Si el paciente o sus familiares, en el mismo caso, optan por el traslado a un establecimiento que no forma parte de la Red Asistencial o no es de aquéllos designados por la Institución de Salud Previsional o el Fondo Nacional de Salud, según corresponda, se aplicará lo dispuesto en la letra precedente.

c)
Si el paciente o sus familiares optan por el traslado a un establecimiento de la Red Asistencial o a uno de los designados por la Institución de Salud Previsional o el Fondo Nacional de Salud, según corresponda, se reiniciará a partir de ese momento el cómputo de los copagos para el cálculo del deducible.


Si con posterioridad a las situaciones descritas en las letras a) y b) del inciso precedente, el paciente decide ingresar a la Red Asistencial o ser atendido por el prestador designado por la Institución de Salud Previsional, se iniciará o reiniciará el cómputo de los copagos para el cálculo del deducible.

Los establecimientos que reciban personas que se hallen en la situación descrita en el inciso tercero deberán informarlo a la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales dentro de las veinticuatro horas siguientes, señalando la identidad de las mismas. Dicha información deberá registrarse a través de la página electrónica habilitada por la referida Intendencia para estos efectos y estará inmediatamente disponible para su consulta por el Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional.


En caso de discrepancia acerca de la calificación de una situación como de urgencia vital o con secuela funcional grave, el Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional podrán requerir que resuelva la Superintendencia de Salud, a través de la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales. Deberán interponer el requerimiento, suscrito por un médico registrado en la Superintendencia, dentro de las veinticuatro horas siguientes al momento en que consideren que el paciente se encuentra en condiciones de ser trasladado, acompañando los antecedentes clínicos en que se funda su parecer. Si los antecedentes son insuficientes o no están suscritos por el mencionado profesional, la Intendencia podrá rechazar de plano la solicitud. La Intendencia resolverá dentro del plazo de dos días corridos y el costo de su intervención será de cargo del requirente. En caso de impugnaciones reiteradas e injustificadas de la calificación hecha por el médico tratante de situaciones de urgencia vital o con secuela funcional grave, la Intendencia sancionará al requirente.


Artículo 10.- Un reglamento del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará las normas para la adecuada aplicación de lo dispuesto en este Párrafo, debiendo establecer, entre otras cosas, los supuestos de hecho que configuran un evento, el momento de inicio y término del mismo, las circunstancias en que una atención o un conjunto de atenciones será considerada de urgencia vital o generadora de una secuela funcional grave, la información que deberá registrarse como mínimo y los procedimientos que deberán cumplir los beneficiarios, los prestadores y el Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional.”.

-o-

Párrafo 2º

De la Elaboración del Régimen de Garantías en Salud

Ha pasado a ser Párrafo 3º, sustituyendo su epígrafe por el siguiente:


“De la determinación de las Garantías Explícitas del Régimen General de Garantías en Salud”

Artículos 6º y 7º


Los ha sustituido por los siguientes :


“Artículo 11.- Las Garantías Explícitas en Salud serán elaboradas por el Ministerio de Salud, de conformidad con el procedimiento establecido en esta ley y en el reglamento, y deberán ser aprobadas por decreto supremo de dicho Ministerio suscrito, además, por el ministro de Hacienda. 


Artículo 12.- Al iniciar el proceso destinado a establecer las Garantías Explícitas en Salud, el Ministerio de Hacienda fijará el marco de los recursos disponibles para su financiamiento en el Fondo Nacional de Salud y el valor de la Prima Universal, expresado en unidades de fomento, al que deberán ajustarse dichas Garantías.

Las Garantías Explícitas en Salud que se determinen no podrán generar un costo esperado individual promedio pertinente, del conjunto de los beneficiarios del Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional, estimado para un período de doce meses, significativamente diferente de la Prima Universal que se haya establecido conforme al inciso anterior.


Dicho costo esperado individual deberá estimarse sobre la base de los protocolos referenciales que haya definido el Ministerio de Salud y de las demás normas que establezca un reglamento suscrito por los Ministros de Salud y de Hacienda.


Artículo 13.- La elaboración de la propuesta de Garantías Explícitas en Salud considerará el desarrollo de estudios con el objetivo de determinar un listado de prioridades en salud y de intervenciones que consideren la situación de salud de la población, la efectividad de las intervenciones, su contribución a la extensión o a la calidad de vida y, cuando sea posible, su relación costo efectividad.


Para ello se deberán desarrollar estudios epidemiológicos, entre otros de carga de enfermedad, revisiones sistemáticas sobre la efectividad, evaluaciones económicas, demanda potencial y capacidad de oferta del sistema de salud chileno.


Artículo 14.- Considerando los estudios señalados en el artículo precedente, y la experiencia y la evidencia científica nacional y extranjera, se confeccionará un listado de enfermedades y sus prestaciones asociadas, debiendo descartarse de éstas todas aquéllas para las cuales no haya fundamentos de que significan un beneficio para la sobrevida o la calidad de vida de los afectados. Asimismo, se deberá estimar el costo de incorporarlas al Régimen, de acuerdo con la capacidad de oferta de los sectores público y privado y con la demanda potencial de tales intervenciones. Un reglamento establecerá las variables y el mecanismo que deberán utilizarse para la priorización.


Artículo 15.- La propuesta se someterá a un proceso de verificación del costo esperado por beneficiario del conjunto priorizado con garantías explícitas, mediante un estudio convocado para tales efectos, que será dirigido y coordinado por el Ministerio de Salud.


El Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional intervendrán en el proceso, en la forma y condiciones que dispongan esta ley y el reglamento, y deberán proporcionar toda la información necesaria, en la forma y condiciones que el Ministerio de Salud solicite.


Artículo 16.- Para la realización del estudio señalado en el artículo anterior, el Ministerio de Salud, mediante resolución publicada en extracto en el Diario Oficial y en otro medio impreso o electrónico de amplio acceso nacional e internacional, convocará a una licitación para oferentes nacionales e internacionales, que se regirá por las reglas establecidas en la presente ley y, supletoriamente, por lo dispuesto en la ley Nº 19.886.


Las bases administrativas y técnicas deberán contemplar, entre otras materias, el plazo de entrega del estudio, los criterios técnicos en los cuales deberá fundarse, la realización de una audiencia que tenga por objetivo dar a conocer los resultados al Fondo Nacional de Salud y a las Instituciones de Salud Previsional y un plazo para que éstas y aquél realicen observaciones.


Artículo 17.- Considerando los resultados del estudio, los Ministerios de Salud y de Hacienda someterán la propuesta a la consideración del Consejo Consultivo. Cumplidos los procedimientos regulados en este Párrafo y en el siguiente, los Ministros de Salud y de Hacienda dictarán el decreto a que se refiere el artículo 11.


Artículo 18.- Los cambios en el valor de la Prima Universal no podrán ser superiores a la variación experimentada por el Índice General Real de Remuneraciones por Hora, calculado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o el que lo reemplace, entre el nonagésimo día anterior a la promulgación del decreto que contenga las Garantías Explícitas en Salud que se está modificando y el nonagésimo día anterior a la promulgación del decreto que contenga la respectiva modificación.


Artículo 19.- El Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional deberán informar periódicamente a la Superintendencia de Salud los precios unitarios, frecuencias y prestaciones otorgadas que formen parte de las Garantías Explícitas del Régimen y que hayan sido requeridas en este carácter; todo ello de conformidad con las instrucciones que, mediante circulares de general aplicación, imparta la Superintendencia de Salud. Esta información deberá ser considerada en los estudios que deben desarrollarse conforme al procedimiento descrito en los artículos anteriores.”.

Párrafo 3º

Del Consejo Consultivo del Régimen de Garantías en Salud

Ha pasado a ser Párrafo 4º, eliminando del epígrafe las palabras “del Régimen de Garantías en Salud”.

Artículo 8º


Ha pasado a ser artículo 20, en los siguientes términos:


“Artículo 20.- Un Consejo asesorará al Ministro de Salud en todas las materias relacionadas con el análisis, evaluación y revisión de las Garantías Explícitas en Salud.


El Consejo será convocado por el Ministro cada vez que lo estime necesario y cuando, de acuerdo con esta ley, deba ser oído.”.

Artículo 9º


Ha pasado a ser artículo 21, sustituido por el siguiente:


“Artículo 21.- El Consejo estará compuesto de nueve miembros de reconocida idoneidad en el campo de la medicina, salud pública, economía, bioética, derecho sanitario y disciplinas relacionadas.


Dichos consejeros serán nombrados de la siguiente manera:

1.
Un representante de la Academia Chilena de Medicina, elegido por ésta.

2.
Dos representantes de las facultades de medicina de las universidades reconocidas oficialmente en Chile, elegidos por éstas conforme al reglamento.

3.
Dos representantes de facultades de economía o administración de las universidades reconocidas oficialmente en Chile, elegidos por éstas conforme al reglamento.

4.
Un representante de las facultades de química y farmacia de las universidades reconocidas oficialmente en Chile, elegido por éstas conforme al reglamento.

5.
Tres miembros designados por el Presidente de la República, debiendo velar por la debida representación regional en su designación. 


Los consejeros ejercerán sus funciones a partir de la publicación del decreto que fija las Garantías Explícitas en Salud, durarán en sus cargos tres años y su elección o designación podrá renovarse por una sola vez. No percibirán remuneración alguna por su desempeño.


El Consejo será presidido por uno de sus miembros, elegido por éstos conforme al reglamento. Podrán asistir a sus sesiones, con derecho a voz, los Ministros y Subsecretarios de Salud y de Hacienda. 


Asimismo, contará con una Secretaría Ejecutiva, a cargo de un profesional designado y remunerado por la Subsecretaría de Salud Pública del Ministerio de Salud, a propuesta del Consejo. El Secretario Ejecutivo coordinará el funcionamiento del Consejo, realizando las labores que para tal efecto defina el reglamento.”.

Artículos 10 y 11


Los ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 22.- El Consejo, dentro del plazo que al efecto fije el reglamento, emitirá una opinión fundada al Ministro de Salud sobre la propuesta a que se refiere el artículo 17.


Asimismo, dará su opinión respecto de todas las materias en que el Ministro pida su parecer. 


Las modificaciones que proponga el Consejo deberán indicar los ajustes necesarios para mantener el costo de la propuesta dentro del marco presupuestario definido.


Para cumplir con lo dispuesto en los incisos precedentes, los consejeros deberán contar con los estudios y antecedentes técnicos proporcionados por el Ministerio. Sin perjuicio de lo anterior, para el cumplimiento de su función, el Consejo podrá encargar, a través de la Subsecretaría de Salud Pública, otros antecedentes y estudios técnicos complementarios a los proporcionados, de acuerdo al presupuesto que anualmente le destine para estos efectos dicha Subsecretaría. Ésta no podrá negarse a dar curso a dichas solicitudes, si se ajustan a los recursos disponibles.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, previa sugerencia del propio Consejo, establecerá lo relativo a su funcionamiento, al quórum para sesionar y tomar acuerdos, las causales de inhabilidad o cesación en el cargo de consejero, y el plazo para recibir los antecedentes técnicos que debe proporcionar el Ministerio de Salud y para pronunciarse.


Asimismo, el reglamento señalará la forma en que el Consejo deberá recoger las opiniones del Fondo Nacional de Salud, de las Instituciones de Salud Previsional y de los prestadores de salud públicos y privados, las que deberá consignar en su informe.”.

Párrafo 4º

De la Revisión del Régimen de Garantías en Salud

Ha pasado a ser Párrafo 5º, sustituyendo su epígrafe por el siguiente:


“De la vigencia y modificación de las Garantías Explícitas del Régimen General de Garantías en Salud”

Artículo 12


Ha pasado a ser Artículo 23, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 23.- Las Garantías Explícitas en Salud y sus posteriores modificaciones entrarán en vigencia el primer día del sexto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial. Con todo, las modificaciones podrán entrar en vigencia antes del plazo señalado, cuando existan circunstancias calificadas y fundamentadas en el decreto respectivo.


Las Garantías Explícitas en Salud tendrán una vigencia de tres años. Si no se hubieran modificado al vencimiento del plazo señalado precedentemente, se entenderán prorrogadas por otros tres años y así sucesivamente.


Con todo, en circunstancias especiales, el Presidente de la República podrá disponer, por decreto supremo fundado, la modificación antes de cumplirse el plazo indicado en el inciso anterior.


Las modificaciones a que se refiere este artículo deberán cumplir todos los procedimientos y requisitos que establece esta ley, especialmente los contemplados en los Párrafos 3º y 4º de este Título.”.

Párrafo 5º

De la Obligatoriedad en el Otorgamiento del Régimen de Garantías en Salud

Ha pasado a ser Párrafo 6º, sustituyendo su epígrafe por el siguiente:


“De la obligatoriedad en el otorgamiento de las Garantías Explícitas del Régimen General de Garantías en Salud”

Artículo13


Lo ha reemplazado por los siguientes artículos:


“Artículo 24.- El Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional deberán dar cumplimiento obligatorio a las Garantías Explícitas en Salud que contemple el Régimen que regula esta ley para con sus respectivos beneficiarios. 


El decreto supremo señalado en el artículo 11 indicará, para cada patología, el momento a partir del cual los beneficiarios tendrán derecho a las Garantías Explícitas. Los prestadores de salud deberán informar, tanto a los beneficiarios de la ley N° 18.469 como a los de la ley Nº 18.933, que tienen derecho a las Garantías Explícitas en Salud otorgadas por el Régimen, en la forma, oportunidad y condiciones que establezca para estos efectos el reglamento. En caso de incumplimiento, el afectado o quien lo represente podrá reclamar ante la Superintendencia de Salud, la que podrá sancionar a los prestadores con amonestación o, en caso de falta reiterada, con suspensión de hasta ciento ochenta días para otorgar las Garantías Explícitas en Salud, sea a través del Fondo Nacional de Salud o de una Institución de Salud Previsional, así como para otorgar prestaciones en la Modalidad de Libre Elección del Fondo Nacional de Salud.


Para otorgar las prestaciones garantizadas explícitamente, los prestadores deberán estar registrados o acreditados en la Superintendencia de Salud, de acuerdo a lo señalado en la letra b) del artículo 4º. Asimismo, dichas prestaciones se otorgarán exclusivamente a través de establecimientos ubicados en el territorio nacional, sin perjuicio de lo que se estipule en el contrato respectivo para el otorgamiento de estas prestaciones, en el caso de los afiliados a las Instituciones de Salud Previsional.

Artículo 25.- Para tener derecho a las Garantías Explícitas en Salud, los beneficiarios de la ley N° 18.469 deberán atenderse en la Red Asistencial que les corresponda. Asimismo, deberán acceder a ésta a través de la atención primaria de salud, salvo tratándose de casos de urgencia o emergencia, certificados oportunamente por el profesional de la salud del servicio de urgencia respectivo, y las demás situaciones que determine el reglamento, el que será suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.


El referido reglamento determinará también la forma y condiciones en que los prestadores de salud independientes, que hayan suscrito convenio para estos efectos con el Fondo Nacional de Salud, podrán derivar a la Red Asistencial, en el nivel de atención correspondiente, a aquellos beneficiarios de la ley N° 18.469 a quienes se les haya confirmado el diagnóstico de alguna de las enfermedades o condiciones de salud garantizadas. Dichos beneficiarios, para acogerse a las normas del Régimen General de Garantías en Salud, deberán atenderse en la Red Asistencial respectiva, gozando en ella de las Garantías Explícitas.”.

Artículo 14


Lo ha sustituido por los siguientes artículos:


“Artículo 26.- Los beneficiarios de la ley N° 18.469 podrán elegir, dentro del establecimiento en que deban ser atendidos, al profesional de su preferencia, siempre que ello permita cumplir con la garantía explícita de oportunidad. Corresponderá al Director del establecimiento determinar si existe la mencionada disponibilidad.

En caso contrario deberán atenderse con el profesional que se determine, dentro del mismo establecimiento o en aquél donde sean derivados.


Artículo 27.- Los beneficiarios de la ley N° 18.469 podrán optar por atenderse conforme a la modalidad de libre elección, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 12 y 13 de ese mismo cuerpo legal, en cuyo caso no regirán las Garantías Explícitas de que trata esta ley.


Artículo 28.- Para tener derecho a las Garantías Explícitas en Salud, los beneficiarios de la ley Nº 18.933 a quienes se les haya diagnosticado alguna de las enfermedades o condiciones de salud cubiertas por dichas Garantías Explícitas, deberán atenderse con alguno de los prestadores de salud que, para tales efectos, determine la Institución de Salud Previsional a la que se encuentren afiliados, de acuerdo al plan contratado para estos efectos. No obstante lo anterior, los beneficiarios podrán optar por atenderse conforme a su plan complementario vigente con la Institución, en cuyo caso no regirán las Garantías Explícitas de que trata esta ley.”.

Artículo 15


Ha pasado a ser artículo 29, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 29.- La Superintendencia de Salud establecerá los mecanismos o instrumentos que deberán implementar el Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional para que éstos o los prestadores, cuando corresponda, dejen constancia e informen de, a lo menos, las siguientes materias en lo que se refiere a las Garantías Explícitas en Salud señaladas en el artículo 2º de esta ley: enfermedad o condición de salud consultada y prestación asociada; monto del pago que corresponda hacer al beneficiario; plazo dentro del cual deberá ser otorgada la prestación correspondiente; constancia del otorgamiento efectivo de la prestación o la causal por la que ella no se otorgó, con expresa mención de la razón de la negativa.


Asimismo, deberá regular los mecanismos que deberán implementar el Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional, para cumplir con la Garantía Explícita de oportunidad prevista en esta ley en caso de que la prestación no hubiera sido otorgada a tiempo al beneficiario.”.

-o-


Ha incorporado como artículo 30, nuevo, el siguiente:


“Artículo 30.- La obligatoriedad en el cumplimiento de la Garantía Explícita de oportunidad podrá suspenderse de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36 del Código Sanitario, por el plazo máximo de un mes, prorrogable si se mantuvieran las causales indicadas en dicho precepto.”

-o-

Párrafo 6º

Del aporte Fiscal por concepto de Prima Universal

Artículos 16 y 17

Los ha suprimido.

-o-


Ha incorporado el siguiente párrafo nuevo:

“Párrafo 7º

Otras obligaciones

Artículo 31.- En la misma oportunidad en que se determinen las Garantías Explícitas en Salud se fijará, por decreto de los Ministerios de Salud y de Hacienda, la cobertura financiera para la modalidad de libre elección que el Fondo Nacional de Salud deberá otorgar, como mínimo, a los afiliados de la ley N° 18.469 y a los beneficiarios que de ellos dependan, decreto que tendrá el mismo plazo de vigencia que las mencionadas Garantías Explícitas. 


Artículo 32.- Las modificaciones a la cobertura financiera que se realicen conforme al artículo anterior, no podrán significar un crecimiento en el costo esperado por beneficiario de la modalidad de libre elección del Fondo Nacional de Salud superior a la variación experimentada por el Índice General Nominal de Remuneraciones por Hora, calculado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el nonagésimo día anterior a la promulgación del decreto que contenga las Garantías Explícitas en Salud que se está modificando y el nonagésimo día anterior a la promulgación del decreto que contenga la respectiva modificación.


Artículo 33.- El decreto que fije las Garantías Explícitas en Salud determinará las metas de cobertura del examen de medicina preventiva señalado en la letra a) del artículo 8° de la ley N° 18.469, que serán obligatorias para el Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional. 


Corresponderá a la Superintendencia de Salud fiscalizar el cumplimiento de las metas señaladas en el inciso anterior.”.

-o-

Artículo 18


Ha pasado a ser artículo 34, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 34.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.469:

1.
Agrégase la siguiente letra g), al artículo 6°:


“g) Las personas que gocen de una prestación de cesantía de acuerdo a la ley Nº 19.728 y sus causantes de asignación familiar.”.

2.
Sustitúyese el encabezado del artículo 8°, y su letra a), de la siguiente forma:


“Artículo 8º.- Los beneficiarios tendrán derecho a recibir del Régimen General de Garantías en Salud las siguientes prestaciones: 

a)
El examen de medicina preventiva, constituido por un plan periódico de monitoreo y evaluación de la salud a lo largo del ciclo vital con el propósito de reducir la morbimortalidad o sufrimiento, debido a aquellas enfermedades o condiciones prevenibles o controlables que formen parte de las prioridades sanitarias.


Para su inclusión en el examen de medicina preventiva solo deberán ser consideradas aquellas enfermedades o condiciones para las cuales existe evidencia del beneficio de la detección temprana en un individuo asintomático. El Ministerio de Salud definirá, entre otros, los procedimientos, contenidos, plazo y frecuencia del examen, fijando condiciones equivalentes para los sectores público y privado. Los resultados deben ser manejados como datos sensibles y las personas examinadas no podrán ser objeto de discriminación a consecuencia de ellos.”.

3.
Modifícase el artículo 11 de la siguiente manera: 

a)
Sustitúyese su inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 11.- Las prestaciones comprendidas en el Régimen General de Garantías en Salud se otorgarán por el Fondo Nacional de Salud, a través de los Establecimientos de Salud correspondientes a la Red Asistencial de cada Servicio de Salud y los Establecimientos de Salud de carácter experimental.”.

b)
Suprímense los incisos tercero y cuarto.

4.
Agréganse, en el artículo 27, los siguientes incisos nuevos: 


“La Tesorería General de la República podrá retener de la devolución de impuestos a la renta, y de cualquier otra devolución o crédito fiscal a favor del contribuyente, las sumas que éste adeude al Fondo Nacional de Salud o a las entidades públicas que forman parte del Sistema Nacional de Servicios de Salud, por concepto de atenciones recibidas por aquél o por sus beneficiarios en los establecimientos de la Red Asistencial correspondiente, siempre que no exista litigio pendiente en que se controvierta la existencia de la deuda, su monto o su exigibilidad.


Para este efecto, el Fondo Nacional de Salud comunicará a la Tesorería General de la República, antes del 31 de marzo de cada año, la individualización de los deudores y el monto a retener a cada uno de ellos.


Los dineros que por este concepto retenga la Tesorería General de la República deberán ser girados por ella a favor del Fondo Nacional de Salud, el que los deberá transferir al organismo correspondiente, todo conforme a los procedimientos y plazos que fije el reglamento.


Si el monto de la devolución de impuestos fuere inferior a la cantidad adeudada, subsistirá la obligación del contribuyente, por el saldo insoluto.


Las deudas generadas por incumplimiento en el pago de las tarifas que señala el inciso primero se reajustarán según la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor, fijado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el nonagésimo día anterior a aquél en que debió efectuarse el pago y el nonagésimo día anterior a aquél en que efectivamente se realice, y devengará los intereses penales que establece el inciso cuarto del artículo 31.”.

5.
Modifícase el inciso final del artículo 30 de la siguiente manera: 

i.
Reemplázase la expresión “Servicio de Salud”, por “Fondo Nacional de Salud”.

ii.
Sustitúyese la frase “de acuerdo a criterios previamente definidos mediante resolución fundada del Director del Fondo Nacional de Salud” por la siguiente, precedida por una coma (,): “pudiendo encomendar dicho cometido a los Directores de Servicios de Salud y a los Directores de Establecimientos de Autogestión en Red”.

6.
Modifícase el artículo 33 de la siguiente manera:

i.
En el inciso sexto, sustitúyense las palabras “afiliado” y “afiliados” por “beneficiario” y “beneficiarios”, respectivamente, y la frase “servicio público” por “organismo de la administración del Estado”.

ii.
En el inciso séptimo, reemplázase la palabra “afiliado” por “beneficiario”.”.

Artículo 19


Ha pasado a ser artículo 35, sustituido por el siguiente:


“Artículo 35.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.933:

1.
En el artículo 2°:

a)
Sustitúyese, al final de la letra i), la expresión “, y” por un punto y coma (;).

b)
Sustitúyese, en la letra j), el punto final (.) por la letra “y”, precedida de una coma (,).

c)
Agrégase, a continuación de la letra j), la siguiente letra k), nueva:


“k) La expresión “plan de salud convenido”, “plan de salud”, “plan complementario” o “plan”, por cualquier beneficio o conjunto de beneficios adicionales a las Garantías Explícitas relativas a acceso, calidad, protección financiera y oportunidad contempladas en el Régimen General de Garantías en Salud.”.

2.
En el inciso segundo del artículo 33:

a)
Sustitúyese el encabezado, por el siguiente: 


“En este contrato, las partes convendrán libremente las prestaciones y beneficios incluidos, así como la forma, modalidad y condiciones de su otorgamiento. Con todo, los referidos contratos deberán comprender, como mínimo, lo siguiente:”.

b)
Reemplázase la letra a), por la siguiente:


“a) Las Garantías Explícitas relativas a acceso, calidad, protección financiera y oportunidad contempladas en el Régimen General de Garantías en Salud, en conformidad a lo dispuesto en la ley que establece dicho Régimen.


Asimismo, se deberá pactar un plan complementario a las Garantías Explícitas señaladas precedentemente, el que incluirá los beneficios del artículo 18 de la ley Nº 18.469, y los referidos en el artículo 35 de esta ley, en tanto no sean parte de dichas Garantías Explícitas, incluyendo copagos máximos, porcentajes de cobertura y valores sobre los cuales se aplicarán, según corresponda. Este plan deberá contemplar, a lo menos, las prestaciones y la cobertura financiera que se fije como mínimo para la modalidad de libre elección que debe otorgar el Fondo Nacional de Salud, de acuerdo a lo dispuesto en el Régimen General de Garantías en Salud.”.

c)
Sustitúyese la letra c) por la siguiente:


“c) Mecanismos para el otorgamiento de todas las prestaciones y beneficios que norma esta ley y de aquéllos que se estipulen en el contrato.”.

d)
Intercálase, en el párrafo primero de la letra d), a continuación de la palabra “reemplace”, la expresión: “en la modalidad de libre elección”; y sustitúyese el párrafo segundo de dicha letra, por el siguiente:


“El precio de las Garantías Explícitas se regulará de acuerdo a lo dispuesto en el Párrafo 5° de este Título.”.

3.
Sustitúyese el inciso primero del artículo 33 bis, por el siguiente: 


“Artículo 33 bis.- No podrá estipularse un plan complementario en el que se pacten beneficios para alguna prestación específica por un valor inferior al 25% de la cobertura que ese mismo plan le confiera a la prestación genérica correspondiente. Asimismo, las prestaciones no podrán tener una bonificación inferior a la cobertura financiera que el Fondo Nacional de Salud asegura, en la modalidad de libre elección, a todas las prestaciones contempladas en el arancel a que se refiere el artículo 31 de la ley que establece el Régimen General de Garantías en Salud. Las cláusulas que contravengan esta norma se tendrán por no escritas.”.

4.
Intercálase, a continuación del artículo 42, el siguiente Párrafo 5°, nuevo, pasando los actuales párrafos 5° y 6° a ser 6° y 7°:

“Párrafo 5°

De las Garantías Explícitas del Régimen General de Garantías en Salud

Artículo 42 A.- Además de lo establecido en los artículos 33 y 35, las Instituciones de Salud Previsional estarán obligadas a asegurar a los cotizantes y sus beneficiarios las Garantías Explícitas en Salud relativas a acceso, calidad, protección financiera y oportunidad contempladas en el Régimen General de Garantías en Salud, de conformidad a lo dispuesto en la ley que establece dicho Régimen.


Los procedimientos y mecanismos para el otorgamiento de las garantías deberán sujetarse al reglamento y serán sometidos por las Instituciones de Salud Previsional al conocimiento y aprobación de la Superintendencia.


Lo dispuesto en las letras e), f) y g) del artículo 33 no será aplicable a los beneficios a que se refiere este artículo, salvo en cuanto se convenga la exclusión de prestaciones cubiertas por otras leyes, hasta el monto de lo pagado por estas últimas.


El precio de los beneficios a que se refiere este Párrafo, y la unidad en que se pacte, será el mismo para todos los beneficiarios de la Institución de Salud Previsional, sin que pueda aplicarse para su determinación la relación de precios por sexo y edad prevista en el contrato para el plan complementario y, salvo lo dispuesto en el artículo 42 C, deberá convenirse en términos claros e independiente del precio del mencionado plan. 


Artículo 42 B.- Sin perjuicio de la fecha de afiliación, las Instituciones de Salud Previsional estarán obligadas a asegurar las Garantías Explícitas en Salud a que se refiere este Párrafo, a contar del primer día del sexto mes siguiente a la fecha de publicación del decreto que las contemple o de sus posteriores modificaciones. Dichas Garantías Explícitas sólo podrán variar cuando el referido decreto sea revisado y modificado.


La Institución de Salud Previsional deberá informar a la Superintendencia, dentro de los noventa días siguientes a la publicación del mencionado decreto, el precio que cobrará por las Garantías Explícitas en Salud. Dicho precio se expresará en unidades de fomento o en la moneda de curso legal en el país. Corresponderá a la Superintendencia publicar en el Diario Oficial, con treinta días de anticipación a la vigencia del antedicho decreto, a lo menos, el precio fijado por cada Institución de Salud Previsional. Se presumirá de derecho que los afiliados han sido notificados del precio, desde la referida publicación. 


La Institución de Salud Previsional podrá cobrar el precio desde el mes en que entre en vigencia el decreto o al cumplirse la respectiva anualidad; en este último caso, no procederá el cobro con efecto retroactivo. La opción que elija la Institución de Salud Previsional deberá aplicarse a todos los afiliados a ella.


El precio sólo podrá variar cada tres años, contados desde la vigencia del decreto respectivo, o en un plazo inferior, si el decreto es revisado antes del período señalado.


En las modificaciones posteriores del decreto que contiene las Garantías Explícitas en Salud, la Institución de Salud Previsional podrá alterar el precio, lo que deberá comunicar a la Superintendencia en los términos señalados en el inciso segundo de este artículo. Si nada dice, se entenderá que ha optado por mantener el precio. 


Artículo 42 C.- Las Instituciones de Salud Previsional a que se refiere el inciso final del artículo 39, podrán asegurar las Garantías Explícitas en Salud materia del presente Párrafo y las demás prestaciones pactadas en el plan complementario, con cargo al porcentaje de la cotización legal para salud.


Artículo 42 D.- Las normas del Párrafo 3° del Título II de esta ley, se aplicarán a las cotizaciones correspondientes al otorgamiento de las Garantías Explícitas en Salud por las Instituciones de Salud Previsional.


Artículo 42 E.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 38, el afiliado podrá desahuciar el contrato de salud dentro de los sesenta días siguientes a la entrada en vigencia de las Garantías Explícitas en Salud o de sus posteriores modificaciones. Si nada dice dentro del referido plazo, el afiliado sólo podrá desahuciar el contrato sujetándose a las reglas contenidas en el referido precepto legal.”.

Artículos 20 y 21


Han pasado a ser artículos 36 y 37, respectivamente, sustituidos por los siguientes:


“Artículo 36.- Suprímense, en el párrafo segundo de la letra b) del artículo 27 del decreto ley N° 2.763, de 1979, las oraciones que comienzan con la frase “por petición expresa del ministro de Salud” y terminan con la frase “si las circunstancias así lo ameritan”, así como la coma (,) que las antecede.


Artículo 37.- Sin perjuicio de lo establecido en el Régimen General de Garantías en Salud, mantendrán su vigencia las prestaciones de salud relativas a la atención médica curativa establecidas en las siguientes normas legales: ley N° 6.174, de Medicina Preventiva; ley 
N° 18.948; ley N° 19.086; ley N° 19.123; ley N° 19.779; decreto ley N° 1.757, de 1977; decreto ley N° 1.772, de 1977, y decreto ley N° 2.859, de 1979.”.

TÍTULO III

DEL FONDO DE COMPENSACIÓN SOLIDARIO

Artículos 22 a 28

Lo ha suprimido.

TÍTULO IV

DEL FONDO MATERNAL SOLIDARIO

Artículos 29 a 34

Lo ha suprimido.

TÍTULO V

DEL SUBSIDIO COMPENSATORIO DE LOS APORTES

AL FONDO MATERNAL SOLIDARIO

Artículos 35 y 36

Lo ha suprimido.

TÍTULO VI

DE LA SUPERINTENDENCIA DE SALUD

Artículos 37 a 53

Lo ha suprimido.

-o-

Ha incorporado como Título III, nuevo, el siguiente:

“TITULO III

DE LA RESPONSABILIDAD EN MATERIA SANITARIA
Párrafo I

Disposiciones Generales

Artículo 38.- Los órganos de la Administración del Estado en materia sanitaria serán responsables de los daños que causen a particulares por falta de servicio.


El particular deberá acreditar que el daño se produjo por la acción u omisión del órgano, mediando dicha falta de servicio.

Los órganos de la Administración del Estado que en materia sanitaria sean condenados en juicio, tendrán derecho a repetir en contra del funcionario que haya actuado con imprudencia temeraria o dolo en el ejercicio de sus funciones, y en virtud de cuya actuación el servicio fue condenado. La conducta imprudente o dolosa del funcionario deberá siempre ser acreditada en el juicio en que se ejerce la acción de repetición, la que prescribirá en el plazo de dos años, contado desde la fecha en que la sentencia que condene al órgano quede firme o ejecutoriada.

Artículo 39.- En el caso señalado en el inciso final del artículo anterior, los órganos de la Administración del Estado deberán instruir la investigación sumaria o sumario administrativo correspondiente, a más tardar diez días después de notificada la sentencia de término.


Artículo 40.- La acción para perseguir esta responsabilidad prescribirá en el plazo de cuatro años, contados desde la acción u omisión.


Artículo 41.- La indemnización por el daño moral será fijada por el juez considerando la gravedad del daño y la modificación de las condiciones de existencia del afectado con el daño producido, atendiendo su edad y condiciones físicas.


No serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de producirse aquéllos.


Artículo 42.- El Fondo Nacional de Salud será responsable por falta de servicio y las Instituciones de Salud Previsional por incumplimiento negligente, de su obligación de asegurar el otorgamiento de las garantías explícitas de salud contempladas en esta ley, siempre que tal incumplimiento sea consecuencia directa de su actuar.


Responderán del incumplimiento de las Garantías Explícitas en Salud los prestadores inscritos ante la Superintendencia de Salud, y no las instituciones mencionadas en el inciso anterior, en caso de que el referido incumplimiento sea consecuencia de la acción u omisión de dichos prestadores.

Párrafo II

De la mediación

Artículo 43.- El ejercicio de las acciones jurisdiccionales contra los prestadores institucionales públicos que forman las redes asistenciales definidas por el artículo 16 bis del decreto ley Nº 2.763, de 1979, o sus funcionarios, para obtener la reparación de los daños ocasionados en el cumplimiento de sus funciones de otorgamiento de prestaciones de carácter asistencial, requiere que el interesado, previamente, haya sometido su reclamo a un procedimiento de mediación ante el Consejo de Defensa del Estado, el que podrá designar como mediador a uno de sus funcionarios, a otro en comisión de servicio o a un profesional que reúna los requisitos del artículo 54.


En el caso de los prestadores privados, los interesados deberán someterse a un procedimiento de mediación ante mediadores acreditados por la Superintendencia de Salud, conforme a esta ley y el reglamento, procedimiento que será de cargo de las partes. Las partes deberán designar de común acuerdo al mediador y, a falta de acuerdo, la mediación se entenderá fracasada.


La mediación es un procedimiento no adversarial y tiene por objetivo propender a que, mediante la comunicación directa entre las partes y con intervención de un mediador, ellas lleguen a una solución extrajudicial de la controversia.


Artículo 44.- En el caso del inciso primero del artículo anterior, el interesado deberá presentar su reclamo ante el Consejo de Defensa del Estado, con indicación del nombre completo, cédula de identidad, edad, profesión u oficio, domicilio y demás antecedentes que permitan su identificación y la de su representante legal, en caso de que, según las reglas generales, deba actuar representado, el motivo del reclamo y, en lo posible, peticiones concretas en contra del prestador reclamado, acompañando todos los antecedentes que estime conveniente.


En el caso del inciso segundo del artículo anterior, el interesado deberá presentar directamente su reclamo a la Superintendencia de Salud.


Si el mediador advierte que otras personas podrían tener interés en el acuerdo, o que éste debe contar con la participación de personas que no han comparecido, se las deberá citar.


Ingresado el reclamo, se citará a las partes a una primera audiencia, fijándose la fecha, hora y lugar en que deberán comparecer.


Artículo 45.- El plazo total para el procedimiento de mediación será de sesenta días corridos a partir del tercer día de la primera citación al reclamado; previo acuerdo de las partes, este plazo podrá ser prorrogado hasta enterar ciento veinte días, como máximo. 


Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiera acuerdo, se entenderá fracasado el procedimiento y se levantará un acta, que deberá ser firmada por ambas partes. En caso que alguna no quiera o no pueda firmar, dejará constancia de ello el mediador, quien actuará como ministro de fe.


Durante el plazo que dure la mediación se suspenderá el término de prescripción, tanto de las acciones civiles como de las criminales a que hubiera lugar.


Artículo 46.- Durante el procedimiento, el mediador podrá citar a todas las audiencias necesarias para el cumplimiento de los fines de la mediación.


Si la primera audiencia de mediación fracasara por la incomparecencia de cualquiera de las partes, se las citará nuevamente. Si fracasara esta segunda citación por incomparecencia de los mismos citados, se entenderá que la mediación ha fracasado si, dentro de tercero día, no acompañan antecedentes verosímiles que justifiquen la incomparecencia. En caso que la incomparecencia se declare justificada, se citará por tercera y última vez a las partes, para una primera audiencia.


Para las audiencias posteriores, en caso de que las hubiera, se procederá de la misma forma.


Artículo 47.- En la primera audiencia, el mediador deberá informar a las partes acerca de la naturaleza y los objetivos de la mediación, de su duración y etapas y del carácter voluntario de los acuerdos que de ella deriven, y las ilustrará acerca del valor jurídico de dichos acuerdos.


Las partes, en cualquier momento de la mediación, podrán expresar su voluntad de no perseverar en el procedimiento, el que se dará por terminado mediante un acta que deberá ser firmada por aquéllas y el mediador. En caso que alguna de las partes se niegue a firmar, se dejará constancia de ello.


Artículo 48.- La comparecencia a las audiencias deberá ser personal, sin perjuicio de que las partes puedan designar un apoderado facultado expresamente para transigir. Los prestadores institucionales comparecerán a través de su representante legal o de un apoderado debidamente facultado. Sin perjuicio de lo señalado, las partes podrán ser asistidas o acompañadas por terceros.


Artículo 49.- El mediador tendrá amplia libertad para sesionar con las partes, ya sea en forma conjunta o por separado, de lo cual deberá mantener informada a la otra parte. Asimismo, deberá mantener una actitud imparcial y velar porque se respeten los principios de igualdad, celeridad, voluntariedad, confidencialidad e imparcialidad.


El mediador deberá ayudar a las partes a llegar por sí mismas a la solución de su controversia, sin perjuicio de proponer bases para un acuerdo, en caso de ser necesario. Para ello procurará tomar contacto personal con las partes, podrá efectuar visitas al lugar donde ocurrieron los hechos, requerir de las partes o de terceros los antecedentes que estime necesarios y, a menos que cualquiera de las partes se oponga, solicitar informes técnicos a expertos sobre la materia de la mediación, cuyo costo será de cargo de las partes.


Artículo 50.- En el caso del inciso primero del artículo 43, el mediador deberá cumplir especialmente con el principio de probidad administrativa, para garantizar su imparcialidad. Las partes podrán solicitar la inhabilidad del mediador y el nombramiento de otro al Consejo de Defensa del Estado, el que resolverá en una única audiencia, a más tardar dentro de tercer día hábil. Si alguna de las partes no se conformara con la decisión, se entenderá fracasado el procedimiento y se levantará un acta.


Sin perjuicio de lo anterior, si el mediador considera que existen hechos o circunstancias que lo inhabilitan para intervenir en el asunto, deberá declararlo de oficio y traspasarlo a otro, según establezca el reglamento. Si el mediador no considera grave la causal, expondrá la situación a las partes y, si éstas no se oponen, proseguirá el procedimiento ante él. En caso contrario, el asunto será traspasado a otro mediador.


Artículo 51.- Para permitir el éxito del procedimiento todas las declaraciones de las partes y las actuaciones de la mediación tendrán el carácter de secretas.


En conformidad a lo establecido en el inciso anterior, tanto el mediador como las partes involucradas deberán guardar reserva de todo lo que hayan conocido durante o con ocasión del proceso de mediación. Este deber de confidencialidad alcanza a los terceros que tomen conocimiento del caso a través de informes o intervenciones que hayan contribuido al desarrollo o al éxito del procedimiento.


La violación de dicha reserva será sancionada con la pena prevista en el artículo 247 del Código Penal.


Sin perjuicio de lo anterior, los documentos e instrumentos, públicos o privados, que sean acompañados al procedimiento, no quedarán afectos al secreto y su uso y valor probatorio en juicio posterior se regirá por las reglas generales. Las partes podrán requerir la devolución de los documentos e instrumentos acompañados una vez concluido el procedimiento de mediación.


Artículo 52.- Las citaciones que este Párrafo establece se regirán por lo dispuesto en el Párrafo 1º del Capítulo III de la ley Nº 19.880.


Artículo 53.- En caso de llegar a acuerdo, se levantará un acta firmada por las partes y el mediador. En ella se describirán los términos del acuerdo, las obligaciones que asume cada una de las partes y la expresa renuncia del reclamante a todas las acciones judiciales correspondientes. El acta surtirá los efectos de un contrato de transacción.


En el caso de prestadores institucionales públicos, los contratos de transacción deberán ser aprobados por el Consejo de Defensa del Estado, según lo dispuesto en el inciso primero del artículo 7° del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Hacienda, de 1993, cuando se trate de sumas superiores a mil unidades de fomento. Además, los contratos de transacción deberán ser aprobados por resolución del Ministerio de Hacienda, cuando se trate de sumas superiores a tres mil unidades de fomento.


Los montos que se acuerde pagar como resultado de la mediación obligarán única y exclusivamente los recursos del prestador institucional público involucrado.


Una resolución conjunta de los Ministerios de Salud y de Hacienda establecerá los montos máximos que, en virtud del procedimiento reglado en este Párrafo, podrán pagar los prestadores institucionales públicos.


Los prestadores institucionales públicos deberán instruir la investigación sumaria o sumario administrativo correspondiente, a más tardar diez días después de la total tramitación del contrato de transacción, sin perjuicio del derecho de demandar a el o los funcionarios que hayan incurrido en culpa o dolo, para obtener el resarcimiento de lo que se haya pagado en virtud del contrato de transacción.


Artículo 54.- Para ser inscrito en el Registro de Mediadores, se requiere poseer título profesional de una carrera de a lo menos diez semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, cinco años de experiencia laboral y no haber sido condenado ni haber sido objeto de una formalización de investigación criminal, en su caso, por delito que merezca pena aflictiva. 


La Superintendencia de Salud establecerá los aranceles que corresponda pagar por la mediación, en el caso del inciso segundo del artículo 43.


Artículo 55.- Mediante un reglamento dictado conjuntamente por los Ministerios de Salud y de Hacienda se establecerá la forma de designación de los mediadores, las modalidades de control de éstos, las causales de eliminación del Registro y las demás normas que permitan el funcionamiento del sistema establecido en el presente Párrafo.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto

Los ha reemplazado por los siguientes:


“Artículo primero.- Las Garantías Explícitas en Salud del Régimen General de Garantías en Salud entrarán en vigencia según el siguiente cronograma:

1.
A contar del 1 de abril de 2005, las Garantías Explícitas se aplicarán a un máximo de veinticinco patologías o condiciones de salud y la Prima Universal anual no podrá ser superior a 1,02 unidades de fomento.

2.
A contar del 1 de abril de 2006, las Garantías Explícitas se aplicarán a un máximo de cuarenta patologías o condiciones de salud y la Prima Universal anual no podrá ser superior a 2,04 unidades de fomento.

3.
A contar del 1 de abril de 2007, las Garantías Explícitas se aplicarán a un máximo de cincuenta y seis patologías o condiciones de salud y la Prima Universal anual no podrá ser superior a 3,06 unidades de fomento.


Si a las fechas indicadas el decreto respectivo no hubiera sido publicado en el Diario Oficial o si, habiendo sido publicado, no hubieran transcurrido al menos cinco meses, las Garantías Explícitas entrarán en vigencia el primer día del sexto mes siguiente a la publicación que corresponda.


Artículo segundo.- El cambio en el valor de la Prima Universal que se fije en el decreto posterior al que se dicte en aplicación del Nº 3 del artículo precedente, no podrá ser superior a la variación experimentada por el Índice General Real de Remuneraciones por Hora, calculado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o el que lo reemplace, entre el nonagésimo día anterior a la promulgación del decreto que establezca las Garantías Explícitas en Salud indicadas en el Nº 1 del artículo anterior y el nonagésimo día anterior a la promulgación del decreto que contenga la respectiva modificación y, en todo caso, deberá ser suficiente para cubrir el costo esperado de las Garantías Explícitas incluidas en el respectivo decreto.


Artículo tercero.- La normas de la presente ley regirán a contar de la entrada en vigencia del decreto que establezca las Garantías Explícitas en Salud señaladas en el numeral 1, del artículo primero transitorio, conforme a las normas de dicho artículo, salvo las siguientes excepciones: 

1.
El decreto conjunto de los Ministerios de Salud y Hacienda que establezca las Garantías Explícitas en Salud, señaladas en el numeral 1 del artículo primero transitorio, podrá dictarse a contar de la fecha de publicación de esta ley y no le será aplicable el procedimiento de determinación de las Garantías Explícitas. Para la elaboración de los restantes decretos será necesario cumplir todos los trámites previstos en esta ley. 

2.
La Garantía Explícita de Calidad será exigible cuando entren en vigencia los sistemas de certificación, acreditación y registro de la Superintendencia de Salud, conforme a lo dispuesto en la ley N° 19.937.

3.
Las normas sobre mediación establecidas en el Párrafo II del Título III de esta ley entrarán en vigencia seis meses después de la publicación de esta ley.

4.
La exigencia de que el médico se encuentre registrado en la Superintendencia de Salud, contenida en el inciso final del artículo 9° de esta ley, se hará efectiva de acuerdo al numeral 2 precedente.


Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses, contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Salud, fije los textos refundidos y sistematizados de las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933 y del decreto ley Nº 2.763, de 1979, en el que se incluirá la Superintendencia de Salud creada en la ley Nº 19.937.


En el ejercicio de esta facultad se deberá reemplazar, en todas las normas en que aparezca y cuando corresponda, la frase “Régimen de Garantías en Salud” por la frase “Régimen General de Garantías en Salud.”.”.

-o-


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4089, de 15 de Enero de 2003.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): HERNÁN LARRAÍN FERNÁNDEZ, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

6.
Oficio del Senado.


“Valparaíso, 5 de agosto de 2004.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa honorable Cámara, sobre regulación de la transferencia y otorgamiento de mérito ejecutivo a copia de la factura, correspondiente al Boletín Nº 3.245-03, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º


En el inciso primero, ha eliminado la frase “de acuerdo con la ley”.

Artículo 3º


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley, se tendrá por irrevocablemente aceptada la factura si no se reclamara en contra de su contenido mediante alguno de los siguientes procedimientos:

1.
Devolviendo la factura y la guía o guías de despacho, en su caso, al momento de la entrega, o

2.
Reclamando en contra de su contenido dentro de los ocho días corridos siguientes a su recepción, o en el plazo que las partes hayan acordado, el que no podrá exceder de treinta días corridos. En este caso, el reclamo deberá ser puesto en conocimiento del emisor de la factura por carta certificada, o por cualquier otro modo fehaciente, conjuntamente con la devolución de la factura y la guía o guías de despacho, o bien junto con la solicitud de emisión de la nota de crédito correspondiente. El reclamo se entenderá practicado en la fecha de envío de la comunicación.”.

Artículo 4º


En la letra a), del inciso primero, ha sustituido la frase “la ley y reglamentos” por “las normas”.


Ha intercalado como inciso tercero, nuevo, el siguiente, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“Para los efectos previstos en la letra b) y en el inciso anterior, se presume que representa al comprador o beneficiario del servicio la persona adulta que reciba a su nombre los bienes adquiridos o los servicios prestados.”.

Artículo 5º


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 5º.- La misma copia referida en el artículo anterior tendrá mérito ejecutivo para su cobro, si cumple los siguientes requisitos:

a)
Que la factura correspondiente no haya sido reclamada de conformidad al artículo 3º de esta ley; 

b)
Que su pago sea actualmente exigible y la acción para su cobro no esté prescrita;

c)
Que en la misma conste el recibo de las mercaderías entregadas o del servicio prestado, con indicación del recinto y fecha de la entrega de las mercaderías o de la prestación del servicio, del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio e identificación de la persona que recibe las mercaderías o el servicio, más la firma de este último. 


En caso de que en la copia de la factura no conste el recibo mencionado, la factura podrá tener mérito ejecutivo cuando se la acompañe de una copia de la guía o guías de despacho emitida o emitidas de conformidad a la ley, en las que conste el recibo correspondiente, y

d)
Que, puesta en conocimiento del obligado a su pago mediante notificación judicial, aquél no alegare en el mismo acto, o dentro de tercero día, la falsificación material de la factura o guía o guías de despacho respectivas, o del recibo a que se refiere el número precedente, o la falta de entrega de la mercadería o de la prestación del servicio, según el caso, o que, efectuada dicha alegación, ella fuera rechazada por resolución judicial. La impugnación se tramitará como incidente y, en contra de la resolución que la deniegue, procederá el recurso de apelación en el solo efecto devolutivo.


El que dolosamente impugne de falsedad cualquiera de los documentos mencionados en la letra c) y sea vencido totalmente en el incidente respectivo, será condenado al pago del saldo insoluto y, a título de indemnización de perjuicios, al de una suma igual al referido saldo, más el interés máximo convencional calculado sobre dicha suma, por el tiempo que corra entre la fecha de la notificación y la del pago.”.

Artículo 7º


En el inciso segundo, ha sustituido la frase “copias autorizadas del mismo” por “copias del mismo certificadas”.

Ha incorporado el siguiente inciso tercero, nuevo:


“La cesión señalada en el presente artículo no constituye operación de crédito de dinero para ningún efecto legal.”.

Artículo 8º


Ha sustituido la expresión “al dorso”, que precede a la frase “de la copia cedible”, por “en el anverso”.

Artículo 9º


Lo ha suprimido.

Artículo 10


Ha pasado a ser artículo 9º, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 9º.- Las normas de esta ley serán igualmente aplicables, en lo que sea pertinente, en el caso de que la factura sea un documento electrónico, emitido por un contribuyente autorizado por el Servicio de Impuestos Internos como emisor electrónico. Sin embargo, no regirá a su respecto lo establecido en el inciso segundo del artículo 7º.


El reglamento para la ejecución de este artículo deberá ser dictado dentro del plazo de dos meses, contados desde la publicación de la presente ley.”.

Artículo 11


Ha pasado a ser artículo 10, sustituyendo su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 10.- En lo no previsto por esta ley serán aplicables a la cesión de créditos que consten en facturas las disposiciones establecidas en el Título XXV del Libro Cuarto del Código Civil. En caso de pérdida o inutilización de una factura se aplicará, en lo que sea pertinente, lo dispuesto en el número 16 del artículo 97 del Código Tributario, contenido en el decreto ley Nº 830, de 1974.”.

Artículo 12


Ha pasado a ser artículo 11, sustituyendo las palabras “tres meses” por “cuatro meses”.

Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4565, de 1 de Octubre de 2003.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): HERNÁN LARRAÍN FERNÁNDEZ, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

7.
Oficio del Senado.


“Valparaíso, 5 de agosto de 2004.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, sobre racionalización del uso de la franquicia tributaria de capacitación, correspondiente al Boletín Nº 3.396-13, con las siguientes modificaciones:

Artículo único


Ha reemplazado su denominación por la de “Artículo 1º”.

-o-


Ha incorporado como números 1), 2), 3), 4), 5) y 6), nuevos, los siguientes:


“1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 12, su segunda oración que comienza con las palabras “Podrán ser” y termina con los vocablos “presente ley” por la siguiente: “Podrán ser organismos técnicos de capacitación las personas jurídicas cuyo único objeto social sea la capacitación y las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica reconocidos por el Ministerio de Educación, registrados para estos efectos en el Servicio Nacional en conformidad a los artículos 19 y 21 de la presente ley, los que podrán prestar servicios de capacitación sin estar sujetos a la limitación señalada precedentemente”.


“2) En el artículo 19, inciso segundo, intercálase después de la coma (,) que sigue a la palabra “caso”, la frase “durante el mes de marzo del año siguiente,”, y sustitúyese la frase “los dos últimos años” por “el año calendario precedente”.”.


“3) Reemplázanse los números 1º y 2º del inciso primero del artículo 21 por los siguientes:


“1º Contar con personalidad jurídica, la que deberá tener como único objeto social la prestación de servicios de capacitación.


2º Acreditar que disponen de la certificación bajo la Norma NCh 2728, establecida como Norma Oficial de la República por la Resolución Exenta Nº 155, del Ministerio de Economía, publicada en el Diario Oficial el 19 de mayo de 2003, o aquélla que la reemplace.”.”.


“4) Intercálase, en el inciso quinto del artículo 33, entre la coma (,) que sucede a la palabra “laboral” y el vocablo “cuando”, la frase “siempre y cuando sea necesario para el buen funcionamiento de la empresa o por la estacionalidad de la actividad que desarrolla,”.”.


“5) Agrégase al artículo 33, el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser inciso séptimo:


“Con todo, si los empleadores suscribieran contratos de capacitación, en un número igual o superior al diez por ciento de su dotación permanente, el cincuenta por ciento de éstos, a lo menos, deberán ser personas discapacitadas definidas como tales por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez de los Servicios de Salud, en los términos dispuestos en los artículos 7º y siguientes de la ley Nº 19.284, o que pertenezcan a grupos vulnerables definidos como beneficiarios para programas públicos administrados por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Planificación y Cooperación, el Servicio Nacional de la Mujer, el Servicio Nacional de Menores u otros Ministerios o Servicios Públicos. Una resolución del Director Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo establecerá cada año el tipo de programas y los beneficiarios definidos para este efecto.”.”.


“6) Agréganse, en el artículo 35, los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando los actuales incisos primero y segundo a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente:


“El Servicio llevará un Registro Nacional de Cursos en el que se inscribirán, previa aprobación del Servicio, los cursos de capacitación que los organismos ofrezcan a las empresas, con cargo a la franquicia tributaria establecida en el artículo siguiente. Dicha inscripción tendrá una vigencia de cuatro años, contados desde la fecha de su autorización. Transcurrido dicho plazo, los organismos técnicos de capacitación podrán solicitar una nueva inscripción para cada curso. El Servicio estará facultado para cobrar por la inscripción y la actualización de cada uno de ellos, una suma que se fijará cada año por Resolución Exenta del Director Nacional. El Reglamento establecerá la forma y procedimiento de pago.


Esta norma no se aplicará a los módulos de formación en competencias laborales acreditables para la formación de Técnicos de Nivel Superior, impartidos por los Centros de Formación Técnica, señalados en el inciso tercero del artículo 1º de la presente ley.”.”.

-o-

Número 1)


Ha pasado a ser número 7), con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Ha sustituido la palabra “Sustitúyase” por “Sustitúyese”.

Letra b)


La ha reemplazado por la siguiente:


“b) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “siempre que tengan una planilla anual de remuneraciones imponibles igual o superior a 45 unidades tributarias mensuales y hayan pagado las cotizaciones previsionales correspondientes a esas planillas. Aquellos contribuyentes que tengan una planilla anual de remuneraciones menor a 45 unidades tributarias mensuales y mayor a 35 unidades tributarias mensuales, y registren cotizaciones previsionales efectivamente pagadas correspondientes a esa planilla, podrán deducir hasta 7 unidades tributarias mensuales en el año.”.”.

Letra c)


Ha sustituido, en el inciso propuesto, el guarismo “45” por “35”.

Número 2)


Ha pasado a ser número 8), sin enmiendas.

Número 3)


Ha pasado a ser número 9), sin enmiendas.

Número 4)


Ha pasado a ser número 10, con las siguientes modificaciones:


En el inciso primero del artículo que propone, ha reemplazado las palabras “podrá efectuarse” por “deberá efectuarse”, y ha suprimido los vocablos “o privada”.


Ha intercalado como inciso segundo, nuevo, del artículo propuesto, el siguiente:


“Para la selección y adjudicación de los cursos de capacitación previstos en este artículo, el Servicio deberá tener presente la coherencia entre el tipo de calificaciones ofrecidas, con las áreas de actividades económicas prioritarias de la región o localidad en que se ejecutarán, las que, junto con los criterios de priorización de los beneficiarios, serán propuestas anualmente con la participación del sector público y privado, convocados por las Direcciones Regionales del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo y ratificadas por el Consejo Nacional de Capacitación.”.

Número 5)


Ha pasado a ser número 11, sustituido por el siguiente:


“11) Reemplázase el artículo 49 por el siguiente:


“Artículo 49.- Podrán ser beneficiarias de la modalidad de financiamiento señalada en el artículo anterior, las empresas señaladas en la letra a) del artículo 46 de la presente ley, que tengan a lo menos 3 meses de antigüedad desde su correspondiente iniciación de actividades a la inscripción de los beneficiarios en el curso de capacitación. Tratándose de personas jurídicas, sus socios deberán ser exclusivamente personas naturales.


Para acceder a los cursos de capacitación señalados en el artículo 48, las empresas deberán cumplir con los requisitos previstos en el inciso anterior. El Servicio Nacional asignará el beneficio entre las unidades productivas postulantes, a través de Resolución Exenta del Director Nacional; será cada adjudicado el que decidirá a qué curso aplicará el beneficio y el pago será directo al organismo capacitador elegido por el beneficiario, entre aquéllos que hayan resultado adjudicados después del procedimiento de licitación pública respectivo.


Con todo, no podrán acceder a este beneficio aquellas empresas que hayan cometido infracciones graves de carácter tributario o laboral en los 6 meses anteriores. Para estos efectos el reglamento establecerá las infracciones que causen esta inhabilidad.”.”.

Número 6)


Ha pasado a ser número 12), sustituido por el siguiente:


“12) Agrégase en el artículo 50, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,), la frase “con un límite de 9 unidades tributarias mensuales por persona beneficiaria.”.

Número 7)


Ha pasado a ser número 13), sin enmiendas.

Número 8)


Ha pasado a ser número 14, reemplazado por el siguiente:


“14) Sustitúyense, en el artículo 70, los vocablos “en la letra d)” por la frase “en las letras a) y d)”.”.

-o-


Ha incorporado como Número 15), nuevo, el siguiente:


“15) Modifícase el artículo 91, del modo que sigue:

a)
Sustitúyense, en su letra c), la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma (;).

b)
Reemplázase, en su letra d), el punto final (.) por “, y”.

c)
Agrégase la siguiente letra e), nueva:


“e) Con los recursos que perciba por la inscripción de cursos de capacitación, de acuerdo al artículo 35 de esta ley.”.”.

-o-


Ha consignado como artículo 2º, nuevo, el siguiente:


“Artículo 2º.- Lo dispuesto en la presente ley regirá a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

-o-


Ha incorporado, a continuación del artículo 2º, nuevo, el siguiente epígrafe, nuevo: “Disposiciones Transitorias”.

-o-


Ha incorporado como artículos transitorios 1º y 2º, nuevos, los siguientes:


“Artículo 1º.- Respecto de las acciones de capacitación realizadas desde la publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre del año 2004, los contribuyentes señalados en el artículo 36 de la ley Nº 19.518 podrán acceder a la deducción de 9 o 7 unidades tributarias mensuales previstas en el citado artículo, acreditando las condiciones a que se refiere el mismo artículo o acreditando la declaración y pago del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta correspondiente al ejercicio tributario del año 2003.


Artículo 2º.- Las personas jurídicas que a la fecha de vigencia de la presente ley se encuentren inscritas en el Registro Nacional contemplado en el artículo 19 de la ley Nº 19.518, dispondrán de un plazo de 24 meses, contados desde la entrada en vigencia de esta ley, para ajustarse a los requisitos contemplados en los numerales 1º y 2º del artículo 21 de la ley 
Nº 19.518, modificados por la presente ley. Cumplido ese plazo, a los organismos que no se hayan ajustado a las exigencias antes indicadas, se les cancelará automáticamente su inscripción en el Registro Nacional.”.

-o-


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4623, de 11 de noviembre de 2003.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): HERNÁN LARRAÍN FERNÁNDEZ, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

8.
Segundo Informe de la Comisión de Defensa Nacional sobre el proyecto de ley que introduce modificaciones en el sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones y Gendarmería de 
Chile. (boletín Nº 3394-02-2)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Defensa Nacional pasa a informar acerca del proyecto de ley singularizado en el epígrafe, iniciado en un mensaje, en primer trámite constitucional y en segundo trámite reglamentario.


Se hace presente que esta iniciativa legal fue objeto de una indicación sustitutiva de S. E. el Presidente de la República, mediante oficio N° 199-351, de 19 de julio de 2004, y que para su despacho tiene urgencia calificada de “suma”, según consta en la cuenta de la sesión 21ª, ordinaria, celebrada el 3 de agosto de 2004. 


Para facilitar la votación del proyecto, se acompaña un documento en el que constan los textos aprobados por esta Comisión en el primero y segundo informe y la indicación sustitutiva del Ejecutivo. 

I. CONSTANCIAS PREVIAS.


En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:

1.
Como consecuencia de que el proyecto fue objeto de una indicación sustitutiva, no hay artículos que se encuentren en la situación a que se refiere el número 1 del mencionado precepto.

2.
Debido a la declaración de inadmisibilidad del artículo 1°, que fue calificado como de rango orgánico constitucional en el primer trámite reglamentario, la Comisión determinó que el proyecto no contiene normas que deban votarse con quórum especial
.

3.
La Comisión acordó que el proyecto no debe cumplir trámite en la Comisión de Hacienda, en razón de que las materias que contiene la indicación sustitutiva son idénticas a las conocidas por aquélla en el primer trámite reglamentario.

4.
Se hace constar que el artículo 1° fue declarado inadmisible; que el inciso segundo del artículo 69, nuevo, contenido en el número 1 del artículo 2°, que pasa a ser único, y los números 2, 4, 5 y 6 del mismo artículo, así como también el artículo 3° y los artículos 2° y 3° transitorios, de la indicación sustitutiva, fueron rechazados.

II. LO OBRADO EN EL PRIMER TRÁMITE REGLAMENTARIO.


Cabe recordar que esta iniciativa legal propone racionalizar el uso de los recursos públicos mediante la eliminación de algunas distorsiones que se han producido en el sistema previsional que rige al personal de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y de Gendarmería de Chile.


En el primer trámite reglamentario, aunque existieron aspectos del mensaje que no fueron compartidos por la mayoría de los señores Diputados, hubo consenso acerca de la conveniencia de legislar sobre el particular, habida consideración de la necesidad de efectuar las correcciones que sean indispensables en el sistema previsional de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública con objeto de disminuir el creciente déficit que le afecta.


Como consecuencia del criterio precedentemente expuesto, se aprobaron solamente las normas que dicen relación con las siguientes materias.

1.
Se eliminan algunos abonos de años de servicio válidos para el retiro, con el propósito de que sólo los tiempos efectivamente laborados tengan eficacia en el cálculo de la pensión que corresponda pagar. 

2.
Las personas que se reincorporen en otras plazas o empleos de Carabineros de Chile, de las Fuerzas Armadas, de la Policía de Investigaciones, de Gendarmería o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, a partir de la entrada en vigencia de esta ley, quedarán afectas, respecto de estos nuevos servicios, al régimen previsional contemplado en el decreto ley N° 3.500, de 1980. 

3.
El personal de planta de las instituciones enumeradas en el número anterior que, con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, fuere nombrado como profesor o contratado de acuerdo con las normas de la ley N° 15.076, quedará afecto, en relación con esos servicios, al mencionado decreto ley N° 3.500. 

4.
Se limitan los asignatarios que tienen derecho a impetrar la pensión de montepío. En lo concerniente a las viudas, no tendrán derecho al beneficio por el hecho de haber contraído matrimonio inscrito en el Registro Civil. En cuanto a los hijos, se modifica su situación en el sentido de que pierden el derecho al montepío por la circunstancia de cumplir dieciocho años, salvo que se trate de estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior, en cuyo caso lo conservarán hasta que cumplan veinticuatro años.

5.
Se establecen normas de funcionamiento de la Comisión Médica Central de Carabineros, con objeto de hacer más rigurosos los fundamentos a partir de los cuales se otorgan los beneficios inherentes a las enfermedades profesionales e invalidantes de carácter permanente.

6.
Finalmente, se contemplan normas transitorias tendentes a establecer que las modificaciones efectuadas no afectarán al personal que se encuentre en servicio en la fecha de entrada en vigencia de esta ley.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LA INDICACIÓN SUSTITUTIVA.


El Ejecutivo presentó, como se ha señalado, una indicación sustitutiva, que reemplaza el texto del proyecto, compuesta de tres artículos permanentes y de cuatro artículos transitorios, que fue discutida y votada del modo que se indica a continuación. Asimismo, el Diputado señor Seguel presentó en la Sala sendas indicaciones a los numerales 5 y 6 del artículo 2°, que pasa a ser artículo único.

Artículo 1°


Esta disposición incorpora, en sus diversos números, enmiendas de variada naturaleza en la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, cuyo detalle es el siguiente:


El número 1 propone suprimir, en el artículo 35, las expresiones “por desempeñarse en lugares aislados” y “trabajar en actividades perjudiciales o nocivas para la salud”. Esta supresión tiene su origen en la necesidad de eliminar los abonos de años de servicios computables para el retiro por el desempeño en lugares aislados y en actividades perjudiciales para la salud.


El número 2 propone reemplazar el inciso final del artículo 58, con objeto de disponer que el personal que se reincorpore al servicio en otras plazas de Carabineros, de las Fuerzas Armadas, de la Policía de Investigaciones o de Gendarmería, con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, estará afecto a las disposiciones del decreto ley Nº 3.500, de 1980, respecto de esos nuevos servicios.


El número 3 propone sustituir los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 61, a fin de restringir el reconocimiento de servicios efectivos al primer año de permanencia como aspirantes a oficiales en la Escuela de Carabineros, los que podrán reconocer otro año por actividades propias de la función policial debidamente acreditadas y realizadas durante los años en que permanecieron en la Escuela. Por su parte, los carabineros alumnos de los planteles de formación institucionales podrán reconocer un año como servicios efectivos.


El número 4 propone reemplazar el artículo 70 bis, que señala los asignatarios del causante que tienen derecho a montepío. Fundamentalmente, las modificaciones se refieren a la cónyuge sobreviviente, quien sólo tendrá derecho al beneficio cuando el vínculo matrimonial haya sido contraído con seis meses de anterioridad al fallecimiento del causante o tres años antes, si este último ya estaba pensionado. Por su parte, los hijos serán beneficiarios si son solteros y menores de dieciocho años, o bien mayores de esa edad y menores de veinticuatro años, situación en la cual deberán ser estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior, o inválidos o incapaces absolutos de cualquier edad. En cuanto a los padres, serán beneficiarios siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar.


Hubo un extenso debate acerca de las consecuencias que pueden inferirse de lo obrado por la Sala en la votación en general del proyecto, con motivo del rechazo de este precepto, por no haberse reunido el quórum requerido para ser aprobado.


Los diputados que sostuvieron la opinión mayoritaria señalaron que la indicación formulada por el Ejecutivo en relación con el artículo 1° es inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional
, que dispone la votación separada, primero en general y después en particular, de las disposiciones de un mismo proyecto que para su aprobación necesiten mayorías distintas a la de los miembros presentes.


En apoyo de dicha tesis, se argumentó que la votación en la Sala tiene por objeto determinar si existe voluntad para legislar sobre una materia específica, de modo que el sentido de que se vote separadamente la idea de legislar respecto de las normas que deben aprobarse con un quórum distinto tiene por finalidad que haya un pronunciamiento en relación con la materia a que se refieren dichas disposiciones, pues de lo contrario debería haber una sola votación en general en que se aprobare la idea de legislar por la mayoría de los Diputados presentes, con objeto de permitir la discusión en particular de todas las normas del proyecto. En consecuencia, se concluyó que si no se alcanza el quórum para aprobar las disposiciones de rango orgánico constitucional, éstas no pueden volver a reponerse.


La minoría de los Diputados integrantes de la Comisión fundamentó su posición en el sentido de que el artículo 65 de la Constitución Política de la República
 no se aplica en este caso, debido a que regula la situación que se produce cuando un proyecto es desechado en general en la Cámara de origen y no la de una indicación, como ocurre en la especie, de modo que ésta debería someterse a votación.


A mayor abundamiento, se señaló que este proyecto ha sido diseñado como un solo todo armónico e indivisible y que la indicación sustitutiva patrocinada por el Ejecutivo devuelve a esta iniciativa legal su completitud e integralidad. En virtud de lo anterior, se concluyó que la facultad del Presidente de la Comisión para declarar la inadmisibilidad de una determinada indicación no se puede considerar como referente sólo a una parte de ella para discutir la procedencia de normas que no han sido cuestionadas.


Finalmente, el Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación del Ejecutivo en lo que respecta al artículo 1º, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 94 de la Carta Fundamental
, que establece las materias relacionadas con las Fuerzas Armadas que deben ser reguladas en una ley orgánica constitucional; en el artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional
, que consagra la facultad del Presidente de la Sala o Comisión de declarar inadmisibles las indicaciones, y en el artículo 30 del mencionado texto legal
, que dispone la votación separada de las normas de un mismo proyecto que para su aprobación necesiten mayorías distintas a la de los miembros presentes. 


Como no hubo consenso sobre el particular, se sometió a votación la inadmisibilidad de la indicación referida al artículo 1°, conforme a lo prevenido en el inciso primero del citado artículo 25
.


La declaración de inadmisibilidad fue aprobada por cuatro votos a favor y dos en contra.

Artículo 2°, que pasa a ser único


Modifica, en sus siete numerales, diversas disposiciones del decreto con fuerza de ley 
Nº 2, de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional.

Número 1


Propone agregar el artículo 69, actualmente derogado, con objeto de establecer que el personal, que seguidamente se indica, quedará afecto al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, con posterioridad a la publicación de esta ley:


-Mediante el inciso primero, se incorpora a dicho sistema previsional al personal de planta de Carabineros, de las Fuerzas Armadas, de la Policía de Investigaciones, de Gendarmería o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, que sea nombrado como profesor o contratado bajo las disposiciones de la ley Nº 15.076.


-Por medio del inciso segundo, se adscribe al mencionado cuerpo legal a las personas que ingresen a las plantas de Empleados Civiles de Carabineros; a las plantas de Apoyo Científico–Técnico y de Apoyo General de la Policía de Investigaciones, con excepción del Escalafón de Asistentes Policiales; a las plantas de Directivos, Profesionales, Administrativos y Auxiliares de Gendarmería, y a las plantas de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones y de la Dirección de Previsión de Carabineros.


Durante el debate habido sobre el particular, se mantuvo el criterio de aprobar el cambio de régimen previsional respecto del personal individualizado en el inciso primero, con la redacción propuesta en el primer trámite reglamentario, por cuanto se trata de evitar que estos nuevos servicios puedan dar origen a una nueva pensión en el sistema de la Dirección de Previsión de Carabineros. 


No obstante, no hubo acuerdo para aprobar la propuesta consignada en el inciso segundo, en razón de que tales personas no estarían en condiciones de competir en el mercado laboral una vez cumplida su permanencia en las instituciones antedichas, por lo cual deberían esperar entre cinco a diez años para poder acceder a una pensión por edad o anticipada, según sea el caso, con el evidente detrimento personal y patrimonial que esos estados de cesantía e inseguridad previsional provocan.


El inciso primero fue aprobado por asentimiento unánime. El inciso segundo fue desechado por cuatro votos en contra y dos a favor.

Número 2


Propone reemplazar el inciso segundo del artículo 70, a fin de someter al personal con goce de pensión que se reincorpore al servicio en otras plazas o empleos de Carabineros, de las Fuerzas Armadas, de la Policía de Investigaciones, de Gendarmería y de la Dirección de Previsión de Carabineros, al sistema previsional contemplado en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, respecto de esos nuevos servicios, eliminando, de este modo, la posibilidad de que puedan reliquidar su pensión.


El fundamento de esta propuesta reside en la necesidad de excluir del sistema de previsión propio de la Dirección de Previsión de Carabineros aquellos servicios que, aunque son prestados para instituciones de Orden y Seguridad o de la Defensa Nacional, no corresponden a los propios de la carrera funcionaria y pueden generar una doble pensión.


Si bien esta modificación fue aprobada en el primer trámite reglamentario, no hubo acuerdo para seguir igual criterio en esta oportunidad, por tratarse de una materia regulada en el numeral 2 del artículo 1°, que fue declarado inadmisible. 


Tanto este número como el aprobado en el primer trámite reglamentario fueron rechazados por cuatro votos en contra y dos a favor.

Número 3, que pasa a ser 2


Propone agregar, en el artículo 73, un inciso segundo, nuevo, con el propósito de precisar el número de integrantes que tendrá la Comisión Médica Central de Carabineros, la cantidad de miembros requeridos para sesionar y de aumentar el quórum para adoptar sus resoluciones.


Se mantuvo el acuerdo de aprobarlo, en razón de que se pretende evitar que dicha Comisión Médica, compuesta exclusivamente por médicos de institución, adopte sus decisiones por simple mayoría, como ocurre en la actualidad, motivo por el cual se exige un quórum más elevado, equivalente a cuatro quintos de sus miembros, que supone un acuerdo más reflexivo y que representa de mejor forma el sentir institucional frente a la gran cantidad de retiros por invalidez que se están presentando en los últimos años. 


Fue aprobado en forma unánime.

Número 4


Propone derogar el artículo 91, que confiere el derecho al personal de Rayos X y Radioterapia de Carabineros a un abono equivalente a un año por cada cinco de servicios continuados a que se refiere el artículo 1° de la ley 15.737
.


La Comisión consideró que esta derogación es una consecuencia de la eliminación del derecho al abono de años de servicios computables para el retiro por el desempeño en actividades perjudiciales para la salud, que se proponía en el número 1 del artículo 1º, motivo por el cual, al haberse declarado inadmisible este último, se estimó que carece de justificación la derogación en comento.


Fue rechazado por cuatro votos en contra y dos favor.

Número 5


Por este número se reemplaza el artículo 121, que determina los asignatarios que tienen derecho al montepío.


La propuesta tiene por objeto modificar los requisitos que deben reunir los asignatarios para tener derecho al montepío. Fundamentalmente, las viudas sólo tendrán derecho al beneficio cuando el vínculo matrimonial haya sido contraído con seis meses de anterioridad al fallecimiento del causante o tres años antes, si este último ya estaba pensionado. Los hijos, para ser beneficiarios, deberán ser solteros y menores de dieciocho años, o bien mayores de esa edad y menores de veinticuatro años, caso en el cual deberán ser estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior, o inválidos o incapaces absolutos, cualquiera sea su edad. Los padres serán beneficiarios siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar.


El diputado señor Seguel presentó una indicación para reemplazar, en el inciso primero, nuevo, las expresiones “seis meses” por “un año” y “tres años” por “cinco años”, a fin de establecer que la cónyuge sobreviviente deberá haber contraído matrimonio con un año de anterioridad a la fecha de fallecimiento del causante o de cinco años, si el matrimonio se contrajo siendo este último pensionado.


Como se trata de una materia regulada en el número 4 del artículo 1°, que fue declarado inadmisible, no hubo acuerdo para aprobar este numeral. 


Fue rechazado por cuatro votos en contra y dos favor. Por la misma votación fue desechada la indicación.

Número 6


Propone reemplazar el artículo 125, que regula las situaciones en las cuales los asignatarios de montepío cesarán en su goce o no tendrán derecho a impetrar pensión. 


La proposición tiene como finalidad modificar principalmente la situación de los hijos en cuanto se adecua la normativa vigente en lo referente a la mayoría de edad –rebajando la pérdida del beneficio, en principio, a los dieciocho años-, pero al mismo tiempo extendiéndolo, de los veintitrés a los veinticuatro años, para los hijos que cursan estudios regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior.


El diputado señor Seguel presentó una indicación para eliminar, en el N° 3 del inciso primero, las palabras “básica” y “media”, con objeto de restringir el beneficio solamente a los estudiantes mayores de dieciocho años y menores de veinticuatro que cursen estudios regulares en la enseñanza técnica o universitaria.


Como se trata de una materia que guarda estrecha relación con la regulada en el numeral 4 del artículo 1°, que fue declarado inadmisible, no hubo acuerdo para aprobar este numeral. 


Tanto este numeral como el aprobado en el primer trámite reglamentario fueron rechazados por cuatro votos en contra y dos a favor. Por la misma votación fue desechada la indicación. 

Número 7, que pasa a ser 3


Propone intercalar, en el artículo 132, los incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, con el propósito de reducir a tres años el plazo de que se dispone para solicitar la modificación de la causal de retiro fundada en la existencia de una enfermedad invalidante de carácter permanente o de una enfermedad profesional. Adicionalmente, se prescribe que dicho derecho puede ejercerse, excepcionalmente y previo informe fundado de la Comisión Médica Central, dentro del plazo de seis años, contado desde la fecha del retiro. No obstante, la modificación de la causal de retiro requiere también de un informe favorable de dicha Comisión, el que deberá aprobarse por la unanimidad de los integrantes, incluido el General Inspector que ejerza el cargo de Inspector General de Carabineros.


Se mantuvo el criterio de aprobar esta propuesta, a pesar de que algunos señores Diputados expresaron sus dudas respecto de la conveniencia de rebajar de diez a tres años el plazo para solicitar la modificación de la causal de retiro, porque se sostuvo que dicha rebaja no parece razonable y que, al fijarse un plazo excepcional, éste podría transformarse en una norma de general aplicación.


Fue aprobado por cuatro votos a favor y dos en contra.

Artículo 3°


Propone derogar el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 19.195, que adscribe al personal que indica de Gendarmería de Chile al régimen previsional de la Dirección de Carabineros de Chile. 


Esta norma hace aplicable el régimen previsional y de término de la carrera que rija para el personal de Carabineros de Chile a los integrantes de las plantas de profesionales, directivos, administrativos, técnicos y auxiliares que sean destinados en forma permanente a prestar servicios dentro de una unidad penal.


La Comisión mantuvo el criterio de rechazar esta proposición, fundada en el hecho de que se trata de empleos que se sirven en circunstancias de riesgo evidente y donde el personal señalado puede quedar expuesto a situaciones de peligro análogas a las de los vigilantes penitenciarios.


Fue rechazado por cuatro votos en contra y dos a favor. 

Artículo 1° transitorio


Esta disposición resguarda el derecho de los funcionarios que están actualmente en servicio y que continúan afectos al régimen previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros. Particularmente, se refiere a la situación del personal al cual debe renovarse o prorrogarse su contrato en calidad de docente o de profesional regido por ley Nº 15.076, pues de lo contrario sería traspasado al régimen del decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se aplicará para las contrataciones que se efectúen con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley.


Se mantuvo el acuerdo de aprobarlo, como consecuencia de lo obrado en el inciso primero del artículo 69, nuevo, contenido en el numeral 1 del artículo 2°, que pasa a ser único.


Fue aprobado por unanimidad.

Artículo 2° transitorio


Propone resguardar el derecho de las personas que retornen al servicio, en cualquier calidad, en otras plazas o empleos, antes de la entrada en vigencia de esta ley. Tales empleados mantendrán su derecho a reliquidar su pensión de retiro, si cumplen los requisitos señalados en este precepto. Igual excepción se extiende al personal de reserva llamado al servicio activo, para fines de desempeño, quienes mantendrán su derecho a jubilar.


La Comisión estimó que esta norma regula una situación que era consecuencia de la eliminación del derecho a reliquidar la pensión de retiro, que se proponía en el numeral 2 del artículo 1°, motivo por el cual, al haberse declarado inadmisible este último, se estimó que carece de justificación su aprobación.


Fue rechazado por cuatro votos en contra y dos a favor.

Artículo 3° transitorio


Propone mantener vigente, para el personal que se indica, el artículo 61 de la ley Nº 18.961, el cual determina lo que se entenderá por años de servicios efectivamente prestados en Carabineros y afectos al régimen previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros o de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, según corresponda. Adicionalmente, se dispone que las derogaciones de los artículos 35 de la ley Nº 18.961 y 91 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1968, sólo afectarán a las destinaciones que se realicen con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley. Finalmente, establece que las modificaciones introducidas en los textos legales mencionados precedentemente entrarán en vigencia a partir de su publicación.


Como consecuencia del rechazo de las modificaciones propuestas en los numerales 1 y 3 del artículo 1°, que fue declarado inadmisible, y del número 4 del artículo 2°, que pasa a ser único, se estimó que carece de fundamento la aprobación de este precepto.


Tanto este número como el aprobado en el primer trámite reglamentario fueron rechazados por cuatro votos en contra y dos a favor.

Artículo 4° transitorio, que pasa a ser 2°


Propone armonizar las normas reglamentarias relativas a las enfermedades profesionales y al funcionamiento de la Comisión Médica Central, de modo que sean coherentes con las disposiciones introducidas en el Estatuto del Personal de Carabineros, para lo cual se confiere un plazo de ciento ochenta días.


La Comisión mantuvo el criterio de aprobarlo, en consonancia con lo obrado en el numeral 3, que pasa a ser 2, con la redacción aprobada en el primer trámite reglamentario.


Fue aprobado por unanimidad.

IV. INDICACIONES INADMISIBLES Y RECHAZADAS.

Indicación inadmisible


-De S. E. el Presidente de la República, para reemplazar el artículo 1° por el siguiente:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:

1)
En el artículo 35, suprímense las expresiones “por desempeñarse en lugares aislados; por trabajar en actividades perjudiciales o nocivas para la salud,”, y el punto y coma (;) que las antecede.

2)
Reemplázase el inciso final del artículo 58 por el siguiente: 


“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de Carabineros, Fuerzas Armadas, Policía de Investigaciones, Gendarmería y Dirección de Previsión de Carabineros, quedará afecto al sistema previsional establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, respecto de esos nuevos servicios.”.

3)
Reemplázanse los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 61 por el siguiente: 


“Asimismo, serán servicios efectivos el primer año de permanencia como Aspirantes a Oficiales en la Escuela de Carabineros. Adicionalmente los referidos Aspirantes podrán reconocer otro año por actividades propias de la función policial debidamente acreditadas y realizadas durante los años de Escuela. En el caso, de Carabineros alumnos en los planteles de formación Institucionales, podrán reconocer un año como servicios efectivos.”.

4)
Reemplázase el artículo 70 bis por el siguiente:


“Artículo 70 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante: 


En primer grado, la viuda o en su caso el viudo que siendo inválido absoluto, no perciba pensión o rentas de ninguna naturaleza.


La cónyuge sobreviviente, para ser beneficiaria de montepío, deberá haber contraído matrimonio con el causante a lo menos, con seis meses con anterioridad a la fecha de su fallecimiento o tres años, si el matrimonio se verificó siendo el causante pensionado. Estas limitaciones no se aplicaran si a la época del fallecimiento la cónyuge se encontrare embarazada o si quedaren hijos comunes, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio. Asimismo, estas normas serán aplicables al cónyuge sobreviviente varón.


En segundo grado, los hijos. 


Los hijos, para ser beneficiarios de montepío deben ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a)
Ser menores de 18 años de edad.

b)
Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha de fallecimiento del causante o al cumplir los 18 años de edad.

c)
Ser inválido, o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en la letra a) ó b) de este artículo, según corresponda.


En tercer grado, los padres siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar reconocidos por el organismo competente.


A falta de viuda o viudo con derecho a montepío suceden los hijos; a falta de estos, el padre causante de asignación familiar y, a falta de este último, la madre en el mismo caso. 


Los asignatarios de segundo y tercer grado percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.


Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la forma que se determine por resolución ministerial.


En las pensiones de montepío existirá el derecho de acrecer.


Al personal soltero, sin hijos, que falleciere a consecuencia de un acto de servicio y cuyo padre tenga la calidad de beneficiario de asignación familiar, tendrá derecho a gozar de pensión de montepío. Si no reuniere dichas condiciones, le sucederá la madre, siempre que sea causante de asignación familiar. 


Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellos por partes iguales. No obstante, si entre los asignatarios hubiere alguno afectado por una invalidez o incapacidad absoluta, podrá establecerse por resolución ministerial una forma especial de distribución.”.

Indicaciones rechazadas.

1.
De S. E. el Presidente de la República, para introducir las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley (I) N° 2, de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile:


-Para agregar, en el artículo 69, el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, las personas que ingresen a la Planta de Carabineros de Chile y que integren el personal civil de ésta; a las Plantas de Apoyo Científico–Técnico y de Apoyo General de la Policía de Investigaciones, con excepción del Escalafón de Asistentes Policiales; a las plantas de Directivos, Profesionales, Administrativos y Auxiliares de Gendarmería; y a las plantas de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones y de la Dirección de Previsión de Carabineros, quedarán afectos al sistema previsional del decreto ley Nº 3500, de 1980, y a la ley Nº 18.458, en lo que fuere pertinente.”.


-Para reemplazar el inciso segundo del artículo 70 por el siguiente:


“El personal con goce de pensión que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de Carabineros, Fuerzas Armadas, Policía de Investigaciones, Gendarmería y Dirección de Previsión de Carabineros, quedará afecto al sistema previsional establecido en el decreto ley 
Nº 3.500, de 1980, respecto de esos nuevos servicios.”.


-Para derogar el artículo 91.


-Para reemplazar el artículo 121 por el siguiente:


“Artículo 121º.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante: 


En primer grado, la viuda o en su caso el viudo que siendo inválido absoluto, no perciba pensión o rentas de ninguna naturaleza.


La cónyuge sobreviviente, para ser beneficiaria de montepío, deberá haber contraído matrimonio con el causante a lo menos, con seis meses con anterioridad a la fecha de su fallecimiento o tres años, si el matrimonio se verificó siendo el causante pensionado. Estas limitaciones no se aplicaran si a la época del fallecimiento la cónyuge se encontrare embarazada o si quedaren hijos comunes, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio. Asimismo, estas normas serán aplicables al cónyuge sobreviviente varón.


En segundo grado, los hijos. 


Los hijos, para ser beneficiarios de montepío deben ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a)
Ser menores de 18 años de edad.

b)
Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha de fallecimiento del causante o al cumplir los 18 años de edad.

c)
Ser inválido, o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en la letra a) ó b) de este artículo, según corresponda.


En tercer grado, los padres siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar reconocidos por el organismo competente.


A falta de viuda o viudo con derecho a montepío suceden los hijos; a falta de estos, el padre causante de asignación familiar y, a falta de este último, la madre en el mismo caso. 


Los asignatarios de segundo y tercer grado percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.


Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la forma que se determine por resolución ministerial.


En las pensiones de montepío existirá el derecho de acrecer.


Al personal soltero, sin hijos, que falleciere a consecuencia de un acto de servicio y cuyo padre tenga la calidad de beneficiario de asignación familiar, tendrá derecho a gozar de pensión de montepío. Si no reuniere dichas condiciones, le sucederá la madre, siempre que sea causante de asignación familiar. 


Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellos por partes iguales. No obstante, si entre los asignatarios hubiere alguno afectado por una invalidez o incapacidad absoluta, podrá establecerse por resolución ministerial una forma especial de distribución.”.


-Para reemplazar el artículo 125 por el siguiente:


“Artículo 125º.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión, o cesarán en el goce de ella cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes: 

1º
Haber contraído matrimonio inscrito en el Registro Civil; 

2º
Haber contraído matrimonio con el causante entre la fecha de su muerte y los seis meses que la antecedieron, si el causante no era pensionado, o los tres años precedentes a la fecha de su fallecimiento, si el matrimonio se verificó siendo el causante pensionado. Estas limitaciones no se aplicarán si a la época del fallecimiento la cónyuge se encontrare embarazada o si quedaren hijos comunes, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio. Asimismo, estas normas serán aplicables al cónyuge sobreviviente varón.

3°
Ser hijo o hija mayor de 18 años. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. En todo caso, mantendrán el beneficio sin limitación de edad, cuando se encuentre afectado de una invalidez o incapacidad absoluta. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas señaladas precedentemente, según corresponda.

4º
Existir sentencia ejecutoriada por la que se declare la nulidad del matrimonio o el divorcio perpetuo, y

5º
Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.


Los asignatarios de montepío que hubieren perdido el goce de éste, no lo recuperarán por causa alguna, ni aún en el evento de nulidad del matrimonio, que fue motivo de tal pérdida.”.

3.
Para agregar el siguiente artículo 3°:


“Artículo 3º.- Derógase el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 19.195.”.
4.
Para incorporar el siguiente artículo 2° transitorio:


Artículo 2º.- Las personas que hubieren vuelto al servicio, en cualquier calidad, en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros, Policía de Investigaciones, Gendarmería o Dirección de Previsión de Carabineros con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley, mantendrán el derecho a reliquidar su pensión de retiro, sólo si cumplieren los requisitos indicados en el artículo 58, inciso 5, de la ley Nº 18.961, y artículo 70 inciso 2º, del decreto con fuerza de ley (I), Nº 2, Estatuto del Personal de Carabineros, disposiciones se mantendrán vigentes para esos efectos.


Asimismo, el personal de Carabineros que hubiere vuelto al servicio, en cualquier calidad, en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros, Policía de Investigaciones, Gendarmería o Dirección de Previsión de Carabineros con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley, mantendrá el derecho a reliquidar su pensión de retiro. Este derecho, sin embargo, no podrá ser ejercido por quienes ya hubiesen obtenido una anterior reliquidación de la pensión de retiro.”.

5.
Para agregar el siguiente artículo 3° transitorio:


“Articulo 3º.- Para el personal de Carabineros, Policía de Investigaciones, Gendarmería, Alumnos de las Escuelas Institucionales de las citadas Instituciones, personal de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y demás personal adscrito al sistema previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, que se encuentre en servicio a la fecha de publicación de la presente ley, se mantendrá vigente el artículo 61 de la ley Nº 18.961. 


Las derogaciones al artículo 35 de la ley Nº 18.961 y del artículo 91 del decreto con fuerza de ley (I) Nº 2, de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, serán aplicables al personal mencionado en el inciso anterior, que se encuentre en servicio a la fecha de publicación de la presente ley, solamente respecto de las destinaciones realizadas a contar de la referida publicación. 


Las modificaciones a la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, artículos 13, 58, 70 bis, como asimismo a los artículos 69, 121, 125 y el 132 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1968, entrarán en vigencia a contar de la publicación de la presente ley”.”

V. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


En mérito de lo expuesto y por las consideraciones que, en su oportunidad, dará a conocer el señor Diputado informante, la Comisión de Defensa Nacional recomienda la aprobación del siguiente proyecto de ley 

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley (I) Nº 2, de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional:

1)
Agrégase el siguiente artículo 69°, nuevo: 


“Artículo 69°.- El personal de planta de Carabineros de Chile, de las Fuerzas Armadas, de la Policía de Investigaciones, de Gendarmería o de la Dirección de Previsión de Carabineros, que sea nombrado como profesor o contratado bajo las disposiciones de la ley Nº 15.076, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, quedará afecto, en relación con esos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980.”.

2)
Incorpórase, en el artículo 73°, el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“La Comisión Médica Central de Carabineros estará constituida por cinco integrantes, sesionará con igual número y sus resoluciones requerirán la aprobación de los cuatro quintos de sus miembros.”.

3)
Intercálanse, en el artículo 132°, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos: 


“El derecho a solicitar la modificación de la causal de retiro fundado en la existencia de una enfermedad invalidante de carácter permanente o de una enfermedad profesional prescribirá en el plazo de tres años, contado desde la fecha del retiro. 


Excepcionalmente, previo informe fundado de la Comisión Médica Central, este derecho podrá ejercerse dentro del plazo de seis años, contado desde la fecha del retiro. 


En este caso, la modificación de la causal de retiro requerirá del informe favorable, adoptado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Médica Central, incluido el General Inspector que ejerza el cargo de Inspector General de Carabineros, quien se incorporará a dicha Comisión para tales efectos. La integración del General Inspector que ejerza el cargo de Inspector General de Carabineros tendrá el carácter de indelegable.”.

Artículos transitorios


Artículo 1º transitorio.- Lo dispuesto en el número 1 del artículo único, no se aplicará a la renovación o prórroga anual o parcial de los contratos de los profesores y del personal contratado de acuerdo con las disposiciones de la ley Nº 15.076 que, a la fecha de publicación de esta ley, se encuentren afectos a esta modalidad de nombramiento o contratación. En consecuencia, este personal continuará afecto al régimen previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros.


Artículo 2º transitorio.- Dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la fecha de publicación de esta ley, deberán dictarse o modificarse el o los reglamentos relativos a enfermedades profesionales del personal de Carabineros de Chile; al funcionamiento de la Comisión Médica Central de Carabineros y a la clasificación de las lesiones e invalideces del personal de Carabineros de Chile, las cuales deberán ser especificadas, conjuntamente con las enfermedades profesionales, mediante listas acotadas.”.

-o-


Se mantuvo como diputado informante al señor Burgos, don Jorge.


Sala de la Comisión, a 3 de agosto de 2004.


Tratado y acordado en sesión de esta fecha, con la asistencia de los diputados señores Ulloa, don Jorge, (Presidente); Álvarez, don Rodrigo; Bauer, don Eugenio; Bertolino, don Mario; Burgos, don Jorge; Cardemil, don Alberto; Ibáñez, doña Carmen; Norambuena, don Iván; Pérez, don José, y Tarud, don Jorge. 


(Fdo.): ELENA MELÉNDEZ URENDA, Abogado Secretaria de la Comisión”.

9.
Informe de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social recaído en el proyecto de ley que reduce la edad para participar en las juntas de vecinos. (boletín Nº 3097-06-1)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en una moción suscrita por los honorables diputados señores Navarro y Valenzuela. 


La iniciativa legal persigue, en síntesis, incentivar la participación de los jóvenes en las organizaciones sociales, específicamente en las juntas de vecinos, reduciendo de 18 a 15 años -que, posteriormente, durante la discusión en particular, se rebajó a 14- el umbral de edad para dicho propósito.

Cabe precisar que el artículo único de la iniciativa es de quórum simple.


Asimismo, hay que consignar que el proyecto no requiere trámite de Hacienda.


Con motivo del estudio de la iniciativa legal, la Comisión contó con la participación del director del Instituto Nacional de la Juventud (Injuv), señor Eugenio Ravinet; del director de la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Fuad Chahín; de la directora para la V Región del Injuv, señora Karina Herrera; del asesor jurídico de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Claudio Radonich; y del secretario de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Concepción, señor Sergio González. 

I. ANTECEDENTES.


Al decir de los autores de la moción, el segmento de la población chilena entre 15 y 29 años, definida como juventud, representa el 24% del total del país, constituyendo un sector transversal en el cual confluyen todas las políticas sectoriales. 


Para los jóvenes la participación no es sinónimo de acción política en su acepción tradicional, sino que tiene una connotación más amplia. Hoy día alrededor del 50% de los jóvenes participa en algún tipo de organización. Esto se ratifica con los resultados de la III Encuesta de Juventud, donde se constata un cambio de eje en la participación de los jóvenes desde el ámbito institucional hacia nuevos intereses. 


Destacan los parlamentarios que la participación de la ciudadanía es fundamental en el mundo actual. De ahí la importancia de crear una normativa adecuada que propicie el involucramiento del ciudadano joven, estableciendo mecanismos adecuados y flexibles para la participación.


De manera armónica con lo antes expuesto, cabe recordar que el 7 de diciembre de 2000 S.E. el Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar, firmó el instructivo presidencial sobre participación ciudadana en el ámbito de las políticas y programas públicos, orientado a plasmar las bases de una política de gobierno en materia de fortalecimiento de la sociedad civil.


La participación que se desea impulsar tiene, entre otros, los siguientes principios orientadores:

a.
Transparencia en la gestión administrativa, a través de la mayor información y apertura a la ciudadanía.

b.
Igualdad de oportunidades para la participación, generando condiciones de acceso para los más vulnerables.

c.
Respeto a la autonomía y diversidad de las organizaciones de la sociedad civil, evitando toda forma de discriminación e instrumentalización.


Más adelante, los diputados patrocinantes sostienen que en Chile la población joven tiene un nivel mayor de participación en organizaciones sociales que la población adulta. En efecto, el 48% de los jóvenes participa en alguna asociación, mientras que en los adultos este porcentaje llega sólo al 39%.


Por otro lado, la Carta Fundamental, en su artículo 1º inciso 2º, establece que “El Estado reconoce y ampara los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos”. También asegura a todas las personas la igualdad ante la ley y el derecho de asociarse sin permiso previo, como manera de expresar la dimensión social de la persona humana y de abrir espacios para el ejercicio de su libertad.


Por su parte, la ley Nº19.418 define a las juntas de vecinos como organizaciones comunitarias de carácter territorial representativas de las personas que residen en una misma unidad vecinal y cuyo objeto es promover el desarrollo de la comunidad, defender los intereses y velar por los derechos de los vecinos y colaborar con las autoridades del Estado y de las municipalidades. El referido cuerpo legal entiende por vecinos a las personas mayores de 18 años, marginando de la participación en dichas organizaciones a un importante segmento de jóvenes. 


Argumentan los autores de la moción que así como se pretende rebajar a 14 años la edad de la plena responsabilidad en el plano delictual, parece coherente con ese principio que los jóvenes menores de 18 años puedan asumir en plenitud una conducta cívica que involucre su participación en su comunidad, como por ejemplo a través de una junta de vecinos. 


Por último, y a mayor abundamiento, es una realidad que en distintas localidades del país los menores de 18 años ya han tomado sobre sí un sinnúmero de responsabilidades. El no permitirles, hasta hoy, participar en las juntas de vecinos, les provoca un fuerte sentimiento de descontento, pues no pueden tomar parte en decisiones que conciernen a su entorno social. Esta limitación no se condice con una de las principales preocupaciones del gobierno del Presidente Lagos, a saber, el fomento de la participación de los jóvenes. 

-o-


El artículo 1º inciso tercero de la Carta Fundamental señala que el Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos. 


Más adelante, en el artículo 19 Nº 15, consagra la garantía del derecho de asociación, agregando que para gozar de personalidad jurídica las asociaciones deberán constituirse en conformidad a la ley, y que nadie puede ser obligado a pertenecer a una de ellas. El mismo precepto prohíbe las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado.


Por otro lado, cabe hacer mención, por su pertinencia, al artículo 107 inciso séptimo de la Constitución Política, que faculta a los municipios para establecer en el ámbito de las comunas o agrupación de comunas, y de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, territorios denominados unidades vecinales, con el objeto de propender a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de la participación ciudadana.


La ley Nº 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, regula en sus 7 Títulos aspectos generales relacionados con estas entidades, como asimismo su constitución, patrimonio y disolución, incluyendo normas especiales acerca de las juntas de vecinos, de las organizaciones comunitarias funcionales y de las uniones comunales.


En su artículo 2º letra b) define a las juntas de vecinos como organizaciones comunitarias de carácter territorial representativas de las personas que residen en una misma unidad vecinal y cuyo objeto es promover el desarrollo de la comunidad, defender los intereses y velar por los derechos de los vecinos y colaborar con las autoridades del Estado y de las municipalidades. 


El término “unidad vecinal” -a que hace alusión el artículo 107 de la Carta Fundamental, según se vio más arriba- está, por su parte, definido en el artículo 2º letra a) de la ley, y consiste en el territorio en que se subdividen las comunas para efectos de descentralizar asuntos comunales y promover la participación ciudadana y la gestión comunitaria, y en el cual se constituyen y desarrollan sus funciones las juntas de vecinos. 

II. IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL.


El proyecto de ley tiene por finalidad incentivar la participación de los jóvenes en las organizaciones sociales, específicamente en las juntas de vecinos, reduciendo el límite de edad de 18 a 15 años para tal efecto, ampliando así su esfera de acción a áreas del espacio comunitario que les están vedadas hasta hoy. Según se adelantó en este informe, la edad mínima quedó fijada definitivamente en 14 años.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN.

A)
DISCUSIÓN.


Atendida la circunstancia que el proyecto fue incluido en la Tabla de Fácil Despacho, fue discutido en general y en particular a la vez, conforme a lo dispuesto en el artículo 253 del reglamento. 


En este trámite, se escucharon los planteamientos de distintas organizaciones en torno a los alcances del proyecto de ley, como pasa a exponerse.


El director del Instituto Nacional de la Juventud, señor Eugenio Ravinet, expresó que según las encuestas realizadas tanto por el Injuv como por empresas consultoras hay un alto grado de interés de los jóvenes -incluso mayor que los adultos- por participar en organizaciones sociales. Es así como alrededor del 50% del segmento de la población entre 15 y 29 años toma parte en alguna actividad gremial. También se ha demostrado que esa participación es mayor entre los más jóvenes. Por áreas de interés, las organizaciones deportivas captan el 21% de las preferencias de los jóvenes, seguidas por las agrupaciones religiosas (13%) y virtuales (13%). Sin embargo, hay restricciones para el ingreso de la juventud a las juntas de vecinos, ya que la ley Nº 19.418 exige un mínimo de 18 años. Según los antecedentes que maneja el Injuv, los directorios de estas organizaciones territoriales muestran, en general, poca receptividad hacia los planteamientos de los jóvenes. Un ejemplo de lo anterior lo constituye la reticencia a facilitar los locales de las juntas de vecinos para la realización de actividades que interesan a los jóvenes.


A la luz de tales consideraciones, valoran la propuesta parlamentaria, plasmada en la moción en comento, en orden a rebajar de 18 a 15 años -y, eventualmente, 14- la edad para poder pertenecer a una junta de vecinos. Por lo demás, tal medida es congruente con el proyecto de ley que establece la plena responsabilidad penal a contar de los 14 años. 


Por su parte, el director de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Fuad Chahín, indicó que el tema en discusión puede ser abordado desde una perspectiva teórica y práctica.


En el primer sentido, hay que tomar en cuenta que el proceso de democratización de la sociedad es una tarea permanente. El gobierno, consciente de ello, ha establecido las bases de una política tendiente a incrementar la participación ciudadana y el fortalecimiento de la sociedad civil. En concordancia con esa línea de acción, recientemente ingresó al Parlamento un proyecto de ley sobre asociaciones y participación de la ciudadanía en la gestión pública. En este contexto, no cabe duda que la moción patrocinada por varios señores diputados en orden a facilitar la presencia de los jóvenes en las juntas de vecinos constituye una iniciativa que coincide con la política del Ejecutivo en materia de participación.


En un plano práctico, es un hecho digno de nota el creciente interés demostrado por la juventud de participar en programas sociales de voluntariado, respecto de los cuales existen fondos concursables. Sin embargo, tal como se ha dicho, hay obstáculos para la incorporación de los jóvenes a las juntas de vecinos. Esto ha determinado que muchas personas hayan optado por generar sus propios órganos de representación, sin obtener personalidad jurídica, lo cual les impide acceder a los mencionados fondos. A juicio del gobierno, esta situación conlleva una discriminación arbitraria. Por otro lado, ha habido dificultades para constituir juntas de vecinos en algunos lugares. En tal virtud, se ha estado considerando la posibilidad de reducir de cinco a tres el número de directores de estas organizaciones, facilitando así su creación. Muchos jóvenes, a su juicio, estarían dispuestos a asumir cargos de este tipo si se los permitiera la ley. A partir de enero del próximo año el Injuv va a incorporar en el concepto de jóvenes a las personas de entre 14 y 15 años, que hoy no entran en dicha denominación. 


De acuerdo al estudio jurídico efectuado por la entidad sobre el tópico de la responsabilidad civil, no habría inconveniente legal alguno en que los menores de 18 años pudieran desempeñarse como dirigentes en este tipo de organizaciones, e incluso ejercer el cargo de presidente. En efecto, la norma propuesta es congruente con las disposiciones de la Carta Fundamental y del Código Civil.


La directora para la V Región del Instituto Nacional de la Juventud (Injuv), señora Karina Herrera, dijo que para ese organismo los jóvenes constituyen el segmento de la población cuya edad fluctúa entre los 15 y los 24 años, y que porcentualmente son el 25% de los habitantes. Alrededor del 50% de los jóvenes participa en alguna organización social, contra el 39% de los adultos. Hay que tener claro que para aquéllos la participación no es sinónimo de realizar una acción política tradicional, sino más bien tomar parte en actividades de carácter social. Ahora bien, la organización socio-comunitaria por excelencia en que se manifiesta la participación ciudadana es la junta de vecinos, que está restringida a los mayores de 18 años actualmente.


En otro plano, la señora Herrera hizo hincapié en que con fecha 7 de diciembre de 2000 el Presidente de la República firmó un instructivo presidencial sobre participación ciudadana en el ámbito de las políticas y programas públicos, con miras al fortalecimiento de la sociedad civil. Las políticas públicas en la materia se guían por los siguientes principios: la autonomía y diversidad de las organizaciones sociales, evitando toda forma de discriminación e instrumentalización; y la orientación al ciudadano, priorizando la participación de los destinatarios finales de las políticas y programas. 


El asesor jurídico de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Claudio Radonich, respaldó la iniciativa legal, agregando que a los municipios les interesa sobremanera interactuar con las juntas de vecinos. No cabe duda que con el proyecto se amplía la base de participación de estas organizaciones sociales, lo que redundará en un enriquecimiento de las propuestas emanadas de éstas. Empero, les preocupan las implicancias en el plano de la responsabilidad civil que tiene el hecho de permitir que menores de 18 años puedan ocupar cargos directivos en las juntas de vecinos.


Finalmente, el secretario de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Concepción, señor Sergio González, instó a actualizar la ley Nº 19.418, con el propósito de abrir nuevos espacios de participación a la comunidad. El proyecto en debate se inscribe en esa línea, porque permitirá a los jóvenes integrarse en plenitud a las juntas de vecinos. Además, es importante que ellos se involucren desde temprana edad en los asuntos que incumben a la sociedad. Al contar con la presencia de jóvenes en las juntas de vecinos, será más factible una acción mancomunada entre éstas y las organizaciones juveniles, lo que hoy no sucede a menudo. Acotó que aspiran a una modificación profunda de la ley Nº 19.418, en el sentido que se permita constituir federaciones provinciales y nacionales de juntas de vecinos. También hay que reformar el tópico de los fondos vecinales, que hoy son manejados discrecionalmente por el alcalde de turno.

B)
VOTACIÓN.


En General 


La Comisión compartió los fundamentos de la iniciativa en informe contenidos en la moción, aprobando por siete votos a favor y dos abstenciones la idea de legislar sobre la materia. 


En Particular


Durante la discusión pormenorizada del artículo único del proyecto, la Comisión adoptó los siguientes acuerdos: 

Artículo Único


Éste incorpora tres enmiendas a la ley Nº 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias: 

Nº 1


Este numeral modifica el artículo 2º letra c) de la ley en referencia, que establece la edad mínima de 18 años para incorporarse a una junta de vecinos.


La enmienda, que reduce a 15 años el requisito en comento, fue objeto de una indicación de la señora Caraball (doña Eliana) y de los señores Ascencio, Navarro y Quintana, aprobada por siete votos a favor, uno en contra y una abstención, que sustituye el guarismo “15” por “14”. 


Por amplio margen la Comisión compartió la idea de permitir la participación de los menores de 18 y mayores de 14 años en las juntas de vecinos, estimando que con esa medida se amplía considerablemente la base de estas organizaciones territoriales. Además, con ello se incentiva a los jóvenes a desarrollar hábitos cívicos desde temprana edad.

Nº 2


Éste introduce una modificación al artículo 20 letra a) de la ley, precepto según el cual para postular como candidato al directorio de una organización comunitaria se requiere tener 18 años de edad, salvo tratándose de directorios de organizaciones juveniles, en que no rige dicho requisito.


La enmienda, que se traduce en rebajar a 15 años de edad el requisito de marras, recibió una indicación de la señora Caraball (doña Eliana) y de los señores Ascencio y Navarro, aprobada por 9 votos a favor y uno en contra, que elimina dicho numeral del proyecto. 


Esta supresión obedeció a que, en el sentir casi unánime de la Comisión es aconsejable que las personas que asuman un cargo directivo en una junta de vecinos cuenten con plena responsabilidad civil, es decir, sean mayores de 18 años, para poder ejercer los actos de administración inherentes al cargo (por ejemplo, celebrar contratos con terceros), sin necesidad de recabar formalidades habilitantes para actuar en la vida jurídica. En este sentido, la Comisión estimó que el sólo hecho de permitir que un menor de edad ejerza como director de una junta de vecinos no le otorga la referida capacidad civil, permaneciendo, por ende, como una persona relativamente incapaz. 

Nº 3 (actual Nº 2)


Este numeral introduce una reforma al artículo 39 de la ley precitada que señala, en armonía con el artículo 2º letra c), que para ser miembro de una junta de vecinos se requerirá tener, a lo menos, 18 años de edad y residencia en la unidad vecinal respectiva.


La modificación, que al igual que en el numeral Nº1 rebaja de 18 a 15 años de edad el requisito para poder integrar una junta de vecinos, fue objeto de una indicación de los señores Longton y Navarro, aprobada por siete votos a favor y dos abstenciones, que sustituye el guarismo “15” por “14”. 

IV. NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


No hay disposiciones que revistan uno u otro carácter. 

V. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


En ejercicio de la atribución que le confiere el artículo 287 N°4 del reglamento, el señor Presidente de la Comisión determinó que el proyecto no requiere cumplir este trámite.

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.


No hay disposiciones en la situación consignada. 

VII. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

No se presentaron indicaciones que hubieren sido así declaradas. 

-o-


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las otras consideraciones que dará a conocer el señor Diputado Informante, la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.418: 

1)
En su artículo 2º letra c, reemplázase el guarismo “18” por “14”.

2)
En su artículo 39, reemplázase el vocablo “dieciocho” por “catorce.”.


Se designó diputado informante al señor Navarro, don Alejandro. 


Sala de la Comisión, a 5 de agosto de 2004.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 6, 13 y 20 de julio; 3 de agosto de 2004, con la asistencia de los señores Navarro, don 
Alejandro (Presidente); Ascencio, don Gabriel; Becker, don Germán; Caraball, doña Eliana; Egaña, don Andrés; Longton, don Arturo; Montes, don Carlos; Paredes, don Iván; Pérez, don Víctor; Quintana, don Jaime; Silva, don Exequiel; Valenzuela, don Esteban; y Varela, don Mario. 


(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión”.

10. Informe de la Comisión de Defensa Nacional sobre el proyecto de ley que modifica el Código Penal en materia de uso y porte de armas. (boletín Nº 3389-07-3)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Defensa Nacional, en cumplimiento de un acuerdo adoptado por los Comités Parlamentarios, pasa a informar acerca del proyecto de ley singularizado en el epígrafe, iniciado en un mensaje, en tercer trámite constitucional.


Se hace presente que esta iniciativa legal no fue conocida por esta Comisión en el primer trámite constitucional, debido a que fue radicada en la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana, la que evacuó los informes correspondientes al primer y segundo trámite reglamentario.


En cumplimiento del artículo 119 del Reglamento de la Corporación, esta Comisión debe pronunciarse sobre el alcance de las modificaciones introducidas por el honorable Senado y, si lo estimare conveniente, recomendar la aprobación o el rechazo de las enmiendas propuestas.

I. MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR EL HONORABLE SENADO.


El proyecto aprobado por la honorable Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, consta de dos artículos. El artículo 1º, que se compone de tres numerales, propone modificar el Código Penal en los siguientes aspectos:


-Por medio del número 1, se agrega, en el artículo 12, el número 20, nuevo, con el propósito de incorporar una nueva circunstancia agravante de la responsabilidad penal, consistente en el porte de armas de fuego o de aquéllas referidas en el artículo 132
 del mencionado cuerpo legal, durante la ejecución del delito.


-A través del número 2, se agrega el artículo 288 bis, nuevo, que sanciona como simple delito el porte de armas cortantes o punzantes en vías o espacios públicos, en espectáculos públicos o en recintos de expendio de bebidas alcohólicas, cuando no se pudiere justificar razonablemente esta conducta.


-En virtud del número 3, se reemplaza el inciso segundo del artículo 450
, con objeto de incorporar una agravante especial, que aumenta en un grado la pena aplicable a los delitos de robo o hurto, cuando los culpables hagan uso de armas o sean portadores de ellas.


Por su parte, el artículo 2° propone derogar el artículo 10 de la ley N° 12.927, sobre Seguridad Interior del Estado, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo Nº 890, de 1975, del Ministerio del Interior
. Dicha norma prohíbe el uso de armas cortantes, punzantes y contundentes a todas las personas que no pertenezcan a las Fuerzas Armadas, a Carabineros, a la Policía de Investigaciones de Chile, a Gendarmería o a los demás organismos estatales autorizados por la ley, a la vez que sanciona la infracción de esta prohibición. Esta supresión se justifica debido a que en este proyecto se incorporan nuevas disposiciones sobre uso y control de armas blancas. 


En el estudio de esta iniciativa legal, esta Comisión tuvo ocasión de comprobar que se han mantenido en lo sustancial las ideas matrices que la inspiraron y que se orientan, en lo fundamental, a modificar el Código Penal, con objeto de incorporar una agravante que permita sancionar con mayor pena los distintos delitos que se cometan mediante el porte o el uso de armas, y de establecer un nuevo tipo penal relativo al porte de armas cortantes o punzantes en recintos públicos.


En efecto, el honorable Senado mantuvo, sin modificaciones, las propuestas relativas al número 1 del artículo 1° y al artículo 2°.


En lo que dice relación con el número 2 del artículo 1°, el honorable Senado propuso reemplazar la figura delictiva contenida en el artículo 288 bis, nuevo, con objeto de efectuar las siguientes modificaciones, que fueron compartidas por esta Comisión:


-Se acota la aplicación del tipo penal al que portare armas cortantes o punzantes en recintos de expendio de bebidas alcohólicas que deban consumirse en el mismo local, por una parte, y al que lo hiciere en espectáculos públicos, en establecimientos de enseñanza o en vías o espacios públicos en áreas urbanas, por otra, cuando no pudiere justificar razonablemente su porte.


-Se establece una pena alternativa a la privativa de libertad, consistente en una multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.

 
Por otra parte, el honorable Senado propuso suprimir el número 3 del artículo 1º.


Como se ha dicho, la honorable Cámara fue partidaria de reemplazar el inciso segundo del artículo 450 del Código Penal, con la finalidad de establecer una agravante especial en los delitos de robo y hurto, que permita aumentar la pena correspondiente en un grado, cuando los culpables hagan uso de armas o sean portadoras de ellas, debido a que el precepto actual carece de aplicación práctica en razón de las altas penas que contempla
.


No obstante, el honorable Senado estimó inoportuna dicha propuesta, por considerar que se traduce, en los hechos, en una disminución de las penas aplicables a los delitos contra la propiedad antes mencionados.


En el debate habido en la Comisión se mantuvo el criterio aprobado en el primer trámite constitucional, motivo por el cual se estimó necesario que la Sala efectúe un nuevo análisis de los antecedentes que motivaron la modificación del mencionado precepto.

II. PROPOSICIONES DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL


En mérito de lo precedentemente expuesto, esta Comisión de Defensa Nacional acordó, por asentimiento unánime, recomendar a la Sala la aprobación de la modificación introducida por el honorable Senado en el número 2 del artículo 1º. 


Del mismo modo, acordó recomendar el rechazo de la supresión del numeral 3 del mismo artículo, propuesta por el honorable Senado, e insistir en el texto aprobado por la honorable Cámara en el primer trámite constitucional, que reemplaza el inciso segundo del artículo 450 del Código Penal, en razón de que se estima más conveniente optar por el establecimiento de una agravante específica para los delitos de robo y hurto, con objeto de que las penas correspondientes a estos ilícitos puedan aplicarse sin dificultades, en consonancia con lo obrado en el número 1 del artículo 1°.

-o-


Se designó diputado informante al señor Burgos, don Jorge.


Sala de la Comisión, a 3 agosto de 2004.


Tratado y acordado, según consta en el acta correspondiente a la sesión de esta fecha, con la asistencia de los diputados señores Ulloa, don Jorge, (Presidente); Álvarez, don Rodrigo; Bauer, don Eugenio; Burgos, don Jorge; Cardemil, don Alberto; Ibáñez, doña Carmen; 
Norambuena, don Iván; Pérez, don José, y Tarud, don Jorge. 


(Fdo): ELENA MELÉNDEZ URENDA, Abogado Secretaria de la Comisión”.

11. Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación recaído en las observaciones de s.e. el presidente de la república al proyecto de ley, que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales. (boletín 
Nº 2853-04-0)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación pasa a informar sobre las observaciones de S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley individualizado en el epígrafe, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia con carácter de “suma”, con fecha 2 de agosto de 2004.

ANTECEDENTES

1.
Envío a la Comisión.


La decisión de enviar las observaciones en informe a esta Comisión fue adoptada por la Corporación en su sesión 17ª ordinaria, del 20 de julio de 2004, en el momento de darse cuenta del respectivo veto, por oficio Nº 95-351, del 14 de julio de 2004.

2.
Contenido reglamentario de este informe.


Acorde con lo preceptuado en el inciso final del artículo 119 del Reglamento de la Corporación, corresponde que la Comisión indique a la Sala el alcance de cada una de las observaciones formuladas y proponga su aceptación o rechazo.


En primer término, cabe consignar que según lo expresó el señor Ministro de Educación, don Sergio Bitar y el jefe del departamento Jurídico de dicha Secretaría de Estado todas las materias del veto en debate son exactamente las mismas normas votadas y acordadas en la Comisión Mixta que conoció este proyecto.


En síntesis, ellas se refieren al establecimiento del requisito de la acreditación para los concursos de directores; a normas que son indispensables para el funcionamiento de la concursabilidad permanente, al registro de asistencia anual e histórico de docentes y al registro de constitución de los Consejos Escolares, entre otras materias.

3.
Quórum especial de votación.


Las observaciones que inciden en los numerales 7 y 11 del artículo 5° del proyecto, que fueron materia de controversia en la Comisión Mixta, fueron calificadas en dicha Comisión como normas de carácter Orgánico Constitucional, ello, debido a que esos preceptos incidirían, según se expresa en el informe de la referida Comisión Mixta en las funciones y atribuciones de la Municipalidades y Concejos Municipales, al tenor de lo dispuesto en los artículo 107 y 108 de la Carta Fundamental, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

En consecuencia, por tratarse de disposiciones que el veto repone, porque no alcanzaron el quórum respectivo, requerirán para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio.

4.
Alcance de las observaciones y resumen de los acuerdos adoptados por la Comisión.


La observaciones del Ejecutivo a este proyecto inciden en los artículos, numerales o letras que en cada caso se indicarán .

AL ARTÍCULO 5º

Numeral 4

1)
Para modificar el numeral 4) que modifica el artículo 24, de la siguiente manera:

a)
En su encabezado, reemplázase la expresión “el siguiente inciso final, nuevo”, por “los siguientes incisos finales, nuevos”.

b)
Agréganse los siguientes incisos:


“En el caso de los directores de establecimientos educacionales, estos deberán, además, encontrarse debidamente acreditados.


La acreditación es un proceso de evaluación del cumplimiento de los estándares nacionales de directores, fijados por decreto del Ministerio de Educación, que definen los conocimientos, habilidades y competencias requeridos para ser director de un establecimiento educacional.”.


El artículo 5° del proyecto observado, introduce diversas modificaciones al DFL N° 1 de 1997, del Misterio de Educación, denominado, Estatuto Docente.


El veto consiste en agregar dos incisos en el artículo 24 del referido DFL N° 1, y tiene por objeto incorporar la acreditación como exigencia de la postulación para los cargos de directores de establecimientos educacionales, y determinar lo que para esos efectos se entiende por acreditación. Se repone la idea de que haya un sistema de acreditación. Esto significa que todos aquellos profesores que quieran ser directores, deberán acreditar sus capacidades, conocimientos y liderazgo psicológico, a través de un procedimiento que al efecto se reglamentará, respecto de lo cual hay bastantes experiencias internacionales que pueden servir como modelo.


Más adelante, existe una norma transitoria que establece que la acreditación será exigible a partir del año 2007, fecha que fue convenida en la Comisión Mixta. Asimismo, en otro artículo, en el veto número 6, se establece un artículo 11, norma en la que se regulan los rasgos principales que debe tener el proceso de acreditación, materia que será regulada a través de un decreto con fuerza de ley.


Esta observación fue aprobada por mayoría de votos (cinco a favor y tres en contra), por lo que la Comisión recomienda la aprobación de la enmienda propuesta.

ARTÍCULO 5º

Numeral 7

2)
Para modificar el numeral 7) que sustituye el artículo 32 de la siguiente manera:

a)
Reemplázanse los incisos primero y segundo por el siguiente inciso primero, nuevo:


“Las vacantes de directores serán provistas mediante concurso público de antecedentes y oposición. Estos concursos se desarrollarán en dos etapas:

a)
En la primera etapa, la Comisión Calificadora preseleccionará una quina de postulantes, de acuerdo con sus antecedentes; y

b)
En la segunda etapa, los postulantes preseleccionados deberán presentar una propuesta de trabajo para el establecimiento, sin perjuicio de rendir otras pruebas, las que serán establecidas a través del llamado a concurso para el cargo, que la Comisión Calificadora considere necesarias para evaluar las competencias y la idoneidad del postulante.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En aquellas comunas que tengan menos de diez mil habitantes, el número de postulantes preseleccionados podrá ser inferior a cinco, con un mínimo de dos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.”.


Esta observación determina que los concursos se desarrollarán en dos etapas, y a diferencia de lo que establecía el proyecto, retomando lo aprobado por la Comisión Mixta, se indica en qué consisten la primera y segunda etapas, como está señalado en el texto del veto, haciendo excepción para las comunas que tengan menos de diez mil habitantes.


La Comisión aprobó por unanimidad esta observación y recomienda la aprobación de la enmienda propuesta.

ARTÍCULO 5ª

Numeral 11, nuevo

3)
Para intercalar un numeral 11) nuevo, ajustándose la numeración correlativa:


“11) Agrégase, a continuación del artículo 69, el siguiente artículo 69 bis, nuevo:


“Artículo 69 bis.- A partir del año 2005 los sostenedores mantendrán un Registro de Asistencia anual e histórico de docentes y directivos, de acuerdo con un reglamento que dictará el Ministerio de Educación.”


La disposición observada por el Ejecutivo prescribe que los sostenedores deberán mantener a partir del año 2005 un registro de asistencia anual e histórico de docentes y directivos, de conformidad con un reglamento que dictará el Ministerio de Educación. Esta norma aprobada en el primer trámite constitucional fue suprimida por la Cámara revisora.


La Comisión Mixta, con el voto unánime de sus miembros acordó acoger la proposición de la Cámara de origen.


La aprobación del acuerdo de la Comisión Mixta aunque tuvo mayoría de votos, no alcanzó el quórum constitucional y quedó fuera el proyecto, por lo cual es repuesta por el Ejecutivo mediante el presente veto.


La Comisión aprobó por unanimidad esta observación y recomienda su aprobación a la honorable Cámara.

ARTÍCULO 5º

Numeral 13

4)
Para modificar el numeral 13), que pasa a ser 14), de la siguiente manera:

a)
Reemplázase en su encabezado, la conjunción “y” que está después de la voz “37” por una coma (,) agregando la expresión “y 39” después del factor “38”.

b)
Agrégase en el artículo 38 transitorio, el siguiente inciso segundo, nuevo:


 “Sin embargo, aquellos directores a quienes les falte para cumplir la edad de jubilación el tiempo equivalente a la duración de un período como director, o un plazo menor, tendrán derecho a mantener su designación o contrato en la dotación docente con la misma remuneración, hasta cumplir la edad de jubilación. En todo caso, se entenderá que cesarán como directores por el solo ministerio de la ley, al momento de verificarse los concursos a que se refiere el inciso anterior, según corresponda.”.

c)
Agrégase el siguiente artículo 39 transitorio, nuevo:


“Artículo 39.- La acreditación para concursar y desempeñarse como director de establecimiento educacional, será obligatoria a contar del año 2007.


Mientras no se implemente el proceso de acreditación, será requisito para ejercer el cargo de director contar con el perfeccionamiento pertinente.”.


Esta observación que modifica el numeral 13, como puede apreciarse, fue objeto de tres observaciones del Ejecutivo.


La primera, indicada en la letra a), relativa al reemplazo de su encabezado, fue aprobada por la Comisión por mayoría de votos (cinco votos favor y dos abstenciones) y debe adecuarse su redacción a los acuerdos adoptados respecto de las letras b) y c).


La segunda, indicada en la letra b), fue rechazada por haberse incorporado su texto a otro proyecto de ley que modifica el DFL N° 1 de Educación, de 1996, sobre Estatuto Docente (Boletín 3623-04) que se refiere a la concursabilidad para los cargos de directores y jefes de departamento de administración de la educación municipal.


Como consecuencia de lo dicho la Comisión acordó rechazar, por unanimidad el veto contenido en la letra b) y recomendar, asimismo, a la honorable Cámara, su rechazo.


La tercera observación, consiste en agregar un artículo 39 transitorio, nuevo, que exige contar con el perfeccionamiento pertinente a quienes concursen a contar de la fecha de esta ley y hasta el año 2007, mientras se implementa el proceso de acreditación.


Esta norma estaba concebida en los mismos términos en el informe de la Comisión Mixta.


La observación fue aprobada por mayoría de votos, (cinco votos a favor, dos en contra y dos abstenciones) y la Comisión recomienda su aprobación a la honorable Cámara.

ARTÍCULO 9° NUEVO

5)
Para intercalar el siguiente artículo 9° nuevo, pasando el actual a ser 10.-, corrigiéndose la numeración correlativa según corresponda:


“Artículo 9°.- El sostenedor hará llegar al Departamento Provincial del Ministerio de Educación una copia del acta constitutiva del Consejo Escolar la que deberá indicar:

a)
Identificación del establecimiento, fecha y lugar de constitución.

b)
Integración del Consejo Escolar.

c)
Funciones informativas, consultivas y otras que hayan quedado establecidas.

d)
Su organización, atribuciones, funcionamiento y periodicidad.”.


La observación tiene por objeto obligar al sostenedor a entregar una copia del acta constitutiva del Consejo Escolar, que debe contener los datos que se señalan en las letras a), b) , c y d) transcritas.


Esta norma fue aprobada en la Comisión Mixta por la mayoría de sus miembros.


La Comisión aprobó esta observación por mayoría de votos (siete votos a favor y dos en contra) y recomienda a la honorable Cámara prestarle su aprobación.

ARTÍCULO 11 NUEVO

6)
Para intercalar el siguiente artículo 11, nuevo, pasando el actual artículo 11, a ser artículo 12:


“Artículo 11.- Facúltase al Presidente de la República para dictar, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, un decreto con fuerza de ley expedido a través del Ministerio de Educación, el que llevará también la firma del Ministro de Hacienda, que contenga las normas necesarias que regulen el proceso de acreditación de directores, a que se refiere los numerales 4) y 13) del artículo 5° de esta ley.


En virtud de dicha autorización, el Presidente de la República normará:

a)
La forma en que el Ministerio de Educación estructurará, organizará y operará el proceso de acreditación de directores y la manera en que podrán participar instituciones de educación superior autónomas en las distintas etapas de ese proceso.

b)
Los elementos que permitan una adecuada estructura y funcionamiento del proceso de acreditación de directores.

c)
La facultad para que el Ministerio de Educación pueda licitar, a lo menos, entre las entidades de educación superior mencionadas en la letra a) precedente, el proceso de acreditación, conforme la demanda de postulantes y las necesidades de personal directivo de los establecimientos educacionales.

d)
Los mecanismos y procedimientos de evaluación para certificar programas de formación de directores de establecimientos educacionales que cumplan con los estándares nacionales y su seguimiento y permanente evaluación por parte del Ministerio de Educación.

e)
Los requisitos que deberán contener las bases de la convocatoria a instituciones de educación superior para la certificación de programas de formación para la acreditación de directores de establecimientos educacionales.

f)
La estructura básica de los programas de formación y los requisitos para acreditar los conocimientos, habilidades y competencias establecidos en los estándares nacionales de directores, el período de validez de la certificación de los programas y los requisitos para mantener esta certificación.

g)
Los derechos y obligaciones de los docentes acreditados como directores de establecimientos educacionales, los requisitos para mantener dicha calidad y el período de validez de ésta.”.


La observación tiene por objeto intercalar en la ley 19.410, un artículo 11, nuevo, que faculta a S.E. el Presidente de la República para dictar un decreto con fuerza de ley que regule el proceso de acreditación de directores, cuyo contenido y alcances de acuerdo con lo prescrito en el inciso cuarto el artículo 61 de la Carta Fundamental se señalan en las letras a), b), c), d), e), f) y g) transcritas precedentemente.


Esta observación fue objeto de un cuestionamiento constitucional por parte de un integrante de la Comisión en el sentido de que la normativa contenida en su texto debería establecerse mediante ley y no por la vía del decreto con fuerza de ley, por referirse a garantías constitucionales, que afectarían el derecho de libertad de contratación y de igualdad de admisión a las funciones y empleos públicos. 


Esta observación fue aprobada por mayoría de votos (cinco votos a favor, dos en contra y dos abstenciones) y se recomienda su aprobación por la honorable Cámara.

5.
Personas invitadas.


Durante el estudio del proyecto, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del Ministro de Educación, don Sergio Bitar, del Jefe del Departamento Jurídico, señor Rodrigo González, del Jefe de Educación General, señor Pedro Montt y del asesor señor Hugo 
Montaldo, todos del Ministerio de Educación.

6.
Resumen de los acuerdos adoptados por la Comisión.*


Con el mérito de lo expuesto y de lo que pueda agregar el señor diputado informante, la Comisión acordó recomendar a la honorable Cámara que preste su aprobación a las observaciones formuladas por S.E. el Presidente de la República, con excepción de la letra b) de la observación número 4 que recomienda rechazar.

-o-


Se designó diputado informante el señor Rodrigo González Torres.


Sala de la Comisión, a 4 de agosto de 2004.

*Para una mejor comprensión del alcance de las observaciones del Ejecutivo a este proyecto, se adjunta a este informe el texto comparado de las disposiciones que han sido objeto de veto.


Tratado y acordado en sesión de fecha 4 de agosto de 2004, con la asistencia del diputado señor Carlos; Olivares Zepeda, (Presidente de la Comisión); de las diputadas señoras Marcela 
Cubillos Sigall; María Eugenia Mella Gajardo; María Antonieta Saa Díaz y Carolina Tohá 
Morales, y de los diputados señores Germán Becker Alvear; Guillermo Ceroni Fuentes; Rodrigo González Torres; José Antonio Kast Rist; Rosauro Martínez Labbé y Carlos Montes Cisternas.


(Fdo.): JOSÉ VICENCIO FRÍAS, Abogado Secretario de la Comisión”.

12. Informe de la Comisión Especial destinada a estudiar el cumplimiento y resultado de las distintas medidas legales y/o administrativas que se aplican a favor de las zonas extremas del país acerca del proyecto de acuerdo N° 142, que le encomendó estudiar la situación que afecta al mercado aéreo en el país.

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión Especial pasa a informaros acerca del estudio que le fue encomendado en virtud del proyecto de acuerdo Nº 142. aprobado por la Corporación en sesión 29ª, de la 348ª legislatura extraordinaria, celebrada el día 4 de diciembre de 2002.

I. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN.


La honorable Cámara de Diputados, en sesión 29ª, de la 348ª legislatura extraordinaria, celebrada el 4 de diciembre de 2002, aprobó el proyecto de acuerdo N° 142, patrocinado por los diputados señores Muñoz, don Pedro; Encina y Álvarez, con la adhesión de los diputados señores Villouta y Pérez, don Ramón, para encomendar a la Comisión1 estudiar la situación que afecta al mercado aéreo en el país, particularmente en los casos en que existe sólo un operador para algunas rutas; analizar las medidas administrativas adoptadas por los órganos reguladores en los últimos años y advertir las deficiencias que presenta la legislación para cautelar suficientemente los derechos de los usuarios.


Tal encargo se fundamentó en el hecho de que las comunicaciones y el transporte representan un área de suma importancia para el progreso del país, impulsando su integración y su desarrollo armónico.


Asimismo, se tuvo en consideración que nuestra extensa geografía otorga singular significación al tráfico aéreo, convirtiéndolo en una privilegiada alternativa, atendida la lejanía y dificultades de acceso de las regiones extremas.


El desenvolvimiento de una economía moderna requiere de transparencia en los mercados, evitando la existencia de prácticas atentatorias contra la libre competencia que restrinjan las posibilidades de los usuarios. Sin embargo, el mercado aéreo del país ha visto limitada gravemente su competencia en los últimos meses.


Así, a comienzos del año 2001, se produjo el cese de las operaciones de Avant Airlines, que denunció las prácticas predatorias de AeroContinente, al reducir ésta sus tarifas a precios cercanos a la mitad de su valor normal.


Posteriormente, diversos acontecimientos de orden judicial afectaron a AeroContinente, consolidando la posición privilegiada de Lan Chile en el mercado y transformándola, por largos meses, en un monopolio absoluto, que continúa en ciertas rutas.


Ello es particularmente grave en zonas como Magallanes y Aisén, cuya lejanía impide la existencia de medios alternativos, ocasionando así un monopolio no solo en el sector aéreo, sino también en el campo del transporte en general.


La reciente aparición de nuevos operadores, como Sky Airlines, pese a los auspiciosos resultados preliminares, no ha logrado revertir esa situación y es improbable que lo haga en el mediano plazo, debido a la mínima cobertura de que dispone.


En tales condiciones, resulta imprescindible analizar la situación de dicho mercado, su legislación y el rol de los órganos públicos reguladores de la libre competencia en la materia.

II. TRABAJO DE LA COMISIÓN.

1.
Sesiones realizadas.


En cumplimiento de la labor que le fue encomendada por la Honorable Cámara, la Comisión celebró un total de nueve sesiones durante el período comprendido entre el 4 de junio de 2003 y el 7 de julio de 2004.


Contó, asimismo, con la participación de representantes de las siguientes instituciones y organizaciones:

a.
El señor Pedro Mattar Porcile, Fiscal Nacional Económico.

b.
Los señores Bernardo Domínguez Philippi, Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, y Guillermo Novoa Alcalde, Abogado Jefe del Departamento Legal.

c.
La señora Raquel Galarza Ossa, Gerente de Análisis Comercial de Lan Chile.

d.
Los señores Jürgen Paulmann, Gerente General de Sky Airlines y Juan Manuel Rebolledo, Director Fiscal.

e.
Los señores Andrés Pivcevic, Gerente General de Aerovías D.A.P., Andrea Pivcevic, abogado, y Ariel Leporata, asesor.

f.
El señor Claudio Alvaradejo, Presidente de la Anef Magallanes e integrante del Frente de Defensa de Magallanes

g.
La señora María de la Luz Domper, Investigadora del Programa Económico del Instituto Libertad y Desarrollo, y don Gonzalo Candia, abogado.

h.
El señor Carlos Reyes Ruiz, Director Regional de la Asociación Chilena de Empresas de Turismo A.G -Achet-.

2.
Antecedentes recibidos.


Vuestra Comisión, en cumplimiento de diversos acuerdos adoptados en relación con los hechos materia de esta investigación, dispuso de los siguientes antecedentes:

a.
Minuta de la presentación del Fiscal Nacional Económico, señor Pedro Mattar Porcile, en relación con las características del mercado aéreo nacional y la actividad de los organismos de defensa de la libre competencia.

b.
Presentación, en power point, de la Junta de Aeronáutica Civil, a cargo de los señores Bernardo Domínguez Philippi, Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, y Guillermo Novoa Alcalde, Abogado y Jefe del Departamento Legal.

c.
Presentación, en power point, a cargo de la señora Raquel Galarza Ossa, Gerente de Análisis Comercial de Lan Chile S.A.

d.
Exposición del Gerente General de Aerovías DAP, señor Andrés Pivcevic Rajcevic.

e.
Exposición de la señora María de la Luz Domper, del Instituto Libertad y Desarrollo.
f.
Resumen Ejecutivo del XXVI Congreso Nacional de Agentes de Viajes, “Nuestros Clientes: Sus Derechos y Libertades”, del abogado Tomás Menchaca.

III. MARCO REGULATIVO.

1.
Legislación sobre el mercado aéreo nacional y requisitos para la operación de naves en rutas nacionales2.

A.
Normativa aplicable.


El mercado aéreo nacional se encuentra gobernado por el principio de la libertad en materia económica, reconocido en nuestro ordenamiento constitucional. En efecto, existe libertad para ingresar al mercado de las rutas nacionales, no se pueden fijar tarifas y pesa sobre la autoridad la obligación de intervenir en la menor medida posible. No ocurre lo mismo respecto de las rutas internacionales, en donde los interesados deben obtener un derecho de tráfico o concesión.


La principal norma legal que regula al mercado aeronáutico nacional es el Código Aeronáutico, cuyo texto original fue aprobado por la ley N° 18.916, publicada el 19 de enero de 1990. El Código ha sido modificado por las leyes N° 19.047, de 1991, y N° 19.366, de 19953.


Otras normas, sobre esta misma materia, son:


-La ley de Aviación Comercial, decreto ley N° 2564, de 1979;


-El Convenio de Chicago, sobre Aviación Civil Internacional, de 1944, promulgado por el decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 509 bis, de 6 de diciembre de 1957;


-El Convenio de Ginebra, relativo al Reconocimiento Internacional de Derechos sobre Aeronaves, de 1948, promulgado por el decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 289, de 1961;


-El decreto con fuerza de ley N° 241, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que fusiona y reorganiza diversos servicios relacionados con la Aviación Civil, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Nacional;


-La ley N° 16.752, que fija la organización y funciones y establece las disposiciones generales sobre la Dirección General de Aeronáutica Civil.

B.
Políticas del Mercado Aéreo Nacional.

De acuerdo con la Junta de Aeronáutica Civil4, la política aerocomercial de Chile está contenida en la ley de Aviación Comercial (decreto ley N° 2564, de 1979). Los objetivos de esta política son contar con servicios aéreos de la mejor calidad, eficiencia y al menor costo5.


Son tres los objetivos por alcanzar:


-Libre ingreso a los mercados. La ley otorga directamente los permisos aerocomerciales. Tanto las empresas nacionales como las extranjeras pueden operar libremente en el país, siempre que cumplan los requisitos técnicos denominados Autorización Técnica Operativa de la Dirección General de Aeronáutica Civil6 y de seguros (seguros a pasajeros y a terceros en la superficie). Excepcionalmente, la Junta de Aeronáutica Civil puede restringir las exigencias a empresas extranjeras.


-Libertad de precios. Permite a las empresas aéreas establecer libremente las tarifas que aplicarán, debiendo solamente registrarlas ante la Junta. La autoridad carece de atribuciones para fijar y objetar precios.


-Mínima intervención de la autoridad. La ley no otorga a la Junta facultades amplias para intervenir en los mercados, sino puntuales y específicas, como controlar los seguros.

C.
Regulación del Mercado Aéreo Nacional.


Según el Código Aeronáutico, las aeronaves, sean nacionales o extranjeras, que se encuentren en el territorio nacional o en el espacio aéreo chileno, están sometidas a las leyes y la jurisdicción de los tribunales y autoridades chilenos.


De acuerdo con el artículo 95 del Código de Aeronáutica, los servicios aerocomerciales son todos los que tienen por objeto prestar servicios de transporte aéreo y de trabajos aéreos, con fines de lucro. El servicio de transporte aéreo es toda actividad destinada a trasladar, en aeronaves, a pasajeros o cosas de un lugar a otro. Los servicios de trabajos aéreos consisten en la explotación de cualquier otra actividad comercial por medio de aeronaves. Los servicios de transporte aéreo pueden ser “regulares” o “no regulares”. Los primeros son aquellos que se realizan de manera sistemática, en conformidad con condiciones prefijadas, tales como itinerarios y horarios. Los demás son “no regulares”.


El artículo 76 del Código Aeronáutico señala que la circulación de aeronaves chilenas es libre dentro del territorio nacional y de su espacio aéreo, sujeta solamente a las restricciones impuestas conforme a la ley.


El artículo 1° del decreto ley N° 2564 dispone que los “Servicios de transporte aéreo (...) podrán realizarse por empresas nacionales o extranjeras, siempre que cumplan con los requisitos de orden técnico y seguro que establezcan las autoridades nacionales”. Corresponde a la Dirección de Aeronáutica Civil establecer y controlar los requisitos técnicos y a la Junta de Aeronáutica Civil establecer y controlar los seguros.


Corresponde a la Junta de Aeronáutica Civil ejercer la dirección de la aeronáutica nacional7.


No existen normas legales que fijen requisitos de constitución o formación a las empresas aéreas nacionales. Sin embargo, la Junta de Aeronáutica Civil, en su página web8, recogiendo diversas normas del Código Aeronáutico y de la práctica, ha establecido que ellas deben:


-Constituirse como personas jurídicas.


-Tener base de operaciones en el territorio nacional.


-Tener la sede principal de los negocios o la sede real en el país.


-Contar con un porcentaje importante de personal nacional.


-Asumir, en calidad de explotadoras, la dirección técnica de las aeronaves.


-Disponer de una autorización técnica operativa y de seguros de aviación.


-Poseer un capital razonable.


Para poder volar dentro del país, las naves deben estar matriculadas en el Registro Nacional de Aeronaves. Este trámite le concede al aparato la nacionalidad chilena. No puede haber más de una matrícula por aeronave y, de acuerdo con el Convenio de Aviación Civil, de Chicago, ninguna de ellas puede estar válidamente matriculada en más de un Estado. Sin embargo, su matrícula puede transferirse de un Estado a otro.


En el Código, se específica que las aeronaves cuyo dominio se encuentre sujeto a una condición o en espera del pago total del precio, también pueden ser matriculadas.


Las empresas extranjeras que realicen cabotaje o cualquier otro servicio en rutas nacionales, quedan sometidas, en cuanto al término, suspensión, limitación o fijación de tarifas de sus actividades, a la reciprocidad que su país de origen dé a las empresas chilenas. En todo caso, normalmente, la apertura de las rutas nacionales es materia de acuerdo bilateral.


La Junta de Aeronáutica Civil, en dos casos, puede establecer restricciones a las operaciones de las empresas extranjeras:


-Si su país de origen aplica restricciones a las empresas chilenas (reciprocidad bilateral).


-Si operan en una ruta que está restringida por otro país para las empresas chilenas y se estima que dicha restricción afecta significativamente a las empresas chilenas (atribución facultativa y a criterio de la autoridad).


Para poder volar la aeronave, la empresa ha de contar con un certificado de aeronavegabilidad que permita acreditar que se le han efectuado al avión las correspondientes pruebas e inspecciones de vuelo y en tierra.


En cuanto a los seguros exigidos, ellos deben ser contratados con empresas aseguradoras nacionales, siempre que las primas netas y las condiciones no sean superiores a las de las compañías internacionales.

2.
Experiencia extranjera9.


La legislación aérea, tanto en la experiencia extranjera como en nuestro país, regula, entre otras materias, el servicio de transporte aéreo, que dice relación a concesiones y permisos, medidas de seguridad, entidades reguladoras, control y seguridad de los pasajeros.


Por su parte, el fomento del mercado aéreo nacional o internacional tiene que ver con las políticas de regulación o desregulación del mercado, que dependen de si los Estados quieren o no quieren fomentar la competencia, permitiendo la existencia de un mayor número de oferentes del servicio de transporte aéreo en todas sus modalidades, con nuevas rutas aéreas y tarifas más accesibles, con el fin de atender a un grupo más numeroso de usuarios.

A.
México.


La aviación civil, en México, regulada por la Ley de Aviación Civil de 1960, respecto a las concesiones y permisos, establece: los requisitos, las condiciones, los plazos, las causales de cese o caducidad, las tarifas, etc.

1.
Concesiones.


-Requisitos: “Artículo 9. Se requiere de concesión que otorgue la Secretaría para prestar el servicio público de transporte aéreo nacional regular. Tal concesión sólo se otorgará a personas morales mexicanas. Los interesados en la obtención de concesiones deberán acreditar:

l.
La capacidad técnica, financiera, jurídica y administrativa para prestar el servicio en condiciones de calidad, seguridad, oportunidad, permanencia y precio;


ll. La disponibilidad de aeronaves y demás equipo aéreo que cumplan con los requisitos técnicos de seguridad, las condiciones de aeronavegabilidad requeridas y las disposiciones en materia ambiental, y


III. La disponibilidad de hangares, talleres, de la infraestructura necesaria para sus operaciones, así como del personal técnico aeronáutico y administrativo capacitado para el ejercicio de la concesión solicitada.


Los concesionarios a que se refiere este artículo podrán, prestar el servicio de transporte aéreo regular internacional siempre que cuenten con la autorización de las rutas correspondientes por parte de la Secretaría”.


-Plazos: “Artículo 10. Las concesiones se otorgarán hasta por un plazo de treinta años y podrán ser prorrogadas en una o varias ocasiones, siempre que cada una de dichas prórrogas no exceda el plazo a que se refiere este artículo, y el concesionario:

l.
Hubiere cumplido con las obligaciones señaladas en la concesión que se pretenda prorrogar;


ll. Lo solicite a más tardar un año antes de su conclusión;


lll. Hubiere realizado un mejoramiento en la calidad de los servicios prestados durante la vigencia de la concesión, de acuerdo con las verificaciones sistemáticas practicadas conforme a los indicadores de eficiencia y seguridad que se determinen en los reglamentos respectivos y demás disposiciones aplicables, y


IV. Acepte las nuevas condiciones que establezca la Secretaría, con base en esta Ley”.

2.
Permisos.


-Requisitos: “Artículo 11. Los servicios de transporte aéreo sujetos a permiso serán: l. Nacional no regular; ...; IV. Privado comercial. Los permisos se otorgarán: a personas morales mexicanas en el caso de la fracción l;…; y a personas físicas o morales mexicanas o extranjeras en el de la fracción IV. ... Los permisos se otorgarán por plazo indefinido. En el reglamento correspondiente se precisarán los requisitos para la obtención de los permisos a que se refiere esta artículo.

3.
Disposiciones comunes.


Las concesiones y los permisos se otorgarán a las personas que cumplan con los requisitos establecidos en esta Ley y sus reglamentos (artículo 12); al mismo tiempo, se señalan los datos que se deberán incluir en cada permiso o concesión (artículo 13): El nombre y domicilio; el objeto de la concesión o el permiso; en su caso, las rutas o vuelos autorizados; los programas de desarrollo y, en su caso los programas de mantenimiento del servicio; los derechos y obligaciones de los concesionarios o permisionarios, y el período de vigencia.

4.
Término y revocación.


Las concesiones o los permisos terminan por: vencimiento del plazo establecido en la concesión o de la prórroga que, en su caso, se hubiere otorgado; renuncia del titular; revocación; desaparición del objeto de la concesión o el permiso, y liquidación o quiebra del titular (artículo 14). El término de la concesión o del permiso no exime de las obligaciones contraídas por el titular durante su vigencia.


Las concesiones o los permisos se podrán revocar por (artículo 15): no ejercer los derechos conferidos durante un período mayor de ciento ochenta días naturales, contado a partir de la fecha de sus otorgamiento; no mantener vigente los seguros a que se refiere esta Ley; el cambio de nacionalidad del concesionario o permisionario; ceder, hipotecar, gravar, transferir o enajenar las concesiones, los permisos, o los derechos en ellos conferidos, a algún gobierno o Estado extranjero; ceder, hipotecar, gravar, transferir o enajenar las concesiones, los permisos, o los derechos en ellos conferidos, a otros particulares, nacionales o extranjeros sin autorización de la Secretaría.

5.
Tarifas.


Las tarifas serán fijadas libremente y en términos que permitan la prestación de los servicios en condiciones satisfactorias de calidad, competitividad, seguridad y permanencia, y deberán registrarse ante la Secretaría correspondiente.

6.
Competencia.


El artículo 43 de la ley establece que “cuando la Secretaría, por sí o a petición de la parte afectada, considere que no existe competencia efectiva entre los diferentes concesionarios, solicitará la opinión de la Comisión Federal de Competencia para que, en su caso, la Secretaría establezca bases de regulación tarifaria. Dicha regulación se mantendrá sólo mientras subsistan las condiciones que la motivaron. En la regulación, la Secretaría podrá establecer tarifas específicas para la prestación de los servicios, así como mecanismos de ajuste y períodos de vigencia”.

B.
España.


Con una división política administrativa descentralizada, España aplica, por una parte, subvenciones especiales para las distintas regiones de su territorio y, por otra, aplica una regulación general derivada de la normativa nacional, que se refleja en las siguientes disposiciones:

1.
La ley 48/1960, sobre navegación aérea. Esta ley abarca los siguientes aspectos: definiciones, establece las responsabilidades, la organización administrativa, la documentación exigida a bordo, registro de aeronaves, regulación de los aeropuertos, personal aeronáutico, tráfico aéreo, responsabilidades en caso de accidentes, seguros, escuelas de navegación, sanciones, etc.

2.
Orden de 12 de marzo de 1998, por la que se establecen las normas para la concesión y el mantenimiento de licencias de explotación a las compañías aéreas; se establecen las normas reguladoras de la concesión y el mantenimiento de licencias de explotación a las compañías aéreas.

a.
Concesiones.


-Requisitos y condiciones: El Artículo 4°, respecto del otorgamiento de licencias, que se solicitan ante la Dirección General de Aviación Civil del Ministerio de Fomento, establece los siguiente requisitos: 

1.
La Dirección General de Aviación Civil sólo concederá licencias de explotación a empresas: a) Que tengan su principal centro de actividad y su domicilio social en España, y b) Cuya principal actividad sea el transporte aéreo, bien de forma exclusiva, o en combinación con cualquier otra explotación comercial de aeronaves o de reparación y mantenimiento de aeronaves.

2.
Sin perjuicio de los acuerdos y convenios en los que la Unión Europea sea parte contratante, la empresa deberá ser propiedad de Estados miembros, y continuar siéndolo directamente o mediante la propiedad mayoritaria del capital. En todo momento, deberá estar efectivamente controlada por dichos Estados o sus naciones.

3.
Las compañías aéreas cuya licencia de explotación haya sido concedida por la Dirección General de Aviación Civil deberán poder demostrar, en cualquier momento en que ésta lo solicite, que cumple los requisitos de este artículo.


-En materia de condiciones, establece las siguientes:

1.
Las empresas que soliciten una licencia por primera vez deberán acreditar ante la Dirección General de Aviación Civil que:

a.
Pueden hacer frente en cualquier momento a las obligaciones que hayan contraído o puedan contraer, determinadas con arreglo a criterios realistas, durante un período de veinticuatro meses desde el inicio de su explotación.

b.
Pueden hacer frente a sus gastos fijos y de funcionamiento derivados de las actividades incluidas en su plan de operaciones y calculados con arreglo a criterios realistas, durante un período de tres meses desde el inicio de su explotación, sin tener en cuenta los ingresos procedentes de esta última.

2.
Asimismo, para la obtención de una licencia de explotación, estas empresas deberán cumplir las siguientes condiciones:

a)
Contar con una o más aeronaves, registradas e inscritas a su nombre en el Registro de Matrícula de Aeronaves español, mediante título de propiedad, arrendamiento o cualquier otro que faculte su disponibilidad.

b)
Haber concertado seguros que cubran su responsabilidad en los casos de accidente, en particular con respecto a los pasajeros, el equipaje, la carga, el correo y frente a terceros.

c)
Estar en posesión de un certificado de operador aéreo válido, en el que se especifiquen las actividades que cubre la licencia de explotación y conforme con los criterios establecidos en las correspondientes normas comunitarias. En tanto dichas normas no dispongan otra cosa, se considerará título equivalente al certificado de operador aéreo el certificado de declaración de competencia.

d)
Las personas que dirijan de manera continuada y efectiva las operaciones de la empresa deberán poseer la condición de honorabilidad profesional.


Las solicitudes serán analizadas por la Dirección General de Aviación Civil que, teniendo en cuenta la documentación e información aportadas, informará sobre si la empresa reúne los requisitos solicitados.


Las resoluciones de la Dirección General de Aviación Civil sobre licencias de explotación serán notificadas a los solicitantes en el plazo máximo de diez días desde la fecha en que se adopten, y contendrán, en caso de denegación, los motivos en que se fundamenta.


-Plazos. Respecto al período de validez, las licencias de explotación que se concedan por primera vez tendrán una validez de un año desde la fecha de expedición y serán renovadas, a su término, por períodos de cinco años. Para renovar una licencia de explotación las compañías aéreas deberán presentar sus solicitudes ante la Dirección General de Aviación Civil con una antelación de dos meses respecto de la fecha de vencimiento de su licencia, facilitando, en su caso, la información financiera pertinente.

C.
República Dominicana.


En este país, la ley de aplicación general en materia de aviación civil es la Ley N° 505, de Aeronáutica Civil, del 22 de noviembre de 1969. En su capítulo XVI, se refiere a las concesiones como certificados de explotación, respecto a los cuales establece condiciones, plazos, renovación, organismo al cual se solicita el certificado, duración del mismo, entre otros factores.

a.
Requisitos y condiciones:


Art. 142.- Para explotar cualquier servicio aéreo de transporte público o servicio aerocomercial a que se refieren los Artículos 128 y 129, se requiere de un Certificado de Explotación, otorgado por el Poder Ejecutivo a través de la Junta de Aeronáutica Civil, de conformidad con esta Ley y sus reglamentos.


Art. 143.- Los Certificados que el Poder Ejecutivo expida para la explotación de los servicios internacionales de Transporte Aéreo, además de ajustarse a las prescripciones de esta Ley, se otorgarán con sujeción a los Tratados y Convenios de Aviación Civil que hayan sido suscritos y ratificados por el Estado. A falta de Tratados y Convenios, el otorgamiento de dichos Certificados se ajustará al principio de equitativa reciprocidad.


Art. 147.- Toda solicitud de Certificado de Explotación deberá ser hecha a la Junta de Aeronáutica Civil y deberá contener lo siguiente:

a)
Nombre y nacionalidad del solicitante;

b)
Naturaleza del tráfico que desea explotar;

c)
Rutas aéreas que pretende operar;

d)
Aeródromos e instalaciones que pretende utilizar;

e)
Los documentos necesarios para acreditar su idoneidad y su capacidad financiera y técnica.


Art. 148.- Si se tratase de personas jurídicas, el solicitante de un Certificado de Explotación, además de acreditar la constitución legal de la sociedad y su personería, comprobará que ésta reúne los requisitos estatuidos en el Artículo 130 de la presente Ley.


Art. 149.- Además de los requisitos citados en los artículos anteriores, la empresa solicitante deberá depositar como fianza una póliza de seguro, por la suma de quinientos pesos oro (RD$ 500,00) cuando el servicio que se pretende explotar es interno, y de tres mil pesos oro (RD$ 3.000,00) cuando se trate de servicio internacional, la cual será devuelta al iniciar las operaciones.


Art. 151.- Si fuere una empresa extranjera la que solicitare un Certificado de Explotación en un servicio internacional, además de cumplir con los requisitos aplicables de los artículos anteriores, acreditará:

a)
Que cuenta con autorización de su gobierno para realizar el servicio internacional propuesto;

b)
Que su gobierno otorga o está dispuesto a otorgar reciprocidad a las empresas de transporte aéreo dominicanas; y

c)
Que se somete, expresamente, a las disposiciones de esta Ley y a la jurisdicción de las autoridades dominicanas en caso de daños a pasajeros, a la carga y equipaje facturado, y a las personas y bienes de terceros en la superficie.


Art. 152.- Los Certificados de Explotación de servicios regulares de transporte aéreo especificarán:

a)
Los puntos terminales de la ruta, así como los intermedios, si los hubiere, con indicación de aquellos que constituyan paradas comerciales y las que sean, únicamente, escalas técnicas;

b)
La clase de vuelos autorizados;

c)
La frecuencia de vuelos autorizados;

d)
Términos, condiciones y limitaciones que garanticen, debidamente, la seguridad de transporte en los aeropuertos y en las rutas determinadas en el Certificado;

e)
Condiciones y limitaciones que el interés público pueda requerir; y

f)
Mención expresa de que el titular del Certificado se somete a las disposiciones de la presente Ley, relativas a responsabilidad por daños causados a pasajeros, a la carga y equipaje facturados y a las personas y bienes de terceros en la superficie.

b.
Plazos y renovación:


Art. 145.- El término de duración de un Certificado de Explotación se determinará de acuerdo con la importancia económica del servicio, la cuantía de la inversión inicial y las ulteriores que sean necesarias para el desarrollo y mejoramiento del servicio, así como los beneficios que de ella se deriven.


Art. 146.- La Renovación de los Certificados de Explotación será concedida por el Poder Ejecutivo y bajo recomendación de la Junta Aeronáutica Civil, cuando la empresa haya satisfecho -plenamente- las obligaciones establecidas en el Certificado de Explotación original y las condiciones existentes aconsejen el mantenimiento del servicio otorgado, en beneficio del desarrollo de la aviación civil en el país.


Párrafo.- Las renovaciones de Certificados de Explotación deberán ser solicitadas, por escrito, por la parte interesada, a la Junta de Aeronáutica Civil, con no menos de 60 días de anticipación a la fecha de su vencimiento.


Art. 153.- En todo Certificado de Explotación deberá fijarse a la empresa un término de seis (6) meses a partir de la fecha de expedición, para que inicie las operaciones. Este plazo podrá ser prorrogado hasta por sesenta (60) días más por la Junta de Aeronáutica Civil, cuando a juicio de la misma se justificare, y previa solicitud de la parte interesada. De no iniciarse los servicios dentro del plazo señalado, el Certificado se considerará sin efecto alguno y la empresa perderá la fianza depositada, cuyo monto irá a engrosar los fondos para el fomento y desarrollo de la Aeronáutica Civil del país.


Art. 154.- No obstante las frecuencias autorizadas en el Certificado de Explotación, una empresa podrá, con previo permiso de la Junta de Aeronáutica Civil, hacer vuelos adicionales de carácter eventual entre dos puntos autorizados por dicho Certificado.


Art. 155.- Ningún Certificado conferirá propiedad o derecho exclusivo en el uso de algún espacio aéreo, rutas, aeropuertos, facilidades o servicios de navegación.


Art. 156.- Las empresas de transporte aéreo están obligadas a suministrar los servicios que autorizan sus certificados de explotación en forma segura, adecuada y eficaz.


Art. 157.- Las aeronaves civiles de las empresas de Transporte Aéreo no podrán utilizarse, sin la autorización previa de la Dirección General de Aeronáutica Civil, para otra finalidad que no sea aquella para la cual se les ha expedido el Certificado de Explotación correspondiente.


Art. 158.- Será causa de revocación inmediata de un Certificado de Explotación el que una empresa de transporte aéreo dé ventajas o preferencias injustas a alguna persona, entidad, localidad o aeropuerto, o someta a los mismos a tratos discriminatorios, parciales o injustos.


Art. 159.- No se otorgarán Certificados de Explotación para servicios de Transporte Aéreo en los siguientes casos:

a)
Si el solicitante no comprueba su capacidad técnica y financiera para prestar el servicio de que se trate, según juicio de la Dirección General de Aeronáutica Civil y la Junta de Aeronáutica Civil, respectivamente;

b)
Si las necesidades del tráfico aéreo entre puntos determinados estuvieren, a juicio de la Junta de Aeronáutica Civil, ya satisfechas de modo que la concesión de un nuevo Certificado resulte de una competencia ruinosa, que pueda perjudicar a las líneas aéreas establecidas;

c)
Cuando se trate de personas jurídicas dominicanas, si el solicitante no acredita la constitución legal de la sociedad, la nacionalidad de su capital y el control efectivo de la empresa en los términos del Artículo 130 de la presente Ley; y

d)
Cuando se trate de una empresa extranjera si:

1)
El Estado cuya nacionalidad tenga el solicitante no otorga reciprocidad a las empresas dominicanas;

2)
El Estado cuya nacionalidad tenga el solicitante no le ha otorgado la autorización respectiva para que efectúe el servicio Internacional propuesto; o

3)
Cuando la autorización del servicio es contraria a los intereses nacionales o a los convenios internacionales suscritos y ratificados por la República Dominicana.


Art. 160.- La Junta de Aeronáutica Civil puede, a solicitud de parte interesada u organismo gubernamental superior, por propia iniciativa o por recomendación de la Dirección General de Aeronáutica Civil, alterar, enmendar, modificar o suspender cualquier Cerificado de Explotación en todo o en parte, si la necesidad y conveniencia del interés público así lo requiere. En cualesquier de los casos especificados en este Artículo la resolución se tomará después de haber oído a los interesados.


Art. 161.- La Junta de Aeronáutica Civil podrá cancelar un Certificado de Explotación, total o parcialmente, por cualesquiera de las causas siguientes:

a)
Si se tratare de empresa de servicios regulares, cuando se interrumpa el servicio entre dos o más puntos de la ruta otorgada ( en todo o en parte), por seis (6) vuelos consecutivos sin previa autorización u orden de la Junta de Aeronáutica Civil; o cuando la interrupción se deba a acto voluntario de la empresa o su representante legal. Se exceptúan las interrupciones por causa de fuerza mayor, huelga, conmoción civil, tumulto o desórdenes públicos;

b)
Porque se negocie, a pesar de lo dispuesto en el artículo 144, el traspaso de un Certificado de Explotación o alguno de los derechos en él establecidos;

c)
Cuando se trate de una empresa dominicana, porque el titular del Certificado de Explotación cambie su nacionalidad o deje de llenar los requisitos establecidos en el Artículo 130 de la presente Ley, en cuyo caso la cancelación será obligatoria, inmediata y total;

d)
Por incumplimiento de las disposiciones de esta Ley o de sus reglamentos, o algunos de los términos, condiciones o limitaciones del Certificado de Explotación;

e)
Si se tratare de empresas de servicios no regulares, cuando no prestaren el servicio autorizado o cuando transcurrieren sesenta (60) días sin efectuar dichos servicios.


Art. 162.- No se cancelará ningún Certificado de Explotación sin dar a los interesados un término razonable, a fin de que dentro del mismo presenten las alegaciones o pruebas que estimen convenientes en favor de sus intereses. Este plazo no excederá de los treinta (30) días a partir de la notificación.

IV. PERSONAS ESCUCHADAS EN EL SENO DE LA COMISIÓN.

a.
Fiscal Nacional Económico.


El señor Pedro Mattar, Fiscal Nacional Económico, señaló que, en cuanto al mercado y sus actores, en la actualidad, las empresas que proveen transporte de pasajeros a nivel nacional son básicamente cuatro, de las cuales tres tienen itinerarios y operaciones regulares a distintos destinos del país, destacándose Lan Chile y Lan Express, que son parte de una misma empresa y alcanzan al 88,5% de participación de mercado y Sky Service con una participación del 11,3%. La cuarta empresa es Aerovías DAP, que actualmente no cuenta con servicios regulares.


Explicó que las empresas de transporte aéreo de pasajeros -que constatan la existencia de distintos grupos de consumidores y que conocen la demanda de cada grupo, pero no pueden identificar a qué grupo pertenece cada individuo- normalmente recurren a la discriminación denominada “de 2° grado”. Con ello, persiguen cobrar distintas tarifas a distintos consumidores o distintas tarifas al mismo consumidor por distintas calidades de servicio, con costos levemente diferentes.


Dicho de otro modo, con información imperfecta, las empresas recurren a mecanismos de autoselección. Por ejemplo, es lógico suponer que los usuarios que demandan servicio con alta frecuencia, tendrán una alta elasticidad de demanda y, por lo tanto, obtendrán precios bajos. Por el contrario, aquellos que viajan con baja frecuencia tendrán una baja elasticidad de demanda y, por lo tanto, obtendrán mayores precios. Así, las empresas distinguen dos submercados y pueden fijar distintos precios, en este caso, en función del volumen de utilización del servicio.


Esta práctica, que ha tenido como justificación la óptima utilización de los recursos -en este caso, la óptima utilización de los espacios del avión para cada vuelo- y que, en teoría, en el otro extremo, permitiría el acceso al servicio de personas de menores recursos, ha dado origen a los denominados planes tarifarios, los que, para el caso de Lan Chile-Lan Express, son 18 y para Sky, 3.


Los acuerdos sobre transporte aéreo se refieren, específicamente, a la aviación comercial. En el transporte aéreo, los acuerdos entre países son necesarios, porque todos, de alguna forma, protegen sus mercados de transporte aéreo para sus líneas aéreas nacionales. El principio es que los cielos están cerrados. Luego, el ingreso de una línea aérea extranjera requiere de una negociación y de un acuerdo con el país de origen de esa línea aérea. Lo normal es que estos acuerdos sean bilaterales, es decir, entre el país que debe autorizar el ingreso a su territorio y el país de origen de la línea aérea. Excepcionalmente, existen también acuerdos multilaterales, en que varios países acuerdan que sus líneas aéreas están autorizadas para ingresar a los territorios de los firmantes.


Los acuerdos pueden ser convenios entre los Estados mismos o acuerdos entre las autoridades aeronáuticas. El convenio, después de firmado por las Cancillerías y ratificado por los Congresos, adquiere el rango de tratado internacional y, por lo tanto, de ley interna en cada país. Sólo se puede modificar siguiendo los mismos trámites de su entrada en vigencia y los derechos que establece a favor de las líneas aéreas gozan de la protección de los Tribunales de Justicia. Chile ha suscrito, recientemente, acuerdos con Uruguay, Nueva Zelanda y Singapur.


Ninguna operación aérea de carácter comercial puede efectuarse sin que se haya otorgado previamente un derecho de tráfico que la respalde. Los derechos de tráfico aerocomercial son concesiones que otorga el Estado para que las líneas aéreas puedan explotar comercialmente su espacio aéreo. Estos derechos pertenecen a los Estados y no a las líneas aéreas, que son meros concesionarios de esos derechos. En Chile, los derechos de tráfico son administrados por la Junta de Aeronáutica Civil.


Los derechos de tráfico que un Estado otorga a una línea aérea extranjera para que pueda ingresar a su territorio se denominan libertades del aire y se clasifican como sigue:

	Primera libertad:
	Sobrevuelo sin aterrizaje.

	Segunda libertad:
	Aterrizaje sin fines comerciales (escala técnica).

	Tercera libertad:
	Transporte desde su país.

	Cuarta libertad:
	Transporte hacia su país.

	Quinta libertad:
	Transporte entre países que no son el suyo, en vuelos originados en su territorio

	Sexta libertad:
	Transporte entre países que no son el suyo, pero pasándolo por su 
territorio.

	Séptima libertad:
	Transporte entre países que no son el suyo, en vuelos no originados en su territorio.

	Octava libertad
	Transporte entre puntos del territorio nacional, pero como continuación de un vuelo internacional.

	Novena libertad
	Transporte entre puntos del territorio nacional, pero sin que sea continuación de un vuelo internacional.



La Junta de Aeronáutica Civil es un organismo que se encuentra constituido por un Consejo de carácter interministerial, presidido por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, quien actúa como órgano resolutivo, y, además, por una Secretaría General, que actúa como el órgano ejecutivo de la JAC y que tiene como misión ejercer la dirección superior de la aviación comercial en Chile y administrar la política aérea, impulsando la apertura en el tráfico aéreo entre Chile y otros países, promoviendo el desarrollo del transporte aéreo comercial nacional e internacional. 


La política aerocomercial chilena es de cielos abiertos. Está contenida en la ley de Aviación Comercial (decreto ley N° 2.564, de 1979) y persigue el desarrollo de servicios aéreos de la mejor calidad, eficiencia y al menor costo.


Para el logro de tales objetivos, se estableció:


El libre ingreso de actores al mercado: Todas las empresas chilenas y extranjeras pueden operar libremente en el país, siempre que cumplan con los requisitos técnicos (ATO: Autorización Técnica Operativa de la Dirección General de Aeronáutica Civil) y de seguros (a pasajeros y a terceros en la superficie).


Excepcionalmente, la JAC puede establecer restricciones a empresas extranjeras, si sus países de origen aplican restricciones a las empresas chilenas (reciprocidad bilateral) o si operan en una ruta que está restringida por otro país para las empresas chilenas y se estima que dichas restricciones afectan significativamente a las empresas chilenas (atribución facultativa y a criterio de la autoridad).


La libertad de precios: Las empresas aéreas pueden establecer libremente sus tarifas, debiendo solamente registrarlas en la JAC. La autoridad carece de atribuciones para fijar y objetar precios. Excepcionalmente, se podría fijar tarifas a una empresa extranjera, si la autoridad del otro país no acepta la libertad tarifaria, situación que nunca ha sucedido en la práctica. Dentro de Chile, opera un régimen abierto en esta materia.


La ley otorga a la JAC facultades para intervenir en los mercados sólo en situaciones puntuales y específicas: controlar seguros y negociar reciprocidad. Si los derechos de tráfico aéreo internacional están restringidos por otro país y hay más de una empresa aérea chilena interesada en operar los mismos derechos, éstos se licitan en base exclusiva a ofertas en dinero, sin otra consideración por parte de la JAC. El objetivo es evitar evaluaciones subjetivas en la asignación de rutas.


En el contexto de su misión de velar por la seguridad de las operaciones aéreas que se realizan en el territorio nacional, la Dirección General de Aeronáutica Civil posee atribuciones que le otorgan poder de fiscalización y control sobre diversas actividades y/o instancias.


Por ejemplo, realiza las funciones relacionadas con materias de aeronavegabilidad, tales como:


-Fiscaliza la importación de productos aeronáuticos. 


-Certifica la fabricación y homologación de productos aeronáuticos. 


-Establece y fiscaliza el cumplimiento de normas técnicas para el diseño, la fabricación y mantenimiento de productos aeronáuticos. 


-Certifica y fiscaliza la aeronavegabilidad de todas las aeronaves de matrícula chilena y fiscaliza las aeronaves de matrícula extranjera que operan en el país.


-Certifica y fiscaliza los “centros de mantenimiento aeronáuticos” (CMA) autorizados en el país, y otorga el reconocimiento a los “centros de reparaciones” extranjeros para el mantenimiento de aeronaves de matrícula chilena y de sus componentes.


-Certifica y fiscaliza el personal técnico aeronáutico de mantenimiento (licencias).


-Participa en el otorgamiento de la Autorización Técnica Operativa (ATO) a las empresas aerocomerciales.


Además, la Dirección General de Aeronáutica Civil fija las políticas de inspección relacionadas con la fiscalización de las tripulaciones de vuelo de las empresas de transporte público.


En resumen, en Chile no existirían barreras de entrada muy relevantes, para el ingreso de nuevos actores al mercado aéreo nacional de pasajeros, presentando éste altos grados de desafiabilidad.


En cuanto al rol de los organismos de defensa de la competencia, sostiene que éste consiste en defender la competencia en los mercados, como medio para preservar el derecho a participar en las actividades económicas, promover la eficiencia y, por esta vía, alcanzar el máximo bienestar de los consumidores.


Para cumplir con el objetivo descrito en el caso específico del mercado aéreo, por los grados de concentración que presenta este mercado, a pesar de su desafiabilidad, la acción de los organismos de defensa de la competencia se ha enfocado a atacar las dos principales conductas que pueden presentarse en él, cuales son, la depredación de precios y el abuso de posición dominante.


Por otra parte, también se infiere que, eventualmente y en el corto plazo, la defensa del mercado y de la libertad de concurrencia a éste podría no coincidir con el interés inmediato de los consumidores, como se explica a continuación, a partir de la ocurrencia de las siguientes distintas conductas que pueden presentarse en el mercado:


La depredación por precios. A modo de ejemplo, expresó, supongamos que el agente dominante en el mercado intenta desplazar de éste a un competidor actual mediante el establecimiento de tarifas depredadoras, esto es, por debajo de sus costos operativos. La intervención de los organismos de defensa de la competencia, en este caso, se traducirá en poner fin a la conducta depredadora y sancionar al responsable. El efecto de esta medida será, irremediablemente, el alza del valor de las tarifas.


Las medidas adoptadas para poner fin a esta situación han tenido como finalidad evitar la salida provocada de un competidor por otro que persigue instalarse como único prestador del servicio, de modo tal que si triunfa, estaría, no sólo en situación de recuperar los costos de la depredación, sino de obtener utilidades monopólicas de allí en adelante.


El abuso de la posición dominante. Otro atentado a la libre competencia es, desde luego, el abuso de la posición dominante que, de traducirse en tarifas abusivas, puede causar un notable perjuicio al bienestar de los consumidores.


En este caso, la posición dominante se encontraría determinada por la capacidad de un agente de imponer sus precios en el mercado, sin que los usuarios puedan, por ejemplo, posponer sus decisiones de consumo o derivarlas hacia otro proveedor del servicio.


Conforme al tenor de las denuncias recibidas por la Fiscalía o por la Comisión Resolutiva, se puede decir que el mercado aéreo nacional, por su actual estructura, es propenso a ambas conductas. Por lo mismo, la intervención de estos organismos debe orientarse a defender la competencia en los mercados, como medio para preservar el derecho a participar en las actividades económicas, promover la eficiencia y, por esta vía, alcanzar el máximo bienestar de los consumidores.


En los últimos años, la Comisión Resolutiva ha conocido, al respecto, dos casos emblemáticos: la compra de acciones de Lan Chile a Ladeco, del que emanó el denominado “plan de autorregulación”, dirigido a evitar un eventual abuso de la posición dominante de Lan Chile, y la denuncia de Avant contra Aerocontinente por tarifas depredadoras. En ambos casos, ha intervenido la Fiscalía, en defensa del interés de la comunidad.


Así, el análisis del comportamiento de los distintos agentes en el mercado ha debido considerar, durante los últimos años, fundamentalmente:


-El cobro de tarifas depredadoras como instrumento utilizado para desplazar a agentes competidores del mercado, o como barrera para inhibir el ingreso de potenciales competidores al mercado o a ciertas rutas.


-El cobro de tarifas abusivas, con el único fin de extraer el excedente del consumidor, produciendo un daño al mercado.


La actividad de la Fiscalía y de las Comisiones Resolutiva y Preventiva Central, respecto del mercado aéreo nacional de pasajeros, se realiza a partir de los informes, resoluciones y dictámenes respectivos, en las causas correspondientes, y a partir de las regulaciones vigentes, en especial, del denominado “plan de autorregulación”.


La resolución N° 496, de 28 de octubre de 1997, aprueba el “plan de autorregulación”, que consiste en lo siguiente:


-Definición de mercados. Mercados competitivos son aquellos en los cuales otra línea aérea diferente de Lan-Ladeco accede, al menos, con una frecuencia diaria; y mercados no competitivos, que son aquellos que no cumplen con la condición descrita.


-Regulaciones tarifarias. Son las tarifas máximas en rutas no competitivas.


-Exigencia sobre registros tarifarios. Éste debe realizarse ante la Junta de Aeronáutica Civil.


-Implementación y control del procedimiento propuesto. La JAC informa, en los últimos cinco días hábiles del mes precedente, respecto a cuáles rutas nacionales corresponden a mercados no competitivos. Además, Lan-Ladeco remitirá información a la JAC el último día hábil, excluyendo el sábado, del mes subsiguiente al mes de medición.


Las empresas Lan-Ladeco tienen la obligación de proporcionar toda la información que la Junta de Aeronáutica Civil les requiera. Por su parte, este organismo es el encargado de ejercer el control y el seguimiento del sistema de autorregulación propuesto y de poner en conocimiento de la Comisión Preventiva Central cualquier incumplimiento o alteración del referido sistema, así como la ejecución de eventuales conductas no competitivas por parte de esas empresas, con objeto de que dicha Comisión ejerza las facultades que le conceden los artículos 8 y 11 del decreto ley N° 211, de 1973.


Sin perjuicio de lo expuesto, hizo presente que es deber permanente de la Fiscalía Nacional Económica velar por el cumplimiento de los fallos, decisiones, dictámenes e instrucciones que dicten las Comisiones o los Tribunales de Justicia en las materias a que se refiere el decreto ley N° 211.


De acuerdo con lo anterior, el Departamento de Análisis Técnico y Mercados Regulados de la Fiscalía ha procesado y procesa la información obtenida de la Junta de Aeronáutica Civil y de la propia Lan Chile, sobre tarifas, rutas e itinerarios, a efectos de determinar el grado de incumplimiento del “plan de autorregulación”.


Consultado, especificó que, antes, la Junta de Aeronáutica Civil recibía la documentación, pero no la procesaba. Actualmente, existe una Comisión, que efectúa un análisis del cumplimiento del “plan de autorregulación”. Se descubrió que el plan se había incumplido varias veces y se tomaron los resguardos respectivos. En general, las mayores deficiencias del plan dicen relación a la falta de regulación en los casos en que sale un actor del mercado.


Lan Chile ha incumplido en varias condiciones el plan y, al respecto, se ha llevado a cabo un requerimiento específico y particular respecto de esta materia y se le ha aplicado una sanción. El plan es propuesto por Lan a la autoridad, lo mismo que sus modificaciones, por lo que, con mayor razón, debe cumplirlo.


Observó que el mercado es engañoso para el usuario. Resulta indispensable que éste opere en forma más transparente, en particular respecto de la gran cantidad de tarifas que cobra Lan Chile, hasta 18 para un mismo vuelo. En este caso, lo que se objeta no es el sistema, sino la falta de información.


Precisó que también se ha analizado la posibilidad de que se esté utilizando un sistema de subsidios cruzados entre el mercado de pasajeros y el de carga. Incluso, se ha planteado un requerimiento sobre el particular ante la Comisión Resolutiva.


Recientemente, se ha castigado a Lan Chile por incumplimientos culpables en 70 vuelos, por cobrar tarifas más altas que las competitivas, aplicándosele una sanción ejemplificadora.

Consultado respecto de la forma como se distribuyen las tarifas en cada vuelo, aclaró que ello se hace a través de acuerdos internacionales entre las líneas aéreas.

Por otra parte, informó que, cuando asumió su cargo, formó una comisión para analizar este tema en particular y que se han aplicado a Lan Chile multas por 200 mil dólares, por incumplimiento del “plan de autorregulación” tarifario.


En todo caso, afirmó que se trata de una línea aérea rentable. Recordó que el mercado mundial ha estado complicado a partir de los sucesos del 11 de septiembre. Además, las tarifas aéreas que se cobran en Chile resultan razonables, en comparación con el resto del mundo.


Destacó que todas las denuncias presentadas se han investigado a fondo. En todo caso, estimó indispensable aprender a convivir con esta empresa monopólica, intentando que no abuse de su posición dominante.


Acerca de la posibilidad de que la autoridad fije las tarifas en esta materia, adujo que, para ello, se requiere de una ley que la faculte para hacerlo.

b. Junta de Aeronáutica Civil.

El señor Bernardo Domínguez, Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señaló que la Junta está de acuerdo con el primer considerando del proyecto de acuerdo, en cuanto a que las comunicaciones y el transporte representan un área de suma importancia para el progreso del país, impulsando su integración y su desarrollo armónico. Según documento de la Organización de Aviación Civil Internacional -OACI-, en la economía mundial, cada 
US$ 100 de producto y cada 100 empleos generados por el transporte aéreo inducen una demanda adicional de unos US$ 325 y 610 empleos en otras industrias.


En cuando al segundo considerando, que sostiene “que nuestra extensa geografía otorga singular significación al tráfico aéreo, convirtiéndolo en una privilegiada alternativa, atendida la lejanía y dificultades de acceso de las regiones extremas”, estimó que ello es cierto solamente para aquellas con carácter de isla, tales como Isla de Pascua, Juan Fernández y las regiones al sur de los hielos patagónicos.


Sostuvo que las regiones del norte se encuentran conectadas a la carretera. Recientemente, la empresa norteamericana Arrow Air exportó semillas desde el aeropuerto de Iquique, comprándolas en Rancagua y trasladándolas en camión hasta Iquique. Esto grafica el hecho de que, en determinados tipos de servicios de transporte, el terrestre es un buen competidor del aéreo.


Respecto del considerando que indica “que la reciente aparición de nuevos operadores, como SKY Airlines, pese a los auspiciosos resultados preliminares, no ha logrado revertir esa situación y es improbable que lo haga en el mediano plazo, debido a la mínima cobertura de que dispone”, consideró que, efectivamente, es poco probable que lo haga en el mediano ni en el largo plazo, a causa del reducido tamaño del mercado, lo que, junto con la alta concentración existente, hace poco probable que ésta u otra aerolínea logre romper el monopolio de Lan Chile.


En lo relativo al actual marco legal, explicó que en Chile existe una política de cielos abiertos definida por ley, la que representa la tendencia general en el mundo. Chile está a la vanguardia en el tema, especialmente en comparación con los países de la región. Junto con países como Nueva Zelanda, Singapur y Estados Unidos, se encuentra impulsando esta tendencia.


El objetivo de esta política es contar con los servicios aéreos de la mejor calidad, eficiencia y al menor costo y se basa en los siguientes puntos:


-Libre ingreso a los mercados, en forma recíproca; es decir, que las aerolíneas vuelen donde lo consideren conveniente y no en aquellas rutas donde la autoridad lo determine.


-Libertad de precios. Esta es una práctica bastante generalizada en el mundo.


-Mínima intervención de la autoridad, excepto para hacer cumplir los requisitos técnicos. En este caso, la autoridad es la Junta de Aeronáutica Civil, que cuenta con 20 funcionarios aproximadamente, lo que refleja este espíritu.


-Sin restricciones a la propiedad y el control. En Chile, actualmente, cualquier extranjero puede ser dueño del 100% de una aerolínea, lo que es poco común en los países de la región. En general, en los países del mundo esta política se cumple en un marco de reciprocidad.


En relación con la situación de la industria, expresó, en primer lugar, que el mercado doméstico en Chile es reducido, lo que es un hecho constatado, ya que es una característica propia del tamaño del país. Ocurre en todos los sectores de la economía y la estrategia actual es solucionarlo mediante la apertura de la economía.


El tamaño del mercado es importante, ya que las aerolíneas deben tener acceso a grandes redes para prestar un servicio barato. El tamaño de la aerolínea tiene estricta relación con los costos directos unitarios, por lo que las economías de escala cobran especial relevancia.


En lo que respecta a Lan Chile, si bien sus ventas ascienden aproximadamente a 1.500 millones de dólares al año, las inversiones en que debe incurrir para la renovación y manutención de sus flotas es enorme. Un Airbus A320 vale 30 millones de dólares, lo que equivale a los nuevos aeropuertos proyectados para Temuco y La Serena.


En segundo término, la industria está concentrada. Un gran porcentaje del mercado corresponde a Lan Chile y un pequeño porcentaje se divide entre otras aerolíneas, como Aerovías DAP y Sky Service.


En tercer lugar, sostuvo que no existe evidencia clara de una industria “ahogada” por un monopolio. En todo caso, aclaró, la Junta no es la autoridad encargada de decidir si se trata o no se trata de un monopolio.


En base a la información disponible en la JAC, no hay evidencia de tarifas excesivamente altas que signifiquen una expropiación de excedentes del consumidor. Según las estadísticas, las tarifas en Chile no parecen más altas que en otros países. En general, no se aprecia un aumento de tarifas en rutas no competitivas. Asimismo, los destinos “extremos” son más baratos -por km- que otras rutas en el país.


Otro indicador importante de destacar es que en el país se viaja más que en el resto de la región y, considerando el nivel de ingresos, se puede concluir que, en Chile, se viaja más que en muchos otros países.


Por su parte, la demanda por carga de salida está bien servida, a pesar del fuerte desequilibrio, ya que la salida es muy superior al ingreso. El déficit se soluciona utilizando aviones de pasajeros, en los cuales se transporta también carga.


En cuarto término, indicó que la industria posee márgenes estrechos pero, a diferencia de otros países, está sana. Este antecedente tiene gran relevancia, ya que en el resto de los países, tanto subdesarrollados como desarrollados, en especial después de los acontecimientos del 11 de septiembre, la industria aérea se encuentra en una situación crítica. Por ello, el hecho de contar con una aerolínea que sobrevive y que no le cuesta dinero al Estado es indicador de una industria sana.


Agregó que el sistema de transporte aéreo, igual que las concesiones, es una asociación público-privada y, como tal, interesa que sea financieramente sana. Si bien Lan Chile tiene utilidades, éstas representan márgenes muy pequeños, que no parecen justificar los montos invertidos ni el riesgo asumido.


Un quinto aspecto dice relación al hecho de que se trata de una industria que, por su estructura propia, no debería ser regulada. Se requiere mucha capacidad de reacción para ajustar la oferta a las fluctuaciones de la demanda.


En las rutas internacionales y en los mercados grandes, la competencia ha funcionado bien. En el mercado doméstico, no hay aeropuertos congestionados, hay libertad de flujo de capitales y permanentemente se ven aerolíneas que entran al mercado y salen de él.


Juzgó importante aclarar dos conceptos, los cuales, a su parecer, son los que crean mayor suspicacia en esta industria. El primero de ellos es el Revenue Management & Pricing, práctica utilizada en muchas industrias, pero extremadamente desarrollada en la industria aérea.


El objetivo buscado por la empresa es cobrar el mayor precio posible a aquellos que están dispuestos a pagar más y optimizar al máximo la capacidad de sus aviones. Los beneficios para el sistema de transporte aéreo son las tarifas reducidas -algunas incluso inferiores al costo variable- para aquellos que pueden “demostrar” que no quieren o no pueden pagar la tarifa completa.


Del mismo modo, otra ventaja consiste en que la industria aérea es competitiva, respecto a estándares de países desarrollados y tiene capacidad de reacción ante los cambios en la demanda. Ello quedó ampliamente demostrado luego del atentado en los Estados Unidos, ya que Lan Chile reaccionó rápidamente disminuyendo sus vuelos, lo que evitó pérdidas cuantiosas como las que tuvieron otras empresas del mercado.


Esta industria ha desarrollado un sistema de Revenue Management & Pricing muy sofisticado y complejo, que se efectúa en forma científica, regular y exhaustiva. Lan Chile ha establecido un departamento con 60 profesionales, a cargo de un gerente con un doctorado en física, cuenta con un software de cientos de miles de dólares, una base de datos de 200 mil tarifas que cambian hasta cuatro veces al día, con un monitoreo permanente de las tarifas de la competencia.


Es un proceso que combina la intuición con los métodos científicos y con la participación activa de los gerentes. Por lo mismo, es muy difícil de reproducir en el sector público. Su desventaja es que es muy incómodo para la sociedad y para el usuario final, que no “ve” con claridad lo que está ocurriendo. Las restricciones a los pasajes parecen arbitrarias y sin sentido.


El otro concepto que pretende aclarar es el del factor de ocupación, muy usado en muchas industrias, pero extremadamente desarrollado en la industria aérea. Explicó que los Airbus nuevos tienen costos del orden de los 30 millones de dólares; por ello, las aerolíneas tienen el deber, no sólo el derecho, de llenar al máximo los aviones para aprovechar esa inversión.


La desventaja es la incomodidad que significa para los pasajeros viajar en aviones llenos. Además, hay incentivos para cancelar vuelos sin existir razones de fuerza mayor.


En cuanto a las principales medidas que afectan al transporte aéreo adoptadas por las autoridades se encuentran las siguientes:


-Registro de tarifas, función que, por ley, le corresponde realizar a la Junta de Aeronáutica Civil. No es de gran utilidad si existe el RM & P. Un estudio reciente del SERNAC se basó en las mismas tarifas con las que cuenta la Junta. Su finalidad es informar al consumidor sobre la diversidad de opciones que se le presentan.


-Fusión Lan-Ladeco, la cual contribuyó a la transformación de Lan en una empresa multinacional, dejando una concentración altísima en el mercado.


-Autorregulación tarifaria, es un instrumento bastante tosco, que impide la existencia de mercados de “relleno” y complementa el registro de tarifas de la Junta de Aeronáutica Civil.


-Construcción de redes de autopistas de primer nivel, que representen un buen sustitutivo del transporte aéreo.


-El sistema principal se autofinancia, aun después de los hechos del 11 de septiembre. Adicionalmente, financia otras actividades, como la aviación menor y el turismo.


-Modificación del reglamento de licitación de frecuencias, para entregarlas por tiempo limitado cuando éstas son limitadas.


-Acuerdos de cielos abiertos, como el reciente Protocolo APEC, el cual da derecho a Nueva Zelanda, Singapur y Brunéi Darussalam para ingresar al mercado doméstico y un convenio similar con Uruguay y Luxemburgo. Estos acuerdos cumplen un doble objetivo: generar competencia interna y permitir el desarrollo de la industria.


-Recomendación de Fiscalía, para separar contablemente los negocios, tanto de carga y pasajeros como nacional e internacional.


Al parecer, desde el punto de vista del tráfico aéreo, se cumple el objetivo de la JAC de que exista la mayor cantidad de servicios aéreos de la mejor calidad, eficiencia y al menor precio posible, en beneficio de los pasajeros y embarcadores de carga.


Esto, a pesar de una alta concentración en la participación de mercado y la permanente percepción de abuso por parte de la empresa dominante que tienen las regiones y los usuarios. Sin embargo, no necesariamente, se resuelven los problemas de aislamiento de las zonas extremas.


De hecho, con las políticas existentes, las aerolíneas volarán solamente donde sea rentable volar y es probable que, en Chile, las zonas extremas resulten poco atractivas para las aerolíneas.


Por lo tanto, la Junta de Aeronáutica Civil recomienda, en esta materia, las siguientes cuatro líneas principales.


-Transparentar la información, esto es, que las estadísticas sean públicas, que exista un registro de tarifas, que la contabilidad sea clara. Para ello, se debe incentivar el rol de las agencias de viaje en la protección al consumidor, por cuanto el pasaje aéreo es un producto complejo (equivalente a los seguros, los créditos hipotecarios y las Isapres). Adicionalmente, se deben realizar estudios comparativos con otros mercados -anuales o bianuales-, pero sin interferir el sistema de transporte aéreo.


-Aumentar el tamaño del mercado, que exige una política de cielos abiertos, labor fundamental de la JAC. Existe fuerte resistencia por parte de otros países al exigir reciprocidad, en especial por los países de la región. Se debe tratar de convertir a las autoridades regionales de países vecinos en aliados. Aunque es la tendencia mundial, el avance es lento, por lo que se requiere de mucho apoyo político en todas las instancias.


-Establecer subsidios explícitos, a través de la infraestructura aeroportuaria y de navegación aérea. Esto se hace en la actualidad; las tasas de embarque de todos los aeropuertos del país están subsidiadas por los ingresos generados en Arturo Merino Benítez. Además, se debe licitar un servicio de transporte aéreo en el cual el Estado asegura un ingreso mínimo a la aerolínea, como en el caso del contrato entre Inglaterra y Lan Chile para volar a las Islas Malvinas.


Adicionalmente, se debe subsidiar a la demanda, mediante el pago de un porcentaje del valor del pasaje. Este sistema es bueno, porque se subsidia sólo a la región y mantiene la flexibilidad necesaria en el sistema. Este mecanismo existe en el Ministerio de Transportes, pero está restringido a los sectores que no disponen de un servicio regular establecido.


-No perder de vista el objetivo final, esto es, que haya la mayor cantidad de servicios aéreos, de la mejor calidad, eficiencia y al menor precio posible, en beneficio de los pasajeros y embarcadores de carga. Así como la libre competencia no es buena en sí misma, sino solamente porque es un buen mecanismo para satisfacer a los usuarios, una fuerte concentración no es mala en sí misma. La regulación de tarifas e itinerarios, en el caso del transporte aéreo, es un instrumento muy tosco en comparación con el dinamismo actual que ha desarrollado la industria (por ejemplo, mercados de relleno en autorregulación tarifaria).


Consultado respecto de la información que recibe la Junta de Aeronáutica Civil en términos de tarifas de vuelo, explicó que registra los precios de lista. En ellos se basó el estudio del Sernac. Las tarifas efectivamente vendidas son diferentes. Sin embargo, el “plan de autorregulación” permite tener acceso a las mismas. La información que incluye dicho plan se refiere sólo a los ingresos y a los pasajeros para cada una de las rutas, luego se divide por la distancia, lo que da como resultado la tarifa por pasajero-kilómetro, que es un fiel reflejo de lo que paga el usuario.


Por otra parte, expresó que la Junta carece de facultades fiscalizadoras en esta materia. En relación con los elementos de origen monopólico que detecta, no dispone de recursos ni de facultades para impedirlos. Eso es de competencia de la Fiscalía Nacional Económica, la cual debe definir qué constituye o no constituye abuso monopólico. Destacó que la JAC intenta adquirir una visión “macro” del mercado, sin investigar ni ahondar en detalles particulares.


Respecto de la política de cielos abiertos, sostuvo que a la JAC le corresponde una labor difícil, por cuanto ello depende de la voluntad del país contraparte. Los países que tienen políticas liberales ya han firmado este tipo de convenios con Chile. Actualmente, existen, aproximadamente, 30 convenios. En todo caso, es poco común que este tipo de convenio incluya el mercado doméstico, pero opinó que hay que dejar la opción de operar dentro de este mercado, aunque sea sin reciprocidad.


Por otra parte, manifestó que, de acuerdo con los antecedentes de que dispone, no existe ninguna seguridad de que una mayor fiscalización o, mejor dicho, una fijación de tarifas, logre un servicio más barato, que sería el objetivo de todos.


Respecto al ordenamiento de tarifas, precisó que la Junta de Aeronáutica Civil no es la autoridad encargada de sancionar las actividades monopólicas. Algunas de ellas resultan sospechosas y justifican una investigación por parte de la autoridad respectiva, pero esa actividad no se refleja en los promedios. Además, cualquiera que sea el beneficio que obtenga la empresa monopólica, si se fija el precio, se corre el riesgo de rigidizar el sistema, lo que sería más perjudicial que la actividad del monopolio.


Consultado, puntualizó que un mecanismo de fijación de tarifas es complicado, por lo que se requerirá de una capa intermedia, que podrían ser las agencias de viajes, las cuales se encargarían de proteger y de explicar al usuario los contratos más complejos. La otra opción es tomar la decisión, como país, de que no existan dichos contratos, lo cual, en su opinión, tiene mayores costos que beneficios.


Por otra parte, el país puede exigir reciprocidad, pero no constituye una obligación. Respecto del tema de los aeropuertos, dijo que depende de las bases de licitación, que se efectúan a través del Ministerio de Obras Públicas. En términos generales, existen concesionarios privados en las actividades no aeronáuticas y las actividades aeronáuticas propiamente tales están en manos de la Dirección General de Aeronáutica Civil.


El señor Guillermo Novoa, abogado Jefe del Departamento Legal de la Junta de Aeronáutica Civil, informó que ésta, históricamente, fue un organismo superior de la aviación civil en Chile, con amplias atribuciones para regular el transporte aéreo, pero nunca contó con atribuciones fiscalizadoras. De hecho, en un principio, tenía la atribución de otorgar y de revocar los permisos aerocomerciales a las líneas aéreas, sin expresión de causa.


El decreto ley N° 2564, de 1979, derogó dicha facultad. La normativa mantuvo algunas atribuciones puntuales, para exigir el registro de tarifas y exigir reciprocidad a las líneas aéreas extranjeras. En base a estas dos atribuciones, la Junta de Aeronáutica Civil ha continuado cumpliendo con su función principal, que en estos momentos es negociar los acuerdos internacionales. En materia de registro de tarifas, la norma obliga a las líneas aéreas a registrarlas.


Por lo tanto, sostuvo que, actualmente, la Junta de Aeronáutica Civil carece de cualquier tipo de atribuciones fiscalizadoras. La atribución que le mantiene la ley es la de ser la dirección superior de la aviación civil en el país, función cuyo contenido es indeterminado. La “autorregulación tarifaria” deriva de una instrucción de la Comisión de Distorsiones, que mandató a la JAC para efectuar el control de este sistema. Por lo tanto, la Junta no puede sancionar a una aerolínea por no registrar una tarifa.


Consultado, agregó que, en el caso del posible abuso de Lan Chile, cuando ingresa otra empresa al mercado a competir con ella, es necesario recurrir a la Comisión Antimonopolios, ante la cual se debe probar la conducta anti-competitiva, ya que siempre van a existir tarifas bajo los costos.


En cuanto a la posibilidad de castigar las suspensiones injustificadas de vuelo, se necesita una modificación legal para que la JAC pueda hacer efectiva su sanción. Respecto de la política de cielos abiertos, que sólo sería efectiva para Santiago, adujo que ella es para todo el territorio nacional, desde Arica a Punta Arenas. Puntualmente, con Perú los cielos se encuentran abiertos desde el año 1997, con Bolivia desde 1995, con Brasil desde el 2001 y con Argentina desde 1996.


En otro orden de materias, hizo presente que, en los países subdesarrollados, la fiscalización generalmente es excesiva, lo que frena el desarrollo del transporte aéreo. En cambio, en los países desarrollados la fiscalización es mucho más racional. Para que en Chile exista una fiscalización efectiva, especialmente en materia de tarifas, el costo fiscal sería demasiado elevado, ya que la forma en que las líneas aéreas varían sus tarifas es tan rápida, que para la autoridad sería imposible seguir el proceso. Para ello, se requeriría estar dentro de la empresa o intervenirla.


En el caso específico de Europa, existen tarifas libres, el mercado descansa en un sistema antimonopolio y es fiscalizado por organismos de la libre competencia. Finalmente, indicó que, cuando se fijan tarifas y la línea aérea no está conforme con ellas, lo único que le queda a la autoridad es obligarla a realizar los vuelos, pero, en ese caso, la empresa solicita subsidio.

c.
Lan Chile.


La señora Raquel Galarza, Gerente de Análisis Comercial de Lan Chile, señaló que en el año 2001 la industria aérea transportó 1,621 millones de pasajeros. El tráfico en el interior de Sudamérica representa el 3,4% del total del tráfico mundial en el año 2001.


Por su parte, los pasajeros que tienen relación con Chile corresponden, aproximadamente, al 0,4% del total del tráfico mundial del año 2001, y los pasajeros del mercado doméstico chileno, al 0,2%.


En el año 2002, Lan Chile ha obtenido ingresos por USD 1.452 millones; ha transportado 5.316.500 de pasajeros y 413.600 toneladas de carga. Cuenta con una flota de 56 aviones y con 10.770 empleados.


La empresa obtuvo un resultado positivo de USD 31 millones. LanChile, en el año 2001, ocupó el lugar N° 46 en el ranking mundial de aerolíneas. Es la compañía número 25 en el transporte de carga.


Explicó que el mercado aéreo en Chile es un mercado abierto. Lo rige una política de cielos abiertos. Los pasajeros-kilómetro internacionales con respecto a Chile han crecido en el 9,3% en los últimos diez años. Los pasajeros-kilómetro domésticos en Chile han crecido en el 9,2% en los últimos diez años.


La carga internacional con respecto a Chile, en toneladas, ha crecido en el 5% en los últimos diez años. La carga doméstica en Chile, en toneladas, ha crecido en el 11% en los últimos diez años.


En cuanto a los logros en el mercado internacional y doméstico, expresó que la apertura de cielos ha permitido que Chile tenga más servicios que otros países, tal como lo demuestra el siguiente cuadro:

	Países
	Frecuencia

	Chile - Argentina
	150 frecuencias semanales

	Chile - Perú
	 31 frecuencias semanales

	Argentina - Perú
	 20 frecuencias semanales

	Chile - Brasil
	 33 frecuencias semanales

	Chile - Perú
	 31 frecuencias semanales

	Perú - Brasil
	 9 frecuencias semanales

	Chile - Argentina
	150 frecuencias semanales

	Chile - Ecuador
	 11 frecuencias semanales

	Argentina - Ecuador
	 no existe servicio directo

	Chile - Argentina
	159 frecuencias semanales

	Chile - Colombia
	 10 frecuencias semanales

	Argentina - Colombia
	 7 frecuencias semanales

	Chile - Perú
	 31 frecuencias semanales

	Chile - México
	 10 frecuencias semanales

	Perú - México
	 7 frecuencias semanales



Las exportaciones por vía aérea son, principalmente, productos marinos, con un gran actor que es el salmón. En el año 2002, se transportaron cerca de 115.000 toneladas de productos del mar, las que equivaldrían a 2.300 aviones cargueros Boeing 767 anuales. Hace dieciocho años, no se transportaba salmón por vía aérea.


El mercado aéreo en Chile es un mercado abierto. En Chile no existe ningún tipo de barreras a la entrada de competidores al mercado aéreo. En Chile no existe ningún tipo de barreras legales a la entrada de nuevos actores al mercado aéreo doméstico. Cualquier empresario que desee operar en el mercado doméstico puede hacerlo; sólo debe establecer una empresa con domicilio en Chile y cumplir con la normativa técnica y de seguridad vigente, cuya aplicación es general para todas las empresas.


Tampoco existen requisitos con respecto a la propiedad o control de la empresa aérea de cabotaje, es decir, ésta puede pertenecer en el 100% a capitales extranjeros. Esta situación contrasta con la mayoría de las legislaciones de otros países, la que se explica a través del siguiente cuadro, que muestra la situación comparativa con otros países en cuanto a las exigencias para la operación en el mercado doméstico:

	País10
	% mínimo de 
capital nacional exigido
	Otras exigencias

	Brasil
	80%
	Los administradores o directores deben ser exclusivamente brasileros

	Estados Unidos
	75%
	2/3 de sus ejecutivos y directores deben ser estadounidenses

	México
	75%
	El Consejo de Administración debe estar integrado por mayoría de miembros mexicanos

	Colombia
	60%
	

	Argentina
	51%
	Presidente, Gerente General y 2/3 de los directores o administradores deben ser argentinos o residentes

	Venezuela
	51%
	Mayoría del Directorio nacional y/o residente

	Chile
	 0%
	



Los costos de entrada en el mercado doméstico y la salida de él son perfectamente abordables para cualquier empresa, como lo demuestra el ingreso de numerosos actores al mercado. Para establecer una empresa aérea, no se requiere de una inversión importante. Existe un amplio y competitivo mercado de arriendo o leasing de aviones.


Los sistemas de distribución y reservas (contacto con agencias) se contratan con proveedores internacionales. El mantenimiento de la flota de una empresa aérea y los demás servicios en tierra que requiere son provistos por terceros.


Hay transparencia en la distribución. La distribución de los productos de las líneas aéreas opera a través de sistemas transparentes. Adicionalmente, las ventas telefónicas y a través de Internet se han transformado en una alternativa importante. También hay transparencia en la información: existe un amplio y fácil acceso a la información de los diferentes mercados aéreos y de la competencia, lo cual no se observa frecuentemente en otras industrias.


La administración de los aeropuertos está en manos de operadores independientes de las aerolíneas. Es interesante lo permeable que es el mercado al utilizar los servicios de nuevos entrantes. Así es como las compañías aéreas alcanzan participaciones de mercado de más del 20% antes del quinto mes de servicio. Asimismo, la reputación de una marca o de su programa de pasajero frecuente no inciden significativamente en la preferencia de los pasajeros.


El siguiente cuadro muestra la participación de mercado de las aerolíneas entrantes, a tres, a cuatro y a cinco meses contados desde su inicio y a abril del año 2003.

	Mercado
	Línea aérea
	Inicio
	Participación alcanzada

	
	
	
	3 meses
	4 meses
	5 meses
	abril 03

	Santiago-Arica
	Saba Airlines

Southeast Pacific

National Airlines

Aerochile

Avant Airlines

Aerocontinente Chile

Sky Airlines
	may 91

ago 92

ene 93

ene 96

ene 97

ene 01

jul 02
	39%

22%

18%

20%

5%

28%

23%
	36%

22%

25%

-

7%

25%

21%
	39%

20%

25%

-

9%

21%

22%
	-

-

-

-

-

-

38%

	Santiago-Balmaceda
	National Airlines

Avant Airlines

Aerocontinente Chile

Sky Airlines
	sep 96

abr 98

ene 01

dic 02
	12%

-

24%

17%
	13%

22%

22%

22%
	11%

25%

13%

26%
	-

-

-

26%

	Santiago-Iquique
	Saba Airlines

Southeast Pacific

National Airlines

Aerochile

Avant Airlines

Aerocontinente Chile

Sky Airlines
	may 91

ago 92

ene 93

ene 96

ene 97

jul 00

jul 02
	30%

16%

12%

11%

11%

16%

18%
	29%

17%

15%

-

9%

10%

16%
	32%

14%

20%

-

10%

11%

18%
	-

-

-

-

-

-

31%

	Santiago-Punta Arenas
	Saba Airlines

Southeast Pacific

National Airlines

Aerovías DAP

Avant Airlines

Aerocontinente Chile
	jun 91

ago 92

ene 93

ene 96

ene 97

jul 00
	27%

10%

24%

10%

7%

19%
	29%

16%

23%

19%

9%

16%
	28%

13%

25%

21%

7%

18%
	-

-

-

-

-

-



Sostuvo que no existe evidencia que demuestre que la existencia de economías de escala impidan la competencia entre operadores de distinto tamaño. Este es el caso de Lan en el mercado internacional, ya que las compañías con las cuales compite tienen varias veces su tamaño. Ello se explica en el cuadro siguiente, relativo al tamaño de los principales operadores de la ruta internacional en Chile.

	Línea aérea

(Revista Airline Business,

septiembre 1992)
	Ingresos totales del año 2001

	
	MiIlones de US$
	N° de veces LanChile S.A.

	American Airlines
	18.963
	13

	Grupo Lufthansa
	14.957
	10

	Delta Air Lines
	13.879
	10

	Grupo Air France
	11.234
	8

	Grupo Iberia
	4.240
	3

	Cintra (Mexicana y Aeroméxico)
	3.062
	2

	Varig
	2.578
	2

	Lan Chile S.A
	1.428
	



La industria doméstica en Chile, en abril de 2003, está compuesta de 48 mercados. Los 10 principales mercados acumulan el 83,5% de los pasajeros-kilómetro totales. Estos 10 mercados principales presentan crecimientos similares, ya que son los mismos que en el año 1990.

	Mercado
	Participación año 2002

	Santiago - Punta Arenas
	16,1 %

	Santiago – Antofagasta
	13,5%

	Santiago – Iquique
	12,9%

	Santiago - Puerto Montt
	8,2%

	Santiago – Arica
	8,1 %

	Santiago – Calama
	7,7%

	Santiago – Concepción
	5,2%

	Puerto Montt - Punta Arenas
	4,3%

	Santiago - Isla De Pascua
	3,9%

	Santiago – Temuco
	3,7%

	PRINCIPALES 10 MERCADOS
	83,5%


Chile Doméstico - Mercados con otro operador

	Santiago – Iquique
	Santiago - Temuco

	Santiago - Antofagasta
	Santiago - Balmaceda

	Santiago - Calama
	Puerto Montt - Balmaceda

	Santiago - Puerto Montt
	Antofagasta - Iquique

	Santiago - Arica
	Arica – Iquique

	Santiago - Concepción
	Concepción - Puerto Montt


Chile Doméstico - Mercados sin Otro Operador

	Santiago - Punta Arenas
	Santiago - Valdivia

	Santiago - Isla de Pascua
	Santiago - Copiapó

	Puerto Montt - Punta Arenas
	Santiago - La Serena

	Santiago - Osorno
	Concepción - Punta Arenas



En cuanto a la participación de mercado de la competencia, indicó que alcanza, en abril de 2003, al 19,1%, medida en pasajeros-kilómetro totales de la industria.


Considerando el universo de mercados en que existe otro operador, la participación de la competencia alcanza, en abril de 2003, al 27,3% en pasajeros-kilómetro. Tomando en cuenta el universo de mercados en que existe otro operador, al menos durante los últimos cuatro meses, la participación en pasajeros-kilómetro de la competencia llega al 28,4% en la misma fecha.


Respecto a las mejoras realizadas por Lan Chile para dar un mejor servicio en la ruta doméstica, informó que ha cambiado la flota, incorporando 8 Airbus A-320, aviones de última tecnología, que son naves más amplias, silenciosas y cómodas. Ha incorporado el ticket electrónico, que permite hacer la compra telefónica a través de Lan o agencias de viajes y presentarse directamente en el aeropuerto.


Asimismo, ha establecido el “chequeo automático”, que permite obtener el bording pass desde el computador, hacer el chequeo por internet y el chequeo en máquinas de “chequeo automático”. Del mismo modo, ha implementado un portal internet, que permite al pasajero obtener toda la información de tarifas, condiciones e itinerarios, como también le permite acceder a las “tarifas de último minuto”.


Sobre la información que Lan Chile debe proporcionar a las autoridades pertinentes, más que otras empresas del sector, destacó que está obligada a entregar un informe mensual de la tarifa promedio vendida en Chile para todos los mercados, detallando el número de pasajeros e ingresos en cada uno de ellos.


Asimismo, tiene la obligación de contar con tarifas medias por kilómetro iguales o menores en los mercados que la Comisión Resolutiva definió como “no competitivos” en relación con los mercados definidos por la Comisión como “competitivos”. Debe justificar cualquier cambio de tarifas.


Tiene la obligación de registrar, con veinte días de anticipación, cualquier alza de tarifas en los mercados definidos por la Comisión como “no competitivos” y con diez días de anticipación en los mercados definidos como “competitivos”. Cualquier reducción tarifaria debe registrarse con veinte días de anticipación.


Finalmente, debe informar mensualmente sobre las causas de modificación de itinerario de todos los vuelos.


Acerca del establecimiento de precios y productos en la industria aérea, precisó que se trata de un producto perecible. Un mismo avión sirve varios productos y las demandas de los pasajeros son diversas. Además, hay estacionalidad del tráfico, tanto respecto a los meses, los días y las horas.


Por otra parte, precisó que si un pasajero de negocios quiere un boleto sólo de ida (estadía), no quiere hacer una reserva con anticipación (flexibilidad), no quiere comprar con anticipación, quiere flexibilidad en la forma de viajar, necesita poder modificar su viaje (cambio de reserva, reemisión del boleto, devolución del boleto), el valor de su tiempo es muy alto y decide a última hora.


Por su parte, si un pasajero de ocio sabe la fecha de ida y regreso, planea su viaje con anticipación, tiene un viaje rígido y no va a modificarlo, no requiere hacer paradas intermedias, está disponible para viajar cualquier día de la semana, el valor de su tiempo es menor y quiere viajar al menor precio posible.


Por ello, se definen productos para los distintos tipos de pasajeros, se definen distintos precios (se paga por la flexibilidad, por la opción de encontrar siempre un espacio, por reemitir y devolver boletos, por no llegar al avión) y se establecen distintos niveles.


El precio más bajo es menor que el promedio y, por lo tanto, permite que más personas usen este medio de transporte y que exista un mayor beneficio social. Lan Chile tiene publicados más de 11 precios en la ruta Santiago-Buenos Aires; 16 precios en la ruta Santiago-Lima y 20 precios en la ruta Santiago-Miami.


Consultada acerca del grado de dificultad que significa informar sobre las tarifas efectivamente vendidas en cada vuelo, respondió que el sistema no es totalmente preciso y resulta casi imposible proporcionar esa información a la JAC.


En cuanto a los beneficios especiales para las zonas extremas del país, informó que no hay exigencia de anticipación de compra de todas las tarifas nacionales para los pasajeros que compran y originan viaje en Arica y Punta Arenas. Para Isla de Pascua, hay tarifas rebajadas para residentes.


Asimismo, hay convenios de precios con federaciones de estudiantes, descuentos sobre la tarifa más económica y la tarifa siguiente, ambos aplicables para dos pasajes de ida y vuelta al año; liberación de diez kilos de exceso de equipaje y descuentos en el transporte de encomiendas.


Por otra parte, puso de relieve que la información está perfectamente disponible al público, en la página web de Lan Chile. Además, afirmó que el servicio que reciben los chilenos en comparación con sus pares latinoamericanos es excelente y más barato.


Consultada respecto de la percepción del público en cuanto a que la información que Lan Chile proporciona es selectiva y las tarifas de “último minuto” nunca están disponibles para quien realmente las necesita, puntualizó que el problema es estrictamente de comunicación, por lo que se intentará informar mejor al usuario.


Por otra parte, adujo que el costo de suspender un vuelo es mucho más elevado que prestar el servicio con pocos pasajeros. Además, algunos aeropuertos, como el de Temuco, no cuentan con los elementos necesarios para volar en condiciones climáticas complicadas. Asimismo, hizo presente que el cumplimiento del itinerario es un indicador importante de eficiencia a nivel internacional.


Finalmente, manifestó que, para las empresas que ingresan al mercado, el desafío consiste, más que en ingresar, en mantenerse y en operar de manera eficiente. En este sentido, recalcó que los márgenes de utilidades de Lan Chile no son altos, pero que realizan un negocio eficiente.

d.
Sky Airlines.


El señor Jürgen Paulmann, Presidente de Sky Airlines, explicó que Sky Service S.A. nació como una empresa aeronáutica cuyo objetivo inicial era explotar los servicios de fletamento para otras aerolíneas vía arrendamiento ACMI (Aircraft, crew, maintenance e insurance), proveyendo a terceros del servicio de volar sus rutas y llevar sus pasajeros, exportando, de paso, servicio de tripulaciones y mecánicos.


Esta actividad fue poco apreciada por la autoridad aeronáutica, la cual, desde un comienzo, insistió en que una empresa aeronáutica chilena debería tener operaciones en Chile para poder prestar el servicio que estaba dando.


Cuando Aerocontinente cerró, la presión aumentó, hasta el punto de amenazarla con quitarle la ATO -autorización técnica operativa-, si no iniciaba operaciones en Chile, debido a lo cual debió hacerlo.


Al iniciar sus operaciones, empezó, en junio de 2002, con dos aeronaves hacia las rutas del Norte de Chile, yendo a Antofagasta, Calama, Iquique y Arica. En febrero de 2003, pudo iniciar la ruta sur hacia Temuco, Puerto Montt y Balmaceda, agregando, en marzo, a 
Concepción.


Consultado, especificó que, desde que Sky Service S.A. llegó al mercado nacional, Lan Chile ha puesto, frente a cada uno de sus vuelos, uno que, casualmente, era el que tenía el mix tarifario más bajo.


Para entender este concepto, hay que tener claro que las aerolíneas en todo el mundo manejan un mix de tarifas, que tienen tarifas bajas, medias y altas, a las cuales se accede con ciertas restricciones, siendo las más bajas aquellas que permiten a la aerolínea la mayor anticipación y planificación de la operación y, las más caras, aquellas que permiten al cliente mayor movilidad y a la empresa menor tiempo de reacción.


Luego, la tarifa más barata es la que se compra con mucha anticipación, tiene más tiempo entre ida y regreso y no se puede cambiar o devolver. La más cara es la que se compra con escasa anticipación y permite al cliente la mayor movilidad y posibilidad de devolución en cualquier tiempo.


Ninguna aerolínea financia un vuelo con las tarifas más bajas. Ellas son un premio al cliente previsor. Cada vuelo se financia cuando su comercialización alcanza un mix ideal en su venta, que suma el costo operativo más un margen.


La mayor o menor complejidad de un esquema de tarifas permite a la empresa responder a la situación del mercado creada por las estacionalidades, de manera que, en períodos de alta, cierra las tarifas más bajas y, en períodos de baja, las debe abrir.


Desde un comienzo, Sky llegó con una estrategia de simplificar el esquema de tarifas, a fin de ofrecer un mensaje claro hacia el cliente, de modo que éste enfrentara el mínimo de restricciones al hacer su reserva. Las tarifas bajas premian simplemente la previsión y, de hecho, permiten cambios, cosa inédita para el mercado a su llegada. La consecuencia de ello fue una grata respuesta del mercado, que se volcó hacia esta nueva alternativa.


La respuesta de Lan Chile fue, en breve plazo, modificar su itinerario para acercar vuelos a los de Sky y, en esos vuelos, abrió sus tarifas más baratas para obligarlos a vender barato y, supone, sin financiar el vuelo. En los demás vuelos sin Sky, Lan siguió vendiendo las tarifas más altas, dado que no tenía esa presión.


En ese entonces, por ejemplo, en Arica, Sky tenía tres salidas y Lan doce, lo que, obviamente, le permitía castigar tres vuelos en beneficio de los otros nueve que subsidiaban la pérdida en los primeros.


Sky, a fin de concentrar sus esfuerzos en la atención de pasajeros, tercerizó sus bodegas de carga a la empresa Air Trust S.A. que opera carga y paga un porcentaje de su ingreso.


Cuando comenzó a operar carga en Arica, trayendo porotos verdes a Santiago, el precio era de $ 110 el kilo. A fin de bloquear a Sky, Lan bajó el precio de esta carga desde Arica a 
$ 55, con lo cual la sacó del mercado. Cabe destacar que el handling -manipuleo de la carga- tiene un costo en aeropuerto de $ 42, de manera que, sumado el costo del combustible, esa operación se efectuó a pérdida.


Lan, hace dos meses, ha amenazado a las agencias de viajes que, en caso de que sus ventas de pasajes de Sky superen el 20%, les quitará las sobrecomisiones por viajes internacionales. Esto ha sido confirmado privadamente por varios agentes que temen represalias de Lan.


Recientemente, Lan Chile ha publicado un nuevo tarifario, vigente desde el 3 de julio, en el que ha introducido rebajas en sus tarifas económicas y, en la ruta a Calama, ha creado una tarifa económica que no existía. En este nuevo tarifario sólo ha bajado las tarifas de las rutas en que Lan experimenta competencia y no ha afectado aquellas rutas en que está volando sola o donde Sky no ha logrado aún penetración de mercado suficiente.


Luego, ha aplicado rebajas a las rutas a Arica, Iquique, Antofagasta, Calama. En esta última ruta, creó una tarifa económica que, antes de aparecer Sky, no tenía y no tocó las tarifas de aquellas rutas donde Sky está a igual precio -Temuco, Puerto Montt, Balmaceda- o en aquellas donde Sky no está sirviendo -La Serena, Copiapó, Vallenar, Osorno, El Salvador, Punta Arenas e Isla de Pascua-.


Es decir, Lan está haciendo, precisamente, aquello que la Fiscalía Nacional Económica le ha imputado, es decir, tener precios bajos sólo en aquellas rutas en que enfrenta competencia y mantenerlas o subirlas en aquellas en que no tiene rival. En este caso, de hecho, está bajando tales tarifas específicamente en un acto de total prescindencia de la autoridad mencionada.


Como comentario general, es necesario tener claro que la empresa aeronáutica es una actividad de requerimiento de inversión muy alto, alto costo fijo e inventario cero. Se parece a las actividades de generación eléctrica y telecomunicaciones, pero los costos de sus insumos son tremendamente impredecibles.


Como simple ejemplo, el combustible, una variedad de parafina se comporta en forma difícil de predecir; no sigue siempre el precio del petróleo y varía por motivos variados. La guerra de Irak lo llevó a un tremendo incremento y la paralización de la aviación de Estados Unidos lo bajó. Si quiebran aerolíneas grandes, el stock baja de precio. Es decir, es una variable inmanejable desde este pequeño mercado.


Otras variables difíciles de manejar son el tipo de cambio -la mayoría de los costos son en US$-, los precios de los seguros -todos tomados en Londres, en Chile no hay mercado-, los precios de los repuestos -los stocks están todos fuera de Chile-, e incluso el precio de las tripulaciones técnicas que, en caso de escasez, sube notablemente.


Debido a lo anterior, estimó que una fijación de precios es una medida sumamente compleja. Si se opta por ella, en mercados donde sólo opera una empresa, debería seguirse un sistema de bandas que considere las variables mencionadas y otras por determinar, que sea transitorio hasta que el mercado experimente competencia.


En cuanto a comparar los precios de la industria en Chile con la de otros países, ello es complejo, porque las realidades aeronáuticas son distintas y la realidad chilena sólo podría equipararse en cuanto a infraestructura y calidad técnica -si bien no en mercado- a países de Europa y a Estados Unidos. En la región, hay variedad de niveles de aeronáutica que hacen que la operación técnicamente tenga costos más bajos. La infraestructura de los Estados es inferior y de costos más bajos. Por ello, sin perjuicio de las diferencias con Lan, no es fácil compararse con Argentina -tipo de cambio 0,25 del año pasado, subsidios estatales y garantía estatal a los seguros- o Perú -requisitos técnicos más bajos, mano de obra 0,3 veces precio de Chile-.


En Europa y Estados Unidos existen, desde hace un tiempo, empresas aeronáuticas de baja tarifa -Ryan Air, Easyjet, Jetblue y Suthwestern- que ofrecen una variante interesante, pero posible, por ahora, en mercados con una masa crítica alta y un nivel de penetración de internet del 90%. Posiblemente, entre tres y cinco años más, Chile y la región permitan esta variante.


Es claro que el mercado aeronáutico chileno es un mercado imperfecto, que requiere fiscalización, especialmente cuando el mayor operador nacional tiene capacidad de influir en los agentes del mismo en su favor mediante presiones y mensajes impropios.


Un paso importante debería ser la transparencia del mercado y establecer que las empresas deban proporcionar la información de sus ventas por cada vuelo, indicando las tarifas vendidas y su participación en el vuelo -mix-, de manera de evitar subsidios cruzados por parte del dominante, que tiene una oferta mucho mayor y puede bajar unos vuelos en perjuicio de la competencia para subir los demás. Es cierto que una baja de precios puede ser percibida por el mercado como grata; pero, cuando ella tiene por objeto eliminar la competencia es sólo transitoria, hasta que la competencia desaparezca.


Históricamente, el transporte aéreo de pasajeros ha sido visto en nuestro país como un lujo, como un medio de transporte de clases acomodadas. Por ello, el Gobierno, a pesar de haber creado una de las primeras líneas aéreas de bandera de la región, nunca creó mecanismos para su desarrollo y, ahora que salió de la actividad, de hecho, no ha originado incentivos, sino todo lo contrario.


Si se compara la situación en Chile con la de otros países, se ve que, en Estados Unidos, el Gobierno subsidia directamente a empresas en forma millonaria. El sistema estatal de aeronáutica es fiscal y financiado por el Gobierno. Adicionalmente, el Gobierno avala sus empresas aéreas ante las compañías de seguros mundiales, lo que baja sus costos. Europa hace lo mismo, si bien sus subsidios son menores; pero el sistema es financiado por los Estados.


En Chile, en cambio, el transporte aéreo es desfavorecido en relación con el terrestre. El transporte terrestre tributa por renta presunta; el aéreo, no. El transporte aéreo es el único transporte en Chile que financia directamente su autoridad controladora (DGAC).


El transporte aéreo no recupera el IVA por transporte de pasajeros nacional. El transporte aéreo tiene obligación legal de tomar ciertos seguros en el extranjero, sin ningún apoyo estatal ni respaldo.


En cuanto a las zonas extremas, el sistema legal no contiene ninguna preferencia atractiva que motive especialmente a volar a ellas. El país está claramente en deuda con estas zonas, dado que en ellas viven compatriotas que enfrentan un ambiente duro, especialmente en el extremo sur, alejados del centro de decisiones del país y cuyo único vínculo eficiente con el centro es la vía aérea. El turismo y la actividad económica en esas regiones deben ser fomentados, a fin de desarrollarlas y, por último, facilitar la vida de sus habitantes y favorecer la integración.


Una forma muy simple y de costo relativamente bajo para el país de incentivar la operación de cualquier línea aérea a esa zona, especialmente de aquellas que surjan dedicadas al cabotaje, es asimilar las zonas extremas a las operaciones de vuelo regular al extranjero, lo cual permitiría a una empresa recuperar el IVA -parcialmente- y, con ello, crear un poderoso incentivo para las empresas aeronáuticas chilenas.

e. Aerovías D.A.P.

El señor Andrés Pivcevic, Gerente General de Aerovías DAP, explicó que los principales avances del mundo moderno, como las comunicaciones y el transporte aéreo, han de estar disponibles para todos los habitantes del país, con objeto de permitir un desarrollo armónico, sin discriminar a los pobladores de las zonas extremas.


Chile es un país con vocación aérea, en función de su geografía y de su condición de mercado terminal, donde no existe tránsito hacia otros países. Por tanto, el desarrollo de las zonas extremas requiere necesariamente de un servicio aéreo de pasajeros y carga a precios razonables, sobre todo el de Magallanes, Región isla en que no existe un sustitutivo del transporte aéreo cuando se trata de razones familiares, oportunidades comerciales o necesidades de salud.


Para los magallánicos que necesitan desplazarse y no cuentan con los medios económicos suficientes, la alternativa es navegar durante cuatro días hasta Puerto Montt o desplazarse, vía terrestre, a través del territorio argentino durante cinco días, consumiéndose en el traslado la mitad, por ejemplo, de sus vacaciones.


Lamentablemente, la existencia de una sana competencia en las rutas nacionales, que hizo posible el surgimiento de gran actividad y poblamiento regional, se vio interrumpida cuando la Comisión Antimonopolios autorizó la fusión Lan-Ladeco, creando una megaempresa que se ha transformado en una depredadora que aniquila cualquier otro intento comercial en esta actividad, independientemente de su experiencia y de su tamaño.


Lan, como todo monopolio, también ha cometido abusos contra su propio personal causando una atmósfera de presión e incertidumbre que, en cierta medida, afecta a la seguridad del vuelo. Pilotos, auxiliares de vuelo y personal de mantenimiento han denunciado reiteradamente persecuciones sindicales por parte de sus empleadores, tanto ante la Comisión Resolutiva como en los tribunales laborales, incluso a nivel internacional en la OIT.


Cabe señalar que Lan ha dado cuenta de empresas como Aerochile, National Airlines, Ladeco, Avant Airlines, Alta y Aerovías D.A.P. en su ruta nacional, dejándolas relegadas a operar sólo rutas regionales.


Para aniquilar a la competencia, el grupo Lan no vacila en cometer ilícitos, como quedó demostrado con la acción de dumping con que afectó a la regional Aerovías D.A.P. El abuso, que es el resultado de la posición dominante de Lan, ha sido reiteradamente denunciado por todos los sectores políticos y sociales de Magallanes. Numerosos oficios de Diputados y Senadores de la zona, requerimientos del Fiscal Regional Antimonopolio, reclamaciones de más de 25 organizaciones sindicales, encabezadas por la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, la Cámara de Comercio y el público en general, que han tapizado de notas los medios de comunicación, no han obtenido respuesta concreta.


Últimamente, por la connotación de escándalo público que han adquirido estos abusos, la autoridad se ha mostrado dispuesta a sancionar a Lan con el monto máximo que la ley contempla, esto es, con 10.000 UTM. En realidad, esta multa, que parece importante, representa una cantidad despreciable comparada con las utilidades que le reporta al grupo depredador seguir operando monopólicamente.


Lan es reincidente. Le da buenos dividendos pagar la multa y seguir desafiando a la autoridad, como ya ocurrió anteriormente cuando sacó a la Aerolínea regional de la ruta nacional. En esa ocasión, la Corte Suprema de Justicia, confirmando el fallo de la Comisión Resolutiva Antimonopolios, le aplicó una multa a beneficio fiscal de 6.000 UTM por las acciones ilícitas que consistieron en suspender los servicios de mantenimiento a los cuales estaba obligada y por establecer precios por debajo de los costos para la ruta Santiago-Punta Arenas.


En dicha oportunidad, el valor del pasaje para la ruta Punta Arenas-Santiago, que costaba $ 160.000 (7 horas de vuelo), llegó a costar $ 49.000, valor muy inferior al tramo Punta Arenas-Puerto Montt-Punta Arenas (4 horas de vuelo), que costaba $ 70.000. Esta distorsión de precio tuvo como único propósito sacar a la línea regional de la ruta nacional, objetivo que, obviamente, logró y que le ha permitido operar sin competencia hasta la fecha.


El alto grado de posicionamiento de Lan, por su condición monopólica, el incumplimiento de las regulaciones que la afectan y la arrogancia con que sus personeros desafían a la autoridad, representan la gran barrera de entrada que impide en la práctica que otros operadores o inversionistas se interesen en ingresar en el mercado chileno. Por ejemplo, controla aproximadamente el 87% del transporte de pasajeros y el 97% del transporte de carga. Además, posee participación accionaria en las concesionarias de los terminales aeroportuarios.


Según lo determinó la Fiscalía Nacional Económica, ha establecido subsidios cruzados entre las actividades de pasajeros y de carga y no ha cumplido reiteradamente con el “plan de autorregulación” tarifaria, al cual se obligó como condición “indispensable” en el momento de obtener la autorización de comprar Ladeco, debiendo competir internamente, lo cual resultó en otra falacia. Por si todo ello fuera poco, sus asesores se jactan públicamente de su influencia sobre los medios políticos y judiciales, lo que resulta en otra advertencia para los posibles competidores.


La falta de competencia derivada del escenario descrito hace que no sólo el transporte aéreo de pasajeros y carga se vea afectado. También otras actividades comerciales, como la construcción de grandes complejos turísticos o la implementación de centros de piscicultura, quedan en espera de concretarse, ya que un inversionista no puede tener, dentro de sus variables, depender de un operador monopólico, que podría hacer fracasar su mejor proyecto. En suma, un monooperador abusivo se transforma en un obstáculo para el desarrollo integral y armónico del país.


Su experiencia en rutas nacionales se remonta al año 1996, época en la cual operaban Lan Chile, Ladeco y National Airlines. La tarifa mínima de todas ellas, para la ruta Punta Arenas - Santiago - Punta Arenas, era de $160.000. A pesar de las permanentes solicitudes de bajar dicho precio, las tres empresas indicaban que no era posible un valor menor. Todas iniciaban sus vuelos desde Santiago por la mañana, llegaban al mediodía a Punta Arenas, para retornar entre las 13:00 horas y las 15:00 horas a Santiago.


Como resultado de lo anterior, ningún magallánico podía viajar a Santiago a primera hora de la mañana ante una emergencia. Debía esperar hasta el mediodía para llegar al final del día a Santiago. Muchas atenciones de salud y reuniones de negocios, que no requerían más que de un par de horas, debido a la disposición de los itinerarios, obligaban a perder tres días laborales y a costear dos noches de hotel, además de las comidas.


Ante este escenario, la regional Aerovías D.A.P. incorporó dos aeronaves Boeing 727 y extendió sus operaciones desde Magallanes a la capital, realizando vuelos directos sin escala a un valor de $ 118.000 ida y vuelta, saliendo desde Punta Arenas a las 09:00 horas de la mañana y arribando a Santiago a las 11:45 horas. El avión permanecía en la losa del aeropuerto de Santiago para retornar a las 18:00 horas y arribaba a Punta Arenas a las 20:45 horas.


Este servicio cambió el modo de desplazarse de los magallánicos, adoptando muchos de ellos la modalidad de viajar por el día a Santiago. Tal fue el éxito de este vuelo, que las empresas operadoras existentes actuaron como cartel, concertando rebajas predadoras de precios y horarios de salida, imitando los vuelos sin escala y suspendiendo el mantenimiento a la línea regional al que estaban obligadas. Todo ello, con el claro objetivo de sacarla del mercado. Esto determinó la sanción de 6.000 UTM que les aplicó la Comisión Resolutiva Antimonopolios.


Considerando la información proporcionada por la Junta de Aeronáutica Civil a los Tribunales de Justicia, en el marco de un juicio civil por daños y perjuicios que la aerolínea regional mantiene contra Lan, a raíz del dumping fallado por la Corte Suprema, la tasa de ocupación de las aeronaves, esto es, el número de pasajeros transportados versus el número de asientos disponibles, fue ampliamente favorable a Aerovías D.A.P., seguida por Lan, Ladeco y National Airlines.


Resulta obvio que el factor que determinó la salida de D.A.P. de esa ruta fue el valor de los pasajes, los cuales estaban bajo el costo y no por la falta de pasajeros. La salida de D.A.P. del mercado se adoptó como una manera de evitar el colapso total. Como consecuencia de los ilícitos narrados, la empresa optó por seguir operando sus rutas regionales, excluida la ruta Punta Arenas - Islas Malvinas, la cual había operado por más de ocho años, dos veces por semana. A raíz de su retiro de la ruta nacional, Lan tomó también la referida ruta a las Islas Malvinas, la cual opera solamente una vez a la semana. Esto, con el objetivo de optimizar su ocupación, pero originando un servicio deficitario, ya que los pasajeros deben esperar una semana para poder ir o retornar.


La legítima aspiración de Aerovías D.A.P. de retomar los vuelos nacionales está condicionada, primero, a que los Tribunales confirmen el fallo de primera instancia, en el que se condena al cartel, hoy solamente Lan, al pago indemnizatorio por conceptos de daño emergente, lucro cesante y daño moral, y, en segundo lugar, a que se modifiquen las actuales condiciones, que son las que impiden la competencia en este sector. Por ello, ha presentado a la Fiscalía Nacional Económica un requerimiento para que se apliquen medidas tendentes a transparentar el mercado aéreo y a eliminar las barreras de entrada a él, solicitando lo siguiente:

1.
Que se ordene al grupo controlador de Lan enajenar su participación accionaria en Ladeco, hoy Lan Express, a su elección.

2.
Que se ordene a Lan constituir una sociedad independiente por cada uno de los negocios que controla, de objeto único, y regida por las normas de las sociedades anónimas abiertas.

3.
Que se prohíba la existencia de subsidios cruzados entre las empresas que forman cada negocio.

4.
Que se impida a las empresas Lan Ladeco, hoy Lan Express, el cobro de tarifas discriminatorias entre rutas competitivas y no competitivas y que se las obligue a que las variaciones que apliquen sean proporcionales a todas las rutas que operan.

5.
Que las tarifas del mercado aéreo nacional de pasajeros sea sometido a regulación, en tanto no exista suficiente competencia en el mismo.


Existen antecedentes que permiten a la Comisión Resolutiva enmendar el error cometido al permitir la fusión de Lan con Ladeco, ya que tiene facultades tanto como para permitir fusiones como para disgregar empresas monopólicas.


En materia de dispersión de empresas, Telefónica España, que controlaba a la CTC y a Entel, fue conminada a desprenderse de una de ellas. El resultado es una notable competencia de precios, que ha permitido masificar el uso del bien, dando oportunidades a vastos sectores de la población.


Por el contrario, la fusión de Lan-Ladeco ha terminado por liquidar a la actividad aérea nacional, tal como lo ha manifestado públicamente y lo ha hecho presente a la Fiscalía Nacional Económica la Asociación Nacional de Aeronavegación Comercial, entidad gremial que congrega a todos los operadores aéreos nacionales, con excepción de Lan, la cual, en una muestra más de autosuficiencia, se marginó de dicha asociación.


La sobrevivencia de Sky no sólo dependerá de su autogestión, sino, fundamentalmente, del porcentaje de participación del mercado que Lan esté dispuesta a ceder para maquillar la falta de competencia. Al margen de la débil presencia de Sky, queda como único exponente de la aviación comercial chilena un monopolio depredador que usa el nombre del país mientras esquilma a sus habitantes, especialmente a los más aislados.


Llama la atención que, a pesar del dramático momento por el cual atraviesa la aeronavegación comercial mundial, Lan exhibe grandes utilidades, al mismo tiempo que incursiona en mercados internacionales competitivos. La explicación, sin duda, se encuentra en que es la única línea aérea del mundo que opera monopólicamente en un país. En otras palabras, cualquier aventura en el extranjero queda cubierta con las reiteradas alzas de pasajes que aplica, según sus necesidades, a esta soberana nación.


Hoy día, el grupo controlador de Lan, bajo dicho logo, cobija empresas como Lan Chile, Lan Express, Ladeco, Fast Air y algunas filiales, y maneja las concesiones aeroportuarias. Internacionalmente, existen Lan Perú, Lan Ecuador, introduciéndose también en Brasil y Uruguay, y desarrollando un gran centro de carga en Miami, Estados Unidos.


Consultado, precisó que las alternativas en materia de mantenimiento son bastante escasas, por lo que todas las empresas dependen de Lan Chile en esta materia. Dejó a disposición de la Comisión una carpeta con antecedentes relativos al juicio que su empresa mantiene contra Lan Chile.


Sostuvo, finalmente, que es necesario transparentar y regular las tarifas, especialmente en la zona de Magallanes, donde no existe actualmente competencia y donde, además, los usuarios no tienen otras alternativas.

f.
Frente de Defensa de Magallanes.


El señor Claudio Alvaradejo, Presidente de la ANEF Magallanes e integrante del Frente de Defensa de Magallanes, señaló que esta Región, la más austral de Chile, a más de 3.000 kilómetros de distancia de la capital, siempre ha sufrido el aislamiento y, en muchas etapas de su historia, la indiferencia de las autoridades nacionales y de sus compatriotas.


En Chile, sólo se recuerda a Magallanes cuando se habla de petróleo, lana y/o carne ovina, y no de sus problemas y urgentes necesidades, seguramente porque sólo cuenta con 120.000 habitantes. Lamentablemente, para quienes viven en la Patagonia, la realidad es muy distinta, ya que, con la política centralista que ha caracterizado a los Gobiernos desde antaño, se ven muy desfavorecidos con respecto a otras zonas del país. No obstante, reconoció algunos esfuerzos que se han realizado por superar esta dura realidad.


Su mayor problema, aparte la enorme distancia que los separa de los centros urbanos de la nación, es su accidentada geografía, la cual los convierte en una verdadera isla, a la cual, en realidad, sólo se puede llegar en avión. El traslado por tierra, pasando por la República Argentina, dura entre 45 a 54 horas, o bien, vía marítima entre Puerto Natales y Puerto Montt, demora tres días de navegación. Por lo tanto, la vía aérea es la más expedita, rápida y segura.


El principal problema es que la única línea aérea que efectúa el servicio es Lan Chile. En el pasado, cuando Lan Chile era una empresa pública, existía la ley Lorca, la cual otorgaba efectivas facilidades a fin de que los habitantes de Magallanes pudieran acceder a un pasaje aéreo económico para viajar a Santiago, ya fuese por motivos de salud, de estudios, culturales o deportivos.


Luego, a partir de la década de los 70, además de la mencionada Línea Aérea Nacional, empezaron a servir la ruta Santiago - Punta Arenas empresas como Ladeco, Alta, Avant, Aerocontinente, Saba, National y la regional Aerovías DAP.


Ladeco fue comprada por Lan Chile. Hoy se denomina Lan Express. Las otras sucumbieron ante una competencia inicua de precios impuesta por Lan, siendo el caso más dramático la desleal competencia que se hizo en contra de la línea aérea regional DAP, la que se constituyó en un verdadero boicot.


Los más perjudicados con esta guerra de las aerolíneas son los habitantes de Magallanes, ya que, además de tener que pagar un alto precio por el valor de los pasajes aéreos, deben pagar el doble de lo que se paga en Santiago por productos de primera necesidad, especialmente la fruta y la verdura fresca, entre otras mercancías.


En cuanto a las necesidades básicas afectadas por el monopolio de Lan Chile, explicó que la primera de ellas es la salud, tema sensible para cualquier comunidad. Relató que trasladar a un enfermo en camilla vía aérea tiene un costo aproximado de $ 800.000.


Lan Chile ha solicitado a las agencias de viajes “JAMAS venderle una tarifa que no permita cambios” porque “recuerden que lo barato puede costar caro”. Estas expresiones aparecen textualmente en un e-mail enviado por esta línea aérea a las distintas agencias de viajes de la región, como consta en un documento que dejó a disposición de la Comisión. Queda constatada, entonces, una especie de discriminación contra quienes sufren de enfermedades, las cuales deben ser tratadas, en su mayoría, en Santiago.


Respecto de la educación, que es una de las prioridades de cualquier comunidad, el traslado vía aérea es una traba y, muchas veces, un impedimento insalvable que se debe afrontar, junto al arancel universitario, la alimentación, el trasporte urbano y el costo de alojamiento. Esta realidad los obliga a sentirse discriminados, una vez más, respecto de sus compatriotas del centro del país, que tienen más y mejores posibilidades de elegir otros centros de estudio para sus hijos.


La tarifa más económica es de $114.000, pero, sujeta a una serie de restricciones, ya que obliga a permanecer cuatro noches en Santiago o Puerto Montt, no permite cambios de fechas e impide endosar el pasaje. Es oportuno recordar que el sueldo mínimo asciende a 
$ 115.000, aproximadamente.


En cuanto a la carga y envío de encomiendas, expresó que todas las empresas que se dedican a este rubro deben utilizar el mismo medio de transporte aéreo para cumplir con sus usuarios, es decir, Lan Chile. El sindicato de Correos de Chile en Punta Arenas ha denunciado, recientemente, los perjuicios sufridos por la actitud monopólica de esta empresa, el atraso de la correspondencia, el rezago de mercancías consignadas a correos, etcétera.


Los más perjudicados con ello son, una vez más, los estudiantes universitarios y sus familias, los conscriptos, los comerciantes y, en general, todas aquellas personas que envían encomiendas a otros lugares de Chile, para las cuales sólo Correos tiene oficina, ya que es la única empresa con cobertura nacional.


En el ámbito de la carga internacional, el sindicato de la Empresa Portuaria Austral ha denunciado el alza indiscriminada de las tarifas que actualmente cobra Faft Air, perteneciente al holding de Lan Chile, que actúa como almacenista en el aeropuerto local, las cuales, en muchos casos, superan el 500% de su valor respecto de lo que cobraba la empresa EPA con anterioridad.


No es difícil suponer que las fuentes laborales de muchos magallánicos se verán amenazadas por los altos costos en que habrán de incurrir las empresas que utilizan este servicio de transporte de carga. Por el solo hecho de entregar la documentación, el cobro asciende a 
US$ 20 y, por realizar un reconocimiento de mercancías, el costo asciende a US$ 15, en circunstancias que EPA cobraba alrededor del 150% menos.


La variedad de tarifas de pasajes impuestas por Lan Chile es confusa y falta información veraz y oportuna. Es decir, no se informa de manera clara y accesible a todos los consumidores acerca de las tarifas y las condiciones de uso.


Las inquietudes y las reclamaciones planteadas han sido base sólida para conformar el Frente de Defensa de Magallanes contra los abusos de esta empresa. El 20 de junio de este año, 18 organizaciones sindicales, gremiales y sociales de la región presentaron un escrito ante la Comisión Resolutiva en Santiago, con objeto de regular el monopolio impuesto por Lan Chile en la región. Quince días después, las organizaciones sumaban 24, con el grado de representatividad más alto logrado en las últimas décadas. Hasta ahora, se han reunido más de 10.000 firmas de apoyo a estas gestiones.


La Región reclama y exige un tratamiento especial y oportuno a esta problemática. Es indispensable que alguna autoridad se haga cargo de esta grave situación, poniendo atajo a las actitudes abusivas y discriminatorias de esta empresa. De lo contrario, sólo queda entender que ni el Gobierno ni el Congreso Nacional han tomado cabal conciencia del problema y no han asimilado la magnitud del monopolio que Lan Chile ejerce en perjuicio de la comunidad magallánica.


Finalmente, resaltó su convencimiento de que la lucha en contra de la inicua política de precios en los pasajes aéreos que ha impuesto Lan Chile es de toda justicia y que ella continuará hasta que las autoridades pertinentes escuchen y solucionen este problema económico, humano y de soberanía.

g.
Instituto Libertad y Desarrollo.


La señora María de la Luz Domper, Investigadora del Programa Económico del Instituto Libertad y Desarrollo, señaló que el principal problema radica en que existen zonas extremas en el país con difícil acceso, específicamente Magallanes y Aisén. Estas rutas son servidas por una sola empresa aérea.


Por ello, surge la pregunta de si se trata de un monopolio y de si debe ser regulado. Explicó que las barreras a la entrada dan origen a los monopolios. Éstos se caracterizan porque una sola empresa otorga el servicio o el bien, y ejerce su poder monopólico vendiendo una cantidad inferior a la óptima y cobrando un precio superior al óptimo.


Estas barreras de entrada le permiten obtener utilidades sobrenormales en el largo plazo. Es decir, la sola existencia de una sola empresa no basta para configurar un monopolio.


Hizo presente que la barrera a la entrada es cualquier costo que deben asumir los futuros entrantes que no asumieron o asumen las empresas establecidas11. Existe una diferencia entre los costos de entrar a un mercado y las barreras a la entrada al mercado.


Por ejemplo, el congelamiento del parque de taxis en Santiago ha ocasionado que, actualmente, para ingresar al mercado, es necesario comprar el derecho a alguien que se retira de la actividad, el que se transa entre $ 500.000 y $ 600.000.


Sostuvo que existen diversos tipos de barreras a la entrada. Las barreras legales son impedimentos legales que imposibilitan o hacen más costoso que terceros entren al mercado. Por ejemplo, otorgar una patente, o un derecho de emisión.


Las barreras naturales derivan de la existencia de importantes economías de escala o grandes costos fijos en los cuales hay que incurrir para entrar al mercado, las que originan los llamados monopolios naturales. Sin embargo, el economista Bécquer opina que ya no existen, gracias a los cambios tecnológicos.

Finalmente, las barreras estratégicas se basan en acciones conscientes de las empresas establecidas que detienen, durante un tiempo, la entrada de nuevas empresas. Por ejemplo, a través de la sobreinversión en publicidad, proliferación de marca, etcétera. En el largo plazo, no serían barreras a la entrada, según la definición del economista Stigler.

Precisó que el monopolio ejerce su poder monopólico o de mercado cuando cobra precios distintos del socialmente óptimo -superiores al costo marginal de proveer el servicio-, es decir, cuando obtiene un margen positivo y vende una cantidad inferior a la socialmente 
óptima.

Por otra parte, el poder monopólico es mayor si la elasticidad de precio de la demanda que enfrenta la empresa es más inelástica, debido a la presencia de pocos sustitutivos. Por ejemplo, en el caso de un medicamento específico, si la elasticidad de precio de la oferta de los competidores es baja, es decir, si éstos tienen poca capacidad para responder frente a alzas en el precio del bien y si el mercado es poco contestable, es decir, existe poca competencia potencial.


El precio monopólico es mayor que el precio óptimo social, pero, al mismo tiempo, la oferta es menor a la demanda. El daño que se causa a la sociedad está dado, principalmente, por la menor oferta.

En conclusión, la mera existencia de una sola empresa en un mercado no es condición suficiente para que éste sea monopólico o ejerza poder monopólico, sino que se requiere, además, que existan barreras a la entrada al mercado.

En el mercado aéreo, específicamente en la ruta en estudio, no hay barreras a la entrada. Formar una nueva línea aérea requiere cumplir sólo con criterios técnicos y asumir costos de entrada.

Así es como entró National, en 1994, transformándose luego en Avant y salió el año pasado. Otro actor fue Aerocontinente y, actualmente, Sky cuenta con alrededor del 30% del mercado.

En este caso, en que la ruta tiene poca demanda y es posible que sea eficiente que una sola empresa preste el servicio, se puede aplicar la hipótesis de la eficiencia superior, desarrollada por Harold Demset’z, que establece que la posición dominante de una empresa puede deberse a que dicha empresa es más eficiente que el resto en proveer un determinado servicio, y no a que abusa de su poder monopólico.


Esta hipótesis ha sido empíricamente demostrada para distintos sectores de la economía estadounidense y es perfectamente aplicable en este caso.

En síntesis, recomendó, como política, no tratar estas rutas como monopolio, cuando, en la práctica, no hay barreras a la entrada que lo originen, abriéndolas aun más a la competencia, mediante el cabotaje unilateral (octava libertad), para lo cual Chile podría no aplicar criterios de reciprocidad.


Estimó que, si se opta por regular tarifas, como si se tratara de un monopolio natural, se estaría perjudicando o multando la eficiencia de la empresa que actualmente opera esta ruta.

Consultada respecto de la situación que se produce en las zonas extremas respecto de la forma de operar de la empresa Lan Chile, afirmó que una forma de solucionar el malestar existente es contar con la mayor información posible, que sea lo más transparente que se pueda. En esta materia, es la Comisión Resolutiva Antimonopolios la encargada de exigir a la empresa transparentar la información que proporciona a los usuarios.


Observó que todas las empresas aéreas funcionan sobre la base de una discriminación de precios, es decir, de la oferta de una gran cantidad de tarifas. Esta materia no es posible regularla, sino que es indispensable proporcionar mayor información al usuario.


Asimismo, reiteró que la mejor forma de evitar este monopolio es generando mayor competencia en la zona, permitiendo el cabotaje interno, aun cuando no se apliquen criterios de reciprocidad.


Finalmente, adujo que el “plan de autorregulación” no es adecuado, entre otros motivos, porque obliga a la empresa a no cobrar menos que en las rutas competitivas. Sin embargo, consideró que no resulta conveniente la fijación de precios en esta materia.

h.
Asociación Chilena de Empresas de Turismo A.G -ACHET-.


El señor Carlos Reyes, Director Regional de la Asociación Chilena de Empresas de Turismo A.G., señaló que, indudablemente, el mercado aéreo del tráfico nacional, desde la autorización de la fusión de Lan Chile y Ladeco, quedó, en términos de sector económico, con una participación bajo un reglamento de autorregulación, es decir, quedó en manos del operador dominante la autorregulación de su mercado.


La consecuencia ha sido que ciertos operadores menores han sufrido esta gran oferta y han terminado desapareciendo, a pesar de que, en algún momento, fueron una alternativa competitiva en el transporte aéreo nacional.


La Asociación, si bien reconoce la operación eficiente de Lan Chile, con un servicio de alta calidad, también ha estado estudiando el fenómeno del impacto que esto pueda tener en el futuro, tomando en cuenta el fenómeno ocurrido con aerolíneas como Avant o National y, más recientemente, con el caso auspicioso de Sky Airlines. Indudablemente, un mercado competitivo asegura a los pasajeros, especialmente a aquellos de zonas extremas, el servicio que requieren.


Las agencias de viajes, actualmente, distribuyen el 85% del volumen de pasajes, tanto nacionales como internacionales. Además, les preocupa que una acción monopólica pueda intentar que el canal de distribución neutral que constituyen las agencias pueda verse amenazado.


Esto puede suceder de dos formas. La primera de ellas sería traspasar el costo de la distribución al pasajero, a través de la eliminación de las comisiones que pagan las líneas aéreas por la venta de servicios aéreos, de alrededor del 6%.


La segunda preocupación, especialmente en el futuro, es el sistema de distribución de las reservas aéreas. En la actualidad, las agencias de viajes distribuyen los pasajes mediante esta modalidad, que comprende a un sinnúmero de compañías que proveen servicios aéreos y de hotelería.


Algunas líneas aéreas presionan a las agencias de viajes para eliminar estos sistemas neutrales y obligarlas a hacer las ventas a través de sistemas propios de distribución.


Si Lan Chile tiene un sistema de reservas propio a Punta Arenas, la compañía que provee el sistema neutral no contará con esta ruta y cualquier línea aérea que ingrese posteriormente al mercado no contará con un sistema de reservas. Por ello, el sistema garantiza cualquier futura competencia.


Se espera que Sky empiece a volar a Punta Arenas a partir del 1 de noviembre de 2003. Con el sistema de distribución aérea independiente, se pueden comenzar a ofrecer sus vuelos a partir del 15 de octubre, sin costo para la compañía aérea ni para el pasajero.


Si se elimina este sistema, cualquier competidor no podrá contar con un canal de distribución neutral. Especialmente en el mercado de las zonas extremas del país, es indispensable contar con este sistema de distribución neutral.


Consultado, explicó que el marketing que hace Lan Chile a través de internet ha sido menor de lo esperado, esencialmente porque la línea aérea sólo ofrece sus tarifas, pero no las de otras aerolíneas.


Acerca de las tarifas baratas o de “último minuto”, sostuvo que ellas tienen una serie de restricciones y de regulaciones, conocidas también como “letra chica”. La mayoría son sin derecho a devolución. Es decir, se trata de tarifas de “enganche”. Pero en ninguna de ellas se explican claramente las restricciones que imponen al usuario.


Asimismo, estimó que uno de los mayores problemas es la falta de disponibilidad, toda vez que es tremendamente difícil encontrar las tarifas ofrecidas. Esto, además, se da con mayor frecuencia en aquellas rutas en las que no hay competencia. En cambio, en aquellas rutas en las cuales hay competencia, las restricciones son más flexibles.


Algunas tarifas baratas exigen una estadía mínima. Por ello, se elimina, por ejemplo, a las personas que viajan por el día para hacerse un examen médico.


Afirmó que, en general, el cliente sigue fiel a las agencias de viajes, por cuanto son un elemento neutral, que elige la mejor oferta entre las distintas líneas aéreas.


Por otra parte, respecto de la gran cantidad de tarifas que existen y de la forma en que ellas son calculadas, expresó que ellas son variables a criterio exclusivo de la compañía. Es decir, no hay una fórmula de cálculo.


Consultado respecto de la posibilidad de saber exactamente cuáles fueron las tarifas efectivamente utilizadas, lo consideró una gran idea, ya que actualmente sólo se tienen estadísticas respecto del número de pasajeros embarcados, pero no de las tarifas efectivamente cobradas.


En términos técnicos, opinó que no es difícil implementar este sistema, toda vez que queda un respaldo en el sistema con la tarifa incluida. En todo caso, previno que esa modalidad se debe implementar para todos los actores del mercado, y no sólo para LanChile. Observó que, también, debería aplicarse para algunas rutas internacionales, por las alianzas entre aerolíneas.


Finalmente, informó que su Asociación no ha sido presionada por parte de Lan Chile para no vender más del 30% de pasajes de Sky, aun cuando reconoció que algunas líneas aéreas ofrecen participaciones de mercado por vender sus pasajes.


A continuación, dejó a disposición de la Comisión un resumen ejecutivo de la exposición del abogado Tomás Menchaca, en el XXVI Congreso Nacional de Agentes de Viajes, titulada “El Derecho de la Competencia y el Mercado Aéreo”, la que se transcribe a continuación.


“1) La concentración del mercado aéreo se produjo a partir de una integración horizontal de las principales aerolíneas chilenas y una desaparición gradual de las restantes. A esto podría sumarse una cierta integración vertical entre líneas aéreas y quienes prestan sus servicios como agencias de viajes.


“2) El área del derecho sobre competencia existe porque en una economía de mercado es importante proteger la libre competencia, que debe funcionar al alero de la libertad y ser regulada a partir de la eficiencia de los competidores. Si no existe competencia, se producen efectos contrarios, como el costo social para los competidores más pequeños y para la sociedad como un todo. Al no haber competencia, al monopolista le conviene vender más caro una menor cantidad de bienes. Es entonces donde se pueden producir abusos de posición dominante.


“3) Los organismos dedicados a proteger la libre competencia son la Fiscalía Nacional Económica, las Comisiones Preventivas Regionales, la Comisión Preventiva Central y la Comisión Resolutiva; esta última es la única con facultades para aplicar sanciones. La Comisión Resolutiva está compuesta por personas que trabajan ad honórem y no a tiempo completo, pero a pesar de estas falencias han regulado una cantidad importante de casos, en la mayor parte de los casos en forma adecuada. En otros se han cometido errores, como aquél en que se autorizó la integración entre Lan y Ladeco.


“4) Fallo de la Comisión Resolutiva que autorizó la unión entre Lan y Ladeco. A raíz de este fallo comenzó la integración horizontal del mercado aéreo. Pero existen instancias de reclamo por perjuicios a la libre competencia, representadas en organismos que tienen amplias facultades para tomar medidas.


A pesar de los inconvenientes y problemas de la Comisión Resolutiva Antimonopolios, ésta puede aplicar sanciones, tales como ordenar que se inicie una acción criminal (para lo cual existe la pena de cárcel por el delito de monopolio), imponer multas en dinero (que han sido bastante modestas en algunos casos, con un máximo de 10 mil UT mensuales) y aplicar sanciones civiles (dejar sin efecto contratos, modificarlos, disolver sociedades, decretar inhabilidades para ocupar cargos y dictar instrucciones de carácter general).


Un ejemplo de estas acciones de la Comisión Resolutiva Antimonopolios se vio con las empresas de telecomunicaciones, el mercado eléctrico, etc. En el mercado aéreo, las resoluciones que dictó esta comisión no tuvieron grandes efectos en contra del monopolio.


“5) La fusión de empresas no es en sí un atentado contra la libre competencia y por lo tanto no es intrínsecamente sancionable. Pero la ley estipula que cualquier “hecho o acto que tienda a impedir, restringir o entorpecer la libre competencia” es factible de ser impedido o sancionado.


“6) Un fallo emblemático en nuestro país estuvo dado por la Comisión Resolutiva Antimonopolio que ordenó a Telefónica de España, dueña de Entel y CTC, vender una de las dos empresas, y debieron acatar la resolución.


“7) Existen dos clases de fusiones empresariales: la horizontal (cuando dos empresas que compiten entre sí se unen) y la vertical (cuando una empresa se integra con sus proveedores de bienes y servicios). Esta integración no está prohibida íntegramente por la ley chilena, pero es susceptible de ser impedida o dejada sin efecto por los organismos antimonopólicos, cuando tienda a impedir, restringir o entorpecer la libre competencia. En los países que tienen un derecho a la competencia más avanzado que el chileno, tales como Europa, Estados Unidos y Canadá, existe la exigencia de consulta previa al producirse fusiones de empresas en mercados relativamente concentrados. En Chile tal obligación no existe.


“8) Una integración de empresas puede ser contraria a la libre competencia cuando hay mucha concentración del mercado. En materia de aeronavegación comercial en Chile, existe un oficio de la dirección de aeronáutica enviada a la Comisión Resolutiva por una petición de la misma que declara que en Chile hay una política de cielos abiertos, pero no pueden entrar líneas aéreas extranjeras a hacer cabotaje en nuestro país, es decir, tener rutas de una ciudad chilena a otra cuando no exista reciprocidad del país de esa línea aérea. Como, en general, la reciprocidad es nula, a pesar de esta política de cielos abiertos, el mercado interno está vedado a prácticamente todas las líneas aéreas extranjeras. Hay una barrera de entrada importante.


“9) La resolución de aceptar la fusión de Lan y Ladeco está siendo investigada nuevamente, existe una causa en trámite. Si se demuestra que la empresa dominante tiene poder de mercado, es el primer paso para probar un virtual perjuicio a la libre competencia. ¿Pero enfrentan hoy una dura competencia las líneas aéreas nacionales? ¿Existe la opción de que entren empresas foráneas a competir en Chile?


La primera barrera es la prohibición de entrada a las aerolíneas extranjeras. La segunda, el costo de entrar a un mercado con una empresa dominante, sumado a la alta concentración de la industria, lo que tiende a disuadir a los competidores entrantes, que temen por su inversión. Otro elemento se refiere a la elasticidad precio de la demanda de los productos ofrecidos. Si el monopolista sube indiscriminadamente los precios, se genera el abuso. Si en cambio está en un mercado en el cual el consumidor puede dejar de comprar su producto, la posibilidad de abuso casi desaparece.


Un ejemplo se ve en el mercado aéreo nacional con las rutas largas (el caso de Punta Arenas), que por la geografía del país no deja alternativa al pasajero sino la de viajar en avión. En este caso es posible un abuso por parte de la empresa monopólica. En rutas cortas, en cambio, existen otras alternativas al transporte aéreo que hacen esta demanda más elástica y por lo tanto, hay menor posibilidad de abuso.


“10) Estuvieron en contra de la resolución 445 dictada por la Comisión Resolutiva: la Comisión Central, la Fiscalía Nacional Económica, los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y Economía. Sin embargo esta oposición no bastó para desautorizar la integración Lan-Ladeco (con un voto en contra).


No obstante que el fallo fue favorable a la línea aérea, se le impusieron una serie de exigencias que demuestran que los miembros de la comisión estaban de acuerdo con la existencia de una alta concentración del mercado aéreo y que el poder de mercado de la empresa dominante era enorme, tanto así que una de las disposiciones de esa resolución pidió al gobierno se enviara un proyecto de ley para regular las tarifas. Al respecto el abogado Menchaca declara textual: “Considero esto un error, pues era mejor camino dejar el mercado abierto a la libre competencia”.


Entre esas instrucciones de la comisión resolutiva están:


-Someterse a un plan de autorregulación tarifaria, con un plazo definido, lo que Lan-Ladeco no cumplió. Finalmente, la Comisión Resolutiva consideró que esta exigencia era difícil de poner en práctica porque en el mercado aéreo se pagan precios distintos por los pasajes y espacios en el avión, lo que hace incontrolable la regulación de tarifas.


-También resolvió que la tarifa mensual de Lan-Ladeco por kilómetro recorrido no podía ser superior a la cobrada por los mercados competitivos. En ese entonces existía National y más adelante Avant en el escenario del transporte aéreo chileno. Pero esta obligación hoy, también, es inoperante porque no existe con quién compararse.


-Otorgar servicio de mantenimiento a las líneas aéreas que compitan con Lan Ladeco.


“11) 
Aerovías DAP. Luego de seis meses de la fusión y de la resolución, aerovías DAP denunció atentados a la libre competencia que intentaban causarle perjuicios con el objeto de sacarla del mercado. Esta denuncia se hizo en contra de Lan Ladeco.


Finalmente, la Comisión Resolutiva, al conocer esta causa, decretó dos medidas precautorias en contra de Lan Ladeco y la sancionó, finalmente, con una multa. En la práctica, igualmente DAP debió salir del mercado al no poder competir. Esta línea aérea nacional hizo una demanda por indemnización de perjuicios en un juicio que dura hasta hoy, en el que obtuvo sentencia favorable de primera instancia.


“12) Aparte de la concentración de la industria, existen otros elementos conceptuales que son fundamentales a la hora de definir una empresa como dominante. Por ejemplo, su capacidad de determinar precios de mercado, de ofrecer paquetes de servicios con más facilidad que una agencia de viajes, de discriminar precios y de efectuar prácticas predatorias.


De no haberse producido la resolución favorable a Lan Ladeco, hoy el escenario de mercado aéreo sería distinto. La realidad es que hoy Lan Chile es poseedor de un absoluto monopolio ostentando un poder de mercado importante. En el sector del transporte aéreo ya se aprecia que las líneas aéreas están incursionando en el área de venta de pasajes y programas, compitiendo con las agencias de viajes con un riesgo de integración vertical. Es un tema que no se ha estudiado y debe investigarse.”

V. CONSIDERACIONES, CONCLUSIONES Y PROPOSICIONES APROBADAS POR LA COMISIÓN.


Como consecuencia de las opiniones vertidas en el seno de la Comisión y del examen de los antecedentes recopilados, Vuestra Comisión ha arribado a las siguientes consideraciones, conclusiones y recomendaciones:

A.
Consideraciones:

1.
De acuerdo con los más recientes datos otorgados por la Junta de Aeronáutica Civil, la participación del mercado nacional en transporte aéreo de pasajeros está fuertemente concentrada en la empresa Lan Chile, con el 88,5%. Por otra parte, esta misma empresa 
posee el 95% del transporte aéreo de carga a nivel nacional a saber:

	Lan Express
	68%

	Lan Chile
	20,5%

	Sky Services
	11,3%

	Aerovías DAP
	0,2%



EstA situación se ha mantenido invariable durante los últimos ocho años, desde que la Comisión Resolutiva Antimonopolios, en las resoluciones 445 y 496, aprobó la fusión de las dos grandes compañías nacionales, Lan Chile y Ladeco. Desde esa ocasión, han surgido algunas líneas aéreas pequeñas en magnitud, que han intentado hacerse un espacio en el mercado, sin mucho éxito hasta ahora, tales como Avant, Aerocontinente, National y otras.

2.
Este mercado no cuenta con barreras de entrada para el ingreso de nuevos agentes. La legislación al respecto es sumamente sencilla. Según el decreto ley Nº 2.564, de 1979, las empresas aéreas extranjeras pueden ingresar libremente al mismo, con la excepción contemplada en esa misma normativa, que permite a la Junta Aeronáutica Civil terminar, suspender o limitar los servicios de cabotaje de empresas extranjeras entre puntos del territorio nacional si en su país de origen no se otorgan derechos equivalentes a las empresas chilenas. Es lo que se denomina la obligación de reciprocidad. En cuanto a las empresas chilenas, no importando si sus capitales sean extranjeros, no tienen más limitaciones que las de cumplir con los requerimientos normales de la Junta de Aeronáutica Civil y, en la parte técnica, con las de la Dirección General Aeronáutica Civil.

3.
Es necesario hacer presente que la Comisión Resolutiva, cuando aprobó la fusión de LanChile con Ladeco, mediante la resolución Nº 445, de 1995, y la Nº 496, de 1997, fusión que, por lo demás, no tuvo la aceptación de la Comisión Preventiva Central, que absolvió negativamente la consulta sobre la fusión, ni del Ministerio de Transportes de la época ni de la Fiscalía Nacional Económica, le impuso a esta nueva empresa un plan de autorregulación que, en resumen, consistía en:


-Informar a la Junta de Aeronáutica Civil de las alzas de tarifas, tanto en las rutas no competitivas como en las competitivas;


-Proporcionar toda la información a la Junta de Aeronáutica Civil a fin de que este organismo pudiera ejercer el control y seguimiento del sistema de autorregulación propuesto, y


-Poner en conocimiento de la Comisión Preventiva Central cualquier incumplimiento o alteración del referido sistema. En cuanto a las tarifas en las rutas no competitivas, se obligó a que la tarifa promedio mensual por kilómetro (yield) no fuera superior a la correspondiente tarifa promedio mensual por kilómetro cobrada en el grupo de rutas competitivas de distancias equivalentes dentro del país, en el mismo período. Si no hubiere tramos equivalentes en el país, se usaría el precio promedio por km cobrado en Chile, en conexión con los mercados internacionales de referencia señalados. Para hacer la comparación en la ruta Santiago-Punta Arenas, se usaría la ruta internacional Santiago-Sao Paulo.
4.
Es pertinente recordar que, con anterioridad, la Comisión Resolutiva ya había sancionado a Lan Chile por conductas predatorias en contra de Aerolíneas DAP con una multa de 6000 UTM y, con posterioridad, la justicia ordinaria ordenó el pago de indemnización de perjuicios por el daño ocasionado a la empresa depredada.
5.
Asimismo, la empresa Lan Chile, durante el año 2003, fue acusada por la Fiscalía Nacional Económica de incumplimiento del plan de autorregulación en los años de investigación 1998-2002. Para tales efectos, la Fiscalía le solicitó a la Comisión Resolutiva, hoy Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, que sancionara a LanChile con la multa de 10.000 UTM y que modificara su plan de autorregulación, cuestión que aún está pendiente.
6.
También es necesario advertir sobre la integración vertical que puede existir entre el negocio del transporte y el negocio de compra y venta de pasajes. Existe temor de que Lan Chile, además, se expanda al negocio comercial propio y natural de las agencias de viajes. Es preocupante el avance y crecimiento que ha experimentado la agencia de viajes Lan Tour, que sólo en regiones representa más del 60% de los viajes nacionales y, en Santiago, transa más del 20%.

Respecto de los vuelos internacionales, las líneas aéreas que tenían oficinas en algunas ciudades han desaparecido. Por consiguiente, es muy difícil que un pasajero que vive en regiones y que quiere viajar fuera del país lo haga en una empresa aérea distinta de Lan Chile.

En cuanto a las rutas internacionales, Lan Chile, directamente o a través de convenios como oneworld, controla el 60% de las rutas al exterior y, en algunos tramos, tiene el 100% de la ruta Santiago-Miami y el 100% de la ruta Santiago-Madrid.
B.
Conclusiones:

1.
Que, si bien existe en el país plena libertad para ingresar al mercado del transporte aéreo, la fusión de las líneas aéreas LanChile y Ladeco ha significado una concentración importante de éste, lo cual ha dificultado su normal funcionamiento.

2.
Que el abuso de la posición dominante ejercida por Lan Chile en contra de Aerovías DAP y sus incumplimientos del plan de autorregulación aprobado en la resolución de la Fiscalía Nacional Económica Nº 496, de 1997, como también las prácticas predatorias aplicadas por Aero Continente mientras permaneció en el mercado, han representado un freno importante al surgimiento de nuevas alternativas que beneficien a los consumidores.

3.
Que la mera existencia de una sola empresa en un mercado no es razón suficiente para denominar a éste como monopólico. No obstante lo anterior, es menester reconocer la existencia del problema consistente en la actual presencia de un único agente oferente en el mercado aéreo en la ruta estudiada, lo que, eventualmente, conlleva la generación de consecuencias negativas para los usuarios, desde la perspectiva del potencial abuso de posición dominante que se podría dar. Conviene agregar, eso sí, que costos de entrada y criterios técnicos es todo lo que se requiere para ingresar hoy en el mercado analizado, por lo que no corresponde darle el tratamiento de monopolio.

4.
Que la existencia de situaciones de concentración excesiva o monopolio en el transporte aéreo resultan perjudiciales para el país y, especialmente, para las regiones más aisladas de su territorio, que no cuentan con otros medios de transporte alternativos.

5.
Que se constata que la factibilidad del éxito de nuevas aerolíneas en el país guarda directa relación con la capacidad de los organismos reguladores y fiscalizadores de la libre competencia para evitar que los usuarios sean objeto de prácticas abusivas por parte del principal operador del mercado.

6.
Que, en tal sentido, es necesario aplaudir la presencia de nuevas líneas aéreas, como es el caso de Aerolíneas del Sur que aspira a operar en el 25% del mercado aéreo nacional y que, sumada a SKY, crearía una sana y leal competencia. Además, resulta esperanzador el dictamen de la Fiscalía Nacional Económica que sanciona a Lan Chile y solicita cambios profundos en el plan de autorregulación.
7.
Que, si bien es cierto que tanto la Fiscalía Nacional Económica como la Comisión Resolutiva Antimonopolios aplican correctamente la normativa vigente en las materias analizadas y descritas en este informe, es preciso adoptar todas aquellas medidas y políticas públicas tendentes a permitir y garantizar mayores grados de competitividad, junto con asegurar los canales de información adecuados y permanentes que el caso ha demostrado requerir.

8.
Que las empresas aéreas funcionan sobre la base de una discriminación de precios, lo que implica diversidad en la oferta de tarifas, aspecto sobre el que corresponde profundizar, concretamente en el perfeccionamiento de la información que se da y se debe proporcionar tanto a los usuarios como a la autoridad pertinente.

9.
Que, como último aspecto, cabe señalar que una política pública orientada únicamente a la regulación de tarifas, en el caso estudiado, implicaría perjudicar la eficiencia de los agentes en actual funcionamiento.

C.
Proposiciones:

1.
Solicitar al Fiscal Nacional Económico mantener una estricta vigilancia del cumplimiento del plan de autorregulación a que se encuentra sujeta la empresa Lan Chile, aplicando las sanciones correspondientes en caso de incumplimiento.


Del mismo modo, pedirle que analice la transparencia en el mercado, la participación de empresas aéreas como accionistas de concesionarias de terminales, requiriendo a la Comisión Resolutiva las medidas necesarias para evitar sus efectos o recomendando que esta Corporación proponga las enmiendas legislativas que sean pertinentes.

2.
Demandar, tanto de la Fiscalía Nacional Económica como de la Junta de Aeronáutica Civil, la adopción de las medidas necesarias para imponer a las líneas aéreas que realicen rutas nacionales la mayor transparencia posible respecto de sus tarifas, otorgando a los usuarios toda la información disponible respecto de las diversas ofertas existentes y sus condiciones de uso.

3.
Solicitar a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Reconstrucción, que estudien el envío al Congreso Nacional de las reformas legales necesarias para garantizar los derechos de los usuarios del transporte aéreo en casos de incumplimiento en los servicios.


Asimismo, instar a dichas Carteras a analizar la incorporación, en la legislación nacional, de mecanismos especiales, tendentes a establecer precios máximos para las tarifas en rutas que presenten especiales condiciones de aislamiento.

4.
Pedir al Ministerio de Hacienda la adopción de medidas que incentiven la operación de rutas hacia zonas extremas por parte de las líneas aéreas nacionales y reduzcan sus costos, por ejemplo, a través de considerarlas legalmente como rutas al extranjero, lo que permitiría a éstas la recuperación del IVA respectivo.

5.
Recomendar a la Asociación Chilena de Empresas de Turismo A.G que solicite un informe a la Fiscalía Nacional Económica que analice la creciente y alarmante situación de concentración del mercado aéreo, que avanza raudamente en la línea de la integración vertical.

6.
Exigir a la Junta de Aeronáutica Civil una mayor fiscalización respecto de la empresa Lan Chile, para detectar oportunamente un incumplimiento del plan de autorregulación, controlando no sólo tarifas, sino también la observancia de los itinerarios, las frecuencias y los horarios predeterminados.
7.
Solicitar a la Comisión Resolutiva adoptar las siguientes medidas frente al virtual monopolio de Lan Chile:
a)
Obligar la enajenación, a su elección, de su participación accionaria en Lan Chile S.A. o en Lan Express -similarmente a lo ocurrido con Telefónica de España, a la que, por resolución Nº 368, se le ordenó vender su participación en CTC o en Entel-;

b)
Ordenar a LanChile constituir filiales separadas de los negocios de transporte aéreo nacional de pasajeros y de carga nacional y transporte internacional de pasajeros y de carga internacional, sujetas a las normas de las sociedades anónimas abiertas, a fin de evitar que haya subsidios cruzados entre ellas;
c)
Exigir una mayor transparencia e información a los usuarios sobre los diferentes planes tarifarios a nivel nacional e internacional, así como acerca de las condiciones y características de las 18 tarifas diferentes que tiene para cada ruta o tramo a nivel nacional (SKY sólo tiene tres), a efectos de que esta información sea publicada en diarios, pagina WEB y en los aeropuertos.

d)
Imponer a Lan Chile que, cada vez que la autoridad lo solicite, proporcione información detallada y precisa respecto a las tarifas cobradas y utilizadas en vuelos específicos, a fin de poder certificar la realidad en la utilización del sistema de diversidad de tarifas que se emplea en la actualidad.


-Sometidas a votación las consideraciones, conclusiones y proposiciones, fueron aprobadas por unanimidad.


Además, la Comisión acordó:


-Remitir este informe a S. E. el Presidente de la República, a los Ministerios de Hacienda, de Economía, Fomento y Reconstrucción y de Transportes y Telecomunicaciones, a la Fiscalía Nacional Económica y a la Junta de Aeronáutica Civil.


Se designó diputado informante al señor Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 7 de julio de 2004.


Acordado en sesiones de fechas 4 y 11 de junio, 2 y 9 de julio, 13 y 27 de agosto, 3 de septiembre de 2003 y 23 de junio y 7 de julio de 2004, con la asistencia de los Diputados señores Claudio Alvarado Andrade (Presidente), Rodrigo Álvarez Zenteno, Pablo Galilea Carrillo, Pablo Lorenzini Basso, Zarko Luksic Sandoval, Rosa González Román, Pedro 
Muñoz Aburto, Iván Paredes Fierro, Ramón Pérez Opazo y Leopoldo Sánchez Grunert.


(Fdo.): MIGUEL CASTILLO JEREZ, Secretario de la Comisión”.

13. Informe de la Comisión Especial de Discapacidad sobre el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad. (boletín Nº 3504-11-1)

“Honorable Cámara:


La Comisión Especial de Discapacidad pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en una moción de la Diputada señora Sepúlveda, doña Alejandra, y de los Diputados señores Araya, Cornejo, Lorenzini, Mora y Olivares. 


El proyecto de ley tiene por finalidad, en síntesis, facilitar el cumplimiento del deber cívico de votar a las personas con discapacidad.


Los seis números del artículo único del proyecto son de rango orgánico constitucional, conforme al artículo 18 de la Constitución Política. La iniciativa legal no requiere trámite de Comisión de Hacienda. 

I. ANTECEDENTES.

La moción.


Los diputados autores de la iniciativa constatan un problema que, en la práctica, afecta a las personas que poseen algún grado de discapacidad física, cual es, no poder participar en igualdad de condiciones, respecto de los demás componentes del cuerpo electoral, en los distintos procesos eleccionarios que se verifican, cada vez con mayor ocurrencia, en nuestra vida política nacional. De tal forma, consideran del todo necesario eliminar los obstáculos que, como sociedad, se ha colocado a este número significativo de connacionales que, según algunas estimaciones de la Organización Mundial de la Salud, pueden alcanzar la cifra de 1 millón y medio de personas.


Antes de emitir su voto, se ven privados del derecho a informarse debidamente acerca de los programas y alternativas de los distintos candidatos y proyectos entre las cuales elegir y, durante su ejercicio, la presencia común de barreras arquitectónicas, dificultades de transporte, falta de estacionamientos especiales, dificultades de acceso a las mesas de sufragio, discriminación por parte de los diferentes actores del proceso eleccionario, dificultad evidente de acceso a la cámara secreta, deficiencias de esa cámara tales como la altura a la que se encuentra el tablero que sirve de apoyo físico al votante y ausencia de elementos adecuados para las personas con discapacidad visual, con discapacidad motriz o con falta de alguno de sus miembros superiores, hacen que se vean absolutamente imposibilitados de ejercer en forma igualitaria su derecho a sufragio.


Las causas de tal impedimento se deben, principalmente, agregan, a la ausencia de medidas que permitan facilitar el acto de sufragio. Establecer éstas a nivel social y obtener, por tanto, la eliminación de barreras al ciudadano con discapacidad, permitiría que, en un marco de igualdad jurídica, de dignidad y derechos, de equidad en las oportunidades para la participación cívica, se exprese la riqueza de la igualdad en la diversidad, tan propio de sociedades democráticas y culturalmente desarrolladas.


En estos planteamientos se busca reconocer y visualizar la realidad, encontrar instrumentos jurídicos y prácticos que permitan la manifestación cívica de ciudadanos esencialmente iguales y hacer efectivo su derecho a votar, al posibilitar que sus opciones queden estampadas sin desviaciones o errores.


Concluyen que se trata de adecuar la forma del acto electoral en beneficio de la sustancia democrática del acto mismo, y evitar así que el voto de las personas con discapacidad corra el riesgo de abultar las cifras de abstención electoral o de votos nulos y blancos.


Constituye, en consecuencia, un imperativo ético impulsar medidas administrativas y modificaciones normativas, legales y reglamentarias, que permitan mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad, desarrollando gestiones efectivas y eficientes que permitan avanzar en el proceso de su plena integración social, para lo cual se requiere modificar la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


Luego del estudio efectuado a partir de la creciente demanda de las organizaciones de personas con discapacidad, han establecido que existe la necesidad de una profunda reforma a esa norma electoral, sin perjuicio de lo cual, se ha definido como principal cuestión en relación con estas personas, el tema del procedimiento de sufragio, es decir, el acto mismo de votar en una elección popular.


Con base en lo anterior, surge la idea de definir argumentos y propuestas de modificación, particularmente de los artículos 61, 64, 65, 113, 132 y 137 de la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, en el sentido de reconocer el derecho de toda persona con discapacidad a la asistencia en el acto de votar.


A mayor abundamiento, agregan, el impulso en materia de integración de las personas con discapacidad viene dado por un profundo cambio cultural, de una toma de conciencia generalizada, de una lectura social comprometida con los derechos humanos. La voluntad de promover cambios a las normas electorales se inscribe dentro del proceso de equiparación de oportunidades, esfuerzo que se ha abordado en recientes reformas al Código Civil, Código de Procedimiento Civil, a la Ley de Matrimonio Civil y a la Ley Nº 18.290, de Tránsito, y que se observa en otros múltiples proyectos de ley.


Sostienen que la sociedad moderna se ha construido al alero del desarrollo del Estado de Derecho. Esta condición de juridicidad, junto con alimentar un catálogo más completo de facultades de las personas, ha experimentado desde la segunda mitad del siglo veinte una creciente toma de conciencia por generar derechos desde el enfoque de la solidaridad, enmarcados en lo que se denomina “derechos humanos de tercera generación”. Es en este sentido que, como país, hemos venido entendiendo que la democracia, motor central del Estado de Derecho, se diseña con el aporte de todos los ciudadanos, en un trabajo conjunto que plantea una sociedad futura más desarrollada, sin exclusiones ni barreras que dificulten el ejercicio democrático. En todo ello es relevante el rol de la participación ciudadana, tanto social como política, siendo esta última principalmente ejercida por medio del sufragio. Es en el derecho a sufragio, por su parte, donde se concentra la esencia misma de la calidad de ciudadano. Su naturaleza como derecho fundamental es reconocida por múltiples instrumentos jurídicos nacionales e internacionales.

Legislación comparada.-


La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 21, reconoce que “la voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto”. Igual mención se hace en el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y similar disposición se encuentra en el artículo 23 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo, la Convención Interamericana Para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación, cuyo texto fuera aprobado, durante el año 2001, por el Congreso Nacional, reafirma el compromiso de nuestro país de adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad, entre las cuales se cuentan las dirigidas a corregir distorsiones y obstáculos a su acceso y participación en actividades políticas y de administración. En este mismo sentido, el año 1993 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó las Normas Uniformes Sobre la Igualdad de Oportunidades Para las Personas con Discapacidad, donde se sostiene que: “Los Estados tienen la obligación de velar porque las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos, incluidos los derechos civiles y políticos, en un pie de igualdad con los demás ciudadanos”.

Derecho interno.-


La Constitución Política de la República de Chile, por su parte, en su artículo 1° inciso cuarto, expresa que: “El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece”, concluyendo en su inciso quinto que es un deber sustancial del Estado promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.


Se reafirma lo anterior cuando, en su artículo 5°, la Carta Fundamental expresa que: “El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”


Por tanto, se hace necesario comprender que la constitucionalidad sustancial, que debe orientar el quehacer estatal, exige analizar las instituciones a la luz de la posición normativa primordial de los derechos esenciales, que colocan a la persona como centro y destino del Estado mismo.


Los autores de la iniciativa concluyen que la norma de carácter electoral contenida en la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios carece de disposiciones que garanticen la igualdad efectiva entre todos los votantes y que, en las menciones que se asocian a personas con discapacidad, incurre en expresiones o nominaciones anacrónicas e incluso lesivas para la dignidad y derechos de ellas.

La solución que se propone.-


En atención a lo anterior, se proponen, en términos generales, los siguientes cambios: Sustituir la expresión “inválidos” por la de “personas con discapacidad”, de conformidad con las recomendaciones que sobre la materia contienen las Normas Uniformes aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas y disponer que se permita que el “acompañante” que servirá en calidad de asistente en el voto pueda llegar con el votante hasta la mesa y se le faculte para ingresar con él a la cámara secreta. Aumentar el tiempo que las personas con discapacidad pueden permanecer dentro de la cámara secreta, sin que ello obstaculice el normal desarrollo de la elección. Posibilitar la asistencia de una persona de su confianza o de parte del presidente de la mesa, en el caso de personas con discapacidad que así lo requieran, velando en todo caso por mantener el secreto del voto. Que las fuerzas encargadas del orden público y de cuidar que se mantenga el libre acceso a las localidades y locales, velen por el expedito y adecuado acceso a los locales de las personas con discapacidad y su acompañante o asistente de confianza, cualquiera sea su sexo y, por último, hacer extensiva para el “acompañante” de un elector inválido o no vidente cierta circunstancia eximente de responsabilidad.


Respecto del punto central, se propone modificar la norma partiendo de la base de reconocer el derecho del votante con discapacidad a la asistencia en el acto de votar, atendido que lo contrario significaría perpetuar la exclusión y la ausencia de igualdad efectiva con los otros votantes. Se estima conveniente destacar el reconocimiento del derecho a la asistencia en el voto, modificando por tanto las limitaciones que establece la ley a la participación de un tercero como asistente de una persona con discapacidad, permitiéndole ingresar con ella a la cámara secreta y manipular el voto, todo ello en el entendido que el secreto protegido por la ley ha sido puesto en beneficio del mismo ciudadano, por lo que la interpretación de este secreto no puede venir en ser más importante que el acto y hecho de votar.


Sin embargo, creen pertinente los autores de la moción, además, que se perfeccione el tipo penal del cohecho electoral, estableciendo que la asistencia en el acto de votar no da lugar a presumir la comisión del delito referido, ni de ejercer presión al votante. Sin perjuicio de lo anterior, se describen las conductas punibles en que puede incurrir un votante con discapacidad que es asistido en el voto y su asistente.


Finalmente, se señala que en el sistema jurídico comparado el voto con asistencia es de larga data; así, encontramos esta institución en: Alemania, en la Ley del Régimen Electoral del año 1956; Italia, en la Ley de Elecciones de la Cámara de Diputados de 1957; Francia, en el Código electoral aprobado por la Ley Nº 75-1.330, de 1975; Gran Bretaña, en la Ley Electoral Británica de 1983 y en el Anexo I de la Normas Electorales Parlamentarias, Norma 39, de Votación de Ciegos; Bélgica, en el Código electoral de 1928; Suiza, en la Ley Federal Suiza de 1956; Portugal, en la Ley de la Asamblea de la República de 1979; México, en el Código Electoral; Perú, en la Ley de Elecciones Para el Congreso Constituyente Democrático de 1992 y en la Ley Orgánica de Elecciones Nº 26859, de 1997; Paraguay, en la Ley 
Nº 834, de 1996; Canadá, en la Elections Act de 2000, entre otros.

II. IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL.


Consiste en reconocer el derecho de las personas con discapacidad a ser asistidas en el acto de votar por alguien de su confianza, con el objeto de facilitar el ejercicio de su derecho de sufragio, como una forma de hacer efectiva su plena integración social.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN.

A)
En General.


La Comisión compartió los fundamentos de la iniciativa en informe contenidos en la moción, aprobando por unanimidad la idea de legislar sobre la materia. Concurrieron a dicho acuerdo las Diputadas señoras Allende, doña Isabel, y Sepúlveda, doña Alejandra, y los Diputados señores Cornejo y Hernández.

B)
En Particular.


Durante este trámite, la Comisión adoptó los siguientes acuerdos: 


Artículo único, consta de ocho números e incorpora las siguientes modificaciones en la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

Nº 1.-


La letra a), que sustituye el inciso tercero del artículo 61, con el objeto de incorporar la expresión “personas con discapacidad” y disponer que se permita que el acompañante que servirá en calidad de asistente en el voto pueda llegar con el votante hasta la mesa y se le faculte para asistirlo en el acto de votar, fue objeto de una indicación del Diputado señor Cornejo para suprimir, en el inciso tercero propuesto, la frase “que sea mayor de edad,”, dado que lo más probable que suceda es que estas personas se hagan acompañar por sus hijos, o bien, otros parientes menores de edad.


Esta letra, con la indicación, fue aprobada por unanimidad.


La letra b), que incorpora un nuevo inciso final en el artículo 61, con la finalidad de permitir que las personas con discapacidad puedan ingresar a la cámara secreta con una persona de su confianza, indicando el procedimiento a seguir en tal caso, así como la sanción para quien obstaculice o dificulte este derecho, fue objeto de una indicación del Diputado señor Cornejo para suprimir, en el nuevo inciso final propuesto, las expresiones “que sea mayor de edad,” e “inscrita en los registros electorales,”, aludiendo a la misma razón anterior.


Esta letra, con la indicación, fue aprobada por asentimiento unánime.

Nº 3.- (actual 2)


Este número, que sustituye el inciso segundo del artículo 64, autorizando a que el elector discapacitado pueda permanecer en la cámara secreta por un tiempo razonable y sufragar tanto dentro como fuera de ella, en ambos casos asistido si lo requiriese -adoptándose los resguardos del caso-, se aprobó por unanimidad, sin cambios.

Nº 4.- (actual 3)


Este número, que agrega un nuevo inciso final al artículo 65, permitiendo que el presidente de la mesa sea quien asista al elector discapacitado para doblar y cerrar con el sello adhesivo el voto o los votos, cuando opte por no ejercer su derecho a votar asistido, fue aprobado por asentimiento unánime, sin modificaciones.

Nº 5.- (actual 4)


Este número, que modifica el artículo 113, incorporando un nuevo resguardo para facilitar la acción de sufragio del elector discapacitado -y su asistente, en su caso-, en el sentido de entregar tal responsabilidad, expresamente, a la fuerza encargada de mantener el orden público en los lugares de votación, fue aprobado por asentimiento unánime, sin cambios.

Nº 6.- (actual 5)


Este número, que incorpora un número 9), nuevo, al artículo 132, describiendo un nuevo tipo penal -tratándose de los miembros de las mesas receptoras de sufragio-, cuando impida, sea obstaculizando o dificultando, maliciosamente, el ejercicio del derecho de sufragio de una persona con discapacidad, fue aprobado por asentimiento unánime, sin cambios.

Nº 7.-


Este número, que agrega un número 9), nuevo, al artículo 136, incluyendo, a su vez, un nuevo tipo penal para sancionar a quien sea sorprendido presionando a un elector con discapacidad, o a la persona que le sirve como asistente, fue rechazado por unanimidad, al considerar que era vaga e imprecisa la señalada figura.

Nº 8.- (actual Nº 6)


Este número, que introduce un inciso final nuevo al artículo 137, para no hacer aplicable la presunción de responsabilidad penal -de que trata su inciso primero- a quien acompañe a un elector discapacitado, fue objeto de una indicación sustitutiva de las Diputadas señoras Allende, doña Isabel, y Sepúlveda, doña Alejandra, y de los Diputados señores Cornejo, Hernández y Longton, que formuló tal exclusión -referida ahora al señalado inciso-, en términos más exactos.


Este número, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.

IV. NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


El artículo único del proyecto debe ser aprobado con quórum orgánico constitucional, según lo dispuesto en el artículo 18 de la Carta Fundamental.

V. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


No hay. 

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.


Por unanimidad fueron rechazadas las siguientes disposiciones del artículo único del proyecto:

1.
Nº 7.- Agréguese el siguiente numeral 9) al artículo 136:


“9) El que sea sorprendido presionando a un elector con discapacidad, o a la persona que le sirve como asistente.”.

2.
Nº 8.- Agréguese un nuevo inciso final al artículo 137:


“Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los electores con discapacidad, ni a las personas que les sirvan como asistentes, salvo en los casos de delito flagrante.”.

VII. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.


No hay.

-o-


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las otras consideraciones que dará a conocer la señora Diputada Informante, la Comisión Especial de Discapacidad recomienda la aprobación del siguiente proyecto, al que se le han introducido simples correcciones formales:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:

1.
En el artículo 61:

a)
Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Con todo, las personas con discapacidad podrán ser acompañadas hasta la mesa por otra persona y estarán facultadas para optar por ser asistidas en el acto de votar. La discapacidad se acreditará con la credencial o certificado de inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad.”, y

b)
 Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso que opten por ser asistidas, dichas personas con discapacidad podrán ingresar a la cámara con una persona de su confianza, sin distinción de su sexo. Para ejercer este derecho bastará que la persona con discapacidad lo comunique verbalmente, por lenguaje de señas o por escrito al presidente de la mesa, no pudiendo éste ni ninguna otra persona obstaculizar o dificultar el ejercicio de este derecho. El que obstaculice o dificulte, maliciosamente, el ejercicio del derecho a ser asistido en el acto de votar, será penado con la sanción señalada en el articulo 136. El secretario de la mesa dejará constancia en acta del hecho del sufragio asistido y de la identidad del sufragante y su asistente.”.

2.
Sustitúyese el inciso segundo del articulo 64, por el siguiente:


“El elector entrará en la cámara secreta y no podrá permanecer en ella más de un minuto, salvo las personas con discapacidad, quienes podrán emplear un tiempo razonable. Sólo en el caso de personas con discapacidad o enfermos que no puedan ingresar a la cámara, la mesa dispondrá que sufraguen fuera de ella. Las personas con discapacidad también podrán sufragar acompañadas de un asistente de su confianza, dentro o fuera de la cámara secreta, si así lo requirieren. En estas circunstancias, el presidente adoptará todas las medidas que fueren conducentes para mantener el secreto de la votación respecto de terceras personas.”.

3.
Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 65:


“Tratándose de personas con discapacidad que no ejerzan su derecho a votar asistidas, el presidente de la mesa deberá, a requerimiento del elector, asistirlo para doblar y cerrar con el sello adhesivo el o los votos, labor que realizará fuera de la cámara. De este hecho también deberá quedar constancia en acta. En todo momento el presidente de la mesa resguardará el secreto del voto de la persona a la que él asiste.”.

4.
Intercálase en el inciso primero del artículo 113, a continuación del punto seguido (.), y antes de la palabra “Deberán”, el siguiente texto:


“Asimismo, velarán porque tanto las personas con discapacidad, como quienes las acompañen para asistirlas en el voto, tengan acceso expedito y adecuado al respectivo local de votación. No se impedirá el acceso de ninguna persona que concurra a un local de votación en calidad de asistente de otra con discapacidad, ni siquiera a pretexto de distinción de sexo.”.

5.
Agrégase el siguiente número 9) en el artículo 132:


“9) Impedir, sea obstaculizando o dificultando, maliciosamente, el ejercicio del derecho a sufragio de una persona con discapacidad.”.

6.
Reemplázase en el inciso primero del artículo 137, desde donde se lee “salvo...” hasta el punto aparte, por la frase “salvo que se trate de discapacitados asistidos.”.”.

-o-


Se designó diputada informante a la señora Sepúlveda, doña Alejandra.


Tratado y acordado, según consta en el acta correspondiente a la sesión del día 4 de 
agosto de 2004, con la asistencia del señor Cornejo, don Patricio (Presidente); señoras Allende, doña Isabel, y Sepúlveda, doña Alejandra, y de los señores Hernández, don Javier, y Longton, don Arturo. 


Sala de la Comisión, a 5 de agosto de 2004.


(Fdo.): ROBERTO FUENTES INNOCENTI, Abogado Secretario accidental de la Comisión”.
14. Moción del diputado señor Lorenzini.


 Modificación al Estatuto del personal respecto del cargo de Edecán. (boletín N° 3628-16)

“Considerando:

1.
La necesidad de modernizar el Estatuto del Personal en lo que se refiere al nombramiento del cargo de Edecán.

2.
Que dicho cargo debería quedar con un régimen especial, sujeto a la confianza de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, por un determinado período.

3.
Que no resulta posible aplicar las mismas normas para la realización del concurso público que dispone el Estatuto del Personal para el ingreso a un cargo de planta, para lo cual se requiere establecer un proceso diverso y más acorde con la naturaleza de la función y requisitos que se exigen a los postulantes.


En mérito a las consideraciones precitadas, propongo el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Estatuto del Personal de la Cámara de Diputados:

1.
 Incorpóranse, en el artículo 7°, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:


“El cargo de Edecán de la Cámara de Diputados es de exclusiva confianza de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento. El funcionario que ejerza dicho cargo durará cuatro años en funciones y será nombrado y removido por los dos tercios de sus miembros.


Al inicio de cada período legislativo la referida Comisión, con el quórum señalado precedentemente, podrá extender el nombramiento por otros cuatro años, en mérito a la evaluación funcionaria del período inmediatamente anterior.”.

2.
 Agrégase, en el artículo 16, el siguiente inciso final:


“El procedimiento que regirá el concurso para proveer el cargo de Edecán será determinado por la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento.”.






PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� No obstante, el Diputado señor Ulloa dejó constancia de que hará presente en la Sala su criterio en el sentido de que el artículo 2°, que pasa a ser único, debe aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional.


� El artículo 30 de la ley N° 18.918 dispone: “Las diversas disposiciones de un mismo proyecto que para su aprobación necesiten mayorías distintas a la de los miembros presentes, se aprobarán en votación separada, primero en general y después en particular, con la mayoría especial requerida en cada caso. Tanto la discusión como la votación se efectuarán siguiendo el orden que las disposiciones tengan en el proyecto. 


 El rechazo de una disposición que requiera mayoría especial de aprobación importará también el rechazo de las demás que sean consecuencia de aquélla.”


� El artículo 65 de la Constitución Política de la República establece: “El proyecto que fuere desechado en general en la Cámara de su origen no podrá renovarse sino después de un año. Sin embargo, el Presidente de la República, en caso de un proyecto de su iniciativa, podrá solicitar que el mensaje pase a la otra Cámara y, si ésta lo aprueba en general, por los dos tercios de sus miembros presentes, volverá a la de su origen y sólo se considerará desechado si ésta Cámara lo rechaza con el voto de los dos tercios de sus miembros presentes”.


� El inciso primero del artículo 94 de la Constitución Política de la República prescribe: “Los nombramientos, ascensos y retiros de los oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros, se efectuarán por decreto supremo, en conformidad a la ley orgánica constitucional correspondiente, la que determinará las normas básicas respectivas, así como las normas básicas referidas a la carrera profesional, incorporación a sus plantas, previsión, antigüedad, mando, sucesión de mando y presupuesto de las Fuerzas Armadas y Carabineros.”


� El artículo 25 de la ley N° 18.918 estatuye. “Corresponderá al presidente de la sala o comisión la facultad de declarar inadmisible las indicaciones a que se refiere el artículo anterior. No obstante, la sala o comisión, en su caso, podrá reconsiderar dicha inadmisibilidad.


 La declaración de inadmisibilidad puede ser hecha por el presidente de propia iniciativa o a petición de algún miembro de la corporación, en cualquier momento de la discusión del proyecto.


 La circunstancia de que el presidente de la corporación no haya declarado la inadmisibilidad de alguna indicación durante la discusión general, no obsta a la facultad del presidente de la comisión para hacerlo por su parte o para consultar a la comisión en caso de duda.


 La declaración de admisibilidad hecha en las comisiones no obsta a la facultad del presidente de la Cámara respectiva para hacer la declaración de inadmisibilidad de las indicaciones o para consultar a la sala, en su caso.”


� Ver cita N° 2.


� Ver cita N° 5.


� El artículo 1° de la ley N° 15.737 dispone: “Concédese al personal de Rayos X y Radioterapia que ejerce sus actividades en servicios fiscales, semifiscales, de administración autónoma, en institutos de radiología o en instituciones particulares, cualquiera que fuere la naturaleza jurídica o la forma de organización de las instituciones, un abono de un año por cada cinco por servicios continuados, para todos los efectos legales.”


� El artículo 132 del Código Penal dispone: “Cuando en las sublevaciones de que trata este título se supone uso de armas, se comprenderá bajo esta palabra toda máquina, instrumento, utensilio u objeto cortante, punzante o contundente que se haya tomado para matar, herir o golpear, aun cuando no se haya hecho uso de él.”


� El inciso segundo del artículo 450 sanciona con las penas de presidio mayor en sus grados mínimo a máximo (de cinco años y un día a veinte años) a los culpables de los delitos de robo o hurto cuando hagan uso de armas o sean portadores de ellas, siempre que no les corresponda una pena mayor por el delito cometido. Cabe hacer presente que el inciso final de la norma en comento se remite al ya mencionado artículo 132 para efectos de determinar cuándo el robo o hurto se comete con armas. 


� El artículo 10 de la ley sobre Seguridad Interior del Estado, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo Nº 890, de 1975, del Ministerio del Interior, establece: “Prohíbese, salvo permiso de la autoridad competente, el uso de armas cortantes, punzantes y contundentes a todos los que no pertenezcan a las Fuerzas Armadas, al Cuerpo de Carabineros, al Servicio de Investigaciones, al Servicio de Vigilancia de Prisiones o a los demás organismos estatales autorizados por la ley.


La infracción a esta disposición será penada con presidio menor en su grado mínimo y multa cuyo monto guarde relación con las facultades económicas del infractor, pero no excederá de un cuarto de sueldo vital mensual, escala A), del departamento de Santiago, en cada caso de infracción. Esta multa podrá elevarse hasta el quíntuple de su máximo en casos de reiteración.”


� En efecto, las penas de los delitos de robo con intimidación o con fuerza en las cosas son similares o superiores a las que establece el inciso segundo del artículo 450. Por su parte, en el caso del hurto, la aplicación de esta norma resulta desproporcionada, si se considera que en virtud de ella podría imponerse una pena de presidio mayor en su grado máximo (de quince años y un día a veinte años), en circunstancias de que la sanción mínima que se contempla para el delito de hurto es de presidio menor en su grado mínimo (de sesenta y uno a quinientos cuarenta días).


1 El mandato, originalmente, había sido encomendado a la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, la que, en el cumplimiento de este cometido, debería trabajar conjuntamente con la Comisión Especial de Zonas Extremas, en lo referido a la situación de ciertas regiones del país. En sesión de fecha 16 de abril, la Comisión solicitó a la Mesa que le remitiera el proyecto de acuerdo N° 142, en atención a que la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo aún no había iniciado su trabajo. Mediante oficio N° 4275, de fecha 29 de abril de 2003, la Sala acordó acceder a la solicitud de la Comisión de Zonas Extremas, remitiéndole, para su estudio, el señalado proyecto de acuerdo.


2 Antecedentes aportados por la Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional.


3 La ley Nº 19.047 agregó el artículo 194 bis y la Nº 19.366 sustituyó el artículo 193.


4 Junta de Aeronáutica Civil, (JAC), dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


5 Ver http://www.jac-chile.cl/politica.htm


6 Conocido por sus siglas ATO.


7 Decreto con fuerza de ley Nº 241, de 1960, artículo 6º.


8 http://www.jac-chile.cl


9 Antecedentes aportados por la Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional.


10 Fuente: Elaboración propia.


11 G. Stigler.
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